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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Jorge Burgos Varela; Secretario General de la Presidencia, señor Jorge Insunza de las Heras; Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz Díaz, y de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán. Asimismo, estuvieron presentes el Subsecretario de Prevención del Delito, señor Antonio Frey Valdés; la Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, y la Coordinadora de la División Jurídica de dicho Ministerio, señora Valeria Lübbert. 
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.
III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 13ª y 14ª, ordinarias, en 5 y 6 de mayo del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.




(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto del proyecto que establece una ley marco para la inversión extranjera directa en Chile y crea la institucionalidad respectiva (boletín Nº 9.899-05).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó el proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos relativo al establecimiento de una oficina regional para América del Sur en Chile y el Acuerdo Interpretativo referido a la aplicación del Artículo VI de este (boletín N° 9.897-10) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo expone que dio su aprobación, en los mismos términos en que lo hizo esta Corporación, al proyecto que establece una disposición interpretativa del inciso primero del artículo 10 de la ley Nº 19.537, en materia de espacios que sean bienes nacionales de uso público y los de dominio comunitario en el régimen de copropiedad inmobiliaria (boletín N° 9.845-14).


--Se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el último comunica los nombres de las señoras Diputadas y los señores Diputados que, en representación de dicha Corporación, integrarán las Comisiones de Reja y Pórtico, que recibirán el día 21 de mayo a Su Excelencia la Presidenta de la República con ocasión de la sesión de Congreso Pleno en que se dará cuenta al país del estado político y administrativo de la nación.



--Se toma conocimiento.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Envía copia de dos resoluciones pronunciadas en el requerimiento de inconstitucionalidad del artículo 5º de la ley Nº 18.900, que pone término a la existencia de la Caja Central de Ahorros y Préstamos y a la autorización de existencia de la Asociación Nacional de Ahorro y Préstamo. 



Expide, asimismo, copia de una resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 299, Nº 3, y 433 del Código de Justicia Militar.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Excelentísimo señor Presidente de la Corte Suprema:



Responde solicitud de información, enviada en nombre de la Senadora señora Van Rysselberghe, acerca del número total de causas en las que se ha ejercitado la acción de no discriminación arbitraria contemplada en la ley N° 20.609, desde su entrada en vigencia.


De la entonces Ministra de Desarrollo Social, señora Fernanda Villegas:


Adjunta comunicación del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo del Biobío, relativa al bono a locatarios afectados por un incendio en 2014 y a la recuperación del Mercado Central de Concepción, materias consultadas en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Responde solicitudes de antecedentes, remitidas en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de los siguientes asuntos: 



1.- Inscripción de la empresa española AZVI en el Registro de Contratistas y Consultores de esa Secretaría de Estado; obras ejecutadas; sanciones o multas que le han sido aplicadas, y acciones legales ejercidas en su contra.



2.- Estado de la investigación que lleva adelante esa Cartera en la Región de Los Ríos por la extracción de áridos que se realiza desde el año 2012 en la ribera del río San Pedro.


Atiende petición de información, cursada en nombre del Senador señor Matta, relativa a la necesidad de asignar recursos para reponer y reparar las dos balsas que prestan servicio de conectividad a los habitantes del sector de Caliboro, comuna de San Javier, y de El Peumo, comunas de Villa Alegre y San Javier.



Remite, en respuesta a petición formulada en nombre del Senador señor Navarro, copia de la resolución Nº 036 de la Dirección General de Obras Públicas, que acepta propuesta pública para el mejoramiento de la Ruta O-390, sector Cruce Ruta 148 (Florida), Autopista Itata, tramo DM. 0,00 al DM. 15.240,00, provincia de Concepción, Región del Biobío.


Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Bianchi, acerca de las razones por las que fue omitida la participación de representantes de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena en el informe final de la Comisión Presidencial Pro Movilidad Urbana.



Da respuesta a petición de antecedentes, expedida en nombre del Senador señor Matta, sobre la observancia de las disposiciones de seguridad en la construcción, así como en materias de tránsito y vialidad, por parte de las empresas que cubren servicios regulares de transporte público interurbano de pasajeros mediante buses de dos pisos.


Del señor Ministro de Energía:



Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor De Urresti, relativa al estudio nacional de cuencas que desarrolla esa Secretaría de Estado.



Del señor Secretario General de la Armada:



Responde, mediante oficio reservado, petición de información, recabada en nombre del Senador señor Chahuán, sobre la nómina de médicos que integraron la dotación del Hospital Naval Almirante Nef durante el año 1974, así como la de los que cubrieron los turnos del servicio de urgencia de dicho establecimiento entre los días 20 y 25 de noviembre de ese mismo año.


Del señor Director del Servicio de Salud Atacama:



Contesta solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor Prokurica, acerca de la situación de salud que aqueja al señor Carlos Humberto Santibáñez Santibáñez, domiciliado en la comuna de Diego de Almagro.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití (boletín N° S 1.809-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Véase en los Anexos, documento 2).


Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y certificado de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).



--Quedan para tabla.

Proyecto de acuerdo


De los Senadores señor Patricio Walker, señoras Allende, Goic, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la señora Presidenta de la República que instruya a las autoridades competentes sobre la urgente adopción de medidas para el otorgamiento de pensiones de gracia en favor de menores afectados por enfermedades irrecuperables; para subvencionar el gasto de aquellos que son electrodependientes; para permitir el acceso de sus familias a viviendas adaptadas a niños con necesidades especiales; para la normalización de permisos laborales y, además, para el establecimiento de una mesa de trabajo con el fin de atender los requerimientos específicos de los niños y las niñas aquejados de enfermedades crónicas o terminales (boletín N° S 1.810-12) (Véase en los Anexos, documento 5).


--En virtud del acuerdo adoptado por los Comités ayer, queda para ser tratado en esta sesión.

Solicitudes de permiso constitucional



Del Senador señor Zaldívar, para ausentarse del territorio nacional a contar del 20 de mayo.



Del Honorable señor Matta, para ausentarse del país desde el día 21 del mes en curso.



Del Senador señor Ignacio Walker, para hacerlo a partir del 1 de junio próximo.



--Se accede a lo solicitado.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.
JURAMENTO O PROMESA DE FUNCIONARIOS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Conforme a lo dispuesto en el artículo 18 del Reglamento del Personal del Senado, tomaré juramento o promesa a los funcionarios que aún no han cumplido esa formalidad.



Ruego a los presentes ponerse de pie, mientras ingresa al Hemiciclo el primer grupo de funcionarios.



¿Juráis o prometéis cumplir lealmente con vuestras funciones y guardar sigilo acerca de los asuntos secretos o reservados de que toméis conocimiento en razón de vuestro cargo?


--Prestan juramento o promesa los siguientes funcionarios:



Señora Lidia Isabel Fuentes Méndez, señora Paola Riquelme Medina, señor Alejandro Manuel Carballal Soto, señor Carlos Galleguillos Jorquera, señora María Alejandra Astorga Lizama, señorita María Soledad Larenas Salas, señor Eduardo André Díaz Beltrán, señor Hernán Gerard Labarca Baeza y señorita Karina Andrea Arancibia Andaur.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por favor, que pase adelante el segundo grupo.



¿Juráis o prometéis cumplir lealmente con vuestras funciones y guardar sigilo acerca de los asuntos secretos o reservados de que toméis conocimiento en razón de vuestro cargo?


--Prestan juramento o promesa los siguientes funcionarios:



Señor Eric Patricio Fernández Solís, señorita Carolina Andrea Quintanilla Fuentes, señorita Beatriz Hermosilla Carrasco, señorita Clara Elba Moya Ibaceta, señorita Daniela Carolina Segovia Chamorro, señor Mario Salvador Silva Picón, señorita Lorena Andrea Ossandón Salas, señor Javier Emilio Tudezca Muñoz y señora Daniela Alejandra Urbina Montaña.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias.



Felicito, en nombre del Senado, a todos los funcionarios que han jurado o prometido cumplir las obligaciones recién mencionadas.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A continuación, se verá un proyecto de acuerdo muy relevante. 



Aprovecho de saludar a la señora Sandra Corrales, Presidenta de la Fundación Deportistas por un Sueño, quien hoy nos acompaña.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).


Saludo también al futbolista profesional y seleccionado de Chile Mark González, embajador de dicha fundación.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).


¡Lo mejor es que juega en la Universidad Católica…! ¡Pero esa es una licencia del Presidente del Senado…!



Asimismo, deseo saludar a Miguelito, también embajador de la referida fundación, y a todas las niñas, los niños y las familias que hoy nos acompañan en las tribunas.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).


Hemos hecho una excepción al permitir los aplausos, porque el Reglamento prohíbe ese tipo de manifestaciones. En este caso, sin duda, la unanimidad de los señores Senadores avala dicha manifestación.

V. TIEMPO DE VOTACIONES

SOLICITUD A PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA PARA ADOPCIÓN DE MEDIDAS EN BENEFICIO DE MENORES AFECTADOS POR ENFERMEDADES CRÓNICAS O TERMINALES. PROYECTO DE ACUERDO
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Patricio Walker, señoras Allende, Goic, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Zaldívar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.810-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 16ª, en 13 de mayo de 2015.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con este proyecto se solicita a Su Excelencia la señora Presidenta de la República que instruya a las autoridades competentes sobre la urgente adopción de medidas para el otorgamiento de pensiones de gracia en favor de menores afectados por enfermedades irrecuperables; para subvencionar el gasto de aquellos que son electrodependientes; para permitir el acceso de sus familias a viviendas adaptadas a la habitabilidad de niños con necesidades especiales; para la normalización de permisos laborales y, además, para el establecimiento de una mesa de trabajo con el fin de atender los requerimientos específicos de los niños y las niñas aquejados de enfermedades crónicas o terminales.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hago presente que, como dice el Honorable señor Horvath, este proyecto de acuerdo cuenta con el respaldo de todos los Senadores.

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¡Y Senadoras!
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Y Senadoras, como me indican las colegas Lily Pérez y Carolina Goic.



Vamos a votar el proyecto de acuerdo.

El señor PIZARRO.-
Apoyémoslo de forma unánime, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo, por unanimidad.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero aprovechar de felicitar a la Fundación Deportistas por un Sueño.



Perdónenme la licencia -no me corresponde como Presidente del Senado dar mi opinión desde la Mesa-, pero debo señalar que esta agrupación lleva cinco años trabajando con niños que sufren enfermedades crónicas o terminales, quienes sufren tratamientos dolorosos. 



Y se hacen cargo económicamente de esta fundación, con recursos propios, varios futbolistas y muchas otras personas, como las que nos acompañan. 



Esos niños son personas que merecen dignidad. Por eso, gracias por sensibilizarnos con este tema.



Esperamos que la Presidenta de la República patrocine una iniciativa que nos permita hacernos cargo solidariamente de los niños que presentan enfermedades crónicas o terminales.



¡Muchas gracias por acompañarnos!



Les mando un gran abrazo a todos, en nombre de los Senadores y las Senadoras.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, antes de comenzar con el Orden del Día, quisiera plantear una solicitud que fue acordada por las Comisiones de Hacienda y de Educación, unidas.



Respecto del proyecto que crea dos universidades estatales en regiones, el Ejecutivo desea presentar varias indicaciones con las que se acogen planteamientos de algunos parlamentarios. 



Por lo tanto, requerimos ampliar el plazo para formular indicaciones hasta las cinco de la tarde de hoy, a fin de ratificar los acuerdos adoptados ad referendum y despachar dicha iniciativa para que sea debatida en particular en la Sala. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acoger lo solicitado?



--Se accede.
)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un documento de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con el cual informa que acordó solicitar a la Sala un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que reduce el peso de las cargas de manipulación manual por parte de los trabajadores, hasta las 12 del lunes 18 de mayo, en la Secretaría de la Comisión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo pedido.



--Así se acuerda.
)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, de conformidad con el artículo 36 del Reglamento, solicito la anuencia de la Sala para que la Comisión de Educación discuta en general y en particular durante el primer informe dos proyectos de ley sencillos: el que autoriza erigir un monumento a la ex Diputada señora Gladys Marín y el que autoriza erigir un monumento en memoria del ex Ministro, abogado y defensor de los derechos humanos señor Jaime Castillo Velasco.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se autoriza.
)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, por acuerdo de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, pido que se recabe la autorización de la Sala para discutir también en general y en particular en su primer informe la iniciativa de ley que crea la bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.
)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tenemos la siguiente situación: aún no está listo el informe del primer proyecto del Orden del Día, sobre probidad en la función pública, cuya urgencia fue calificada de “discusión inmediata”.



Mientras esperamos que llegue dicho informe, propongo que empecemos con la iniciativa que está en segundo lugar de la tabla, relativa a los consejos comunales de seguridad pública.



¿Hay acuerdo para proceder de la forma indicada?



--Se acuerda.
VI. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE CONSEJOS Y PLANES COMUNALES DE SEGURIDAD PÚBLICA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Según lo recién acordado, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, para permitir la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.601-25) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 96ª, en 10 de marzo de 2015.



Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: 15ª, en 12 de mayo de 2015.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es fortalecer el rol de las municipalidades en materia de seguridad pública,  estableciendo un plan comunal de seguridad pública como instrumento de gestión comunal y creando los consejos comunales de seguridad pública como órganos de carácter consultivo, de asesoría y colaboración con el alcalde en la confección del plan comunal de seguridad pública.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.



Cabe hacer presente que los numerales 1, 2, 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 10 del artículo 1º tienen rango orgánico constitucional, por lo que requieren 22 votos favorables para su aprobación.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe entre las páginas 12 y 19 del primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ORPIS.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo en acceder a lo solicitado?



Acordado.



En votación en general la iniciativa.



--(Durante la votación).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, deseo informar este proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que, como se ha señalado, tiene el propósito de crear los consejos comunales de seguridad pública y los planes comunales de seguridad pública.



En su esencia, la iniciativa establece la obligación de que en los municipios se creen consejos comunales de seguridad pública “como un órgano consultivo encargado de recibir, ordenar y analizar los antecedentes, estadísticas y toda clase de información relativa a la seguridad pública comunal, con el objeto, principalmente, de colaborar con el alcalde en la elaboración del plan comunal de seguridad pública”.



Luego, en el artículo 104 B, se establece que integrarán los consejos comunales: el gobernador respectivo o quien lo represente; dos concejales elegidos por el concejo municipal; el oficial o suboficial de Fila de Orden y Seguridad de Carabineros de más alto grado; el oficial policial de la Policía de Investigaciones de mayor jerarquía; el fiscal adjunto jefe de la fiscalía local correspondiente del Ministerio Público, y, además, una serie de otras autoridades según las características de la comuna, considerando especialmente si tiene pasos fronterizos, puertos o aeropuertos, caso en el cual habrá un representante del Servicio Nacional de Aduanas, uno del Servicio Agrícola y Ganadero, etcétera.



Del proyecto en estudio, cabe destacar lo siguiente.



Uno de los problemas que hoy día enfrentamos para lograr revertir una situación que, sin duda, requiere que el Parlamento y el Gobierno pongan todas sus prioridades, son los altos niveles de delincuencia y de impunidad particularmente en lo relativo a los robos con violencia o intimidación en las personas o a los robos con fuerza.



Cerca del 92 por ciento de esos delitos cuyos juicios concluyeron el año pasado -suman más de 330 mil casos- terminó en la más absoluta y total impunidad. Ello significa sin que se lograra identificar al culpable, sin que se lograra recuperar las especies, ni mucho menos condenar al culpable.



El propio Ministerio Público, en las sesiones a que asistió en la Comisión de Constitución, reconoció que en esta materia ha existido un mal resultado y que, obviamente, en este tipo particular de delitos se requiere hacer esfuerzos, pues son los que tienen un efecto devastador en las familias. Porque no solo se trata de robos violentos, sino que muchas veces no se conocen los delitos conexos. En numerosos casos, cuando afectan domicilios particulares, se trata de delitos que, además, van acompañados de abusos sexuales que no se denuncian y de situaciones traumáticas para las familias.



Entonces, ¿qué hace el proyecto? Crea consejos comunales de seguridad pública, los cuales tendrán por objeto asesorar al alcalde respectivo. Y hay un debate en cuanto a su composición. Adicionalmente, señala que la municipalidad debe elaborar un plan comunal de seguridad pública.



Estoy esbozando las características generales del proyecto.



En la Comisión aprobamos la idea de legislar, conscientes de que la iniciativa requiere mucho perfeccionamiento.



Desde luego, se realizarán audiencias para recibir a quienes tengan interés en opinar sobre la iniciativa -alcaldes, gobernadores, instituciones vinculadas al tema de la seguridad ciudadana-, a fin de mejorarla.



Sin embargo, como no queremos retrasar su tramitación, decidimos que se votara en general, porque todos entendemos, por lo menos en la Comisión, que es necesario contar con consejos comunales de seguridad pública. Pero, sin duda, hay muchos aspectos que necesitan ser perfeccionados.



¿Cuáles?



En primer lugar, las características que debe tener el plan comunal. ¿Cómo se procederá? ¿Cuáles han de ser sus particularidades?



En segundo término, ¿son las personas que se mencionan en la norma las más adecuadas para integrar el consejo comunal?



Nosotros hemos planteado que debería incorporarse, tal como ocurre en los consejos regionales de seguridad pública, a un representante del Poder Judicial. Por ejemplo, podrían ser los jueces de garantía. Porque el objetivo es incluir en el consejo comunal a todas las autoridades que tienen incidencia o que pueden participar en planes tendientes a disminuir la delincuencia. Entonces, deben considerarse las organizaciones civiles, Carabineros, Investigaciones, obviamente, la Fiscalía, el Poder Judicial. Por eso es necesario perfeccionar la normativa.



En seguida, las municipalidades tendrán que presentar planes de seguridad pública.



Debemos introducir mejoras en cuanto a qué directrices habrá para dar orientaciones de proyectos que resulten efectivamente útiles al propósito de disminuir la delincuencia. No todos los planes resultan útiles. En el caso de algunos, con el transcurso del tiempo, uno se da cuenta de que poco tienen que ver con la necesidad de enfrentar de manera técnica, profesional y de acuerdo a la realidad de cada comuna -son distintas unas de otras- el tema de la seguridad ciudadana.



Por otra parte, el Gobierno ha decidido invertir en 74 comunas -las que concentran la mayor cantidad de población- 17 mil millones de pesos para concursar a proyectos de seguridad ciudadana. Y las 272 comunas restantes tendrán que financiar sus planes con solo 4 mil 700 millones de pesos, que son los recursos que actualmente existen en la Subsecretaría del Interior, a los cuales se les suma el 2 por ciento del Fondo Nacional de Desarrollo Regional.



Entonces, hay muchas materias que perfeccionar.



Aquí, en el Parlamento, los Senadores y Senadoras que fueron alcaldes e intendentes, junto con los miembros de la Comisión de Constitución y otros parlamentarios, deberíamos intentar contribuir para despachar una buena iniciativa. Porque es posible diseñar proyectos que después en la práctica no surtan los efectos que la ciudadanía espera.



En conclusión, señor Presidente, ¿es necesario que exista un consejo comunal? En nuestra opinión, sí. Lo que tenemos que debatir y ver es: ¿Quiénes lo integran? ¿Cómo se hacen los planes de seguridad pública? ¿Quién realmente orienta a los municipios para los efectos de que tales planes sean útiles y resulten atingentes al propósito de disminuir la delincuencia? ¿Cómo esos planes comunales, recogiendo las distintas realidades de cada comuna, se enmarcan dentro de una estrategia nacional para enfrentar la delincuencia? ¿Cómo evitar la duplicidad de gastos, como hoy sucede? Planteo esto último porque hay instituciones encargadas del tema de la droga y de una serie de otras áreas que, a veces, se topan con otros recursos que se utilizan en planes similares, no habiendo ninguna coordinación entre ellos.



Señor Presidente, nosotros aprobamos la idea de legislar -así lo señalamos en la Comisión- en la convicción de que el proyecto se debe mejorar mucho para transformarlo en una iniciativa que realmente esté a la vanguardia de la participación de la comunidad en las políticas tendientes a enfrentar los problemas de seguridad ciudadana en sus respectivas comunas. Además, estas han de estar coordinadas con las comunas aledañas y tener una coordinación evidente con las gobernaciones, las intendencias, el Ministerio del Interior. A la vez, hay que cuidar que los recursos se gasten adecuadamente; que los planes sean útiles al propósito establecido; que no se desvista a un santo para vestir a otro. Lo señalo por las 74 comunas que mencioné anteriormente, que son las que registran la mayor cantidad de delitos. Ellas van a concentrar una proporción mayor de recursos, pero ello no puede hacerse a costa del resto de las comunas del país, en el sentido de que no cuenten con fondos para enfrentar bien el trabajo en materia de seguridad ciudadana.



Hay labores de prevención y de análisis que se deben realizar junto a la policía, en cuanto a cuál es el modus operandi de los delincuentes, cuáles medidas sociales tienen que adoptarse.



O sea, estamos en presencia de una buena idea, pero falta mucho para desarrollarla adecuadamente.



Por esas consideraciones, señor Presidente, los integrantes de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en forma unánime, aprobamos la idea de legislar para, en el intertanto, abrir un plazo para presentar indicaciones e invitar a las autoridades de Gobierno y a organizaciones civiles, a fin de recibir un paquete de propuestas que realmente permitan que el proyecto de ley sea útil al propósito de disminuir la delincuencia.



He dicho.

El señor PÉREZ VARELA.- ¿Me permite, señor Presidente, para referirme a un aspecto práctico?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Señor Senador, está inscrito antes el Senador señor Harboe y luego, usted.



De todas maneras, le ofrezco la palabra.

El señor PÉREZ VARELA.- Gracias, señor Presidente.



Como una medida para mejor resolver, antes de que los integrantes de la Comisión de Constitución intervengan y de que nosotros realicemos el debate, pienso que es fundamental escuchar la visión del Ejecutivo sobre esta materia.



Este es un proyecto del Gobierno que forma parte de una estrategia y, antes de que nosotros iniciemos la discusión, debemos saber cuáles son las razones que ha tenido el Ejecutivo para transformar esta buena idea -como dijo el Senador Espina- en un proyecto de ley que puede generar dificultades.



Por lo tanto, señor Presidente, si usted lo tiene a bien, me gustaría que se solicitara el acuerdo para que el señor Ministro que se halla presente en la Sala o el Subsecretario del ramo pudieran exponer la visión del Gobierno sobre el particular.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Muy bien.



En primer lugar, solicito autorización para que ingrese a la Sala el señor Subsecretario de Prevención del Delito.



Acordado.



Hago presente que se encuentra en la Sala el nuevo Ministro Secretario General de Gobierno, don Marcelo Díaz, y acaba de ingresar el Subsecretario de Prevención del Delito, señor Antonio Frey, para informar sobre los fundamentos que el Ejecutivo ha tenido para enviar este proyecto, dado que la idea en general cuenta con bastante apoyo.



Sin embargo, existen observaciones o aprensiones acerca de los contenidos de la iniciativa y el señor Subsecretario tal vez nos pueda informar sobre el particular.



Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor HARBOE.- ¡Pero yo estaba inscrito antes, señor Presidente!

El señor FREY (Subsecretario de Prevención del Delito).- Señor Presidente...

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Perdón, señor Subsecretario.



El Senador señor Pérez me había pedido una interrupción y yo solicité el asentimiento de la Sala para que ingresara el señor Subsecretario.



Senador señor Harboe, con todo gusto una vez que concluya el representante del Ejecutivo le ofreceré la palabra.



Puede continuar, señor Subsecretario.

El señor FREY (Subsecretario de Prevención del Delito).- Gracias, señor Presidente.



Vengo entrando a la Sala, razón por la cual no escuché todas las observaciones que se hicieron. Conozco algunas del Senador Espina porque hemos conversado en la Comisión respectiva. Pero, en términos generales, debo puntualizar algunas cuestiones que me parece indispensable que se entiendan.



Por una parte, nosotros tenemos un problema de legitimidad de la acción pública en materia de seguridad local que debemos abordar con mucho cuidado. En ese aspecto, la experiencia comparada -me refiero a países que van desde Inglaterra hasta Turquía para que se vea la amplitud del espectro- aconseja tratar estos problemas de manera local: el municipio como elemento central para tener las demandas locales absorbidas y tratadas de manera adaptada a cada realidad local.



Por otro lado, la coherencia y la pertinencia de las políticas públicas en materia de seguridad les dan mucho mayor efectividad y sustentabilidad en el tiempo. Y la flexibilidad requerida permite adaptar las respuestas.



En tal sentido, el proyecto que nos ocupa -y hay que decirlo con todas sus letras- pretende ofrecer un mayor grado de coordinación, un mayor grado de coherencia financiera, un mayor grado de participación ciudadana y un mayor grado de transparencia, lo que permite, en definitiva, alcanzar una mejor democracia.



La iniciativa tiene que ver con la gestión, pero apuesta de manera significativa a mejorar nuestra democracia, a transformar las demandas ciudadanas en reales elementos que deben ser considerados, sobre todo, por las administraciones centrales, que deben atender un conjunto de preocupaciones que distraen recursos, especialmente en el ámbito policial.



Cabe mencionar que se contemplan distintos dispositivos para ello.



En primer lugar, el consejo comunal de seguridad pública, creado por ley, con sus participantes. En esa línea, además, el proyecto de ley amplía las facultades de la municipalidad en ámbitos relativos no solo a la prevención en el sentido amplio, sino también a la prevención situacional, a la prevención y reinserción sociales, que son aspectos centrales a tomar en cuenta en los distintos planes comunales de seguridad pública.



A su vez, se obliga a construir dichos planes de seguridad pública, los cuales deben obedecer a un diagnóstico con estándares muy exigentes, con elementos que permitan formular objetivos, metas, plazos y, sobre todo, indicadores de medición. Ello es absolutamente indispensable en materia de rendición de cuentas o accountability.



En segundo término, se organizó la Subsecretaría de Prevención del Delito para ofrecer una respuesta metodológica a estos problemas. Contamos con una Unidad de Apoyo a la Gestión Municipal, creada en 2014, cuya misión es tener una llegada metodológica pero también humana a los municipios para ayudarlos a formular procesos metodológicos complejos sobre la base del consenso.



En tercer lugar, impulsaremos un alineamiento con los consejos regionales en materia de seguridad pública sobre la base de metas concretas y los convenios financieros que nos permitirán contar con la coherencia necesaria para dar respuestas locales a los problemas de inseguridad.



El financiamiento tiene tres grandes vertientes.



La primera de ellas son los planes comunales de seguridad pública, que, dicho sea de paso, registran un aumento de casi 60 por ciento de los recursos para ser destinados a nivel local en el ámbito de la seguridad.



La segunda es el Fondo Nacional de Seguridad Pública, que está hecho para las comunas más pequeñas que también sufren problemas agudos de delincuencia y que pretenden contar con los recursos suficientes para abordar este flagelo.



Una tercera vertiente, que vamos a inaugurar el presente año, dice relación con aquellas comunas que reciben mucha población flotante (léase pequeñas comunas-balnearios) y que también sufren serios problemas de inseguridad.



Entonces, tenemos un aumento sustantivo de los recursos que permite plasmar esta ambiciosa política local sobre seguridad pública.



Los criterios para seleccionar las comunas fueron objetivos y obedecieron a indicadores complejos, como el índice de vulnerabilidad social delictual.



Además, ellos plasmaron y van a plasmar la distribución de los carabineros en el territorio nacional. Resulta muy importante entender que tendremos una nueva distribución de los seis mil nuevos funcionarios, cargos creados por ley.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Subsecretario.



Dispone de un minuto adicional.

El señor FREY (Subsecretario de Prevención del Delito).- Muchas gracias, señor Presidente.



Además, hago presente una gran revolución en materia de seguridad pública que se ha incorporado al interior de la institución policíaca, que dice relación con la posibilidad de que aquellos comisarios o comandantes que hagan bien la pega y que hayan conseguido buenos indicadores puedan quedarse hasta tres años en el mismo lugar, lo cual da una perspectiva de mediano plazo para trabajar con ellos.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A usted, señor Subsecretario.



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, en primer lugar, debo puntualizar que estamos en presencia de una buena noticia para el país, particularmente para las comunas.



Si observamos con detención las estadísticas delictuales, nos podremos dar cuenta de que este proyecto es una buena noticia para la clase media y para las personas más pobres, que son las que hoy día soportan los mayores índices de delincuencia.



Esta buena noticia obedece a que el proyecto en debate va a tener aplicación práctica, real. Esto no es teoría, no es en el país, no es en la región. Esto se aplica en la comuna, en el barrio. Y eso es una buena noticia para los ciudadanos.



La creación de los consejos comunales responde a la evolución, al perfeccionamiento y al aprendizaje de nuestras políticas públicas, que hemos alcanzado durante dos décadas en materia de seguridad y que nos ha llevado a la necesidad de contar con políticas públicas diferenciadas para cada espacio territorial.



Ya no valen las aplicaciones de políticas públicas generales en materia de seguridad.



No es lo mismo hacerse cargo de las políticas de seguridad en Arica o en una zona fronteriza que en el Gran Santiago o en una comuna rural como Quilaco o Contulmo. Son realidades completamente distintas y que requieren estrategias diferentes.



Este proyecto de ley coloca a la autoridad comunal, la más conocedora de la realidad local y de las demandas de la gente en materia de seguridad, en el centro de la política pública respectiva.



Por eso, quiero felicitar al Subsecretario de Prevención del Delito, don Antonio Frey, por su capacidad para articular a los diversos actores políticos y sociales, y particularmente a los municipios, con miras a establecer en el ámbito de la seguridad una medida que va a beneficiar a los ciudadanos.



Esta iniciativa, más allá del gobierno de turno, de las autoridades del Ejecutivo y de la voluntad de los funcionarios, institucionaliza en la ley los consejos comunales de seguridad pública. Y por primera vez va a existir la obligación -ya no quedará a la voluntad del fiscal, del oficial de Carabineros, del oficial de la PDI, del Ejecutivo o del alcalde- de sentarse en una mesa para conversar a los fines de hacer un diagnóstico común y decir: “Aquí tenemos un problema de prevención situacional, y el alcalde puede ayudarnos a solucionarlo. Estamos ante un problema de prevención policial, y Carabineros o la Policía de Investigaciones pueden ayudarnos a resolverlo”. O bien: “Vamos a ver cómo en esta mesa Carabineros e Investigaciones conversan con los fiscales”. Y eso es muy importante para los efectos de tener respuesta concreta y práctica al fenómeno del delito.



Destaco una particularidad, señor Presidente: este proyecto se hace cargo también de las diferencias existentes entre las comunas urbanas y las rurales.



Al efecto, establece que en las comunas rurales habrá en el Consejo representación, asimismo, del Servicio Agrícola y Ganadero, que muchas veces tiene que ver con el conocimiento de ciertos delitos, especialmente el de abigeato.



En las comunas con zonas de interés turístico conformará el Consejo, además, un representante del Servicio Nacional de Turismo.



Así, se van sumando a la realidad de cada comuna diversos personeros, para que exista un diagnóstico adecuado.



Señor Presidente, creo que estamos ante un buen proyecto de ley. Se trata de un texto concreto, claro, preciso, que, en materia de seguridad, les permitirá a los municipios tener políticas públicas serias y estables en el tiempo.



Sin embargo, opino que en el plazo que se fije para presentar indicaciones deberemos perfeccionar el articulado.



En él se contempla la participación de los gobiernos regionales. Pero me gustaría que los encargados de la seguridad pública tuvieran relación con ellos, para crear un vínculo entre los planes regional y comunal de seguridad.



Debemos avanzar para convencer al Fiscal Nacional de que es necesario crear los fiscales comunales.



Hoy tenemos un problema: hay fiscales con dos comunas o con una agrupación de comunas, lo que afecta al conocimiento del territorio y, por tanto, a la actuación eficaz en él.



Hemos de avanzar igualmente en la asignación de más recursos a los municipios pequeños para que puedan nombrar al director de seguridad pública y contar con financiamiento suficiente para mantenerlo.



Como expresé, este es un buen proyecto, aunque durante la discusión particular deberemos hacerle perfeccionamientos.



Reitero mis felicitaciones al Ejecutivo, al Subsecretario señor Frey y a toda la Comisión de Gobierno, que tuvo a bien aprobar en general esta iniciativa, que irá al corazón de los problemas de seguridad en las comunas.



Es lo que la gente está pidiendo a gritos: medidas concretas para resolver un problema ciudadano: el de la inseguridad.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, nadie puede desconocer que la seguridad es de los problemas que más preocupan a la gente. En cada comuna estos presentan distintos aspectos, que influyen no solo en aquella en sí, sino también en la sensación de inseguridad que tiene la ciudadanía. Esta sensación se mejora con distintas medidas, y las municipalidades tienen que ver con la gran mayoría de ellas.



Por lo tanto, resulta del todo lógico que para mejorar la sensación de inseguridad se deba partir desde la comuna, desde la base, al objeto de contar con un diagnóstico adecuado de las causas que provocan ese mal.



Al leer este proyecto de ley se me genera una serie de dudas.



En efecto, como dijo el Senador Harboe, algunas comunas no cuentan con presupuesto para hacer una contratación en un cargo directivo. Porque se está planteando que el empleo de director de seguridad pública podrá ser hasta dos grados inferior que el del alcalde. Pero sucede que algunos municipios tienen absolutamente copados sus recursos.



Por consiguiente, el referido gasto no debiera ser de cargo de las municipalidades: a mi entender, tendría que imputarse a los fondos orientados a solucionar el problema de la seguridad.



De otra parte -lo conversábamos recién con el colega Pérez Varela-, resulta un tanto extraño que el gobernador, quien es el encargado de la seguridad en la provincia, no tenga un nivel participativo igual que el de los concejales.



Pienso que eso ha de arreglarse.



Asimismo, me parece que hay que tratar de evitar la desconfianza que pudiese provocarse. Porque el alcalde a veces ve con cierta envidia cómo se invierten recursos para seguridad en otras comunas porque tienen más contactos con el Gobierno o por otras razones. Lo cierto es que en algunas oportunidades los dineros llegan de manera bastante discrecional, dependiendo de factores subjetivos.



Entonces, aquello debe objetivarse.



Me parece bien que haya un plan comunal de seguridad pública. Sin embargo, su propósito debe ser preciso, para no generar falsas expectativas.



Si no tenemos claro con cuántos recursos va a contar cada comuna del país al efecto indicado, carecerá de sentido que obliguemos a los municipios a organizarse y a generar toda una programación que los llevará a postular para finalmente no conseguir recurso alguno.



Si hay dineros para tal finalidad, deben transparentarse; las municipalidades tienen que saber de antemano de cuánto dispondrán, y la participación ciudadana ha de orientarse al fin en cuestión.



En mi concepto, recargar con personal a los municipios hoy será una dificultad, sobre todo para los más pequeños.



Esta iniciativa es buena en su orientación. No obstante, aún le falta una enormidad para alcanzar resultados eficaces en la calidad de vida de la gente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra a la Senadora señora Von Baer, quien no está en la Sala.



Puede intervenir la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, se halla aquí el Subsecretario de Prevención del Delito, don Antonio Frey, con quien  tuvimos varias reuniones para discutir este proyecto.



Recuerdo cuando, antes de presentarlo, convocó a algunos miembros del Congreso Nacional -entre ellos, a los parlamentarios del Movimiento Amplitud- para conocer su opinión sobre él.


A nosotros nos pareció -y quiero decirlo con franqueza esta tarde- una excelente iniciativa, muy necesaria en los tiempos que corren. Porque -alguien lo expresó aquí anteriormente- una de las primeras demandas que nos hace la gente cada vez que estamos en terreno se vincula precisamente con la inseguridad ciudadana; con el combate a la delincuencia; muchas veces, con la falta de coordinación entre su municipalidad y ambas policías -Carabineros e Investigaciones-, y también, en varias comunas, con la ninguna preocupación de ciertos alcaldes por esos problemas.

    

Por esa razón, dar mediante este proyecto mayor injerencia a los ciudadanos, a los vecinos, a la comunidad en materia de seguridad ciudadana, y sobre todo de combate contra la delincuencia, es muy muy importante, porque involucramos a la gente.


Obviamente, hay que ir mejorando en muchos aspectos a medida que avance la tramitación.



Por ejemplo, en materia de coordinación y de instalación de cámaras de seguridad.



En nuestra Región, la de Valparaíso, Papudo y Zapallar tienen instaladas cámaras de seguridad que han marcado una tremenda diferencia con comunas que no cuentan con ese tipo de dispositivos. Y ello enorgullece a sus habitantes. Pero no solo esto: los vecinos de comunas aledañas o que limitan con aquellas miran con muy buenos ojos lo que los municipios respectivos están haciendo para dar seguridad a sus ciudadanos.


Por eso, es muy significativa la existencia de mayor participación.



Recuerdo que con el Senador Carlos Montes, cuando éramos Diputados por la comuna de La Florida, participamos en un consejo comunal para la prevención del delito, no de manera obligatoria o vinculante, pero sí como miembros invitados. Y de ahí sacamos muchas experiencias sobre cosas positivas que podríamos aportar en la discusión de este proyecto de ley.



De otra parte, debo puntualizar que hay comunas que realizan cabildos abiertos con la ciudadanía.



Recuerdo que, en el Gobierno anterior, con la gente de prevención del delito organizamos e hicimos en Puchuncaví, durante un fin de semana, un gran cabildo abierto. La participación ciudadana fue notable.



Sin embargo, como no se cuenta con herramientas legales que le permitan a la comunidad tomar decisiones vinculantes para la autoridad local, finalmente todo queda en buenas intenciones.



En tales instancias se adoptan muchas resoluciones. Pero como no obligan a la autoridad comunal, finalmente quedan solo en declaración de buenas intenciones.



Obviamente, señor Presidente,  voto a favor de este proyecto, al que podremos presentarle varias indicaciones para perfeccionarlo sustantivamente.



En todo caso, me parece que va en la línea correcta de involucrar a la comunidad.



El combate contra la delincuencia, el mejoramiento en la seguridad de las personas y la organización y coordinación de las policías son responsabilidad del gobierno de turno, pero también del Poder Legislativo, de nosotros, a través de las leyes que sacamos adelante. Y, sin duda, las personas pueden involucrarse cada vez más en las decisiones que se adoptan sobre la materia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, en la Comisión de Gobierno discutimos este proyecto de ley, al que le dimos aprobación unánime, pues coincidimos en que es muy importante otorgarles a los municipios más herramientas y mayor significación social y política para relevar el rol que cumplen en el ámbito de la seguridad ciudadana.



La gente piensa que la seguridad pública está en parte en manos de las municipalidades. Pero estas poco o nada pueden hacer hoy para responder a la necesidad de los ciudadanos de contar con mayor seguridad y a su deseo de vivir con tranquilidad en los barrios. Así, llegan reclamos a los alcaldes, quienes disponen de escasas herramientas para atenderlos.



En tal sentido, creo que esta iniciativa se halla bien inspirada. Su propósito es dar en el ámbito de la seguridad pública un espacio importante tanto a la comunidad cuanto a los municipios.



Considero relevante que la municipalidad plasme en un plan de seguridad ciudadana lo que quiere hacer, ojalá con metas transparentes y plazos específicos, para que la gente pueda ir diciendo “Esto se cumplió, y esto otro, no”.



La coordinación de los distintos actores me parece muy significativa. Y por eso en la Comisión le hicimos presente al Subsecretario la necesidad de integrar también las otras iniciativas que desde el Gobierno central…



Señor Presidente, me gustaría que el señor Ministro de Educación, quien está interrumpiendo mi intervención, me permitiera proseguir.



Me acaba de desconcentrar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúe, Su Señoría.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, si queremos que todo funcione coordinadamente, hay que incluir también las otras iniciativas que el Gobierno central impulsa en materia de prevención y seguridad ciudadana en el área de los municipios.



Por ejemplo, el programa SENDA Previene tiene a una persona específica en los municipios. Es menester que también se la integre, para que logremos coordinar a los distintos actores y no tengamos a algunos de ellos haciendo cosas en forma paralela.



Otra problemática -lo señalaba la Senadora Van Rysselberghe y nosotros lo dijimos en la Comisión- deriva del hecho de que se le da una tarea al municipio, al que le decimos que para llevarla a cabo contrate a una persona.



¿Pero de dónde salen los fondos necesarios para solventar el nuevo gasto?



Al Gobierno central y al Congreso les gusta decir “Los responsables son los municipios”. Sin embargo, ello no siempre va aparejado con financiamiento específico.



Sé que hay fondos y que 74 comunas fueron elegidas para recibirlos. Pero ellas irán cambiando y el Consejo y el cargo van a quedar. Entonces, ¿quién va a pagar después? Tendrá que hacerlo el municipio. Y eso no me parece correcto.



A mi entender, este tipo de iniciativas tienen que ir con financiamiento adicional para las municipalidades. Porque no resulta admisible que a estas les agreguemos tareas pero no las proveamos de los recursos indispensables para cumplir las nuevas obligaciones.



Y aquello ocurre tanto con el nuevo cargo cuanto con el Consejo que se crea.



Si se establece un consejo comunal, debe cumplir el  plan de seguridad pública pertinente. Pero si no tiene los fondos necesarios, esto se convertirá en un bumerán para el municipio.



Entonces, quizás algunas municipalidades no van a querer implementar la medida, pues carecerán de financiamiento en el largo plazo.



Señor Presidente -con esto termino-, me alegra escuchar de parte del Subsecretario que se va a poner un énfasis adicional y que se considerará también a las comunas muy pequeñas, sin altos índices de inseguridad, pero que, por tener balnearios, cuentan con una voluminosa población flotante.



Nosotros tenemos esa situación en las comunas de Panguipulli, Futrono y Corral, que, no obstante ser de tamaño pequeño, enfrentan un problema de seguridad ciudadana muy grande en los meses de verano, y también ya en los de invierno, por la incidencia del turismo y de la población flotante.



Está terminando mi tiempo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Su Señoría dispone de un minuto para redondear la idea. 

La señora VON BAER.- Muchas gracias.



Adicionalmente, señor Presidente, y con su venia, quiero pedirle al señor Subsecretario que, a propósito de los planes de seguridad ciudadana y de la elección de las comunas que recibirán mayor financiamiento, se piense también en la inseguridad de los sectores rurales. 



Cuando uno está en terreno ve una preocupación cada vez mayor por la inseguridad existente en dichas áreas. Y esto pocas veces se considera.



En los sectores rurales hay poca población. Sin embargo en los campos del sur tenemos una problemática de inseguridad muy fuerte. 



De ahí las preguntas: ¿Cada cuánto pasa un carabinero? ¿Cada cuánto llegamos al pueblo para poder hacer la denuncia? 



La inseguridad allí es muy seria. Y los delincuentes están aprovechando la situación para irse de los centros poblados a los sectores más rurales a fin de cometer sus ilícitos en ellos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, sin duda, una de las principales preocupaciones de todos los chilenos -y cada Senador lo percibe cuando visita las distintas comunas de su circunscripción- es la seguridad pública. No hay reunión en la que a uno no se le consulte por lo que está ocurriendo con la perpetración de diversos ilícitos, especialmente el narcotráfico y los delitos contra la propiedad.



Obviamente, uno entiende que hoy existen planes de seguridad con directriz nacional y que muchas veces esta no se replica adecuadamente en las comunas.



Yo siempre he dicho que se mira mucho cómo se combate la delincuencia en la Región Metropolitana y se piensa que si el modelo aplicado en la Capital se replica en las regiones va a resultar.



El mejor ejemplo de aquello fue lo sucedido en la época del Presidente Piñera cuando el Gobierno tomó la línea de combatir los robos a los cajeros automáticos y en Santiago se adoptó una serie de medidas para evitar la ocurrencia de tales hechos.



¿Cuál fue el resultado de aquello?



Al analizar las estadísticas uno ve que disminuyó la tasa de robos a cajeros automáticos en la Región Metropolitana, pero que esos delitos se trasladaron a comunas y a regiones donde antes no se perpetraban. Ello, debido a que no se aplicaron las mismas medidas, o bien, a que se aplicaron medidas distintas, que no respondían a la realidad local.



Consecuencialmente, señor Presidente, creo que este es un muy buen proyecto, pues pone el centro de la política pública en materia de seguridad en los municipios, que son los que mejor pueden definir lo que ocurre en la comuna, ya que el alcalde, los concejales, el personal, están permanentemente en la calle recibiendo las distintas inquietudes de los ciudadanos y, como consecuencia, pueden percibir en mejor forma qué está pasando en el día a día.



Es una muy buena noticia la creación de los consejos comunales de seguridad pública y que se señale con claridad cuál es la labor de los alcaldes en este ámbito, porque hoy día tenemos más bien algo muy difuso. Hemos visto que muchos jefes edilicios establecen departamentos en esa área y contribuyen al financiamiento de cámaras de televigilancia, pero lo hacen sobre la base de interpretaciones de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades y sin un sustento legal. El proyecto les entrega este último y determina cuál será su rol al respecto.



Dicho eso, me parece que la iniciativa presenta, sí, una serie de problemas que debiéramos tratar de resolver.



La dificultad principal es, lejos, la creación, una vez más, de una función en el municipio sin entregarse los recursos adecuados. Si queremos que efectivamente funcionen los consejos comunales de seguridad pública, ellos tienen que ir aparejados a un presupuesto adicional al de las municipalidades.



El proyecto faculta para que los municipios que cuenten con recursos puedan crear el cargo de director de seguridad ciudadana e implementar políticas en la materia. Todos sabemos que estas demandan fondos. Si hoy día no los entregamos para que efectivamente sea posible la concreción de esta modificación legal, ella va a ser simplemente una bonita declaración, con poca aplicación práctica.



Con motivo de la revisión de la iniciativa que hará la Comisión, entonces, cabe pedirle al señor Subsecretario que el Gobierno comprenda que la medida en análisis tiene que ir acompañada del financiamiento respectivo. No me parece justo que las municipalidades que disfrutan de más recursos, como la de Antofagasta, la de Calama, en la Región que represento, puedan crear el cargo y pagarlo si aquellas que viven con un presupuesto muy ajustado, como la de Taltal o la de Tocopilla, se verán impedidas de hacerlo. La seguridad la merecen los habitantes de todas esas comunas.



Por esta razón, me parece fundamental que la iniciativa cuente con un presupuesto propio.



En seguida, estimo que el proyecto presenta otra dificultad, que se percibe también con los consejos de seguridad pública, con los consejos asesores de la reforma y en relación con el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Porque se puede decir que la seguridad pública posee dos grandes vertientes o formas de acción. La primera dice relación con la prevención, es decir, con la forma como hacemos que un lugar sea más seguro al evitarse la comisión de ilícitos; y la segunda, con la represión, con la manera como se persigue el delito y de qué tipos de delitos se trata.



La duda que surge, al leer la proposición del artículo 104 A, es que el consejo comunal de seguridad pública aparece más bien como un órgano consultivo respecto de la estadística que se puede hacer. No se observa que se le entreguen facultades sobre la fijación de lineamientos de seguridad pública y la forma como ellos se cumplen.



De otro modo, se puede tratar de leer entre líneas en el sentido de que se está buscando que las municipalidades solo financien aquella parte que el Gobierno no cubre en los aspectos de la seguridad pública. Me explico. El concejo o el alcalde, en su plan en la materia, van a decir: “Nos interesa evitar la comisión de tales y cuales delitos”,…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Dispone de un minuto más para que pueda concluir su intervención, señor Senador.

El señor ARAYA.-… pero no van a contar -termino de inmediato, señor Presidente- con las herramientas de persecución penal necesarias o con un acuerdo en relación con Carabineros, más allá de la buena voluntad del oficial a cargo de la comisaría para, por ejemplo, destinar un carabinero a vigilar ciertos sectores.



Entonces, si queremos que el mecanismo funcione, en lugar de crear un consejo comunal tenemos que ir pensando en un sistema de seguridad mucho más integrado, donde la opinión que emitan el alcalde y el concejo tenga un grado vinculante para las instituciones de seguridad, en especial para Carabineros e Investigaciones y, obviamente, para la persecución penal que debe realizar el Ministerio Público.



Voy a votar a favor, con la esperanza de que se recojan estas observaciones.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no voy a repetir los argumentos dados aquí, porque los comparto todos, en particular el relativo a que este es el asunto que la opinión pública más nos plantea. De hecho, la seguridad ciudadana aparece como una cuestión fundamental incluso en la encuesta CEP de abril recién pasado, donde encabeza el ranking de los problemas a los cuales el Gobierno “debería dedicar el mayor esfuerzo en solucionar”. Por lo tanto, bienvenida cualquier iniciativa que tenga por objeto enfrentarlo.



En ese sentido, los índices de Paz Ciudadana, una de las organizaciones serias, señalan que la victimización por robo e intento de robo llegó a 52,2 por ciento en Iquique; a 48,3 en Antofagasta; a 46 en Puerto Montt; a 45,6 en el Gran Santiago, y a 45,2 en Valparaíso. Son los lugares que registran los niveles más altos en este aspecto.



En seguida, las ciudades que registraron un “alto temor” al delito entre sus habitantes fueron Antofagasta, con 19 por ciento; Valparaíso, con 18,6; Iquique, con 18,3; Copiapó, con 16,7; Concepción, con 15,7, y el Gran Santiago, con 14.



Estamos, sin ninguna duda, frente a uno de los problemas más importantes de la sociedad chilena.



A mi juicio, la iniciativa en debate es una buena idea. Sin embargo, los alcaldes de todos los sectores políticos, cada vez que nos encontramos con ellos en una reunión, nos dicen: “Por favor, no aprueben más leyes sin el financiamiento respectivo”.



Por eso, quiero preguntarle al señor Subsecretario si el proyecto va a ir acompañado de una cantidad de recursos que permitan el funcionamiento del sistema. De lo contrario, me parece que, como lo ha planteado el Senador señor Araya, les vamos a echar una carga encima a las municipalidades. Y la verdad es que a quienes nos van a representar la situación es a los parlamentarios y no al Subsecretario.



Debemos valorar que los órganos de prevención y represión en la seguridad pública se coordinen a nivel municipal. Me parece, de nuevo, que es una buena iniciativa.



Ahora, no puedo dejar de manifestar que hacer esfuerzos en un sentido y no terminar con las brechas que a mi juicio han ido generando una cierta sensación de impunidad en la gente no nos permitirá avanzar mucho. 



Lo anterior lo graficaré con las cifras siguientes. En agosto del año pasado, un informe del Departamento de Análisis Criminal de Carabineros de Chile reveló la lista de los cien delincuentes con más detenciones entre 2009 y 2013. Entre todos ellos sumaban casi tres mil capturas, es decir, unas treinta detenciones cada uno, en promedio. ¡Y qué bueno que ha llegado nuestro flamante Ministro del Interior, para que pueda escucharlo! De ellos, el 23 por ciento correspondía a menores de edad.



El mismo análisis demostró el bajo índice de personas sujetas a prisión preventiva o al cumplimiento de una condena. De acuerdo con el documento, al observarse 27 casos de reiteración se detectó que solo cinco detenidos por delitos recurrentes recibieron una condena, la que, en promedio, alcanzó -escuchen bien los señores Senadores- a 64 días de privación de libertad.



Según información entregada por el Poder Judicial, el 93,4 por ciento de los casos de robo terminados o cerrados en el año 2014 quedaron impunes, es decir, sin condena. Y estoy haciendo referencia -sé que el señor Ministro del Interior me pone atención- a 253 mil 340 ilícitos.



Entonces, los chilenos lamentablemente sufrimos en el día a día los efectos de la delincuencia. Y estimo que, más allá del proyecto, que por supuesto voy a aprobar, si bien estoy a la espera…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene un minuto adicional, señor Senador.

El señor PROKURICA.-… de la respuesta del señor Subsecretario respecto de los recursos que van a acompañarlo, la cuestión de la delincuencia sigue siendo una tarea pendiente, y vamos a estar atentos a los resultados.



Gracias.

)-----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del próximo martes se encuentra la solicitud de la Presidenta de la República de prorrogar la presencia de tropas chilenas en Haití. El señor Ministro de Educación pide que a continuación se trate el proyecto que crea universidades estatales en la Sexta y la Undécima Regiones.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

)-----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, qué duda cabe de que los municipios son la cara del Estado más cercana a la gente y de que, como lo han dicho otros colegas que han intervenido con anterioridad, la delincuencia o el índice de inseguridad es la primera prioridad en las preocupaciones de las personas.



Me parece necesario revisar si estamos haciendo todo lo requerido para darle confianza a la ciudadanía. Desde ese punto de vista, estimo que nos falta mucho, porque no tenemos un Estado organizado para atender la creciente demanda de seguridad o la progresiva inseguridad en todos los sectores, urbanos y rurales.



En consecuencia, quiero valorar la iniciativa, ya que la seguridad ciudadana no solo depende de más policías o de tribunales, sino que también tiene que ver con la participación de la comunidad. El proyecto viene a darle un marco legal a lo que ya está ocurriendo en numerosas comunas. En muchas de las que represento me he reunido con los mismos actores considerados en el texto en examen, quienes forman una mesa de trabajo con la presencia de fiscales, de Carabineros, del municipio, del alcalde, de los concejales, de las juntas de vecinos, de las fuerzas vivas, de los dirigentes, de todo el tejido social e intercambian opiniones sobre qué se puede hacer.



Hay buenas ideas respecto a financiar iluminación y alarmas, a controles, a relacionarse y comunicarse entre los vecinos para vigilar quiénes ingresan a un determinado sector e identificar si son desconocidos o pudieran constituir alguna amenaza.



A mi juicio, lo que estamos haciendo ahora es reconocer una realidad ya existente en todas las ciudades. El punto radica en cómo lograr que las acciones y decisiones que tomen los consejos comunales se puedan llevar a cabo sin la limitación de la ausencia de recursos.



Estamos modificando la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades y le entregamos a cada una de ellas la facultad de contar con un director de seguridad pública; pero este implica un costo, el cual no se está considerando. Nos encontramos en un análisis general de la iniciativa.



Ya tenemos experiencia en la materia. Muchas veces, cuando se da la aprobación, quedamos entregados a la voluntad del Ejecutivo en cuanto a si en la discusión particular se van a proporcionar o no los fondos para financiar la idea de legislar, que resulta ser una raya en el agua o solo una expectativa cuando no se otorgan.



La primera reclamación será de los alcaldes y concejales, en orden a que nuevamente les entregamos a los municipios facultades sin financiamiento.



Este es un muy buen proyecto, pero tenemos que asignar de verdad los recursos suficientes.



Hemos priorizado la educación, a la cual la reforma tributaria está destinando ingentes recursos del Presupuesto. Qué duda cabe de que ello tenemos que reafirmarlo. Pero algo tiene que llegarle a la otra prioridad de los chilenos: la seguridad ciudadana.



Por eso, espero que el Ministro de Hacienda, el Ministro del Interior y el Subsecretario efectivamente traigan en la discusión particular indicaciones relacionadas con aportes al financiamiento de los municipios.



Y en particular lo digo por representar a comunas pequeñas que no disponen de recursos ni siquiera para prestar los servicios que hoy día demanda la comunidad, como salud, caminos, servicio de aseo. Si no pueden hacerlo, mucho menos tendrán para financiar un gerente de seguridad comunal.



Más todavía, diría que la dificultad la enfrentarán también las comunas grandes. ¿Por qué no consignarlo? Cuando decimos que se establecerá un consejo comunal de seguridad pública, cabe considerar que este también tiene que instalarse en villas y poblaciones de las grandes ciudades. 



Por tanto, celebro la iniciativa. La valoro, la aplaudo y voy a aprobarla en general. Pero, en realidad, creo que…

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Su Señoría dispone de un minuto para concluir.

El señor TUMA.- Gracias, señor Presidente.



Es preciso colocarle al proyecto un poquito más de carne. Ello tiene que traducirse en financiamiento. Voy a votar esperanzado de que en la discusión particular se dispongan los fondos que requiere cada comuna para darle seguridad a la población.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, me sumo a todas las opiniones de que se trata de una buena iniciativa, de que es preciso apoyarla, y acogeré la idea de legislar. Pero también adhiero a lo que se ha dicho en el sentido de que es necesario trabajarla harto. ¿Para qué? Para generar un instrumento que sea lo más eficaz posible.



No creo que haya un impacto por el hecho de crear un consejo comunal en todos lados. Considero que es bien importante afinar el órgano y ser capaz de asumir la complejidad de la realidad.



Estuve tres años en el Consejo Comunal de Seguridad Ciudadana de La Florida, integrado por distintos organismos, por dirigentes sociales. Se aprendió -valoro todo lo que ocurrió-, pero también se sacan ciertas lecciones.



Estimo que uno de los aspectos más serios es contar con un diagnóstico adecuado de qué ocurre y cómo van cambiando las cosas. Porque una comuna con un centro, como San Bernardo, Maipú o La Florida, no es lo mismo que una que no lo tiene, como Lo Espejo. En casi todas hay sectores descontrolados, que no son lo mismo que en el resto.



Y para un diagnóstico se requiere sistematizar antecedentes. Lamentablemente, una de las cuestiones más graves es que la información local está dispersa, porque la mayor proporción de ella se encuentra en poder de la Fiscalía y de otros organismos. Pero no hay un proceso para este efecto.



Me parece bien la aspiración a un plan, mas este va a ser dinámico. No sale de una vez. Será necesario hacerlo y rehacerlo.



En los pocos minutos de que dispongo deseo manifestar que en el funcionamiento de una instancia comunal es preciso diferenciar los organismos públicos de seguridad y las organizaciones sociales. Los dos cumplen un rol muy importante, pero presentan especificidades.



En cuanto a los primeros, me refiero a la Fiscalía, a Carabineros, a Investigaciones y a Gendarmería. En La Florida, mil doscientas personas cumplían condena en sus casas y se requería supervigilarlas. Es un asunto en que resulta fundamental la coordinación y saber dónde se encuentra el domicilio, las características del caso, etcétera.



Hoy día, una de las debilidades mayores del sistema es la falta de coordinación entre los organismos de seguridad pública a nivel local. No conversan nunca entre ellos. La Fiscalía les ordena tareas a Investigaciones, a Carabineros, pero no existe un diagnóstico común y se desconocen los fenómenos -y si se saben, no se comparten- que están ocurriendo en el terreno. Eso es lo primero.



Discrepo de que el problema sea principalmente de recursos, porque cada una de esas entidades, por separado, dispone de muchos. Y si los sumamos, la cantidad es inmensa.



Se requieren buenos diagnósticos para generar buenos planes de los organismos de seguridad a fin de controlar el delito, concretamente.



Y, por otro lado, un conjunto de otras instituciones son claves para construir formas de convivencia distintas. Es necesario ver cómo se coordinan también entre sí, y después, con los organismos de seguridad pública.



Juzgo determinante el rol de iglesias y de colegios y los planes municipales, de distinta naturaleza, que provocan un impacto directo o indirecto en la seguridad. Asimismo, existen planes nacionales.



¿Qué ha ocurrido? En el caso de la población Los Navíos, nos preguntamos en un momento cuántas políticas y programas públicos se encontraban involucrados. Había diez programas.



Ninguna entidad intercambiaba nada con la otra.



Entonces, resulta claro que la dificultad no radica en la falta de recursos públicos, sino en cómo se coordina y se da un sentido, con un mayor impacto en los procesos reales. Hay que intensificar las conversaciones al respecto. Más que el financiamiento -o antes que este-, se trata de coordinar lo existente, en función de construir nuevas formas de convivencia, de contener el delito, de asumir distintas realidades, entre ellas la de una parte de los jóvenes.



Si sumáramos todos los recursos, veríamos que la cantidad de dinero total podría llegar a tener un impacto inmenso: me refiero tanto a los dirigidos a seguridad pública como a los orientados a otros fines.



Yo me percaté, durante el tiempo que estuve en el organismo, de que los dineros, en vez de ayudar, perjudicaban, porque el concejo comunal se transformaba en un lugar de concurso de proyectos. Y cada uno iba a ver allá cómo conseguía adjudicarse recursos para algo que podía ser útil, pero que no respondía al esfuerzo encaminado a determinar qué hacer con lo que se tenía, ya sea las capacidades de las juntas de vecinos y de los órganos públicos no vinculados con seguridad u otras instancias.



Insisto: los colegios son clave; lo mismo las iglesias.



Finalmente, dado el tiempo que me resta, en el caso de las áreas metropolitanas hay que considerar el nivel metropolitano, porque se pierde mucha potencia si se analiza la situación de una comuna sin compararla con la de las localidades vecinas, aunque haya diferencias y especificidades entre ellas. La Granja tiene poco que ver con La Pintana y con La Florida. Cada una tiene sus características. Y, en ese sentido, resulta muy importante ser capaz de comprenderlas, coordinarlas y actuar en conjunto.



Considero que estamos ante un buen proyecto y voy a votar a favor de la idea de legislar, pero espero que en las indicaciones logremos establecer una forma de organización, de articulación entre los distintos actores, que nos permita realmente avanzar. Además, que exista gradualidad. No creo para nada que esto haya que hacerlo “automático” y de una vez y para siempre.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto adicional. 

El señor MONTES.- Muchas gracias.



En general, estimo que nos debemos dar tiempo para implementar algo que sea eficaz. No por el solo hecho de existir será eficaz. Hay que construir algo que realmente provoque impacto en la realidad, porque, si no, se genera mucha frustración entre los propios integrantes. Y los primeros que se retiran son las policías, que dejan de asistir porque tienen otra serie de cosas muy importantes que hacer.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, en primer lugar, encuentro muy positiva la idea gruesa del proyecto y podría asimilarse a otros procesos que estamos evaluando en el Congreso Nacional. Por ejemplo, el caso de la Oficina Nacional de Emergencias. 



Me da la impresión de que, efectivamente, definirle por ley un rol más claro, más preciso a la comuna, en lo que se refiere a seguridad pública, es un acierto.



Eso mismo podría aplicarse en la ley sobre la ONEMI: que la comuna sea la base a partir de la cual se haga una proyección a la región y al país, y no a la inversa, como suele ocurrir ahora, donde las estructuras institucionales del poder central van delegando hacia las regiones, las cuales, al final, son más bien el último escalón y no el primero.



En segundo lugar, me parece razonable que exista una instancia capaz de elaborar un diagnóstico técnico y una planificación desde la realidad de cada comuna, considerando la diversidad de actores involucrados en la seguridad, que no abarca solo a las policías -la seguridad nunca ha sido un asunto exclusivamente policial-, sino que debe integrar a todas aquellas instituciones relevantes -aquí se ha mencionado, incluso, a las escuelas, las universidades, las juntas de vecinos-, y que, al mismo tiempo, se halle abierta a la variedad de cada realidad local (comunas del sur o del norte; grandes o pequeñas; urbanas o rurales), lo cual les da mayor legitimidad a las políticas públicas ante la ciudadanía, que puede participar en su elaboración y, por lo tanto, hacerse también corresponsable, a través de sus organizaciones territoriales y sociales.



Obviamente, quedan algunas cosas pendientes que tendrán que debatirse y resolverse en la discusión particular.



Si vamos a asignar financiamiento, como algunos parecen indicar, o a reasignar recursos hoy dispersos en un montón de organismos que cumplen, a veces, funciones similares en forma paralela y que no tienen establecidas labores específicas ni responsabilidades por las cuales estén obligados a rendir cuenta, probablemente una mejor coordinación y reasignación de recursos de todos estos organismos que andan dando vueltas y que abordan el tema, directa o tangencialmente, puede ser una buena propuesta, sin que encarezca en exceso el proyecto.



Asimismo, considero necesario precisar funciones y facultades “de terreno”; es decir, cómo operan las coordinaciones, cuáles son las atribuciones para movilizar a los actores de la seguridad pública. Hablo de la parte operativa de la seguridad ciudadana, donde estimo que todavía hay que trabajar más.



Pero me parece interesante la idea de situar la seguridad ciudadana a partir de la comuna. Espero que después tenga coherencia con la región, con el país, y que ese diseño descentralizado se pueda aplicar igualmente cuando discutamos la situación de la ONEMI, cuya labor también debe partir de la comuna, para ir asumiendo, de modo paulatino, distintos grados de la institucionalidad, según vaya escalando el problema, la catástrofe o el conflicto a abordar.



Voy a votar a favor del proyecto.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, tal como expresó el Senador Espina en el informe que rindió en nombre de la Comisión de Gobierno, estamos ante una buena idea, pero, a lo mejor, ante un mal proyecto. 



¿Qué nos plantea la iniciativa? Que, para enfrentar los problemas de seguridad ciudadana en su comuna, el alcalde podrá tener un funcionario dedicado al tema, un director de seguridad ciudadana, y que además dispondrá de un órgano colectivo, meramente consultivo, que se podrá reunir una vez al mes.



De ahí que, a mi entender, estamos estructurando de manera equivocada una tarea fundamental como la seguridad ciudadana. Y esto, porque los órganos dedicados a ella no tienen una expresión comunal, sino, a lo más, provincial. Y sus directrices emanan desde el gobierno central, particularmente del Ministerio del Interior. Además, la investigación criminal tiene en el Ministerio Público su órgano respectivo.



Por lo tanto, ¿qué puede hacer una municipalidad en este ámbito? Apoyar las acciones de seguridad ciudadana de acuerdo a los requerimientos o a las necesidades de los órganos provinciales o nacionales vinculados con el tema y contribuir con su opinión acerca de lo que se puede hacer en determinada comuna. Y para eso las normas de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades parecen ser suficientes.



Lo importante, en consecuencia, no radica tanto en modificar una legislación como en aplicar políticas públicas sobre seguridad ciudadana a nivel comunal.



Diez años atrás o algo más, se intentó hacer algo similar con los planes cuadrantes, que tienen una expresión comunal a través de la organización de Carabineros de Chile en la materia. Hoy, sabemos que ese procedimiento se halla en revisión. 



Muchos municipios, mediante sus concejos comunales y sus alcaldes, solicitaron en su momento, y siguen solicitando ahora, una expresión de los planes cuadrantes, como política pública, en cada uno de sus territorios. Y sería bueno conocer cuál va a ser la evaluación, la revisión, la reingeniería de ese instrumento básico de seguridad que gran parte de las comunas tiene, no solo las grandes, sino, como en el caso de la Octava Región, algunas menos que medianas. Pero, como digo, se trata de una política pública que claramente requiere una reingeniería, una revisión, una evaluación.



Por ende, creo que debemos analizar con mucha precisión cuál es el rol distinto que las municipalidades pueden cumplir en esta materia. No vaya a ser cosa que traslademos la responsabilidad de todo lo que significa la persecución del delito, la tranquilidad ciudadana y la seguridad pública hacia los municipios y sus alcaldes. Podría ser algo no deseado y terriblemente peligroso que estos fueran evaluados por el control de la delincuencia en cada uno de sus territorios. 



Las municipalidades podrán apoyar, podrán colaborar, podrán aportar, pero no hay duda de que no pueden ser responsables de la seguridad ciudadana, materia que, constitucional y legalmente, corresponde a otras instancias. Y si un municipio nombra -será facultativo- a un director de seguridad pública, aplicando la legislación, se tenderá a llevar tal responsabilidad. Porque, ¿cuáles van a ser las tareas de un director de seguridad pública? A lo mejor van a estar establecidas de una manera amplia en la ley, pero la ciudadanía va a entender que la municipalidad está asumiendo una responsabilidad mayor, porque verá en el alcalde y en el consejo a las autoridades más cercanas para conversar todos estos asuntos.



Creo que los municipios deben participar, colaborar, aportar y generar instancias de participación para que sean las autoridades respectivas, cuyas facultades son perseguir el delito y llevar adelante las políticas de seguridad ciudadana, las que asuman dichas tareas.



Este proyecto -lo decía ya la Senadora Van Rysselberghe- genera una distorsión enorme. El gobernador, que es el responsable político de la seguridad ciudadana en la respectiva provincia, será un miembro más del consejo comunal de seguridad pública. Y eso genera, sin duda, una distorsión.



Voy a votar a favor, señor Presidente, en el entendido de que estamos ante una buena idea, aunque mal expresada en el proyecto, el cual, por lo tanto, requerirá una revisión muy a fondo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, es evidente que este proyecto cuenta con un amplio respaldo de la ciudadanía y de este Parlamento. Creo que contiene una buena idea y que va en la línea correcta. Por eso, felicito que el Subsecretario y el Ministerio del Interior lo estén impulsando. Sin embargo, pienso que adolece de algunos problemas en aspectos relativos al real diagnóstico de la seguridad pública en nuestro país, los cuales deberán ser revisados durante la discusión particular.



Hoy, claramente, se observa una disparidad en el tratamiento de la seguridad pública en el ámbito comunal a lo largo de Chile.



Hace un par de días supimos que en Chicureo, sector pudiente de Santiago, los vecinos o alguna organización de la zona estaban dispuestos a aportar un terreno para la instalación de una comisaría. Acá tengo la noticia. Y la misma situación se vive en otros sitios acomodados.



Desgraciadamente, en esos lugares, por la capacidad económica de los municipios y de los vecinos, se elaboran planes o programas de seguridad que son bien recibidos y que se tramitan bastante rápido.



Sin embargo, existen otras realidades, como la de Nontuelá, localidad ubicada en la comuna de Futrono. El Senador Allamand a lo mejor fue alguna vez por allá, porque correspondía a su excircunscripción. Ahí se celebró un audiencia en la que participaron el General Director de Carabineros, señor González Jure, junto a la Alcaldesa y concejales de la comuna y a los directivos del colegio de esa pequeña localidad rural. Es un lugar donde ha habido enorme cantidad de robos. La semana pasada se sustrajeron todos los computadores de la escuela pública, y en la anterior se cometió un robo en el Comité de Agua Potable Rural.



Pues bien, si el propio General Director de Carabineros se compromete, delante de las autoridades, a tener vigilancia en la localidad -al menos a ubicar ahí un retén móvil- y eso no se cumple, lo que inspira esta ley claramente no funcionará.



Se trata de una zona rural, pobre, de región, que contrasta con la situación de Chicureo, donde Carabineros está presente, con la cara llena de risa, y donde cuenta con la ayuda de los vecinos. Y eso -y perdone que se lo diga, señor Subsecretario, a través de la Mesa- es lo que nosotros, a través de esta ley, tenemos que cambiar: la ruralidad.



Los problemas delictuales de los municipios de Santiago, especialmente de aquellos que cuentan con grandes presupuestos, son fáciles de abordar. Hay recursos, hay presencia mediática. Pero cuando en Nontuelá, en Crucero, en Río Bueno, en la costa de Valdivia, le roban a un pequeño agricultor, a un modesto vecino, cuando se roban animales en un sector rural, ¿de qué manera el ciudadano afectado puede cubrirse y sacar adelante su proyecto?



Aquí, señor Subsecretario, más que la creación de consejos comunales de seguridad pública y la elaboración de planes comunales de seguridad, debe existir una obligación de coordinación entre todos los servicios. No es posible -estamos discutiendo, en la Comisión de Constitución, los indicadores que le solicitamos al Ministerio Público sobre el particular- que los casos de delitos en que no hay un autor o un imputado conocido se archiven provisionalmente. Por eso, el vecino de un sector rural o de una pequeña localidad muchas veces prefiere no llevar adelante su denuncia porque sabe que ella no conducirá a nada.



Entonces, si no obligamos a una coordinación efectiva a las distintas instituciones (Carabineros, Policía de Investigaciones, Ministerio Público, ONEMI, en fin), claramente no vamos a tener el desarrollo y la implementación que se esperan. Si, como bien señalaba el Senador Montes,  no se lleva a cabo una política pública de combate contra la delincuencia en que intervengan las escuelas, las iglesias, las juntas de vecinos, no vamos a ver resultados positivos.



Yo me pregunto -sería bueno tener las estadísticas- de qué manera ha bajado la delincuencia con los 6 mil carabineros que aprobamos el año pasado. ¡Seis mil nuevos carabineros! Porque ese aumento no se ha sentido en las poblaciones.



Se trata de conseguir un retén móvil, y el propio General Director se compromete a algo que no puede cumplir. ¡Qué credibilidad va a tener la comunidad! ¡Qué credibilidad queda para los afectados! ¡Con qué cara la presidenta de la junta de vecinos de Nontuelá, en Futrono, les explica a los demás pobladores que, luego de haberse reunido con la máxima autoridad de Carabineros, lo prometido no se va a cumplir! 



Hay que mejorar y perfeccionar el proyecto, pero, mientras no tengamos el compromiso y la obligación de Carabineros en cuanto a participar en las instancias que se crean, sus disposiciones serán letra muerta y se seguirá manteniendo la inequidad que existe entre las grandes comunas de las áreas metropolitanas y las pequeñas comunas rurales.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quiero expresar que, en términos generales, este proyecto apunta en la dirección correcta: empoderar a las localidades en la labor de prevención y persecución del delito, aunque en coordinación con las instituciones con competencia en el área.



Está claro que lo primero que se regionaliza en Chile es la delincuencia y no precisamente las instituciones. Así que ahí hay un trabajo paralelo importante que hacer. 



Además, me permito solicitar que este proyecto sea visto también por la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana del Senado, en la cual se han planteado medidas bien concretas.



Hay un ejemplo en la propia institución de Carabineros, donde existe una sección o unidad de “carabineros comunitarios”, que son los que recorren casa a casa, las juntas de vecinos, los barrios. Pero son los vecinos los que mejor conocen los tipos de delitos que se cometen y dónde están sus autores. Sin embargo, por las razones que aquí se han señalado, no se atreven a hacer las denuncias, por ser ellos los primeros en recibir represalias, antes de que la Justicia y todos los procedimientos, que son bastante largos, puedan operar.



Hay que apuntar en la dirección correcta y empoderar bien a todas las instituciones involucradas, sin dejar la tarea, obviamente, solo bajo la esfera del alcalde, que ya tiene demasiadas funciones. Le hemos dado lo ambiental, lo deportivo y una serie de otras cosas más.



En esta materia entiendo lo que ha planteado el señor Subsecretario. Va a haber un incremento en los recursos a través de los planes comunales de seguridad pública, con acceso al Fondo Nacional de Seguridad Pública, además de un financiamiento especial para las comunas que tengan gran población flotante. Obviamente, los delincuentes también veranean.



En resumen, considero muy importante que la Comisión de Seguridad Ciudadana informe asimismo este proyecto y que se logre garantizar las coordinaciones que aquí se han planteado, en forma previa a la implementación de la normativa en estudio.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, en primer lugar, quiero felicitar la presentación de esta iniciativa y, además, contarles que tuve la oportunidad, junto con el Subsecretario, de estar en Concón, comuna de la Región que se adelantó a la promulgación de esta normativa en proyecto al generar un consejo comunal de seguridad, el cual eligió a sus representantes. 



Ahí pudimos delinear cómo la sociedad civil en conjunto con las autoridades podían ser capaces de elaborar un primer plan comunal de seguridad pública, y a partir de ese plan, en el que están integradas las policías, Carabineros e Investigaciones, enfocarse en los temas de primera fuente que dicen relación con determinar dónde radican los problemas de seguridad pública. Ello, teniendo en consideración que muchas veces contamos con cifras negras, las cuales provienen fundamentalmente de personas que al final optan por no denunciar.



Hace unos días se publicó una encuesta en nuestra Región, cuyos resultados son particularmente importantes. Se concluye que Valparaíso y Viña del Mar son las dos comunas donde los índices de victimización de delitos sobrepasan el promedio nacional, que es de 43 por ciento. En efecto, el índice de victimización de ellas -y en las tribunas nos acompañan los coves de seguridad pública de la comuna de Viña del Mar- es de 48 por ciento.



Entonces, el punto es cómo resolvemos los problemas de fondo.



Hay una decepción profunda, ¡una decepción profunda!, de numerosas personas que denuncian, porque finalmente solo en el 3,5 por ciento de los casos se reconoce que ha habido algún resultado o los afectados se sienten en parte satisfechos. El resto se ha visto enfrentado a la circunstancia de que sus denuncias han debido ser archivadas por tratarse de delitos menores, como muchas veces los califican los tribunales o la propia fiscalía, o bien de que no haya una acción que permita perseguir de manera efectiva el ilícito y a los responsables.



Por eso, los consejos comunales de seguridad pública significan un cambio importante en el diseño de la política comunal de seguridad pública. Porque justamente los representantes de la ciudadanía, que en las comunas de Viña del Mar y Concón resultan muy activos, son quienes constituyen los coves de seguridad, los cuales permiten focalizar aquella información no disponible para Carabineros e Investigaciones y les señalan a estos donde hay mayor ocurrencia de delitos.



Les quiero contar que el ejercicio que hemos realizado con los coves de seguridad pública tanto en Viña del Mar como en Valparaíso -reitero: son las dos comunas donde el índice de victimización es superior al promedio nacional- ha significado que los propios vecinos alerten a las policías respecto de los temas de seguridad pública, que no pasan simplemente por el hecho de que exista mayor presencia policial, sino que más bien se vinculan con situaciones de alumbrado público, con focos de microtráfico y con lugares donde se cometen algunos delitos conexos.



Entonces, ¿cuál es el aspecto de fondo?



Junto con el Senador Alberto Espina presentamos un sinnúmero de proyectos de ley, una agenda de seguridad pública. Pero ha pasado más de un año y todavía, señor Subsecretario -por su intermedio, señor Presidente-, no se ha puesto urgencia legislativa para poder resolver estas materias.



Frente a eso, ¿qué dice la ciudadanía? “El Congreso Nacional no hace nada ante el avance de la delincuencia”. Y, por lo mismo, nosotros le pedimos al Ministerio del Interior que les coloque urgencia a dichas iniciativas.



Un aspecto importante en ese sentido dice relación con el control de identidad. Hay 66 mil individuos con orden de detención por delitos graves y las policías no tienen facultad para pedir la cédula identidad. Sí lo pueden hacer cuando la persona está conduciendo un vehículo, pero no si anda a pie.



¿Qué pasa con esos 66 mil infractores que hoy día deambulan por las calles y que tienen órdenes de aprehensión, respecto a las cuales no hay posibilidad alguna de que en definitiva la policía adopte medidas?



Señor Presidente, ¿me concede 30 segundos para terminar?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Dispone de un minuto, señor Senador.

El señor CHAHUÁN.- Gracias, señor Presidente.



Por último, simplemente deseo señalar que en esto tiene que haber una acción de política integral para efectos de brindar seguridad ciudadana.



Ello pasa no solo por los consejos comunales de seguridad pública y los planes comunales que se proponen, que son un progreso (por cierto, veremos cómo se constituyen ellos en el futuro en Viña del Mar y en Valparaíso, porque ya lo hicieron en Concón. Agradezco a su alcalde el haberse adelantado); pues, además, se requiere avanzar en los cambios legislativos urgentes. Y para eso se necesita voluntad del Ministro del Interior.



Le quiero pedir al Subsecretario -por su intermedio, señor Presidente- que transmita a la Cartera del Interior que la ciudadanía no puede seguir esperando, ¡la ciudadanía no puede seguir esperando! Ella se está organizando para solicitarle al Gobierno que los asuntos de seguridad pública sean abordados a la mayor brevedad.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, yo fui alcalde de una de las comunas más grandes de Chile: La Cisterna, y también Diputado durante veinte años en representación de las comunas de El Bosque, La Cisterna y San Ramón. 



Y como tal -lo digo con el debido respeto- la verdad es que sé de las buenas intenciones que todos pueden tener en sus discursos. Pero siempre estamos hablando de lo mismo. ¡Lamentablemente, las cosas no cambian!



Yo soy de los que piensan que en estas materias hay que aplicar la ley, ¡aplicar la ley!, y de que se otorguen mayores atribuciones a las policías.



Aquí no se trata de un problema relativo al lugar donde vive la gente. Quien me antecedió en el uso de la palabra hablaba de -¿cómo se llama el sector?-…

El señor ROSSI.- Chicureo.

El señor MOREIRA.-… “Chicureo”.



Y quiero decirles que la mayor cantidad de personas que viven ahí ganan la mitad de lo que perciben los Diputados o los Senadores. Así que no creo que residan ahí los ricos.



Por lo tanto, hay que ser cuidadoso con lo que se dice, pues el tema de la delincuencia no tiene color político, ni es un problema de clases sociales. Ataca a todos por igual. 



Si nosotros hiciéramos un compendio de todos estos discursos, nos daríamos cuenta de que siempre es lo mismo. Porque la sensación, la sensibilidad de la gente es que todo sigue como estaba. 



No dudo de que los Gobiernos anteriores, independiente de su tendencia, hicieron esfuerzos. Pero nadie, ¡nadie!, ha ganado la batalla contra la delincuencia.



En efecto, se han llevado a cabo programas de prevención, construido plazas, instalado luces, implementado planes cuadrantes. Pero la realidad es la misma de siempre, ¡la misma de siempre!



Claramente, en este proyecto que vamos a aprobar -quién se va a negar a eso- se habla de “El desarrollo, implementación, promoción y apoyo de acciones de prevención social, situacional, la celebración de convenios con otras entidades públicas para la aplicación de planes de reinserción social, así como también la adopción de medidas en el ámbito de la seguridad pública a nivel comunal, sin perjuicio de las funciones del Ministerio del Interior y Seguridad Pública” y de las policías, etcétera.


Estimo que hay una buena intención al pretender establecer consejos comunales y planes comunales de seguridad pública. Sin embargo, créanme, mientras no exista la voluntad de aplicar la ley, ¡solo de aplicar la ley!, de que los tribunales cumplan su labor de sancionar a todas las personas que no la acaten, no podremos seguir avanzando.



Ahora bien, en esto surgen temas que se encuentran íntimamente ligados. Lo digo porque las cárceles siguen siendo las universidades para poder delinquir. Son muy pocas a las que se les llama “cárceles modernas”. ¿Qué pasa con las otras, con el hacinamiento? ¿Cómo se vive ahí? ¿De qué manera vamos a reinsertar a la gente?



Por cierto, este proyecto es una especie de instrumento capaz de llenar un vacío; lamentablemente, en la práctica los resultados no van a ser satisfactorios. Sin embargo, nadie se negará a aprobar una iniciativa de esta naturaleza.



A mi juicio, el que logre ganarle la batalla a los problemas relacionados con la salud y la delincuencia va a ser un Gobierno perpetuo, elegido democráticamente siempre por la gente. Porque son dos cosas en las cuales estamos al debe como sociedad.



En consecuencia, señor Presidente, me quiero quedar con dos conceptos: aplicación de la ley en forma implacable; no estar siempre preocupados por los derechos de los victimarios y no de las víctimas.



Un sector del Parlamento no puede seguir teniendo complejos para darles mayores herramientas a la policía a fin de que cumpla su deber.



Créanme que, aunque se hagan con la mejor intención, todos los discursos elocuentes en contra de la delincuencia que muchas veces se pronuncian aquí, en el Parlamento, serán solo palabras, porque en la práctica los ciudadanos se sienten indefensos.



Yo le pedí a mi Gobierno, y ahora se lo pido al actual, que aplique la ley con mayor energía, y que se entreguen las herramientas necesarias para que la policía chilena, Carabineros e Investigaciones, cumpla con su deber.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Recuerdo a quienes nos acompañan en las tribunas que al menos están funcionando tres Comisiones en paralelo con el Hemiciclo. De allí que los Senadores están trabajando en sus respectivas Comisiones, pero concurren a votar cuando suenan los timbres.

)---------------(
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Solicito autorización a la Sala para que pase a reemplazarme en la testera el Senador señor Chahuán, a fin de poder hacer uso de la palabra.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión el Honorable señor Chahuán, en calidad de Presidente accidental.

)---------------(
El señor CHAHUÁN (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que el anuncio de la constitución de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública debiera ser siempre una buena noticia. Hay más acción; aunque algunos dirán más burocracia.



Existen varias percepciones en la Sala que han quedado de manifiesto.



El Senador Espina dice en el informe que este es un buen proyecto, pero hay que perfeccionarlo. El Senador Víctor Pérez señala que es una mala iniciativa y se la debe mejorar. Los Senadores de la Nueva Mayoría afirman que es un mal proyecto, pero hay que hacerle ajustes.



En definitiva, estamos en presencia de una buena idea, que requiere revisión, pero sobre todo ¡financiamiento!



O sea, yo diría que cometeríamos un grave error al cargar sobre los hombros de nuestros alcaldes una nueva responsabilidad, sin tener los recursos necesarios para que esto se desarrolle.



Los dineros previstos son 17 mil millones de pesos para 74 comunas, que concentran el 75 por ciento de la población. Al hacer la división, se obtienen 229 millones para esas comunas inmensas, o sea, cerca de un millón de pesos al día; y para las pequeñas -hay muchas- solo 17 millones. ¡Estamos hablando de 17 millones de pesos al año para ejecutar estos planes!



Esas cifras, señor Subsecretario, las saqué del informe.



Sería bueno saber si existe un monto ya fijado (tenemos que discutir el presupuesto) y un informe acerca de cuánto se necesita para echar a andar este programa. Porque, en su etapa inicial, todos los programas precisan mayor gasto, mayor inversión.



En tal sentido, en los planes de financiamiento se contemplan Convenios Trianuales, el Fondo Nacional de Seguridad Pública, y el 2 por ciento del Fondo de Desarrollo Regional.



Por cierto, la lucha contra la delincuencia debe darse con todo y con todos. Y me llama la atención que el Consejo Comunal de Seguridad Pública esté integrado por el alcalde, dos concejales, un oficial de Carabineros, un oficial de la PDI, un fiscal adjunto o jefe de fiscalía local, y dos representantes del Consejo de Organizaciones Civiles.



Pero quiero decirle al Subsecretario Antonio Frey -por su intermedio, señor Presidente- que, en cuanto a la conformación del Consejo Comunal de Seguridad Pública, en el texto se dispone que este tendrá las siguientes funciones:



a) Efectuar, a petición del alcalde, el diagnóstico del estado de situación.



b) Suministrar antecedentes y entregar opinión al alcalde.



c) Emitir opinión respecto de las ordenanzas que, conforme a los artículos 12 y 65, letra k), se dicten.


d) Efectuar el seguimiento y monitoreo.


e) Apoyar técnicamente, a petición del alcalde, la ejecución de los proyectos.



f) Constituirse en instancia de coordinación comunal, en materias de seguridad pública.


g) Emitir opinión, a petición del alcalde.



En verdad,  si a los miembros de la sociedad civil y a los constituyentes les decimos que todas las funciones serán a petición del alcalde, de haber uno que pida poco o nada, no las va a solicitar.



Y quiero recordar que los CESCO, a nivel municipal, dejaron de ser eficientes porque no deciden nada.



O se da poder real a estos consejos para que se sientan motivados a participar, o quedan sometidos al arbitrio del alcalde. Y hay alcaldes autoritarios, otros más monárquicos, otros más democráticos, ¡hay de todo y de todos los signos!



Por lo tanto, esta centralidad, en el sentido de incorporar la frase  “a petición del alcalde”, creo que debe suprimirse. Porque se trata de una tarea de todos y de interés del bien común. El Consejo no puede funcionar solo a petición del alcalde, sino de la ciudadanía, de una mayoría de sus miembros.



Por eso, pienso que debemos revisar el proyecto.



Asimismo, en el artículo 104 F, se señala que los planes de seguridad tendrán que ser publicados en la página web municipal.



Frente a eso, yo hago una reserva: en los planes de seguridad hay partes que se pueden informar, ¡pero no podemos darles a conocer a los delincuentes cómo los vamos a ir a pillar, cómo los vamos a ir a fiscalizar…! Los planes de seguridad han de tener un grado de reserva importante para que sean efectivos.



En tal sentido, hay que revisar cuánto de esta información se publica en las páginas web.



Siento que se proponen lineamientos generales referidos a cómo participar, pero, como está escrito, parece que se va a publicar la totalidad de los planes de seguridad.



Del mismo modo, quiero recordar que solo la prevención…



Está por culminar mi tiempo, señor Presidente, ¿me concede un minuto más?

El señor CHAHUÁN (Presidente accidental).- Sí, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Gracias.



Decía que solo la prevención, y particularmente la reinserción y la rehabilitación, van a garantizar una lucha efectiva contra la delincuencia.



El Senador Espina ha participado en estos temas durante años, desde cuando estaba en la Cámara de Diputados. Claramente, la delincuencia sigue creciendo porque el 60 por ciento de quienes están en las cárceles públicas reinciden. Y la política de Gendarmería carece de programas eficaces, financiados, para rehabilitar y hacer reinserción. La iglesia evangélica es la única entidad que ha tenido éxito verdadero, porque tiene redes sociales de apoyo: cuando una persona se rehabilita llega al seno de una comunidad fuera de la cárcel, que le permite no volver a reincidir.



Mientras tanto, todo lo que efectuemos en materia de seguridad no resultará si no logramos hacer algo con respecto al porcentaje de más de 27 por ciento de primerizos en las cárceles, que por primera vez han delinquido.



Si no conseguimos rescatar, reinsertar, rehabilitar, con mayor inversión, la verdad es que estaremos colocando un parche curita, aplicando pomadas, en circunstancias de que tenemos un problema interno muy fuerte, que requiere cirugía.



Hay que invertir más en prevención y en la rehabilitación y la reinserción social de los condenados y procesados.



Por lo tanto, voto a favor. Y, por cierto, presentaremos las indicaciones pertinentes.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor CHAHUÁN (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina, quien intervino como Senador informante, y ahora hará uso de su derecho a usar de la palabra en la discusión del proyecto.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, seré muy breve, porque luego de escuchar atentamente las intervenciones de las señoras y los señores Senadores, he podido constatar que han surgido muy buenos aportes.



Yo pido que, cuando se abra un plazo para formular indicaciones, mejoremos esta iniciativa con la colaboración de todos, porque esto va mucho más allá de los cinco miembros de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Nosotros aprobamos el proyecto en general, señor Presidente, a sabiendas de que presenta serias imperfecciones.



Porque podríamos seguir este camino: esperar a que recibiéramos a todos nuestros invitados; luego, votar la idea en general y, posteriormente, discutir las indicaciones.



Pero, de hacerlo así, tendríamos aprobado este proyecto en tres, cuatro o cinco meses más. Y creo que ya no es posible legislar a ese ritmo.



Entonces, votamos la idea de legislar, dejando constancia en el informe de que habrá una sesión a la que invitaremos a todas las personas que, de una u otra manera, pueden colaborar en este informe: alcaldes, concejales, exfuncionarios de Gobierno, que han participado en este tema, que tienen experiencia.



Muchas de las cosas que se han dicho aquí por el Senador Navarro, y por Senadores de todas las tendencias políticas: Baldo Prokurica, Francisco Chahuán, Felipe Harboe, por todos los que han intervenido, pueden enriquecer esta iniciativa.



Y solo quiero señalar conceptualmente lo siguiente: ¿se necesita o no que la comunidad se organice para enfrentar la delincuencia?



Yo tengo una convicción: ¡Sí! No creo que exista ninguna posibilidad de enfrentar la delincuencia con éxito si solo fijamos políticas macro, porque la realidad de una comuna es distinta de la de otra y porque quienes conocen realmente la situación local son los vecinos, las organizaciones sociales y las autoridades comunales. 



Entonces, ¡cómo no va a ser razonable que todas ellas se junten a dialogar!



En nuestro país los jueces de garantía, los fiscales y las policías no se reúnen. ¡No lo hacen! El magistrado establece un estándar probatorio para un delito, pero nunca lo comunica al fiscal ni a las policías. No les dice: “Miren, los criterios probatorios que estoy exigiendo son de determinadas características; por tanto, les ruego que, cuando detengan a una persona, se preocupen de tener tales y cuales pruebas”. 



¡No dialogan! 



¡Es una cosa increíble!



Y no estoy pidiendo que los jueces de garantía dejen de lado su función de administrar justicia y resolver caso a caso. 



¡Cómo va a ser razonable que en una comuna con altos niveles de delito -eso lo sabe toda la comunidad- las autoridades y las juntas de vecinos no se sienten en una mesa de trabajo a analizar la forma de enfrentar el problema, cada uno desde su visión del asunto! 



El Senador Montes, con toda razón, se refirió al caso de Gendarmería, cuyos funcionarios deben vigilar a muchas personas que cumplen su condena en libertad, las que deben firmar de modo mensual o quincenal. 



¡Cómo no va a ser necesario lo que se propone! 



¿Tenemos la oportunidad de hacer un buen proyecto? Sí, la tenemos. Y para lograrlo hay que poner recursos.



Pero, además, debemos preocuparnos de que los programas de seguridad ciudadana sean útiles. 



Hace unos días conversé con algunos cores de La Araucanía, a los que les pregunté quién evalúa la utilidad de dichos programas, que se financian con cargo al 2 por ciento del Fondo Nacional de Desarrollo Regional -¡es una buena cantidad de plata!-; o sea, quién califica que determinado proyecto sirve para disminuir la delincuencia. 



¡Nadie!



En esa ocasión en realidad me encontraba con el Subsecretario señor Frey. Imagino que lo recordará: llevábamos trabajando una tarde entera en su oficina y llamamos a un core, a quien le hice la consulta de la mejor manera posible. Le dije: “Cuénteme una cosa, cuando se aprueban recursos para un proyecto de seguridad, ¿alguien evalúa si este es bueno técnicamente?”.



Entonces, se gasta y se gasta y se gasta y se gasta plata sin ningún sentido, pues no existe una instancia de control que determine si el programa es útil para la finalidad que se busca. 



Dejaré para otra oportunidad mi análisis sobre materias preventivas, en particular lo relativo a los proyectos de ley a que hizo mención el Honorable señor Chahuán, a quien le encuentro toda la razón. 



He conversado aquí con algunos colegas al respecto. 



Es realmente muy difícil de entender que, habiendo en nuestro país 66 mil personas con órdenes de detención por delitos graves -también lo señaló el mencionado Senador-, la policía no pueda pedirle el carné de identidad a un ciudadano en la calle para saber si sobre él pesa alguna orden de detención. 



Pero la situación resulta más ridícula todavía si se considera que un carabinero sí puede solicitar la identificación de una persona que maneja un automóvil. Todos pueden ser objeto de un control vehicular de rutina. ¡Y nadie alega!



Y el mismo control se realiza en la entrada del Congreso. 



Sin embargo, un carabinero no está facultado, como sí ocurre en la mayoría de los países del mundo -basta mirar la legislación comparada-, para decirle a un ciudadano en el lugar en que se encuentre: “Me presta, por favor, su carné de identidad u otra identificación”. 



En ese caso se darían dos posibilidades: una, si esa persona tiene una orden de detención pendiente por delitos graves, no va a entregar el carné y saldrá arrancando, y dos, si no existe sobre ella requerimiento judicial alguno, mostrará su identificación, aunque esto efectivamente será una molestia.



¿Estamos dispuestos a sufrir esa molestia? Estoy seguro de que la inmensa mayoría de los chilenos sí, con tal de disminuir la delincuencia. 



Por esas consideraciones, señor Presidente, voto a favor de la idea de legislar.



--(Aplausos en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hago presente a quienes nos acompañan en las tribunas que no están permitidas las manifestaciones. 



Muchas gracias. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (37 votos). 



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En cuanto al plazo para formular indicaciones, consulto al señor Subsecretario de Prevención del Delito o al Senador señor Espina si tienen alguna sugerencia. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, pido que el plazo sea hasta el miércoles 10 o el jueves 11 de junio. 



Voy a explicar por qué. 



Cumpliendo el compromiso con el Gobierno, despachamos el proyecto en general sin haber escuchado a todos los interesados ni estudiado las posibles correcciones a su texto. 



Se nos viene el 21 de Mayo y luego, la semana regional. 



Por lo tanto, creo que en el plazo propuesto ya habremos oído la opinión de todos los sectores involucrados, lo que nos permitirá contar con un aporte valioso para despachar una buena iniciativa. 



Antes de esa fecha es imposible, considerando que ya adelantamos la tramitación del proyecto en general, cuya condición era poder realizar el debate particular con suficiente tiempo. 



En consecuencia, propongo que se fije el jueves 11 de junio.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Senador señor Espina, es mejor que sea un lunes, en atención a la labor que debe desempeñar el personal de Secretaría.



¿Podría ser el 8 o 15 de junio?

El señor ESPINA.- Prefiero el 15 de junio. Así alcanzaremos a escuchar a todos los interesados sin apuro. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como plazo para presentar indicaciones el lunes 15 de junio? 



--Así se acuerda.
)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto del proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (boletín Nº 9.766-04). 



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

PROBIDAD EN EJERCICIO DE FUNCIÓN PÚBLICA
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre probidad en la función pública, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, certificado de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7.616-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 1ª, en 13 de marzo de 2012.



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 8ª, en 3 de abril de 2013.



Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 16ª, en 13 de mayo de 2015.



Hacienda (certificado): sesión 16ª, en 13 de mayo de 2015.



Discusión:



Sesiones 26ª, en 22 de mayo de 2013 (queda pendiente la discusión general); 28ª, en 5 de junio de 2013 (se aprueba en general).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Hago presente que la idea de legislar fue aprobada en general en sesión de 5 de junio de 2013. 



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 45, que pasó a ser 35, y 52, que pasó a ser 42, no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Correspondería darlos por aprobados, dejando constancia del quórum, pues son normas de carácter orgánico constitucional, por lo que necesitan 22 votos para su aprobación. 



Asimismo, con el mismo quórum deben acogerse el artículo 60, que pasó a ser 52, y el tercero transitorio, que pasó a ser segundo transitorio, normas que no fueron objeto de modificaciones en el segundo informe.



Dicho órgano técnico, además, realizó diversas enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad. 



Por su parte, la Comisión de Hacienda efectuó diversas modificaciones al proyecto despachado por la de Gobierno, todas las que aprobó de forma unánime. Estas recaen en los artículos 15, 47, 48, 49 y 53, previamente enmendados por la Comisión de Gobierno en distintos términos. 



Asimismo, la Comisión de Hacienda aprobó el artículo 20 -incorporado por unanimidad en la de Gobierno- por mayoría de votos, por cuanto se abstuvo el Senador señor Coloma.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión pertinente  respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas. 



Las modificaciones unánimes también requieren, para su aprobación, el voto conforme de 22 señores Senadores, por cuanto inciden en normas de rango orgánico constitucional.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general; las enmiendas realizadas por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización; las modificaciones introducidas por la Comisión de Hacienda, y el texto final que resultaría de aprobar dichas enmiendas.



Debo agregar que el Senador señor Coloma ha solicitado votación separada de los artículos 8º, 20 y 43.



Por su parte, la Senadora señora Lily Pérez ha pedido recabar la unanimidad de la Sala para considerar dos indicaciones: una recaída en el inciso primero del artículo 1º, y otra, en el artículo 6º.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión particular.


Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Gobierno, Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, deseo entregar una explicación general de la iniciativa. Para ello pido que me dé tiempo suficiente, por la complejidad de la materia.



Además, quisiera hacerme cargo de algunas observaciones que ha formulado la Fundación Ciudadano Inteligente. 


Desde ya, aprovecho de señalar que, si se considera conveniente acoger algunas de ellas, será perfectamente posible incluirlas en las etapas siguientes de tramitación. Cabe recordar que este proyecto se encuentra en su segundo trámite constitucional. La Cámara de Diputados lo verá en el tercer trámite.


Lo peor que podríamos hacer, si se estimara que algunas ideas planteadas por dicha organización mejoran el texto de la propuesta, es avalar lo que se ha publicado en Twitter: “Rechacemos la iniciativa o devolvámosla a la Comisión”. Porque, en ese caso, estaremos demorando eternamente la tramitación. 



El articulado puede ir perfeccionándose en las instancias sucesivas. Si se formulan buenas observaciones, será posible introducir cambios en el tercer trámite constitucional o en la Comisión Mixta.



Señor Presidente, este proyecto de ley se presentó en la Cámara de Diputados el 3 de mayo de 2011. Han pasado varios años.



Nuestra Comisión de Gobierno lo analizó detenidamente en particular entre el 18 de marzo y el 22 de abril del presente año, y aprobó prácticamente la totalidad de sus enmiendas por unanimidad.



¿Cuál es el objetivo de la iniciativa? Promover la probidad en las actuaciones de todos aquellos que cumplen funciones en los órganos del Estado. Para ello se busca regular separadamente la declaración de intereses, la de patrimonio, el mandato especial de administración de cartera de valores y la enajenación forzosa.



¿Qué se propone en el fondo? Hacer más exigentes las declaraciones de patrimonio y de intereses respecto de lo que rige hoy. De hecho, se plantea establecer dichas obligaciones no solo a quienes cumplen una función pública -o sea, a una autoridad-, sino también a sus cónyuges, previendo una sola situación especial: la del cónyuge separado de bienes que se niega a realizar la declaración respectiva.



¿Qué puede hacer la autoridad en tal caso; más aún, si se trata de un cónyuge separado de hecho que no tiene relación con su pareja?


Esa hipótesis se contempla en el siguiente sentido: es obligación de la autoridad o del funcionario público pertinente dejar constancia, cuando corresponda realizar la declaración de intereses y patrimonio, de que su cónyuge, hombre o mujer, se negó a entregar la información requerida.



No existe otra solución, porque no se le puede imponer por la fuerza la elaboración de esas declaraciones al cónyuge separado de bienes, pues este administra libremente su patrimonio y su pareja podría incluso desconocer los bienes que posee. 


En tal caso, obviamente, quedará en el foco de la atención saber por qué esa persona no quiso efectuar las declaraciones.



Intentamos resolver este punto de otra forma, señor Presidente, pero no fue posible. En verdad, no se puede imponer la obligación en comento a un tercero que administra su propio patrimonio. 


Si el cónyuge se niega a proporcionar dicha información, ¿se le va a aplicar una multa?, ¿se le va a detener?, ¿se le va a condenar por un delito? o ¿se va a obligar al funcionario público, sea hombre o mujer, a renunciar a su cargo? Nada de eso. Simplemente, se dejará constancia de dicha negativa bajo juramento. 



Ante esa circunstancia, toda la tensión quedará centrada en averiguar por qué el cónyuge no quiso entregar los antecedentes correspondientes. Y lo más probable es que la información salga a la luz pública. Por lo tanto, creemos que esa situación será muy muy especial y extrema. 


Por otra parte, se extiende la obligación de realizar declaración de intereses y patrimonio a todas las autoridades, entre las cuales destaco:



-Senadores y Diputados (ellos ya lo hacen), y altos funcionarios del Parlamento, del Poder Judicial y de la Fiscalía.



-Ministros de Estado, ministros consejeros y cónsules.



-Consejeros del Instituto Nacional de Derechos Humanos y miembros del Consejo Nacional de Televisión.



-Alcaldes, concejales y consejeros regionales.



-Defensores locales de la Defensoría Penal Pública.



-Presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración.



-Personas contratadas a honorarios que presten servicios en la Administración del Estado, cuando perciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio mensual de la recibida anualmente por un funcionario que se desempeñe en tercer nivel jerárquico.


¡Atención! Incorporar este último caso es un cambio bien importante, porque hoy las personas contratadas bajo dicho régimen no están obligadas a hacer declaraciones de intereses y patrimonio. Se trata de trabajadores que muchas veces llevan años en esa condición, situación que -entre paréntesis- es bastante irregular. Lo razonable es que, luego de un tiempo, pasen a ser de planta o a contrata. Pero nuestro sistema presenta ahí una vulneración flagrante de la legislación laboral por parte del Estado. 


Pese a ello, se incluye a las personas a honorarios entre quienes deben cumplir la referida obligación.



También se establece que quien no realice la declaración de intereses y patrimonio será requerido por la autoridad pertinente. Y si persiste en no hacerlo, en caso de ser funcionario de la Administración Pública, perderá el cargo a través de un procedimiento establecido al efecto.



Los integrantes de la Comisión de Gobierno presentaron una moción para establecer como causal de cesación en el cargo la negativa reiterada de parlamentarios, miembros de la Corte Suprema y Fiscal Nacional a cumplir la obligación de hacer la declaración de intereses y patrimonio, habiendo sido apercibidos para ello.



Para ponerlo en castellano: si un Diputado o un Senador el día de mañana es requerido para que actualice su declaración (cabe considerar que cualquier ciudadano -¡cualquiera!- puede solicitar que se aclare la información proporcionada por una autoridad) y se niega, ¿a quién se acude? A la Comisión de Ética. Si se trata de un funcionario de la Administración Pública, se recurrirá a la Contraloría General de la República.


Repito: cualquier ciudadano puede requerir que se complemente una declaración de intereses y patrimonio. Y si no se corrigiere, reiterándose la falta de voluntad de algunas de las autoridades señaladas, simplemente se consideraría causal de cesación en el cargo. 



Para ello, en el caso de los parlamentarios, se recurrirá al Tribunal Constitucional. Este es el órgano encargado de declarar el cese de tales funciones.



Respecto de los miembros de la Corte Suprema, dicha negativa será causal de acusación constitucional.



Y en el caso del Fiscal Nacional, corresponde que actúe la Corte Suprema, porque, de acuerdo a nuestra institucionalidad, esta tiene la facultad para remover a la referida autoridad.



Por otro lado, el proyecto establece, detalladamente, el contenido de la declaración de intereses y patrimonio.



No basta con señalar que se cuenta con determinados intereses en una actividad equis o con tal patrimonio. Ello debe ser registrado en detalle, indicando el valor y todos los aspectos que propone la iniciativa. La idea es precisar con exactitud la realidad patrimonial de una persona.



¿Con qué propósito? Conocer el patrimonio de una autoridad al inicio del servicio público y también cuando termine sus funciones. Interesa saber cómo ese funcionario justifica la diferencia que se produce entre una y otra declaración, a fin de determinar si aquella obedece a ingresos legítimos o a un enriquecimiento indebido o ilícito.


Respecto de los funcionarios públicos, se establece que corresponderá a la Contraloría General de la República llevar registro de toda la información. Y fue el propio Órgano Contralor el que solicitó recibir toda la información y tener facultades para pedir a cualquier órgano público la entrega de datos a fin de chequear la veracidad de una declaración de patrimonio y de intereses.



En cuanto a las demás autoridades, se indica qué institución corresponde en cada caso. Los parlamentarios están sometidos a la Comisión de Ética respectiva. Y cualquier ciudadano, si considera que la declaración es indebida, tiene derecho a requerir de la Comisión de Ética un pronunciamiento para que esta se vea en la obligación -todos los datos son públicos, al igual que nuestras declaraciones de patrimonio y de intereses- de decirle al parlamentario: “Su declaración de patrimonio o de intereses está incompleta o le faltan antecedentes”.



Ahora quiero referirme -para no extenderme, señor Presidente- a la enajenación forzosa.



Se establece que las autoridades no podrán poseer acciones o derechos en sociedades o empresas que tengan actividades comerciales con el Estado.



En castellano: un parlamentario no puede tener acciones o derechos en sociedades que realizan transacciones con el Estado, porque hay una incompatibilidad de intereses. Lo mismo ocurre con un Ministro respecto de su área de trabajo, al igual que con el alcalde y los concejales.



Estoy explicando en términos generales porque, de lo contrario, tendría que leer el articulado entero. Por eso voy a lo esencial.



En la norma a que me refiero se establece la llamada “enajenación forzosa de patrimonio”. La idea es que si el día de mañana uno entra al servicio público en calidad de parlamentario o de autoridad de Gobierno y lleva a cabo negocios o realiza una actividad que implica contratos vigentes con el Estado, tendrá que optar: para asumir el cargo deberá vender los derechos.



En la Comisión de Gobierno estimamos que no era posible fijar un piso de 5 por ciento -así lo determinaba el texto original-, porque eso depende de la magnitud de la empresa. Por lo tanto, deberán vender obligatoriamente los derechos. ¡Venderlos!



Otro punto relevante se refiere al mandato especial de administración de cartera de valores y la enajenación forzosa.



El asunto consiste en qué ocurre cuando una autoridad posee acciones. Se determina que si el monto -la cantidad puede ser discutible; la bajamos a la mitad, como recordarán los señores Senadores de la Comisión, o a una cifra bastante menor que la del texto aprobado por la Cámara de Diputados- del patrimonio supera las 25 mil UF, la autoridad tiene dos caminos: vender y, por lo tanto, deshacerse de las acciones, o entregar su administración, a través de toda una reglamentación rígida, a un fideicomiso ciego, es decir, a un tercero que, además, no puede comprar acciones de la misma empresa en donde las tenía el mandante.



Me explico: una autoridad que tiene acciones en cierta empresa no puede constituir un fideicomiso ciego para que se administren sus acciones en esa misma empresa por un tercero, porque obviamente sabrá que esos instrumentos comerciales se hallan allí y, por lo tanto, el conflicto de la decisión se mantendrá.



Por lo tanto, debe diversificar su patrimonio.



Obviamente, habrá duras sanciones, para que no exista ningún contacto entre el mandante y el mandatario.



Como dije, hay dos posibilidades: el fideicomiso ciego o la venta.



Más adelante se detallan una serie de normas que regulan cada una de estas materias.



Solo quiero manifestar a los parlamentarios y a las instituciones que pudieran tener sugerencias que existe el mayor ánimo para que durante la tramitación del proyecto ellas se incorporen.



La Fundación Ciudadano Inteligente hizo llegar un documento en el que formula varias observaciones. Consideramos que algunas podrían ser válidas y que otras estarían equivocadas.



Si desean, me referiré más adelante a ellas, aunque creo que los señores Senadores tienen al menos claro el concepto general.



Lo único que deseo señalar es que nadie pretendió no legislar bien o no hacer bien la pega.



Si algo se debe perfeccionar en este proyecto, puede hacerse cuando salga del Senado y vaya a tercer trámite -lo reitero, para la historia fidedigna de la ley- en la Cámara de Diputados. Y si en esa instancia se estima que existen materias que deben incorporarse, como se hace siempre en la discusión de un proyecto de ley, en el trámite de Comisión Mixta es posible agregarlas sin ninguna dificultad.



Todas las sesiones que realizamos fueron abiertas, públicas; pudo entrar la prensa; no hubo limitaciones para nadie.



En consecuencia, toda buena idea para perfeccionar la iniciativa es bienvenida.



En lo que no estoy de acuerdo es -insisto- en que se diga: “Rechacen el proyecto”. Hacer eso implicaría que regresara a Comisión y paralizar su despacho durante un mes, porque o detenemos su tratamiento o el de la iniciativa que reemplaza a la ONEMI o el de los proyectos sobre regionalización.



En suma, tenemos que tramitar todos los proyectos. Por eso, agradezco el esfuerzo de los miembros de la Comisión de Gobierno, Senadores Andrés Zaldívar, Hernán Larraín…

El señor LAGOS.- ¡Quinteros!

El señor ESPINA.-… el Senador Quinteros, y no recuerdo quién más. Pido disculpas si se queda alguno en el tintero.

El señor LARRAÍN.- ¡Carlos Bianchi!

El señor ESPINA.- El Senador Carlos Bianchi.



Todos ellos participaron activamente en el debate de esta iniciativa. Además, varios otros colegas hicieron sus aportes.



¿El proyecto es perfectible? ¡Lo es! Pero lo que no podemos esperar es la perfección pura y seguir trancándolo.



Por lo tanto, todas aquellas sugerencias de instituciones, bienvenidas sean, porque el proyecto no se ha despachado.



Pero no estamos dispuestos a paralizarlo durante treinta días, para que vuelva a la Sala y pasen seis meses más y nunca se apruebe.



Tenemos que despachar la iniciativa. Y acogeremos todas las propuestas formuladas, muchas de las cuales considero interesantes, aunque otras no las comparto. Las sesiones serán abiertas al público y en su discusión durante el tercer trámite o en Comisión Mixta tratemos de sacar adelante la mejor normativa posible, para elevar los estándares de probidad, pues eso espera la ciudadanía de todos nosotros.



Tal es el sentido de esta iniciativa.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, hay varios proyectos con urgencia calificada de “discusión inmediata” o “suma”. El martes analizaremos los relativos a la permanencia de tropas en Haití, a la ley marco para la inversión extranjera en Chile y a la creación de universidades estatales en las Regiones de O’Higgins y de Aisén.



En cuanto a la iniciativa en debate, la urgencia vence el lunes próximo y tenemos varias votaciones pendientes.



Si no alcanzamos a despacharla hoy, tendré que citar a sesión para el lunes en la tarde. 



En consecuencia, les pido, por favor, que acoten los plazos.

)---------------(

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, solicito recabar autorización para que la Comisión Especial de Probidad y Transparencia sesione en forma paralela con la Sala a contar de las 19.

El señor COLOMA.- ¡Es incompatible!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En este proyecto, que también es de probidad y transparencia, debemos votar normas de quórum especial.



No hay acuerdo de la Sala.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como se señaló en la relación, no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 45, que pasó a ser 35, y 52, que pasó a ser 42. Son normas de quórum orgánico constitucional, por lo que requieren 22 votos favorables.



Con igual quórum deben aprobarse en particular el artículo 60, que pasó a ser 52, y tercero transitorio, que pasó a ser segundo transitorio, que no fueron objeto de modificaciones en el segundo informe.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si les parece, podríamos realizar una sola votación para esas disposiciones.



¿Habría acuerdo?

El señor LARRAÍN.- Sí, señor Presidente.



--Acordado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Los damos por aprobados dejando constancia del quórum constitucional o prefieren votar?

El señor LARRAÍN.- Votemos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Solicito el asentimiento para que ingresen a la Sala la Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva, y la Coordinadora de la División Jurídica, doña Valeria Lübbert.



--Se autoriza.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras Senadoras y señores Senadores, les recuerdo que se están votando las normas de quórum especial que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones y aquellas que recibieron indicaciones pero no fueron modificadas.



¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Con 28 votos favorables, se aprueban las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones y aquellas que recibieron indicaciones pero no fueron modificadas, dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Allende, Goic, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, pido que se considere mi voto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable de Su Señoría.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Continuando con el orden del proyecto, tal como se señaló en la relación, en primer lugar, la Senadora señora Lily Pérez solicitó unanimidad para considerar una indicación que formuló al inciso primero del artículo 1°, que propone intercalar a continuación de la frase “y la prevención” la expresión “y la sanción”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría unanimidad para votar la indicación de la Senadora señora Lily Pérez?



Acordado.


Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, estoy de acuerdo con acogerla. Pero le pido al Secretario que lea cómo queda el artículo, para que todos lo comprendan, porque si se dice: “Agréguele después tal letra, tal número”, no queda claro.



Entiendo que el inciso quedaría: “Esta ley regula el principio de probidad en el ejercicio de la función pública y la prevención y la sanción de conflictos de intereses.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Exactamente.

El señor ESPINA.- Yo, por lo menos, no tengo ningún inconveniente en que quede así.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo en aprobar la indicación con el mismo quórum que se obtuvo en la votación anterior?



--Se aprueba la indicación con la misma votación anterior (28 votos favorables).

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, la Senadora señora Lily Pérez pide agregar en el artículo 6° el siguiente inciso final, nuevo: “Los diputados y senadores tendrán las mismas responsabilidades y sanciones que los demás funcionarios públicos en el ejercicio de sus cargos y la declaración de su patrimonio e intereses se sujetará a lo prescrito en el inciso precedente”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, este proyecto de ley incluye a los Senadores y Diputados con todas sus obligaciones. Lo que pasa es que divide por capítulos a las autoridades y a los funcionarios que forman parte de los órganos de la Administración del Estado.



Entonces, esta indicación es innecesaria porque el primer capítulo se refiere a los funcionarios de la Administración Pública y luego existe uno íntegro sobre los Senadores y Diputados.



Los dividimos porque nos pareció que era más claro tener separadas situaciones, que en todo caso se regulan con los mismos efectos y las mismas sanciones, salvo una. Y lo voy a aclarar debido a que después vienen todas las presunciones de por qué se hizo así. Entonces, tengo que defender el trabajo de los miembros de la Comisión de Gobierno.



Se hizo así con una sola salvedad: que por ley nosotros no podemos establecer la destitución de un parlamentario, ni de los miembros de la Corte Suprema, ni del Fiscal Nacional, porque eso requiere modificación constitucional. Pero para evitar suspicacias presentamos un proyecto de reforma constitucional. No recuerdo si se encuentra en la Comisión de Gobierno o en la de Constitución.



De manera que la única diferencia es que la norma de destitución por incumplimiento a las obligaciones solo respecto de los funcionarios públicos está incluida en este proyecto. En el caso de las autoridades sería inconstitucional incorporarla en esta iniciativa, pues se trata de una materia regulada en la Carta Fundamental. Por ello se presentó un proyecto de reforma constitucional que es absolutamente equivalente a lo que se hace en esta iniciativa.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, complementando lo que manifestó el Senador Espina -era precisamente lo que yo quería señalar-, existe además una situación que explica por qué hubo capítulos distintos.



El primer Capítulo, que incluye a todos los funcionarios y autoridades públicas, se regula por la Contraloría. Pero el Órgano Contralor no puede fiscalizar, fijar los procedimientos y sancionar a otras entidades autónomas, como el Parlamento, el Poder Judicial, etcétera.



Entonces, las sanciones son las mismas, pero las aplican y deciden órganos diferentes, que dicen relación con la naturaleza de cada una de estas instituciones.



Por tanto, no aplica en este caso la disposición que ha planteado la Senadora Lily Pérez. La primera indicación sí me pareció una buena contribución. Pero considero que esta no corresponde.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, quiero reforzar la tesis planteada, porque si ustedes revisan el proyecto de ley, se tratan en normas distintas los distintos casos. Así, tenemos primero a los funcionarios públicos, y en normas distintas, a Senadores y Diputados, al Contralor General de la República y otras autoridades, a los miembros del Poder Judicial, a los integrantes de tribunales especiales, etcétera. Y la disposición para Diputados y Senadores se encuentra en el artículo 14.



Como mencionó el Senador Espina, nosotros estimamos que era bueno establecer algún tipo de sanción en el caso de los parlamentarios, pero que fuera constitucionalmente aplicable. Por esa razón, redactamos un proyecto de reforma constitucional para fijar sanciones en los términos que la norma señala. O sea, aquí no hay ninguna excepción. Y tratar de introducir dicha indicación acá es absolutamente incoherente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, a diferencia de lo que señala el Senador Zaldívar, en verdad no traté de ser incoherente.



Lo que intenté hacer era establecer igualdad ante la ley entre los parlamentarios y el resto de los funcionarios públicos.



Hay una situación que a nosotros cada fin de año nos genera fricciones. Cuando se aprueba el reajuste de remuneraciones a los empleados públicos automáticamente nos llega a nosotros, los parlamentarios. Ello, pese a que hemos pedido en forma reiterada a los Ministros de Hacienda de los distintos Gobiernos que no nos apliquen dicho incremento. Y nos responden que no pueden excluirnos. Y nos dan el mismo trato que a los funcionarios públicos.



Mi punto, que manifiesto por coherencia, es que ya que nos tratan como empleados públicos para incrementar nuestras remuneraciones cada fin de año, tengamos el mismo trato que el resto de los funcionarios públicos para aplicar las normas y las sanciones incluidas en la ley en proyecto.



Por eso presenté esta indicación, entendiendo, por cierto, las explicaciones de los Senadores Larraín y Espina, quienes señalan que se consideran en un acápite separado la regulación y las sanciones a los parlamentarios.



Pero quería poner el punto en la Sala para justificar que a mí me parece un gesto de coherencia haber planteado esta indicación, aun cuando la rechacen.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Senadora señora Lily Pérez, con la explicación que se dio, ¿usted mantiene la indicación o está dispuesta a retirarla?

La señora PÉREZ (doña Lily).- No, la mantengo.

El señor MOREIRA.- Veámoslo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La Mesa no dará lugar a que siga esta discusión.



La indicación no se puede debatir ni votar si no hay unanimidad.



Voy a otorgarle la palabra en último término al Senador señor Espina. 

El señor ESPINA.- Yo pido por favor, señor Presidente, que tengamos en cuenta lo que voy a decir en seguida, pues esta materia es supersensible.



Las condiciones que el proyecto en debate establece para los funcionarios públicos son idénticas que las fijadas para los parlamentarios.



¿Está claro?



Son iguales. Y si la distinguida Senadora Lily Pérez estima que no es así, que me diga en qué se diferencian.



Repito: son iguales, salvo en lo concerniente a la destitución, porque en ese caso debe mediar una reforma constitucional.



Por consiguiente, poner en el artículo 6° el inciso final que la señora Senadora plantea a través de su indicación es contradictorio con el hecho de haber desarrollado un capítulo entero donde se consignan las mismas exigencias, los mismos procedimientos. Ello, con una diferencia adicional: en el caso de los funcionarios públicos actúa la Contraloría General de la República, ente que no tiene atribuciones respecto de los parlamentarios (tampoco las tiene en los casos del Fiscal Nacional, de los tribunales superiores de justicia, de los fiscales, pues la Constitución dice que se trata de órganos autónomos; entonces, cada cual cuenta con un ente propio que lo vigila).



Así las cosas, ¿qué hicimos? Dimos acción popular: cualquier ciudadano podrá presentar un requerimiento sobre la materia a las Comisiones de Ética de ambas Cámaras. O sea -para ponerlo en castellano-, al objeto de evitar que el día de mañana alguien sostenga que una de esas Comisiones se quiso hacer la lesa ante un planteamiento sobre la materia, se dio acción popular, lo que le permitirá a cualquier ciudadano decir: “La declaración de este parlamentario está incompleta. Por lo tanto, complétenla”. Y eso se publica en la respectiva página web institucional.



Repito: las condiciones son exactamente las mismas.



De hecho, los artículos se repiten. Podríamos haber elaborado una norma de carácter general. Empero, quisimos separar las situaciones, a los efectos de que cada institución cuente con su propio estatuto, como corresponde (las Fuerzas Armadas tienen su nomenclatura; el Parlamento, la suya, en fin).



Por consiguiente, quiero dejar claro que la indicación en comento no es necesaria, pero no porque no se quiera respetar el principio de igualdad. Y le pido a la Senadora Lily Pérez entender que la situación que plantea está recogida en el resto de la normativa.



Hago la aclaración, señor Presidente, para que conste en la historia fidedigna del establecimiento de la ley.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La Sala está determinando si se admite a debate y votación una indicación de la Honorable señora Lily Pérez, para lo cual se requiere unanimidad, la que no existe.



Entonces, solo porque fue aludido, en último término intervendrá el Senador señor Zaldívar, quien queda con el uso de la palabra.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- En efecto, señor Presidente, vi que la señora Senadora se molestó conmigo porque le dije que su indicación era incoherente.



O sea, lo incoherente es la indicación, no Su Señoría.



De las explicaciones del Senador Espina se desprende que la indicación en comento, de proceder, debería haberse formulado al artículo 14, donde se trata la situación de los Senadores y los Diputados.



De otro lado, cuando analizamos esta cuestión, como muy bien señaló el colega Espina, vimos que había una inconstitucionalidad. Entonces, redactamos una reforma constitucional que permitiera aplicarles las sanciones a los parlamentarios.



Esa es la explicación.



No ha sido mi ánimo ofender a la Senadora Lily Pérez. Yo solo dije que la indicación no procedía en el artículo 6°, por las razones constitucionales que acabo de explicitar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Pregunto una vez más si existe unanimidad para votar la indicación de la Honorable señora Lily Pérez

El señor COLOMA.- No.

El señor ESPINA.- No, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay unanimidad.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde pasar al artículo 8°, que es orgánico constitucional. 



En ese precepto, que figura en las páginas 19 a 21 del comparado, el Senador señor Coloma pidió votación separada.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- ¿Damos por aprobados los artículos anteriores?



Porque yo quisiera referirme al artículo 6°, pues la Fundación Ciudadano Inteligente planteó una inquietud que merece respuesta.



No sé si este es el minuto o si vamos a ver el punto más adelante. Pero deseo que el señor Presidente lo diga cuando le parezca adecuado.



Al respecto, quiero dejar una constancia, pues considero importante hacerse cargo de tal inquietud.

El señor CHAHUÁN.- Ahora, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Lo que sucede es que los otros artículos fueron objeto de enmiendas aprobadas unánimemente por las Comisiones, salvo aquellos en que hay diferencias entre la de Hacienda y la de Gobierno, y salvo también el artículo 20, que la Comisión de Gobierno aprobó por unanimidad y la de Hacienda solo por mayoría. 



Por esa razón se dejaron para más adelante.



Ahora, se podría volver atrás y votar derechamente todos los preceptos en que hay enmiendas unánimes. Pero ocurre que se prefirió avanzar en los de votación separada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Queda conforme con la explicación, Su Señoría?

El señor LARRAÍN.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, en discusión el artículo 8°, donde el Senador señor Coloma solicitó votación separada.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero plantear dos dudas que tengo con relación al artículo 8°.



No sé si en ese precepto existe una falta de lógica constitucional. Me temo que sí la hay.



El artículo 8° de la Constitución establece que “El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.”.



Pero, a su turno, el artículo 8° de la ley en proyecto agrega algo que no dice la Carta Fundamental: que la declaración respectiva “deberá comprender los bienes del cónyuge o conviviente civil del declarante”.



Desde mi perspectiva, para incorporar esta norma, que puede ser razonable, antes habría que cambiar la Carta Fundamental, pues esta es la que señala quiénes están obligados a hacer la declaración de intereses y patrimonio.



Entonces, en este punto tengo una objeción de constitucionalidad.



¿Qué plantea el artículo 8° de este proyecto, señor Presidente? Que, en determinadas circunstancias, el cónyuge o el conviviente podrán negarse a proporcionar información sobre sus bienes o intereses. Pero, a mi juicio, el hecho de que una persona no obligada constitucionalmente deba, por mandato de la ley, expresar su negativa fuerza la disposición más allá de lo aconsejable.



Ahora bien, si se quiere -yo entiendo la filosofía- que declaren sus intereses y patrimonio no solo quien está obligado a hacerlo sino también su entorno familiar (se aplica la norma al declarante casado bajo el régimen de separación de bienes -esto es lo más problemático- y al sujeto a un acuerdo de unión civil bajo el régimen de separación de bienes), yo no veo por qué no deberíamos considerar también la convivencia de hecho.



Piensen Sus Señorías que, según los indicadores, 50 por ciento de las personas que tienen una relación de pareja la viven por la vía de la convivencia de hecho, no por la del matrimonio. No sabemos todavía lo que va a ocurrir con la unión civil.



Me dicen que esto es muy enredado.



Señor Presidente, yo quiero expresarle mi gratitud a doña María Asunción de la Barra, de la Universidad Austral de Chile, quien en la Comisión de Hacienda me entregó un documento, basado en una Memoria de ella, donde se indican distintas normas del ordenamiento jurídico nacional que reconocen explícitamente la calidad de conviviente.



En el Código Procesal Penal, el artículo 108, que establece quién será considerado víctima. Se cita, entre otros, al conviviente. Y se dice que aquella tendrá, por ejemplo, el derecho a iniciar el procedimiento.



En el Código Penal, el artículo 11, que señala las circunstancias atenuantes. Por ejemplo, la de haberse ejecutado el hecho en vindicación próxima de una ofensa grave causada, entre otros, al conviviente.



En la Ley de Violencia Intrafamiliar, el artículo 5°, que dispone que “será todo maltrato que afecte la vida o integridad física o psíquica del que tenga la calidad de (...) conviviente”.



Incluso, la ley que fija disposiciones para casos de sismos y catástrofes posibilita, mediante su artículo M, el otorgamiento de un subsidio mensual a la familia de las personas fallecidas, entendiendo por “familia” de estas, entre otros, al conviviente.



Entonces, hay dos formas de entender la situación.



Primero, si vamos a vincularla a la Constitución, hay que modificar esta, pues una ley orgánica constitucional no puede incluir algo que el Texto Fundamental no permite. Y lo que hace la Comisión -era la única explicación que cabía; sin embargo, no alcanza para convencerme- es dar una especie de opción para no declarar.



La obligación de declarar se establece en la Constitución Política y la opción de no declarar que franquea la ley es una fórmula ideada para subsanar un eventual problema.



En todo caso, a mí no me convence que esa sea la forma de estructurar y aplicar las disposiciones.



Segundo, si se va a considerar todo el ámbito familiar, no sé bien cuál es la lógica de dejar de lado la convivencia de hecho, a menos que sea un incentivo para no tener ni matrimonio ni acuerdo de unión civil. En mi concepto, sería mucho más fácil, si se va a establecer una situación de tal índole, generar la obligación, que es lo que esa clase de convivencia está instalando hoy.



Entonces, señor Presidente, este artículo me provoca dudas. Y por eso pedí votación separada. Es factible que haya una explicación distinta. Pero, a mi juicio, en esta materia debe mediar una reforma constitucional.



En cuanto al mérito mismo, no alcanzo a entender la norma: si el declarante está casado bajo el régimen de separación de bienes o sujeto a un acuerdo de unión civil bajo el régimen de separación de bienes, ¿por qué no incorporar de alguna forma la convivencia de hecho, tal como se hace en las disposiciones a que me referí, las cuales, insertas en el ordenamiento jurídico nacional, reconocen explícitamente la calidad de conviviente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, yo tengo una coincidencia con el Senador Coloma. 



Sin embargo, más allá de entrar al mérito del artículo 8° propuesto por las Comisiones, debo señalar que el artículo 8º de la Constitución Política de la República, lamentablemente, acota qué autoridades quedan reguladas bajo el principio de la probidad y sujetas a la declaración de intereses y patrimonio.



El hecho de que una ley, aunque tenga rango orgánico constitucional, extienda el sujeto pasivo de la norma fundamental más allá de lo que esta dispone de manera taxativa puede generar un vicio de constitucionalidad.



Ahora, señor Presidente, sin perjuicio de las razones de constitucionalidad, quisiera referirme al mérito del artículo 8° del proyecto.



Esa disposición preceptúa que la declaración de intereses y patrimonio “deberá comprender los bienes del cónyuge o conviviente civil del declarante”. Es decir, a través de una norma legal el ámbito de información a que los ciudadanos tienen derecho se está extendiendo a quienes tienen relación de matrimonio o de conviviente civil con el declarante.



Por consiguiente, en estricto rigor, estamos aplicando normas del Derecho Administrativo a personas que no pertenecen a dicho régimen jurídico, lo cual, tal como lo señaló oportunamente la ex Senadora Olga Feliú en el marco de la Comisión de Transparencia, a la que la invitamos, puede envolver un problema de constitucionalidad.



Aquello será materia de discusión.



Por último, deseo hacer una advertencia, porque la misma norma dispone en su inciso final que “La declaración de intereses y patrimonio también comprenderá los bienes de los hijos sujetos a la patria potestad del declarante y los de las personas que éste tenga bajo tutela o curatela.”.



Ahí también la aplicación de dicho precepto se extenderá a terceros respecto de los cuales no rigen las normas del Derecho Administrativo.



Señor Presidente, he querido hacer el punto en tales aspectos porque creo que, si bien debemos buscar el mayor nivel de transparencia, hemos de tener cuidado con la protección de los datos personales de personas que no pertenecen al servicio público, ya que, en la práctica, puede imponerse una carga pública -valga la redundancia- a gente que no ejerce función alguna en este ámbito.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina. 
El señor ESPINA.- Señor Presidente, en esta materia existen distintas visiones. Pero si algo me parece injusto es la creencia de algunos de que son más puros y castos que otros por estar en determinada posición.



Parto diciendo aquello porque la tesis del Senador Coloma es absolutamente respetable y se aplica en determinados países.



Ahora bien, nuestro criterio fue sostener que el funcionario público hace la declaración de intereses y patrimonio respecto de sus bienes y de aquellos que administra. Cuando está casado bajo el régimen de sociedad conyugal, administra los bienes de esta. Cuando tiene un hijo bajo tutela o curatela, administra los bienes respectivos. Cuando tiene un hijo bajo patria potestad de él, administra los bienes pertinentes. Por ende, si puede disponer de todos esos bienes, debe declararlos.



En el caso del separado de bienes existen dos caminos. Uno, decir que no tiene por qué declararlos. Y el otro, decir que, si no los quiere declarar, ello debe hacerse constar.



En la Comisión optamos por la segunda fórmula, pues nos pareció que era más clara y transparente. La persona no declara los bienes y expresa: “No tengo por qué declararlos”. Y ahí se da incluso el caso del separado de bienes que está en conflicto con su pareja: si llevan sin verse tres años, por ejemplo, no puede decir “Como soy funcionario público, ¿me puedes señalar cuál es tu patrimonio?”.



Por eso se da tal opción.



En cuanto a la eventual inconstitucionalidad del artículo 8°, lamento discrepar de mi distinguido amigo Senador Harboe, porque considero que el hecho de que la Constitución no contemple a personas cuyo patrimonio es administrado no implica que la ley no pueda decir: “Usted debe declarar no solo su patrimonio, sino también el que administra”.



Tocante a la administración, hemos dicho que es la de los bienes de la sociedad conyugal, de la tutela o curaduría y de la patria potestad.



Vimos la legislación comparada: en ella se aplica el referido criterio, con matices.



Por lo tanto, el precepto sugerido nos parece razonable. Y ese fue el motivo por el cual lo propusimos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor  Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, sobre este tema se discutió en la Comisión de Hacienda, donde llegamos a la conclusión de que los reparos inconstitucionales del colega Coloma no tenían fundamento. ¿Por qué? Porque -y aquí coincido con el Senador Espina, no con el Senador Harboe- el artículo 8º de la Constitución, al mencionar al Presidente de la República, a los Ministros de Estado, a los Diputados y Senadores y a “las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale”, deja abierta la posibilidad para que también otras personas deban declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.



¿Qué sucede?



La obligación para esas autoridades y funcionarios es de rango constitucional. Se trata de una normativa especial para unas y otros. Y la razón es su rango. Pero, desde el punto de vista constitucional, la ley -creo que es así- puede establecer que otras personas tengan también la obligación de hacer declaración de intereses y patrimonio.



De otra parte, el Senador Coloma proponía incluir en la obligación al conviviente de hecho.



Por supuesto, es factible discutirlo. Pero en este caso la comprobación de tal calidad resulta muy compleja. Al respecto, la mayoría de la gente guarda bastante silencio, es muy cauta. 



Entonces, debemos analizar el punto.



Yo estoy convencido de que no hay infracción constitucional al extender la obligación.



Ahora, ¿cuál es el propósito de la ley en proyecto? Corroborar a través de la transparencia la probidad del funcionario, determinar si en el transcurso del tiempo aumenta en forma ilegítima o ilícita su patrimonio.



Al efecto, se establece que la declaración de intereses y patrimonio debe hacerse una vez al año, no cada cuatro años.



Entonces, es lógico incluir en la declaración al cónyuge y al conviviente civil. 



Se planteó si era conveniente incorporar al cónyuge separado de bienes. Y a mí me pareció conveniente, porque el enriquecimiento del patrimonio familiar puede concretarse también por esa vía.



Entonces, los objetivos de la ley en proyecto son la transparencia y el control ciudadano.



Por lo tanto, yo no me complico con la existencia de una norma eventualmente inconstitucional. Más aún, tiendo a una interpretación en favor de que la haya, para evitar el incumplimiento del objetivo del proyecto que estamos aprobando. 



Y por concluir la Comisión la inexistencia de una inconstitucionalidad, no estimó conveniente incluir al conviviente de hecho. Ello, a pesar de que podría ser contradictorio con lo que estoy diciendo en el sentido de que alguien que esté a su lado podría aumentar también el patrimonio por esa vía.



El mismo Senador que habla le dijo al Honorable señor Coloma: “Tenga cuidado, porque si acaso se le traspasan bienes al conviviente, este puede arrancar y no habrá cómo pescarlo, pues no mediará ninguna relación jurídica”. En broma o en serio, por ahí va la cosa.



En lo personal, me parece que sería un error que el Congreso excluyera al cónyuge separado de bienes y al conviviente civil, porque se estaría dejando de cumplir con un objetivo muy importante del proyecto.



Y no creo que haya inconstitucionalidad, porque juzgo que la norma de la Carta es de un rango superior para las autoridades que contempla.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, deseo referirme, por cierto, al fondo del asunto. Mas usted ha hecho notar que un conjunto de urgencias obligan a que disposiciones de extraordinaria importancia sean tramitadas a una velocidad que, desde mi punto de vista, resulta completamente impensada, porque aquí se ha instalado el criterio de que es preciso sacar las cosas a matacaballo. Durante semanas, la Sala virtualmente no ha funcionado y hemos tenido que inventar materias para que no fracasen las sesiones, y lo verdaderamente importante tenemos que abordarlo en la forma que menciono.



Todos mis colegas saben que expreso la estricta verdad.



Hago presente que la situación no debiera conducirnos a no ser suficientemente reflexivos o a premuras completamente absurdas. Entonces, deseo formular una protesta frente a una forma de legislar equivocada, que no se justifica.



Usted, señor Presidente, es el llamado -disculpe por recordarlo- a hacer respetar los fueros de esta Corporación. Y ello se debe traducir en que no tengamos que resolver cuestiones de extraordinaria sensibilidad permanentemente presionados por el tiempo y sin capacidad de escucharnos.



En relación con el fondo de la norma, me gustaría que los miembros de la Comisión pudieran referirse más completamente al conjunto de la regulación.



Como hoy día es de buen gusto afirmar que todos los parlamentarios son corruptos, que todos somos unos tipos indeseables, y algunos incluso creen que pueden sacar ventajas apuntando con el dedo a los demás, una disposición de esta naturaleza cae muy bien.



Y para que después no medie todo tipo de expresiones en el sentido de que pretendemos protegernos, deseo consignar desde ya que quien habla, por ejemplo, no tendría ningún inconveniente en que la norma se nos aplicara a Senadores y Diputados.



¿Pero se han fijado, señor Presidente y Honorables colegas, en lo que el precepto significa para el resto del personal del sector público que tendrían que prestar la declaración?



¿Han observado ustedes, por ejemplo, que ello se les aplica a los miembros de las Fuerzas Armadas, a un concejal, a un funcionario cualquiera?



Se hallará en la situación que nos ocupa, por ejemplo, una profesional con vocación de servicio que enfrente el “grave problema” de estar casada con un hombre particularmente exitoso en los negocios, o con un corredor de propiedades competente, o con un médico, o con un abogado, o con un empresario.



¿Un concejal deberá declarar todos los años el incremento patrimonial de su cónyuge, a quien puede no importarle de ninguna manera la política? ¿En razón de qué?



¿Por qué no se puede pensar que en la sociedad contemporánea la pareja hace una vida en común, por cierto, pero cada uno de sus integrantes tiene intereses completamente distintos?



¿No va a significar que numerosas personas con inclinación por el servicio público se verán inhibidas de incursionar en ese ámbito precisamente por el grado de exposición en que pondrán a sus cónyuges?



Es obvio que el Servicio de Impuestos Internos, frente a una infracción, puede revisar a cualquier persona y “desnudarla”, como se ha estado viendo en estos días, lo que me parece muy bien. Pero analicen Sus Señorías cada una de las normas que nos ocupan y observen el efecto que provocarán en el conjunto de la Administración del Estado, en el conjunto de las instituciones.



¿Va a querer alguien -repito- ser un funcionario menor si se expondrá, en definitiva, a que las actividades exitosas de su cónyuge se transformen en un motivo de acusación política?



¿O acaso se cree que un concejal -para seguir uno de los ejemplos que he puesto- casado con una corredora de propiedades, o viceversa,…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Cuenta con un minuto para concluir, señor Senador.

El señor ALLAMAND.-… que sea muy exitoso en sus negocios no va a ser objeto de todo tipo de críticas y no tendrá que dar todo tipo de explicaciones precisamente por la disposición?



Entonces, al margen de la cuestión de la constitucionalidad, me parece que este es el típico caso en el que, lejos de ayudar -perdón por extenderme, señor Presidente-, generaremos un efecto indeseado, incorrecto.



Estoy convencido de que muchos de mis Honorables colegas saben que la norma no está bien pensada, pero algunos se están preguntando qué se dirá si se rechaza.



Mas no formulo ninguna crítica. Expongo el punto con pasión, entusiasmo y completa buena fe.



Por último, hagamos lo siguiente: que sea voluntario. Pero imponerle a alguien una obligación en la materia significa colocarlo en una situación completamente imposible.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se agotó su tiempo, Su Señoría. Ya le di un minuto…

El señor ALLAMAND.- Se lo agradezco, señor Presidente.



Creo que se trata de una disposición equivocada, la cual, entre otras cosas,...

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No puedo concederle más.



Respecto de los fueros del Congreso, deseo puntualizar, primero, que en la Sala se ponen en tabla los proyectos aprobados por las Comisiones.



Segundo, calificar la urgencia de “discusión inmediata”, de “suma” o de “simple” es, en nuestro régimen presidencial, una atribución del Ejecutivo.



Y, por último, no se apura a ningún señor Senador. Estamos asignando todo el tiempo que el Reglamento establece para discutir cada norma.



Sus Señorías, además, pueden pedir votación separada.



Voy a citar a sesión para el lunes próximo a fin de no apremiar a nadie y de que tenga lugar el debate que sea necesario.

El señor MOREIRA.- ¿No se votará hoy?
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, comparto con quien me precedió en el uso de la palabra la inquietud por la obligación de despachar el proyecto en un trámite rápido, pues efectivamente contiene numerosas materias complejas que es importante analizar a fondo. Muchos aspectos parecen muy duros, muy fuertes, pero, a lo mejor, con un buen debate se esclarecen.



En el caso concreto, no estoy de acuerdo con el planteamiento del señor Senador respecto del fondo de la discusión. Porque ¿de qué se trata en la iniciativa? Lo que propone es regular debidamente el principio de probidad, en virtud del cual las autoridades, que toman resoluciones de distinta naturaleza, deben darle siempre al bien común preeminencia sobre el de carácter particular. Y se suscita un conflicto cuando, en esas determinaciones, el interés común y el interés particular se ven confusos en relación con un titular que puede presentar una conveniencia contrapuesta. Por lo tanto, la cuestión es bastante de fondo. 



En los estándares internacionales, las decisiones sobre la declaración de patrimonio siempre incluyen, de distinta manera, a los familiares, y eso fue lo que nos llevó a buscar una solución que permitiera incorporarlos. ¿Por qué? Porque si la cónyuge de un parlamentario es dueña de una pesquera, evidentemente resulta impropio que este se pueda pronunciar sobre un proyecto de ley de pesca, pues lo afectaría un conflicto de interés aunque no fuera el propietario.



Lo mismo ocurre con un concejal que tiene que votar el plan regulador y cuya cónyuge es corredora de propiedades. Obviamente, se presenta un conflicto de interés, y, por tanto, es importante que eso se sepa.



Lo que permitirá evitar el problema es la declaración, porque es la que hace transparentes el patrimonio y los intereses de una persona y sus posibles conflictos.



En consecuencia, juzgo que es preciso buscar la manera de resolver la cuestión planteada. Admito que es un asunto complejo para los cónyuges de quienes se hallan en la situación descrita. Son muchos los que ahora, de acuerdo con la iniciativa, se van a ver involucrados.



En cuanto a la inquietud sobre la constitucionalidad expuesta por los Honorables señores Coloma y Harboe, creo que tienen un punto respecto del patrimonio, no así de los intereses.



Con relación a estos últimos, es obvio que se encuentra dentro de ellos el hecho de que el cónyuge, por ejemplo, tenga participación en una empresa pesquera, para seguir con el ejemplo que di, y el parlamentario tenga que votar un proyecto de ley de pesca. Ahí se suscita un conflicto y el antecedente tiene que estar incorporado en la declaración.



Respecto del patrimonio, probablemente sea algo distinto, pues podría interpretarse la norma constitucional del artículo 8° como taxativa, ya que enumera qué autoridades deben realizar la declaración. En ese sentido, puede que se entienda equivocada la obligatoriedad -al final, es algo voluntario- de incorporar en ella los bienes de un cónyuge.



Por lo tanto, atendiendo al fondo del proyecto, me parece que no podemos menos que incorporar de alguna forma al grupo familiar. Y la cuestión probablemente se resolvería si la obligación se circunscribiera a los intereses del funcionario o de la autoridad, que debería incluir a esas personas, y se dejase que la declaración patrimonial del entorno familiar, del cónyuge, fuera estrictamente voluntaria.



Estimo que en esa forma se evitaría una posible transgresión a la Constitución si alguien la interpretara restrictivamente en el sentido de que es taxativa y de que solo las personas que ahí se enumeran tienen el deber de hacer una declaración de patrimonio.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto para redondear la idea.

El señor LARRAÍN.- Considero que esa puede ser la solución para lograr el objetivo perseguido.



Lo que no podemos menos que incorporar en los intereses es todo aquello que tiene que ver con el entorno familiar, porque obviamente se halla relacionado, mas se puede circunscribir a la declaración de la autoridad obligada a efectuarla; y determinamos que la declaración de bienes del cónyuge sea voluntaria, no conminatoria, con la autorización para que pueda excusarse por la vía de la excepción.



En mi opinión, de esa forma lograremos resolver algo que no podemos dejar de hacer, que es la inclusión del entorno familiar, porque obviamente influye en las decisiones.



Con una fórmula como la que sugiero, ello puede resultar más adecuado con las normas constitucionales.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Son las 19:30 y está concluyendo el Orden del Día. Solicito una prórroga de una hora, lo que requiere la aprobación de dos tercios de los Senadores presentes.



Puede intervenir el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, creo que el debate nos está llevando a algunas alternativas compatibles con el objetivo del proyecto y que son razonables respecto de las aprensiones que varios colegas han manifestado.



Una prórroga carece de sentido si no tomamos el acuerdo de buscar una redacción que concilie la declaración de intereses de la autoridad y de su entorno familiar y la voluntariedad respecto del patrimonio. Porque, tal como ello está planteado -y lo han dicho varios Senadores-, se halla en los peores términos.



Entonces, si vamos a elaborar bien la norma y queremos cumplir con el propósito que se persigue, derechamente pido que nos demos un plazo, que el proyecto vuelva al órgano técnico y que en la próxima sesión volvamos a tratarlo, con la urgencia debida.



En la Sala se encuentra un representante del Ejecutivo y perfectamente puede quitar la calificación de esta última, para que sea posible trabajar como corresponde.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay seis inscritos para usar de la palabra. Pido paciencia para la resolución del punto.

El señor PIZARRO.- Pero hay acuerdo en relación con el asunto de debate.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, entiendo que lo expresado por el Senador señor Larraín no incluye el caso de la sociedad conyugal. De otro modo, simplemente se trataría de ocultar bienes.



En seguida, solicito no parar la tramitación de la iniciativa. Como no se alcanzará a despachar el texto en forma íntegra, es perfectamente posible dejar pendiente el artículo. Le ruego a la Sala no detenerla, porque no faltará la imputación correspondiente. El Senador que habla, por lo menos, votará en contra cada vez que eso llegue a plantearse.



Como se trata de un artículo respecto del cual hay una diferencia, algunos colegas exponen: “En vez de obligar a la separada de bienes a negarse, dejemos que ello sea voluntario”.



El Honorable señor García-Huidobro me consultaba recién qué pasaría si la mujer no quiere decir que no ni que sí.

El señor MONTES.- ¡Que no es que sí…!

El señor ESPINA.- Estoy reforzando la argumentación señalada. No sé cómo no se entiende. Simplemente he hecho presente, en la línea de lo que se ha manifestado en orden a que la declaración de patrimonio no incluya el caso de la separada de bienes, que el señor Senador me hizo una pregunta.



Porque nosotros expresamos que la mujer tiene la obligación de decir que no. En realidad, no tiene la obligación de decir nada. Es el cónyuge el que tiene que hacerlo.



Entonces, si existe interés en perfeccionar el artículo, lo que es posible, cada uno se pronunciará libremente sobre las distintas opciones -no creo que vaya a registrarse unanimidad-, pero no detengamos la tramitación del resto del proyecto.



Gracias.

El señor LAGOS.- ¿Cuándo podré intervenir, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En un momento, Su Señoría.



Propongo prorrogar la sesión por una hora -hay cinco inscritos-, sin votar, y proseguir el lunes próximo, porque el proyecto tiene una urgencia de “discusión inmediata”. Voy a citar para ese día de 17 a 21.



Puede surgir alguna redacción que eventualmente establezca una separación entre la declaración de interés y la de patrimonio. Ello dice relación con lo que planteaba el Honorable señor Larraín acerca de la constitucionalidad.



Démonos tiempo. Si se logra un texto, se puede pedir la unanimidad el lunes para votar la indicación pertinente.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, conviene proceder con la mayor racionalidad. Si la urgencia vencerá el lunes, cabe pedirle al señor Ministro que la retire, con nuestro compromiso de despachar el proyecto el martes. Propongo que este último día sesionemos en la mañana y en la tarde.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el señor Ministro.

El señor INSUNZA (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Parto por saludar a todos los señores Senadores. Esta es mi primera intervención en la Sala como Ministro, por lo que es un honor.



Valoro la calidad del debate que he venido escuchando, lo cual, por cierto, se agradece en la actividad política.



Para nosotros, el proyecto es extraordinariamente importante al simbolizar varias cosas. Por un lado, constituye un avance en materias de probidad, de transparencia, que va a ser muy bien recibido por la ciudadanía. Y tenemos que hacer un esfuerzo lo más colectivo posible para que ello sea suficientemente nítido y potente.



Además, tiene la gracia de exhibir una transversalidad, no solo en los consensos logrados, sino también en su propia tramitación. Como se recordó en el informe, se presentó el año 2011 y su larga tramitación se explica, ciertamente, por su complejidad.



En seguida, hay un conjunto de indicaciones que fueron aprobadas por unanimidad en las dos Comisiones.



Señor Presidente, quiero señalar que para el Gobierno es del mayor interés que esta iniciativa esté completamente tramitada antes del 21 de mayo. Creo que poder incluirla en el Mensaje Presidencial como algo ya resuelto y despejado será extraordinariamente importante.



Si existe consenso acá y podemos articular la posibilidad de llegar a ese acuerdo, de manera de aprobarla en el Senado y disponer, obviamente, de los tiempos y la coordinación con la Cámara de Diputados para que sea despachada del Congreso el miércoles, el Gobierno aceptaría flexibilizar la urgencia que tiene en este minuto.



Yo parto de la base de que aquí hay un compromiso, con todo el honor que ustedes encarnan, en términos de conseguir ese objetivo. Y si ayuda a eso que flexibilicemos la urgencia, estamos dispuestos a hacerlo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien. 



La situación es la siguiente. 



El señor Ministro, con la buena disposición que ha manifestado, tendría que retirar y después renovar la urgencia de “discusión inmediata”, que vencería el martes. 



Por lo tanto, voy a citar a sesión para ese día en la mañana, a fin de terminar de despachar la iniciativa. 



En la tarde seguiríamos, primero, con la prórroga de la permanencia de tropas en Haití; en segundo lugar, con el proyecto que crea universidades estatales en regiones, y en tercer lugar, con el que establece una ley marco para la inversión extranjera directa.

El señor LAGOS.- ¿Y la “Ley Ricarte Soto”?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Me parece importante, señor Presidente,…

El señor LAGOS.- ¡También tengo temas de procedimiento, cosas inteligentes que decir, al igual que otros señores Senadores, y pedí la palabra hace cuatro horas, Presidente!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ya le voy a dar la palabra, señor Senador. 

El señor ROSSI.- Señor Presidente, solo deseo plantearle un punto respecto del martes. También tendríamos que ver la “Ley Ricarte Soto” ese día. Lo digo para que quede claro y se incluya en la tabla.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien. Por eso también tenemos sesión el día miércoles.



A ver, señoras y señores Senadores, con el compromiso de no votar ahora, como hay cinco inscritos para referirse al fondo del tema, propongo prorrogar el Orden del Día por una hora más.

El señor COLOMA.- ¡Hasta que terminen!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Conforme.



Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Estamos de acuerdo, señor Presidente, siempre que se permita a la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia sesionar simultáneamente con la Sala.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo recién solicitado?

El señor LAGOS.- No, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿No autoriza?

El señor LAGOS.- No.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



Entonces, ¿habría acuerdo para que puedan intervenir los cinco últimos inscritos? Son los Senadores señores Lagos, Harboe, Allamand,…

El señor ALLAMAND.- Yo no.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-… Letelier e Ignacio Walker.



Sacamos entonces al Senador Allamand, que ya habló. 



Y después de eso terminaría la sesión.

El señor MOREIRA.- ¡Queremos escuchar a Ricardo Lagos…!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En consecuencia, si no hay objeción, se prorrogará la hora de término de la sesión hasta escuchar a los cuatro señores Senadores que he mencionado.



--Así se acuerda.
)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Comunicación



Del Comité Partido Socialista, con la que informa la renuncia del Senador señor Carlos Montes como integrante de la Comisión de Ética y Transparencia de esta Corporación y propone en su reemplazo al Senador señor Alfonso de Urresti.

El señor COLOMA.- ¡Es lo mismo…!

El señor LABBÉ (Secretario General).- Este acuerdo requiere el voto favorable de los tres quintos de los Senadores en ejercicio.

El señor LARRAÍN.- ¡Votemos altiro!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el nombramiento, dejándose constancia del quórum.   



--Se aprueba, dejándose constancia de que se reúne el quórum legal requerido (26 Senadores presentes).
)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le ofrezco la palabra, ahora sí, sin ninguna interrupción más, al Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, yo le pedí la palabra porque deseaba intervenir, al igual que el resto de mis colegas, para proponer importantes y craneadas soluciones a lo que estamos enfrentando, y no necesariamente para hablar del fondo del proyecto. 



En consecuencia, voy a tener los cinco minutos que me corresponden y, además, pido que se me adicionen los relativos a los temas de procedimiento, porque a quienes se han referido a ellos no se les ha descontado ese tiempo.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Qué tiene que ver eso?

El señor LAGOS.- Tiene que ver con que todos compartimos el sentido de la iniciativa de ley, pero ocurre que, a mi juicio, está regulando cosas de manera equivocada.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Pero qué tiene que ver eso?

El señor LAGOS.- Señor Presidente, ¿le puede pedir al Senador Ignacio Walker, a quien usted conoce bien, que por favor no me interrumpa?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¡Llevo 46 años tratando de influir en él, y hasta el momento no ha habido caso…!



Senador Lagos.

El señor LAGOS.- ¡Muy bien…!



Señor Presidente, en cuanto al asunto formal, yo le escuché al Ministro Insunza decir: “Este proyecto es prioritario para nosotros”. Y yo comparto ese punto de vista. Pero también son importantes y también tienen “discusión inmediata” el proyecto de universidades estatales, por el cual nos reunimos ayer y hoy, y el que establece un nuevo régimen para las inversiones extranjeras.



Entonces, hay tres prioridades muy relevantes que nos han obligado a reunirnos ayer y hoy en varias oportunidades. 



Y la “Ley Ricarte Soto”, igualmente importante, también tiene “discusión inmediata”.

El señor PROKURICA.- ¡Es lo mismo que le criticaban al Gobierno pasado!

El señor LAGOS.- Y, cada vez que nos hemos reunido en estos días en la Comisión de Hacienda para tratar distintos temas -en varias oportunidades-, genuina y razonablemente han surgido inquietudes, dudas de redacción o respecto del alcance de ciertas disposiciones. Nosotros hemos tratado de perfeccionar, aclarar y refinar los textos, dejarlos de la mejor forma posible. Pero, si nos reuniéramos de nuevo, lo más probable es que nos encontraríamos con dos o tres cosas más que habría que arreglar.



Sé que la perfección nos aleja de lo óptimo, pero eso no obsta a que a ratos sienta que estamos legislando relativamente apurados.



Tengo claro que esto no es popular, y sobre todo en este tema,…

El señor WALKER (don Ignacio).- Tiene razón.

El señor LAGOS.-… porque, como se dijo acá, si nosotros dejamos pendiente este asunto, ¿qué se va a entender? Que le queremos sacar el bulto.



En la Comisión de Hacienda vimos las disposiciones que eran de su competencia, no estos temas. Pero, de leer la Constitución, y habiendo pasado unos años por la Escuela de Derecho y después de obtener el título de abogado, me queda claro que ella dice, taxativamente, en su artículo 8°, que “El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.”. Habla de “las demás autoridades y funcionarios”, pero sus cónyuges, sean hombres o mujeres, no son autoridades ni funcionarios. 



En consecuencia, se requeriría, a mi juicio, una modificación constitucional.



Dicho eso, voy al tema. ¡Y recién ahora me deben empezar a correr los cinco minutos…!



La solución que se dio no es la más adecuada. Yo entendí el ejemplo que puso el Senador Larraín, quien dijo: “Mire, si hay una señora Senadora o una señora Diputada cuyo cónyuge tiene participación patrimonial en una industria pesquera, deberíamos saberlo, para que se limitara”. Sin embargo, bastaría con que ese cónyuge decidiera no declararla en su patrimonio para que nadie la conociera.



¿Qué sentido tendría la norma, entonces?



Senador Pérez Varela, se lo explico así.



El proyecto de ley señala que todo cónyuge tiene que declarar su patrimonio, además de sus intereses. ¿Declaración de intereses? Ningún problema. Pero, ¿patrimonio? 



Más abajo, se señala que el cónyuge que es separado de bienes, si no quiere hacer la declaración, no recibirá sanción. O sea, el inciso primero dice que tiene que hacerla, pero el segundo dispone que, si no la hace, no recibe ninguna sanción.



La pregunta es: si no hace la declaración, ¿cómo vamos a saber nosotros o la ciudadanía que ese cónyuge tiene un interés patrimonial que debería llevar a una Diputada o un Diputado -no seamos machistas- a inhabilitarse?



Entonces, la legislación contiene un error.

El señor TUMA.- Hay que hacerle indicaciones, mejorarla.

El señor LAGOS.- Sustantivamente. 



Señor Presidente, lo que yo le pido es su ayuda y su liderazgo, como titular de esta Corporación, para lo siguiente.



En enero hicimos un tremendo esfuerzo legislativo para aprobar un número importante de proyectos, pero mi impresión es que ellos ya habían tenido una larga tramitación en el Senado. Ajustamos los tiempos porque su estudio ya había empezado mucho antes, aunque convergieron todos en un mes. Pero, como digo, ya habían sido objeto de una extensa tramitación. Yo ya sabía lo que pensaban ustedes y lo que pensaban mis colegas de bancada. Y enfrentamos las votaciones.



Sin embargo, los proyectos que estamos viendo ahora son relativamente recientes.



Por eso, yo quiero pedir la indulgencia del Ejecutivo para que retire algunas de las urgencias que ha puesto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Le voy a dar un minuto más, para que pueda concluir su intervención.

El señor LAGOS.- Eso se requiere, señor Presidente, para poder tramitar estas iniciativas correctamente. De lo contrario, les garantizo que vamos a aprobar normas de las que después nos arrepentiremos, por no haberles dedicado el tiempo necesario. 



Sé la importancia que reviste el tema que estamos tratando; también sé que viene la Cuenta Pública -no se me escapa-, y es mi Gobierno. Pero lo que no quiero es tener que explicar después cosas que se aprobaron de forma incorrecta. 



Hoy día tuvimos que hacer varias modificaciones a proyectos importantes, como el de las universidades estatales, el de la inversión extranjera en Chile. Si no hubiésemos trabajado horas extra, tal vez hubieran quedado de manera deficiente para el estándar que ellos se merecen.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



Muchas gracias, señor Senador.



Sé que sus palabras interpretan a muchos Senadores, pero es el Ejecutivo el que debe poner las urgencias, y recoger, ojalá, lo que se está planteando en el Senado.



Consulto nuevamente si existe la posibilidad de que la Comisión sobre Probidad y Transparencia pueda funcionar en paralelo con la Sala.



Queda un solo orador por intervenir. 



¿Habría acuerdo?



¿No?



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, haré dos observaciones respecto del proyecto, para cuya revisión, entiendo, se dará más tiempo. Ya vivimos ayer un ejercicio duro en la discusión del proyecto de ley sobre inversión extranjera y, al parecer, esa será la tónica.



Yo esto lo critiqué severamente cuando la Derecha gobernaba. Y no puedo dejar de decir que en mi Gobierno estamos haciendo exactamente lo mismo. Y, al final, cuando hay una equivocación, nadie le echa la culpa al Ministro Secretario General de Gobierno, ni al 21 de mayo. Aquí los responsables, los que no hacen la pega, son los parlamentarios. Y en esta materia tenemos grandes posibilidades de equivocarnos con el método que estamos siguiendo. 



En particular, señor Presidente, cuando se establece en la letra h) del artículo 7 que “La declaración deberá incluir asimismo el nombre completo del declarante y de su cónyuge o conviviente civil”, estamos ad portas de entrar en un lío muy perverso y complejo respecto de determinar cuánto es el tiempo de la convivencia civil. Si es por la Ley de Unión Civil, tiene plazos. Pero, si no, hay quienes podrían tener un conviviente civil bastante rotativo. Habrá problemas para fijar ese criterio. Porque, si alguien quiere denunciar -como indicó el Senador Espina, habrá acción pública a este respecto-, podrá decir: “Tal o cual autoridad tiene un conviviente civil y no lo ha declarado”. Y entonces el afectado deberá aclarar que su relación sentimental no da para hablar de conviviente civil.



Siento que esta definición hay que clarificarla. Como habrá acción civil -insisto- y esta podrá entablarla cualquier ciudadano, que normalmente no será abogado, creo que ella merece una precisión. 



Del mismo modo, el artículo 15 -y en esto me gustaría que pusieran bastante atención mis colegas- establece que “De las infracciones a este Título cometidas por diputados y senadores corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria”. 



Hay una larga lista que abarca a todos los poderes del Estado: Fiscal Nacional, jueces titulares de tribunales, Contralor General de la República, suplentes del Tribunal Constitucional.



En todos los casos, se dispone que, una vez establecida la falta, si esta es reiterada, se considerará grave “y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo”.
El señor HARBOE.- ¡Ya se explicó eso, señor Senador!
El señor NAVARRO.- Yo solo quiero decir que no basta con ser, sino que también hay que parecer. 



Y aquí estamos legislando para disponer que todos los demás funcionarios que no cumplan se deberán ir, ser destituidos. Nosotros, en cambio, pasaríamos a la Comisión de Ética respectiva, la que nos impondría una sanción que en definitiva no sería la destitución.



Sostuvimos el mismo debate cuando analizamos los fondos reservados y el incumplimiento de la ley sobre financiamiento electoral.



El 2003 planteé, en la Sala de la Cámara de Diputados, que cuando hubiera una violación a la ley debería proceder la pérdida del cargo. ¿Y? Cricrí, cricrí. ¡Todos se opusieron! Aunque los que después pasaron al Senado lo aprobaron. 



Me parece tremendamente injusto…

El señor PÉREZ VARELA.- ¡No es así!

El señor NAVARRO.- ¡Que me expliquen, entonces, por qué no está en la ley, por qué no está en el artículo 15! 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Escuchemos, por favor.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, una vez más, estamos legislando a matacaballo. Y la Comisión que elaboró el proyecto no lo ha socializado con todos los parlamentarios.



Yo solo pido que me aclaren. Tal como está planteado, aparece extraordinariamente discriminatorio. 



Aquí estamos hablando de declaración de bienes patrimoniales y de intereses. Y se establece que su no declaración, para todos los funcionarios públicos, originará su destitución.



Ahora, si aquí se me señala que el parlamentario que no la realice también será objeto de destitución inmediata, entonces estamos empatados y podemos decir que no estamos ganando ningún privilegio.



Sin embargo, mi segunda pregunta es por qué no se establece eso en el artículo 15.  Porque en todos los artículos se agrega al final.

El señor ESPINA.- ¡Porque es inconstitucional!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Eso ya se explicó aquí!

El señor HARBOE.- ¡Así es!

El señor NAVARRO.- ¡Si yo sé que se explicó!



Entonces, habrá que hacer una reforma constitucional.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Está presentada!

El señor ESPINA.- Exactamente.

El señor NAVARRO.- O sea, queremos aprobar una ley que primero va a destituir…

El señor HARBOE.- ¡Está presentada! 

El señor NAVARRO.- Bueno, aprobémosla entonces en forma paralela, pues nadie garantiza que eso vaya a ocurrir después. Hemos despachado múltiples leyes pensando en que con posterioridad vendrá una reforma que luego se diluye en los lejanos horizontes del tiempo y no se aprueba. Después hay veinte explicaciones para dar a entender que no hay quórum para sacarla adelante. 



Entonces…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto adicional.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, comprendo la razón constitucional. Pero yo digo: hay que ser y parecer. Estamos aprobando una ley que a los únicos que excluye de la destitución por el no cumplimiento es a nosotros, dejando supeditado el asunto a una futura reforma constitucional.



Tengo que concluir, entonces, que estamos por la asamblea constituyente, que vamos a tener una nueva Constitución y que, efectivamente, hay una voluntad profunda en este Senado para reformar la que actualmente nos rige.



Yo ya he dicho que no voy a votar ninguna reforma parcial de esta Constitución maloliente. O tenemos una nueva, o no tenemos ninguna. No voy a aprobar ninguna reforma parcial. Ya me equivoqué en el pasado y no quiero repetir el mismo error. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor LAGOS.- ¡Pero usted juró respetar la Constitución infesta…!

El señor NAVARRO.- ¡Para cambiarla!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, en aras de que pueda funcionar la Comisión sobre Probidad y Transparencia, no voy a intervenir, pero le concedo una interrupción al Senador Harboe, para poder concluir esta parte de la discusión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



Antes, quiero hacer presente lo siguiente.



Estamos viendo acá que tal vez no alcancemos a despachar este proyecto el martes en la mañana, por lo que eventualmente voy a citar también para el lunes en la tarde, así que les pido a Sus Señorías que estén atentos.



Senador Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, le agradezco la interrupción al Senador Ignacio Walker.



Solo quiero precisar dos cosas. 



Primero, creo que la intervención anterior fue muy atractiva desde el punto de vista comunicacional y, probablemente, quien la realizó va a subir el video. Pero habría sido bueno que ese Senador hubiese estado en la Sala cuando se dio la explicación de que, si hubiésemos establecido en el artículo 15, tal como él lo pide, la destitución de Senadores y Diputados, hubiésemos estado consagrando una norma inconstitucional. Y sería bueno que leyera la Constitución, ya que dicha sanción se halla instaurada en la Carta Fundamental y no en normas legales. 



Esa fue la explicación que se dio al inicio de la sesión.



Y en segundo lugar, más allá del tema de fondo -uno puede estar de acuerdo con aplicar la norma de transparencia a los cónyuges con el objetivo de aumentar justamente los niveles de transparencia-, hay que hacer las cosas bien. Hoy, la norma constitucional del artículo 8° es absoluta y enteramente clara y categórica.



 Los principios básicos de hermenéutica constitucional, es decir, de la interpretación restrictiva que hay que hacer del Texto Fundamental, nos señalan lo siguiente. 



El inciso tercero del artículo 8° dispone: “El Presidente de la  República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás  autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública”.


¿Qué quiere decir esto? Que la Constitución Política reserva el principio legal de una ley orgánica a las “demás autoridades y funcionarios”. En consecuencia, esa ley orgánica no puede referirse a terceras personas que no sean funcionarios o autoridades. Y esto no significa que no queramos que se incluya. Yo sí lo quiero.



 Una fórmula alternativa sería modificar el inciso tercero para incorporar, adicionalmente, después de donde la disposición se refiere a las “autoridades y funcionarios”, a los “parientes de unos y otros que la ley orgánica considere”. 



Esa sería la forma, la técnica legislativa correcta.



De lo contrario, vamos a aprobar el artículo 8° del proyecto y el Tribunal Constitucional, cuando le corresponda efectuar el control de constitucionalidad, lo va a declarar inconstitucional. Y vamos a quedar peor: sin norma vigente y con un oscurantismo que no queremos.



Transparentemos aún más las cosas, pero hagámoslo bien.



Mis últimos cuarenta segundos se los dejo al Senador Coloma, señor Presidente, si es posible.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene cuarenta segundos, Senador Coloma.

El señor COLOMA.- Solo intervengo, señor Presidente, para que hagamos una reflexión de aquí al lunes.



Yo le pregunté al Gobierno -agradezco la información que se me entregó- acerca del número de personas que eventualmente estarían obligadas, por esta vía, a presentar la declaración de patrimonio: ¡son 14 mil!



O sea, la extensión de la norma no solo abarca al Presidente de la República o a Senadores y Diputados, sino también a un universo muy amplio de personas. Y por eso la redacción ha de estar especialmente ajustada al precepto constitucional. Hablando en términos de magnitudes, aquí no nos referimos a una disposición para Senadores y Diputados, sino a una para 14 mil funcionarios públicos, y todo lo que eso representa.



Quería dejarlo establecido simplemente para la reflexión de aquí al próximo lunes, a fin de -ojalá- dictar una buena legislación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero pedirle al señor Ministro Secretario General de la Presidencia que nos ayude con una propuesta para el día lunes. Porque voy a citar a sesión especial para ese día, de 17 a 21, ya que probablemente no vamos a alcanzar a despachar la iniciativa el martes en la mañana, y tenemos proyectos con urgencias que tratar.



Si le parece a la Sala, dejaremos sin efecto la hora de Incidentes de la presente sesión.



--Así se acuerda.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De los señores DE URRESTI, GIRARDI y NAVARRO:



A Su Excelencia la Presidenta de la República, solicitándole instruir al señor Ministro de Minería para realizar estudios tendientes a determinar PROHIBICIÓN DE USO DE HERBICIDA GLIFOSATO, CALIFICADO POR OMS COMO “PROBABLEMENTE CANCERÍGENO PARA HUMANOS”.


Del señor ESPINA:



Al señor Presidente de BancoEstado (S), pidiéndole CONSTRUCCIÓN DE RAMPA DE ACCESO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN SUCURSAL DE COMUNA DE LAUTARO. 


A los señores Ministro de Hacienda y Fiscal Nacional, solicitándoles ASEGURAMIENTO DE RECURSOS PARA PAGO ÍNTEGRO Y EFECTIVO DE BONO INSTITUCIONAL A FUNCIONARIOS DE MINISTERIO PÚBLICO QUE HAGAN USO DE PERMISO POSNATAL PARENTAL.



Del señor GARCÍA:



Al señor Ministro de Desarrollo Social, requiriéndole información sobre ESTADO DE EVALUACIÓN TÉCNICA DE PROYECTO “CONSTRUCCIÓN SISTEMA AGUA POTABLE RURAL ÑANCUL NORTE, VILLARRICA” (Región de La Araucanía).


Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, pidiéndole informar, por región, sobre SALDO DE RECURSOS NO USADOS EN “FONDO DE APOYO REGIONAL”, ASCENDENTES A 36 MIL MILLONES DE PESOS.



Del señor MATTA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriéndole AGILIZACIÓN DE PROYECTO DE PAVIMENTACIÓN RUTA L-480, ENTRE CUATRO ESQUINAS Y LOS MARCOS (comuna de Longaví). 



Al señor Ministro de Agricultura, a fin de solicitar PRÓRROGA EN PAGO DE DEUDAS CON INDAP DE INTEGRANTES DE ASOCIACIÓN GREMIAL DE AGRICULTORES, UNIÓN COMUNAL DE JUNTAS DE VECINOS Y JUNTA DE VECINOS RURAL N° 10-R “SANTO TORIBIO” (comuna de Cauquenes).



Del señor MONTES:



Al señor Ministro de Hacienda, para que proporcione antecedentes sobre EVALUACIÓN DE RUBROS DE GASTO TRIBUTARIO Y VOLUNTAD PARA REVISIÓN DE INSTRUMENTOS Y FRANQUICIAS QUE LO COMPONEN.



Del señor NAVARRO:



A los señores Ministros de Energía, del Medio Ambiente y de Salud y al señor Director Ejecutivo del SEA, planteándoles situación de REAPERTURA DE CENTRAL TERMOELÉCTRICA BOCAMINA II (reiteración de oficio).


Del señor PÉREZ VARELA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, para efectos de que informe sobre ESTADO DE AVANCE DE PROYECTOS DE “AGENDA DE CONCESIONES 2014-2020”. 


Del señor PROKURICA:



Al señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas, solicitándole información sobre CONCESIONES DE ACUICULTURA Y MARÍTIMAS VIGENTES Y EN TRÁMITE (Región de Atacama).



Al señor Subsecretario de Pesca, pidiéndole dar a conocer NÚMERO DE ÁREAS DE MANEJO Y EXPLOTACIÓN DE RECURSOS BENTÓNICOS EXISTENTES Y EN TRÁMITE (Región de Atacama).



Al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, requiriéndole INVESTIGACIÓN PARA DETERMINAR LEGALIDAD DE COBROS DE EMPRESA AGUAS CHAÑAR DURANTE TRAGEDIA QUE AFECTÓ A REGIÓN DE ATACAMA.
)----------(


--Se levantó la sesión a las 19:56.





Manuel Ocaña Vergara,




Jefe de la Redacción

ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 363
ACTAS APROBADAS

SESIÓN 13ª, ORDINARIA, EN MARTES 5 DE MAYO DE 2015


Presidencia accidental del señor Secretario General y del Honorable Senador señor Zaldívar.

_________


De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 24 del Reglamento de la Corporación, el señor Secretario General abre la sesión y la Sala procede a elegir Presidente accidental.


Consultado el parecer de la Sala, unánimemente se elige como Presidente accidental -para esta sesión y la siguiente ordinaria- al Honorable Senador señor Zaldívar.

_________


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Walker (don Ignacio). 


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda; Secretaria General de la Presidencia; de Educación, y de Agricultura, señor Alberto Arenas, señora Ximena Rincón y señores Nicolás Eyzaguirre y Carlos Furche, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 11ª y 12ª, ordinarias, de 21 y 22 de abril de 2015, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Cuarenta y dos de S. E. la Presidenta de la República:


Con el primero, hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de reforma constitucional que limita la reelección de las autoridades que indica (Boletines N°s 4.115-07, 4.499-07, 8.221-07, 7.888-07, 4.701-07 y 4.891-07, refundidos).


Con los cuatro siguientes, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto de las iniciativas que se especifican a continuación:


1.- Proyecto de ley que crea la universidad estatal de la Región del Libertador General Bernardo O`Higgins y la universidad estatal de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo (Boletín N° 9.405-04).


2.- Proyecto de ley que fortalece al Servicio de Impuestos Internos para implementar la reforma tributaria (Boletín Nº 9.898-05).


3.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


4.- Proyecto de ley que crea un Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo y rinde homenaje póstumo a don Luis Ricarte Soto Gallegos (Boletín Nº 9.851-11).


Con los quince siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los asuntos que a continuación se señalan:


1.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (Boletín Nº 8.132-26).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, con el objeto de regular el cobro del servicio de parquímetros y estacionamientos en los lugares que indica (Boletín N° 9.729-03).


3.- Proyecto de ley que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (Boletín N° 9.398-04).


4.- Proyecto de ley que establece una ley marco para la inversión extranjera directa en Chile y crea la institucionalidad respectiva (Boletín             Nº 9.899-05).


5.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (Boletín Nº 9.601-25).


6.- Proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (Boletín N° 7.130-07).


7.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (Boletín Nº 7.686-07).


8.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


9.- Proyecto de ley que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (Boletín   N° 9.245-07).


10.- Proyecto de reforma constitucional que crea el cargo de Fiscal Especial de Alta Complejidad en el Ministerio Público (Boletín N° 9.608-07).


11.- Proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de distribución de causas y asuntos de jurisdicción voluntaria (Boletín N° 9.679-07).


12.- Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados  (Boletín N° 9.748-07).


13.- Proyecto de ley que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (Boletín N° 9.773-07).


14.- Proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (Boletín N° 9.094-12).


15.- Proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (Boletín Nº 9.151-21).


Con los veintidós últimos, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de la tramitación de los asuntos que se enuncian a continuación:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.928, sobre fomento de la música chilena, para establecer los requisitos que deben cumplir los conciertos y eventos musicales que se presenten en Chile (Boletín N° 6.110-24).


2.- Proyecto de ley que autoriza erigir un monumento a la ex Diputada señora Gladys Marín Millie (Boletín Nº 7.523-24).


3.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).


4.- Proyecto de ley que reconoce como deporte nacional a los juegos deportivos ancestrales de los pueblos originarios (Boletín Nº 9.057-04).


5.- Proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria del ex ministro, abogado y defensor de los Derechos Humanos señor Jaime Castillo Velasco en la comuna de Santiago (Boletín Nº 9.099-24).


6.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.046 para exigir que en las sociedades anónimas abiertas los aportes de capital no consistentes en dinero sean aprobados por la mayoría de los accionistas minoritarios (Boletín     N° 8.480-03).


7.- Proyecto de ley que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor (Boletín Nº 9.156-32).


8.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.995 y el Código Civil, en orden a establecer medidas de restricción en los casinos de juegos para las personas que padecen ludopatía (Boletín Nº 9.507-06).


9.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en materias de personal para funcionarios públicos de las instituciones que se indican (Boletín  Nº 9.913-05).


10.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


11.- Proyecto de ley que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros, en los requisitos para obtener la carta de nacionalización (Boletín Nº 9.455-06).


12.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.285, para garantizar el acceso universal a la información contenida en las páginas web de las instituciones públicas (Boletín Nº 9.629-19).


13.- Proyecto de ley que modifica el Código Civil para crear el estado civil de soltero y su medio de prueba (Boletín Nº 8.239-07).


14.- Proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Civil para establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales (Boletín N° 9.514-07).


15.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura y sus dos Anexos”, adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el 3 de noviembre de 2001 (Boletín N° 6.556-10).


16.- Proyecto de ley que establece normas para el acceso de la población con discapacidad auditiva a la información proporcionada por la ONEMI (Boletín Nº 8.353-19).


17.- Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (Boletín N° 9.404-12).


18.- Proyecto de ley que incorpora en el Código del Trabajo el contrato de teleoperadores (Boletín N° 8.263-13).


19.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de protección del trabajador que se desempeña como pastor religioso o ministro de culto (Boletín Nº 9.603-13).


20.- Proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (Boletín Nº 8.069-14).


21.- Proyecto de ley que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (Boletín N° 7.908-15).


22.- Proyecto de ley que declara la nulidad del decreto ley            N° 2.191, de 1978 (Boletín N° 4.162-07).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. la Presidenta de República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares nacionales, en Haití (Boletín N° S 1.809-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental. 


- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.


Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los tres primeros, informa que aprobó las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que crea un Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo y rinde homenaje póstumo a don Luis Ricarte Soto Gallegos (Boletín Nº 9.851-11) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Salud y a la de Hacienda, en su caso.


2.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en materias de personal para funcionarios públicos de las instituciones que se indican (Boletín  Nº 9.913-05) (con urgencia calificada de “simple”).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.


3.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo para regular la situación del trabajador dependiente que se desempeña como voluntario del Cuerpo de Bomberos (Boletín Nº 9.720-13).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


Con los dos siguientes, comunica que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación a los proyectos de ley que se especifican a continuación: 


1.- El que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (Boletín Nº 9.097-21).


2.- El que modifica la ley N° 19.327, en lo tocante a su ámbito de aplicación y al establecimiento de un régimen sancionatorio efectivo, y la ley     N° 20.502, en materia de funciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito (Boletín Nº 9.566-29).


- Se manda archivar los documentos junto con sus respectivos antecedentes.

De la señora Contralor General de la República (S)


Remite informe de investigación especial N° 46, de 2004, referente a la situación funcionaria de la profesional de la Secretaría Regional Ministerial de Salud Metropolitana, doña Andrea Beatriz Oyarzo Francke; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Contesta solicitud de información, efectuada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, sobre cifras de creación de puestos de trabajo durante el año 2014 en las comunas de la Región de Los Ríos y la proyección estimada por el Gobierno para los próximos tres años.

Del señor Ministro de Justicia


Atiende solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, sobre las razones de la decisión de cierre de los programas preventivos comunitarios, dependientes del Servicio Nacional de Menores.


Remite, para conocimiento de la Corporación, informe elaborado por Gendarmería de Chile, al día 30 de marzo del presente año, sobre estado de implementación y operación del sistema de monitores telemático para el control de la pena sustitutiva de reclusión parcial, en el marco de ejecución de la ley      N° 18.216. 

De la señora Ministra de Salud


Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor García, relativa al estado del proceso de pago de indemnizaciones legales a funcionarios desvinculados de entidades relacionadas con esa Secretaría de Estado, según la nómina del Consejo de Alta Dirección Pública, del 20 de junio de 2014.


Atiende solicitud de información, expedida en nombre de la Honorable Senadora señora Goic, acerca del estado de tramitación del reglamento de la ley N° 20.724, modificatoria del Código Sanitario en materia de regulación de farmacias y medicamentos. 


Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Harboe, acerca de inversiones para la superación de diversas fallas de infraestructura que ha presentado el Hospital de Lota en el último tiempo.

Del señor Ministro de Agricultura


Responde solicitud de información, cursada en nombre de la  Honorable Senadora señora Von Baer, respecto de la posibilidad de decretar emergencia agrícola en la Región de Los Ríos, por causa de la sequía.


Atiende consulta, formulada en nombre de los Honorables Senadores señores De Urresti, Araya, Montes y Navarro, relativa a la posibilidad de que esa Secretaría de Estado incorpore en el diseño de sus políticas públicas los aspectos relevantes que fueron materia de consenso en la Cumbre Mundial de Parques 2014.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Atiende solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto del envío a trámite legislativo de un proyecto que restablezca el servicio de trenes entre Santiago y Puerto Montt, e impulse la modernización del sistema ferroviario nacional.

Del señor Ministro de Energía


Responde solicitud de información, remitida en nombre de los Honorables Senadores señora Allende y señores De Urresti y Quinteros, en materia de exención legal del cobro de los servicios de electricidad o gas domiciliario a los habitantes de la Región de Atacama que sufrieron la interrupción o el corte de aquéllos.

Del señor Ministro del Medio Ambiente


Adjunta el Balance de Gestión Integral 2014 de la Subsecretaría del ramo y de los servicios dependientes o relacionados con esa Cartera de Estado, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo


Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Quinteros, acerca de la posibilidad de realizar estudios e inspecciones para el funcionamiento de la planta de tratamiento de aguas servidas de Queilén.


Atiende solicitud de información, enviada en nombre de los Honorables Senadores señores De Urresti, Araya, Montes, Navarro y Quinteros, relativa a la factibilidad de valorar la importancia de la participación ciudadana en la decisión de inversión de recursos regionales, implementada por el Gobierno Regional de Los Ríos.

Del señor Subsecretario de Prevención del Delito


Atiende solicitud de información, recabada en nombre del Honorable Senador señor Harboe, sobre diversos aspectos del programa “Alerta Temprana”.

Del señor Subsecretario de Relaciones Exteriores


Remite, conforme al mandato del artículo 52 del decreto ley        N° 1.263, de 1975, ejemplar del Balance de Gestión Integral 2014 de la referida Subsecretaría.

De la señora Subsecretaria de Evaluación Social


Da a conocer el Balance de Gestión Integral 2014 de la Secretaría y Administración General de esa Subsecretaría, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

De la señora Subsecretaria de Educación


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor García, acerca de los convenios firmados durante el año 2014 por esa Secretaría de Estado con la Fundación Integra, y de sus modificaciones.


Contesta acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores De Urresti, Guillier, Quinteros y Tuma, para realzar la obra literaria y el legado humano del escritor argentino Julio Cortázar en el marco de la conmemoración del centenario de su nacimiento (Boletín N° S 1.694-12).

De los señores Subsecretario de Agricultura,

Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario y

Secretario Ejecutivo (S) de la Comisión Nacional de Riego

y señora Directora Nacional de Estudios y Políticas Agrarias


Adjuntan sendos ejemplares del Balance de Gestión Integral 2014, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor Subsecretario del Medio Ambiente


Responde solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de las acciones contempladas por esa Cartera de Estado para enfrentar la presencia en el continente antártico de especies de plantas e insectos ajenos a ese territorio.

De las señoras Subsecretaria de Energía y

Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Energía


Remiten sendos ejemplares del Balance de Gestión Integral 2014, en virtud del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor Director General del Territorio Marítimo y Marina Mercante


Da respuesta a solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre diversas anomalías observables en el funcionamiento de la central termoeléctrica Bocamina II, que causan daño al medio ambiente de Coronel y a la salud de su población.

Del señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado


Adjunta el Balance de Gestión Integral 2014 de esa institución, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor Tesorero General de la República


Remite, de conformidad con el artículo 52 del decreto ley            N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2014 de esa entidad fiscalizadora.

Del señor Director de la Unidad de Análisis Financiero


Envía, en ejecución del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2014 de ese servicio público descentralizado.

De la señora Directora (S) de la Dirección de Compras y Contratación Pública


Remite, de conformidad con el artículo 52 del decreto ley            N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2014 de ese servicio público.

Del señor Subdirector Nacional Sur de la

Corporación Nacional de Desarrollo Indígena


Contesta solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor García, acerca del estado de tramitación del proyecto de agua potable rural Ñancul Norte, código B.I.P. 30136329-0, comuna de Villarrica.

De la señora Directora Ejecutiva de la Fundación Integra


Envía información, solicitada en nombre del Honorable Senador señor García, sobre convenios firmados, durante el año 2014, con el Ministerio de Educación, y de sus modificaciones.

Del señor Director Nacional (S) del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura


Atiende solicitud de información, recabada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la actual condición de la anchoveta y la sardina en la Región del Bío Bío; en particular, la población total estimada, sus rangos etarios y los requisitos para extracción.

Del señor Secretario General de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a la posibilidad de retirar de los programas de alimentación escolar los alimentos ricos en carbohidratos refinados.

Del señor Jefe de Departamento de Denuncias,

División Comunicaciones y Denuncias, Superintendencia de Educación


Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor García-Huidobro, acerca del conocimiento por esa Superintendencia del cierre de la cobertura curricular, durante el mes de septiembre de 2014, que afectó a los alumnos de cuarto medio de la carrera de Asistente de Párvulos, del Liceo Politécnico Zoila Rosa Carreño, de la comuna de Malloa.

Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social


Da respuesta a petición de antecedentes, efectuada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca del estado de tramitación de los beneficios que le corresponderían, en calidad de exonerado político, a don Leonidas Arsenio Sánchez Sánchez, domiciliado en la comuna de Mariquina.

Del señor Jefe de División Atención y Servicios al Usuario,

Superintendencia de Pensiones


Expone situación previsional de don Rafael González Gallardo en relación con los requisitos para tener derecho al beneficio de bonificación de salud establecido por la ley N° 20.531; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti. 

Del señor Presidente del Consejo Técnico de Inversiones,

Superintendencia de Pensiones


Informa que la memoria anual de esa institución para los fondos de pensiones y fondos de cesantía correspondientes al año 2014, de acuerdo con lo que dispone el artículo 167 del decreto ley N° 3.500, de 1979, está disponible en el enlace web: http://www.spensiones.cl/portal/institucional/578/w3-propertyvalue-943.html.

Del señor Intendente Regional de la Región del Bío Bío


Responde solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de medidas adoptadas, recursos disponibles y propuestas para enfrentar la sequía que afecta a las provincias de Arauco, Bío Bío y Ñuble.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales,

Región de Antofagasta


Atiende solicitud de información, hecha en nombre del Honorable Senador señor Araya, respecto del dominio de un inmueble ubicado en Avenida Los Leones, entre las calles Oriental y Sargento Candelaria, de la Población Rubén Infanta, comuna de Antofagasta.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo,

Región de Valparaíso


Contesta solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre el desarrollo del proyecto “Hotel Punta Piqueros” en el borde costero poniente del área Viña del Mar-Concón, que vulnera las condiciones establecidas no obstante el fallo de la Corte Suprema sobre ese particular. 


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Del señor Director Nacional (S) del Instituto Nacional de Deportes de Chile


Pone en conocimiento de la Corporación que, con arreglo a lo prescrito por el artículo 79 de la ley N° 19.712, le corresponde designar un representante para integrar la comisión encargada de discernir el Premio Nacional del Deporte de Chile.


- Pasa a los Comités.

Informes


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (Boletín Nº 8.069-14) (con urgencia calificada de “simple”).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo por el cual se extiende indefinidamente la duración del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América de 14 de mayo de 1992”, suscrito entre las mismas Partes, por cambio de notas de fechas 15 y 29 de junio de 2011 (Boletín N° 9.561-10).


- Quedan para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señor Horvath, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Guillier y Lagos, para iniciar un proyecto de ley que regula el manejo de bosques de especies muy combustibles colindantes con zonas urbanas (Boletín N° 10.030-01).


- Pasa a la Comisión de Agricultura y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


De los Honorables Senadores señores Orpis, Espina, García, Guillier y Navarro, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.253 para permitir la instalación de proyectos de energías renovables no convencionales en tierras indígenas (Boletín N° 10.027-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Del Honorable Senador señor Ossandón, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo para otorgar un fuero laboral a los trabajadores que padecen de cáncer (Boletín N° 10.020-13).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


De los Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, De Urresti, Girardi y Orpis, con la que dan inicio a un proyecto de reforma del Reglamento del Senado que transfiere las materias de ciencia, tecnología e innovación a la Comisión de Desafíos del Futuro (Boletín N° S 1.807-09).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Chahuán, señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Lagos, Matta, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma y Walker, don Patricio, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República el establecimiento por ley de un estatuto de ciudades puerto y la afectación de un porcentaje de los impuestos que pagan las empresas portuarias en beneficio de la comuna donde se hallan emplazadas sus instalaciones portuarias (Boletín Nº S 1.808-12).


- Queda para ser votado en su oportunidad.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Chahuán, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 4 de mayo.


- Se accede a lo solicitado.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:

1.- Tratar como si fuere de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.089, con el objeto de permitir a los pequeños agricultores ecológicos con sistemas propios y alternativos de certificación que comercialicen sus productos orgánicos en cualquier punto de venta (Boletín N° 9.618-01).


2.- Colocar en el segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley que crea la Universidad Estatal de la Región del Libertador General Bernardo O`Higgins y la Universidad Estatal de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo (Boletín N° 9.405-04).


3.- Retirar de la Tabla de las sesiones ordinarias de hoy y mañana el proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (Boletín N° 9.914-11) e incorporarlo en la sesión ordinaria del próximo martes 12 de mayo.


4.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta el 1° de junio próximo a las 12:00 horas, a los siguientes proyectos de ley:


a) el que modifica el Código Procesal Penal, para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal (Boletín N° 9.152-07), y


b) el que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (Boletín N° 9.404-12).


5.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta el 1° de junio próximo a las 12:00 horas al proyecto de ley que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (Boletines N°s 9.692-07 y 9.669-07, refundidos), las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


6.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta el 1° de junio próximo a las 12:00 horas al proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07), las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

_________

Posteriormente, el Honorable Senador señor Tuma pide recabar la anuencia de la Sala para remitir un oficio, en su nombre, a S.E. la Presidenta de la República con el fin de solicitar que, si lo tiene a bien, se sirva retirar la urgencia, calificada de suma, al proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, con el objeto de regular el cobro del servicio de parquímetros y estacionamientos en los lugares que indica (Boletín Nº 9.729-03), a fin de generar la oportunidad necesaria para efectuar un debate amplio en el cual los diversos actores vinculados a la materia puedan plantear sus observaciones respecto de la mencionada iniciativa legal.

Se accede a lo solicitado.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Orpis solicita obtener el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.253 para permitir la instalación de proyectos de energías renovables no convencionales en tierras indígenas (Boletín N° 10.027-06), del que se ha dado cuenta, en lugar de ser remitido a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización sea enviado a la Comisión de Minería y Energía.

Así se acuerda.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Horvath pide requerir la venia de la Sala para modificar el nuevo plazo fijado por los Comités para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (Boletín N° 9.404-12) para que sea hasta el día 25 de mayo de 2015, a las 12:00 horas.


Se accede a lo solicitado.
- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Girardi solicita recabar el asentimiento de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para imponer a los concesionarios la entrega de información a Carabineros de Chile y otros servicios de emergencia en los casos que indica y sancionar el uso indebido de llamadas a dichos servicios (Boletín N° 9.597-07), hasta el día 11 de mayo próximo, a las 12:00 horas.

Se accede, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -


Finalmente, el Honorable Senador señor Espina pide requerir la venia de la Sala para modificar el nuevo plazo fijado por los Comités para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal (Boletín N° 9.152-07) para que se extienda sólo hasta el día 8 de mayo de 2015, a las 12:00 horas.

Así se acuerda.

- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.089, con el objeto de permitir a los pequeños agricultores ecológicos con sistemas propios y alternativos de certificación que comercialicen sus productos orgánicos en cualquier punto de venta, con informe de la Comisión de

Agricultura

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 9.618-01 y con urgencia calificada de “suma”. 


Añade que el objetivo de la iniciativa es permitir que las organizaciones de pequeños agricultores ecológicos insertos en sistemas propios y alternativos de certificación, puedan comercializar sin limitaciones sus productos orgánicos certificados en cualquier punto de venta y no sólo directamente a los consumidores.

Destaca que la Comisión de Agricultura discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo en los mismos términos en que fuera despachado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Moreira y Quinteros.
- - -


Seguidamente, se pone en discusión el proyecto, en general y en particular, y se ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Harboe, Tuma, Moreira, Quinteros, Girardi y De Urresti.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por 30 votos a favor.

Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Quintana y Coloma.

- - -

Concluida la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Agricultura.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Elimínase del inciso segundo del artículo 3° de la ley N°20.089, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas, la frase “directa a los consumidores”.”.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece al Servicio de Impuestos Internos para implementar la reforma tributaria, con informe de la Comisión de Hacienda

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 9.898-05 y con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Añade que el principal objetivo de la iniciativa es modernizar y fortalecer los estándares de eficacia, eficiencia y probidad del Servicio de Impuestos Internos, para alcanzar los niveles de recaudación y disminución de evasión necesarios para cumplir los compromisos contraídos en el marco del proceso de implementación de la reforma tributaria. Para ello, se considera un aumento gradual de cargos en la planta de personal del Servicio; un fortalecimiento de la carrera funcionaria; la actualización y modernización de las condiciones de ingreso a la institución, y el mejoramiento de la organización funcional y la reestructuración de las remuneraciones.

Resalta que la Comisión de Hacienda discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo de la Sala de fecha 1° de abril de 2015, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Montes, Tuma y Zaldívar. En cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó diversas enmiendas, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad. 

Cabe hacer presente que los artículos 1°; 2°, inciso segundo, y 3° permanentes, y el artículo segundo transitorio son de rango orgánico constitucional.


Finalmente, informa que el Honorable Senador señor Prokurica ha presentado una indicación al numeral 3), del artículo 6° -que sustituye el artículo 3° de la ley N° 20.431-, para agregar en su inciso primero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “En esta medición deberá figurar la percepción de las personas sobre el efectivo respeto de los derechos de los contribuyentes por parte del Servicio de Impuestos Internos.”.

- - -


El señor Presidente declara inadmisible la indicación recién transcrita.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Hacienda, en su informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:

Artículo 1°

Inciso tercero


Incorporar, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser una coma (,), la siguiente oración: “salvo que existan vacantes de grados superiores a éste que no hubieren podido proveerse mediante promociones.”. 

Inciso cuarto


Reemplazarlo por el siguiente:


“El Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos publicará las bases del concurso en el sitio web institucional dentro de los dos días siguientes a la resolución que llame a concurso. Entre el vencimiento del plazo antes señalado y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días. Lo anterior, es sin perjuicio de las demás medidas de difusión que estime conveniente adoptar.”.
Artículo 2°

Inciso primero


Intercalar, entre las expresiones “técnicos” y “se”, la frase “del Servicio de Impuestos Internos,”. 

Inciso segundo


- Suprimir la frase “, gozando de preferencia respecto de los funcionarios de ésta”. 


- Agregar, a continuación de la frase “para ocupar el cargo”, los términos “, posean 6 años o más de antigüedad en el tope del escalafón”. 

Artículo 3°

Inciso primero

Letra a)


Intercalar, entre las expresiones “en el” y “artículo 1°”, la frase “inciso primero del”. 

Letra b)


Incorporar, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “Además, los funcionarios a contrata deberán reunir los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 1° de la presente ley.”. 
Inciso segundo


- Reemplazar la expresión “la letra a)” por “las letras a) y b)”.


- Agregar, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse, a lo menos, en la página web de la institución.”. 


Intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto: 


“En los concursos internos a que se refiere el inciso primero de este artículo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. La provisión de los cargos vacantes se efectuará en cada grado en orden decreciente conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional.”.
Artículo 4°

Inciso primero


- Intercalar, entre las palabras “convocarán” y “través”, la preposición “a”.


- Sustituir la conjunción disyuntiva “u”, por los términos “y en”.


- Reemplazar la coma (,) que antecede las expresiones “el plazo” por la conjunción “y”. 


- Suprimir la frase “y la forma en que deberán acreditarse los requisitos”. 


Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero: 


“El llamado a concurso se dispondrá mediante una resolución del Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos y deberá contener, a lo menos, lo señalado en el inciso anterior. Dicha resolución deberá difundirse dentro de los dos días siguientes a su expedición. Entre el vencimiento del plazo fijado anteriormente y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días.”. 
Inciso segundo


Pasa a ser inciso tercero, con las siguientes enmiendas:


- Incorporar, a continuación del término “transparencia” las expresiones “, no discriminación”. 


- Intercalar, entre la palabra “materias” y el punto aparte (.), la frase “y sus modificaciones”. 

Artículo 5°

Inciso primero

Numeral 2)


Modificar la letra f) en la siguiente forma:


- Reemplazar la conjunción “y”, que aparece antes de la expresión “el bono”, por una coma (,).


- Agregar a continuación de la palabra “escolaridad”, la frase  “y otros bonos que se concedan por una sola vez”. 

Numeral 5)

Sustituir la letra a), por la siguiente:


“a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:


i) Reemplázase las dos veces que aparece la expresión “en su parte variable” por la frase “en su parte asociada a la gestión tributaria”.


ii) Sustitúyese la frase “periodo inmediatamente anterior al año de vigencia del respectivo decreto de Hacienda que fija el porcentaje de cumplimiento del programa” por la siguiente oración: “año anterior al del pago”.”. 

Numeral 6)


Reemplazarlo por el siguiente: 


“6) Agregánse, en el artículo 7°, los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo, nuevos:


“El Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución exenta, establecerá el número máximo de funcionarios que podrá percibir la asignación conforme a lo dispuesto en este artículo y las demás normas necesarias para su otorgamiento.


Durante el período en que los funcionarios perciban la asignación a que se refiere este artículo tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


La dictación y modificación de la resolución mencionada en el inciso sexto, deberán considerar mecanismos de consulta e información a las asociaciones de funcionarios.”.”. 
Artículo 6°

Numeral 1)


Reemplazar, en el inciso segundo del artículo 1° que sustituye, la expresión “y el bono de escolaridad”, por la frase “, el bono de escolaridad y otros bonos que se concedan por una sola vez”. 

Numeral 3)


Agregar, en el artículo 3° que sustituye, el siguiente inciso final, nuevo: 


“El Servicio de Impuestos Internos deberá generar canales que permitan la participación de los funcionarios en el proceso de diseño y aplicación del instrumento de evaluación. Para estos efectos deberán establecerse a través de la Subsecretaría de Hacienda, las instancias de carácter consultivo e informativo que permitan recoger comentarios, sugerencias y alcances que formulen los funcionarios, por intermedio de sus asociaciones, si las hubiera, o del delegado del personal, en su caso.”. 

Numeral 4)


Sustituir la letra b), por la siguiente:


“b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:


“Durante el período en que los funcionarios a contrata perciban la asignación del artículo 7° de la ley N° 19.646, tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Mediante resolución fundada del Director del Servicio de Impuestos Internos, se podrá establecer el orden de subrogación legal de los cargos de jefatura titulares o suplentes, en funcionarios a contrata a que se refiere el inciso anterior.”.”. 

Disposiciones transitorias
Artículo primero
Encabezamiento


Intercalar, entre la expresión “establezca,” y la palabra “mediante”, la frase “dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley,”. 

Numeral 4)


Reemplazarlo por el siguiente:


“4) Establecer el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento. También establecerá los cargos que se proveerán de acuerdo al artículo tercero transitorio de esta ley, así como el cronograma en que se llevará a efecto.”. 

Numeral 5)


Sustituirlo por el siguiente:


“5) Además, podrá establecer normas complementarias de encasillamiento a las dispuestas en el artículo segundo transitorio de la presente ley.”. 

Inciso final


Incorporar, antes del punto aparte (.), lo siguiente:


“y los concursos internos a que hace referencia el artículo tercero transitorio. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes”. 


Intercalar los siguientes artículos segundo y tercero transitorios, nuevos, pasando los actuales segundo y tercero a ser cuarto y quinto, respectivamente: 


“Artículo segundo.- El encasillamiento del personal del Servicio de Impuestos Internos, de las plantas de directivos de carrera, profesionales, fiscalizadores, técnicos, administrativos y auxiliares se sujetará a las normas siguientes: 


a) Los funcionarios de las plantas antes señaladas, se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta. 


Los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos que, a la fecha de publicación de él o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior, sean titulares de cargos de jefatura de grado 9° de la planta de directivos de carrera, serán encasillados en cargos grado 9° de la planta de fiscalizadores. 


b) Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes, se proveerán previo concurso interno de antecedentes, en el que podrán participar funcionarios de la respectiva planta que se encuentren calificados en lista N°1, de Distinción, o lista N°2, Buena, y los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta, que reúnan los requisitos de calificación antes señalados, durante a lo menos los dos años previos al encasillamiento. 


c) En la convocatoria de los concursos, deberán considerarse, a lo menos, los siguientes factores: experiencia calificada y evaluación de desempeño. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse, a lo menos, en la página web de la institución.


Para efectos del concurso, se aplicará lo dispuesto en el artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


d) La provisión de los cargos vacantes de las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. 


La provisión de los cargos vacantes de la planta de directivos de carrera y fiscalizadores se efectuará de conformidad a lo dispuesto en la letra e) del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. 


Los funcionarios a contrata asimilados a las plantas de administrativos y auxiliares podrán encasillarse como máximo hasta el mismo grado al cual se encuentren asimilados en la planta respectiva.


e) En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos. 


f) En lo no previsto, en las letras anteriores, estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo tercero.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de profesionales, fiscalizadores y técnicos a que se refiere el artículo anterior, la provisión de los cargos que señale él o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos, los que se regirán de acuerdo a lo dispuesto en las letras b), c), d), e) y f) del artículo anterior de la presente ley. Las vacantes que se generen producto de la provisión de los cargos antes señalados se sujetará igualmente a dichas normas.”. 

Artículo segundo


Pasa a ser artículo cuarto, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Reemplazar las expresiones “tengan más de diez años” por “tengan diez o más años”.

Inciso segundo


- Sustituir las expresiones “tengan más de diez años” por “tengan diez o más años”. 


- Eliminar la frase “, siempre que cumplan los demás requisitos establecidos en dicho artículo.”. 


Incorporar el siguiente inciso final, nuevo: 


“El presente artículo comenzará a regir a contar del primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de la presente ley.”. 

Artículo tercero


Pasa a ser artículo quinto, sin enmiendas.

- - -

El señor Presidente pone en discusión el proyecto, en general y en particular, y ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Montes, Prokurica y Coloma.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por 30 votos a favor, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 1°; 2°, inciso segundo, y 3° permanentes, y del artículo segundo transitorio del proyecto. 

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Quinteros y Orpis.

- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Hacienda.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Del ingreso y promoción en el Servicio de Impuestos Internos


Artículo 1°.- El ingreso a los cargos de las plantas de fiscalizadores, de técnicos, de administrativos y de auxiliares del Servicio de Impuestos Internos se efectuará mediante concursos en los cuales sólo podrán participar los funcionarios a contrata de dicho Servicio asimilados a la planta respectiva, que cumpliendo los requisitos correspondientes al cargo, además:


a) Hayan sido designados, previo concurso, a contrata asimilada a la planta respectiva.


b) Se encuentren calificados en lista N°1, de Distinción, o lista N°2, Buena, durante, a lo menos, los dos años previos al concurso.


c) No estén afectos a las inhabilidades establecidas en las letras c) y d) del artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Tratándose de la planta de técnicos, también podrán participar en los concursos de ingreso a dicha planta los funcionarios titulares de cargos de la planta de administrativos con al menos dos años de antigüedad en dicha planta y los titulares de cargos de la planta de auxiliares con, a lo menos, cuatro años de antigüedad en dicha planta, en ambos casos, siempre que cumplan los requisitos correspondientes al cargo.


El ingreso a los cargos de las plantas mencionadas en el inciso primero se efectuará en el último grado de la planta respectiva, salvo que existan vacantes de grados superiores a éste que no hubieren podido proveerse mediante promociones. 


El Director Nacional del Servicio de Impuestos internos publicará las bases del concurso en el sitio web institucional dentro de los dos días siguientes a la resolución que llame a concurso. Entre el vencimiento del plazo antes señalado y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días. Lo anterior, sin perjuicio de las demás medidas de difusión que estime conveniente adoptar.


En lo no previsto en el presente artículo estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1º del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo 2°.- La promoción en las plantas de fiscalizadores y de técnicos del Servicio de Impuestos Internos, se efectuará por concurso interno, y por ascenso, en las plantas de administrativos y de auxiliares.


Los funcionarios titulares de cargos de la Planta de Auxiliares del Servicio de Impuestos Internos que se encuentren en el tope de su planta tendrán derecho a ascender a un cargo grado 19° de la Planta de Administrativos, cuando reúnan los requisitos para ocupar el cargo, posean 6 años o más de antigüedad en el tope del escalafón y tengan mayor puntaje en el escalafón que los funcionarios de la planta a la cual acceden.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se estará a lo establecido en el Párrafo 5° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo 3°.- La provisión de los cargos de la planta de profesionales del Servicio de Impuestos Internos se efectuará mediante concurso interno, en cualquier grado vacante y se someterá a las reglas especiales que se expresan a continuación:


a) Para la provisión de los cargos hasta el grado 8° inclusive, podrán participar todos los funcionarios titulares de la planta de profesionales y los a contrata asimilados a ella que se encuentren en el mismo grado a proveer, y que reúnan los requisitos correspondientes al cargo. Además, los funcionarios a contrata deberán reunir los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 1°.


b) Para la provisión de los cargos ubicados en los grados 7° y superiores, podrán participar todos los funcionarios titulares de planta y a contrata del Servicio de Impuestos Internos que reúnan los requisitos correspondientes al cargo. Además, los funcionarios a contrata deberán reunir los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 1° de la presente ley.


Las bases de los concursos que se realicen para proveer los cargos señalados en las letras a) y b) del inciso anterior considerarán, a lo menos, los siguientes factores: capacitación, evaluación del desempeño, experiencia y aptitud para el cargo. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse, a lo menos, en la página web de la institución.


En los concursos internos a que se refiere el inciso primero de este artículo se aplicará lo dispuesto en el artículo 21 del decreto con fuerza de ley     N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. La provisión de los cargos vacantes se efectuará en cada grado en orden decreciente conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional.


La provisión de los cargos a que se refiere el artículo 8° del citado decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, en el Servicio de Impuestos Internos, se efectuará conforme a las reglas especiales consultadas en dicha norma. En todo caso, si como resultado del concurso correspondiente es nombrado, en el cargo de jefatura, un funcionario titular de la planta del Servicio de Impuestos Internos, procederá la suplencia en su cargo de origen. Con todo, las suplencias relativas a dichos cargos no podrán superar los 144 cargos.


Artículo 4°.- En aquellos casos en que los procesos de selección para proveer cargos a contrata del Servicio de Impuestos Internos se realicen mediante concurso, se convocarán a través de los sitios web institucionales y en otros que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, requisitos para el desempeño del mismo, nivel de remuneraciones y el plazo para la postulación. Adicionalmente, se publicarán avisos de la convocatoria del proceso de selección antes indicado en diarios de circulación nacional, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.


El llamado a concurso se dispondrá mediante una resolución del Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos y deberá contener, a lo menos, lo señalado en el inciso anterior. Dicha resolución deberá difundirse dentro de los dos días siguientes a su expedición. Entre el vencimiento del plazo fijado anteriormente y la fecha de cierre de presentación de antecedentes no podrá mediar un lapso inferior a ocho días.


El Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución, establecerá las normas complementarias orientadas a asegurar la objetividad, transparencia, no discriminación, calidad técnica de los mecanismos de ingreso a la contrata y de la operación de los concursos de promoción. Asimismo, establecerá las instancias de carácter consultivo e informativo para los funcionarios y sus asociaciones sobre estas materias y sus modificaciones.

Título II

Disposiciones varias relativas al Servicio

de Impuestos Internos


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.646:


1) Derógase el artículo 1°.


2) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, modifícase el artículo 2° de la siguiente forma:


a) Reemplázanse en su inciso segundo las letras b) y c) por las siguientes:


“b) Una parte asociada a la gestión tributaria.


c) El incremento por desempeño colectivo otorgado por el artículo 7° de la ley N° 19.553.”.


b) Reemplázase en su inciso tercero la expresión “variable” por la frase “asociado a la gestión tributaria”.


c) Suprímense los incisos quinto y sexto.


d) Reemplázanse en su inciso séptimo, que pasa a ser quinto, las expresiones “en su componente fijo” por la frase “en sus componentes fijo y asociado a la gestión tributaria”.


e) Suprímese el inciso octavo.


f) Reemplázase en su inciso noveno, que pasa a ser sexto, la oración que sigue al punto seguido por la siguiente: “El componente asociado a la gestión tributaria se considerará como una asignación vinculada al desempeño para efectos de determinar los aguinaldos de navidad y fiestas patrias, el bono de escolaridad y otros bonos que se concedan por una sola vez, de conformidad con lo establecido en la ley de reajuste general de remuneraciones para los trabajadores del sector público.”.


3) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, reemplázase el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3°.- El convenio de desempeño que se establezca para el incremento por desempeño colectivo a que se refiere la letra c) del inciso segundo del artículo anterior deberá considerar solo indicadores vinculados a la reducción de la evasión y elusión tributaria, incluyendo indicadores de fiscalización y facilitación del cumplimiento tributario para todos los equipos, unidades o áreas de trabajo que se determinen.


Los resultados de los indicadores señalados en el inciso anterior deberán publicarse anualmente en la página web institucional.”.


4) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, modifícase el artículo 4° de la siguiente forma:


a) En el encabezado de su inciso primero, elimínase la palabra “máximos” y reemplázase la expresión “variable” por la frase “asociado a la gestión tributaria”.


b) Modifícase la tabla contenida en dicho inciso, en los siguientes términos:


i) Sustitúyese la expresión “PORCENTAJE MÁXIMO DE ASIGNACIÓN VARIABLE” por “PORCENTAJE DE LA ASIGNACIÓN ASOCIADO A LA GESTIÓN TRIBUTARIA”.


ii) Reemplázase las palabras “DIRECTIVO 1 a 9” por “DIRECTIVO 1 a 18”; y “FISCALIZADOR 10 a 11” por “FISCALIZADOR 9 a 11”.


5) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, modifícase el artículo 5° de la siguiente forma:


a) Modifícase su inciso primero en los siguientes términos:


i) Reemplázase la expresión “en su parte variable”, las dos veces que aparece, por la frase “en su parte asociada a la gestión tributaria”.


ii) Sustitúyese la frase “período inmediatamente anterior al año de vigencia del respectivo decreto de Hacienda que fija el porcentaje de cumplimiento del programa”, por la siguiente: “año anterior al del pago”.


b) Reemplázase en su inciso tercero la expresión “en su parte variable” por la frase “en su parte asociada a la gestión tributaria”.


c) Suprímese su inciso cuarto.


d) Reemplázase en su inciso final las expresiones “tanto en su componente fijo como variable” por “en sus componentes fijo y asociado a la gestión tributaria”.


6) Agréganse, en el artículo 7°, los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo:


“El Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución exenta, establecerá el número máximo de funcionarios que podrá percibir la asignación conforme a lo dispuesto en este artículo y las demás normas necesarias para su otorgamiento.


Durante el período en que los funcionarios perciban la asignación a que se refiere este artículo tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


La dictación y modificación de la resolución mencionada en el inciso sexto deberán considerar mecanismos de consulta e información a las asociaciones de funcionarios.”.


7) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:


“Artículo 8°.- A contar del 1 de enero de 2016, los recursos presupuestarios que anualmente deberán destinarse al financiamiento de la asignación del artículo 7° no podrán exceder de 5.184 sueldos base asignados al grado 1° de la escala de sueldos base de las instituciones fiscalizadoras, vigente al 1 de enero de cada año.


A contar del 1 de enero del año 2017, los recursos señalados en el inciso precedente se incrementarán en 10,3 sueldos base del citado grado 1°, por cada 10 cupos en que aumente la dotación máxima de personal del Servicio de Impuestos Internos en relación a la establecida para el año 2016.”.


8) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de esta ley, reemplázanse en los incisos segundo y tercero del artículo 9° la palabra “variable” por la expresión “asociado a la gestión tributaria”.


Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.431:


1) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:


“Artículo 1º.- Establécese una bonificación especial para el personal de planta y a contrata del Servicio de Impuestos Internos, cuyos montos serán equivalentes a los porcentajes señalados a continuación, aplicados sobre la cantidad que resulte de la suma del sueldo base asignado al grado respectivo más la asignación de fiscalización que le corresponda establecida en el artículo 6º del decreto ley Nº 3.551, de 1981, y la asignación señalada en el artículo 4º de la ley Nº 18.717.

	
Grados
Porcentajes

	
1
5,3312%

	
2
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3
5,4970%

	
4
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8
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9
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21
14,4097%

	
22
16,3735%

	
23
17,7475%

	
24
18,7640%

	
25
22,3800%



Esta bonificación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de tributable e imponible para fines de previsión y salud y no constituirá base de cálculo de ninguna otra remuneración o beneficio legal. Dicha bonificación se considerará como una asignación vinculada al desempeño para efectos de determinar los aguinaldos de navidad y fiestas patrias, el bono de escolaridad y otros bonos que se concedan por una sola vez, de conformidad con lo establecido en la ley de reajuste general de remuneraciones para los trabajadores del sector público.


No tendrán derecho a percibir esta bonificación los funcionarios que sean calificados en lista Nº3, Condicional, o lista Nº4, de Eliminación, en el período inmediatamente anterior al año del pago de la bonificación. Asimismo, no tendrán derecho a percibirla los funcionarios que ingresen al Servicio hasta que no hayan sido calificados, de conformidad con las normas que los rijan para estos efectos.


Con todo, tendrán derecho a percibir la bonificación los funcionarios que, no habiendo sido calificados en el período respectivo, en virtud de las normas legales vigentes, conserven la calificación del período anterior, y aquellos que no deben ser calificados, de conformidad al artículo 34 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


No tendrán derecho a percibir esta bonificación los funcionarios que se acojan a permiso sin goce de remuneraciones de conformidad al artículo 110 del citado decreto con fuerza de ley, durante el período de dicho permiso.”.


2) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley, suprímese el artículo 2°.


3) A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de esta ley, sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3°.- El Servicio de Impuestos Internos deberá definir anualmente un instrumento de medición de la percepción de los usuarios respecto de la administración tributaria.


Dicha evaluación será efectuada por una empresa externa, que será seleccionada y contratada por la Subsecretaría de Hacienda a través de los procedimientos descritos en la ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios. La aplicación de dichos procedimientos será de responsabilidad de la Subsecretaría de Hacienda.


La evaluación se aplicará tanto respecto a las personas naturales como a las empresas, hayan o no efectuado declaración anual de impuesto a la renta dentro del año objeto de la evaluación.


El Subsecretario de Hacienda fijará el grupo objetivo respecto al cual se aplicará la evaluación, el tamaño de la muestra que será utilizada, la que deberá tener un carácter aleatorio, representativo y nacional, y cualquier otra norma necesaria para la evaluación.


El Servicio de Impuestos Internos deberá generar canales que permitan la participación de los funcionarios en el proceso de diseño y aplicación del instrumento de evaluación. Para estos efectos deberán establecerse a través de la Subsecretaría de Hacienda, las instancias de carácter consultivo e informativo que permitan recoger comentarios, sugerencias y alcances que formulen los funcionarios, por intermedio de sus asociaciones, si las hubiera, o del delegado del personal, en su caso.”.


4) Modifícase el artículo 4° en el siguiente sentido:


a) Elimínase en su inciso primero la siguiente oración:


“, siempre que estas se desarrollen en la Dirección Nacional o en las áreas jurídicas de las Direcciones Regionales de la citada repartición pública”.


b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Durante el período en que los funcionarios a contrata perciban la asignación del artículo 7° de la ley N° 19.646 tendrán la calidad de jefe directo para todos los efectos legales, en especial, para los previstos en el Párrafo 4° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Mediante resolución fundada del Director del Servicio de Impuestos Internos, se podrá establecer el orden de subrogación legal de los cargos de jefatura, titulares o suplentes, de los funcionarios a contrata a que se refiere el inciso anterior.”.


Artículo 7°.- Establécese, a contar del primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de esta ley, un bono por experiencia calificada de apoyo a la gestión tributaria para el personal del Servicio de Impuestos Internos titular de cargos de las plantas de técnicos, de administrativos y de auxiliares, cuando cumpla diez años de servicios en el grado tope de la respectiva planta.


El bono establecido en el inciso anterior se pagará mensualmente desde el primer día del mes siguiente a aquel en que cumplan diez años en el grado tope de la respectiva planta y mientras permanezcan en ella.


El monto del bono a que se refiere este artículo será equivalente al 25,2% para los funcionarios pertenecientes a la planta de técnicos, al 18% para los de la planta de administrativos, y al 16,2%, para los de la planta de auxiliares.


Los porcentajes anteriores se aplicarán sobre la suma del sueldo base asignado al grado respectivo más la asignación de fiscalización que le corresponda establecida en el artículo 6º del decreto ley Nº 3.551, de 1981, y la asignación señalada en el artículo 4º de la ley Nº 18.717.


Este bono tendrá el carácter de tributable e imponible para fines de previsión y salud. Además, no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal.


Artículo 8°.- Lo dispuesto en los artículos 1° al 4° y en el artículo 5°, número 1), entrará en vigencia a la fecha de publicación de el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de ellas. En especial, podrá determinar los grados de la escala a que se refiere el artículo 5° del decreto ley N° 3.551, de 1981, que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción a dichos cargos; sus denominaciones; los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones, incluidas las variables.


2) Los grados superiores e iniciales de las plantas que se fijen en virtud de este artículo serán los siguientes:


Planta de Directivos: grados 1° y 18°.


Planta de Profesionales: grados 5° y 16°.


Planta de Fiscalizadores: grados 9° y 15°.


Planta de Técnicos: grados 14° y 19°.


Planta de Administrativos: grados 16° y 20°.


Planta de Auxiliares: grados 19° y 21°.


3) Establecer las fechas de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique.


4) Establecer el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento. También señalará los cargos que se proveerán de acuerdo al artículo tercero transitorio de esta ley, así como el cronograma en que se llevará a efecto.


5) Además, podrá establecer normas de encasillamiento complementarias a las dispuestas en el artículo segundo transitorio de la presente ley.


6) El encasillamiento del personal a que se refiere este artículo quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales.


c) Respecto del personal que en el momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción, y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo. Asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.


Los requisitos generales y específicos que se establezcan en el ejercicio de la facultad a que se refiere este artículo no serán exigibles respecto de los funcionarios titulares y a contrata para efectos del encasillamiento y los concursos internos a que hace referencia el artículo tercero transitorio. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


Artículo segundo.- El encasillamiento del personal del Servicio de Impuestos Internos, de las plantas de directivos de carrera, profesionales, fiscalizadores, técnicos, administrativos y auxiliares se sujetará a las normas siguientes: 


a) Los funcionarios de las plantas antes señaladas se encasillarán en cargos de igual grado al que tenían a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta. 


Los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos que, a la fecha de publicación del o de los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior, sean titulares de cargos de jefatura de grado 9° de la planta de directivos de carrera, serán encasillados en cargos grado 9° de la planta de fiscalizadores. 


b) Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán previo concurso interno de antecedentes, en el que podrán participar funcionarios de la respectiva planta que se encuentren calificados en lista N° 1, de Distinción, o lista N° 2, Buena, y los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta, que reúnan los requisitos de calificación antes señalados durante, a lo menos, los dos años previos al encasillamiento. 


c) En la convocatoria de los concursos, deberán considerarse, a lo menos, los siguientes factores: experiencia calificada y evaluación de desempeño. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse, a lo menos, en la página web de la institución.


Para efectos del concurso, se aplicará lo dispuesto en el artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


d) La provisión de los cargos vacantes de las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. 


La provisión de los cargos vacantes de la planta de directivos de carrera y fiscalizadores se efectuará de conformidad a lo dispuesto en la letra e) del artículo 15 del citado decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. 


Los funcionarios a contrata asimilados a las plantas de administrativos y auxiliares podrán encasillarse como máximo hasta el mismo grado al cual se encuentren asimilados en la planta respectiva.


e) En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos. 


f) En lo no previsto en las letras anteriores, estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1° del Título II del mencionado decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo tercero.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de profesionales, fiscalizadores y técnicos a que se refiere el artículo anterior, la provisión de los cargos que señale el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos, los que se regirán por lo dispuesto en las letras b), c), d), e) y f) del artículo anterior. Las vacantes que se generen producto de la provisión de los cargos antes señalados se sujetarán igualmente a dichas normas.


Artículo cuarto.- El bono por experiencia calificada de apoyo a la gestión tributaria a que se refiere el artículo 7° también se otorgará al personal a contrata del Servicio de Impuestos Internos que, a la fecha de la publicación de esta ley, se encuentre asimilado a los grados topes de las plantas de técnicos, de administrativos y de auxiliares del referido servicio. Tendrán derecho a dicho bono una vez que cumplan diez años de servicio en los grados topes de las plantas correspondientes y tengan, a lo menos, quince años de servicios en la institución. También tendrán derecho al bono los funcionarios a contrata antes señalados que tengan diez o más años de servicios, en los grados topes de las respectivas plantas, al primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de esta ley, siempre que cumplan los demás requisitos establecidos en este artículo.


Asimismo, tendrán derecho al bono del artículo 7° los funcionarios titulares de cargos de las plantas de técnicos, de administrativos y de auxiliares del Servicio de Impuestos Internos que, al primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de esta ley, tengan diez o más años de servicios en el grado tope de la respectiva planta.


El presente artículo comenzará a regir a contar del primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo quinto.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al presupuesto del Servicio de Impuestos Internos. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Universidad Estatal de la Región del Libertador General Bernardo O`Higgins y la Universidad Estatal de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.405-04 y urgencia calificada de “discusión inmediata”. 


Añade que su objetivo principal es crear las Universidades estatales de O’Higgins y de Aysén como personas jurídicas de derecho público autónomas, con carácter y arraigo regional. Además, busca definir sus principales objetivos y principios orientadores, asegurando que la norma fundamental de ellas se construya y acuerde en un proceso de participación con organizaciones y actores con trayectorias reconocidas en la región y el país.

Destaca que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió la iniciativa solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana y Rossi.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señora Von Baer, señores García-Huidobro, Horvath, De Urresti, Quintana y Quinteros, señora Goic y señores Orpis y Guillier. Interviene, también, el señor Ministro de Educación.
- - -

Enseguida, la Sala acuerda: declarar cerrado el debate y que el proyecto se someta a votación en general en la sesión ordinaria de mañana, miércoles 6 de mayo, ubicándolo en el primer lugar del Orden del Día; fijar un plazo para presentar indicaciones que se extienda hasta las 12:00 horas del día 11 de mayo de 2015, y que en su segundo informe el proyecto sea conocido por las Comisiones de Hacienda y Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas.


Al respecto, intervienen los Honorables Senadores señores Montes, Allamand, Horvath, García-Huidobro y Guillier y el señor Ministro de Educación.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día, quedando pendiente la votación de este asunto.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, Guillier, Harboe, Navarro, Ossandón, Prokurica y Quinteros, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________

Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 14ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 6 DE MAYO DE 2015


Presidencia accidental del Honorable Senador señor Zaldívar.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Walker (don Ignacio).

Concurren, asimismo, los Ministros Secretaria General de la Presidencia; de Economía, Fomento y Turismo, y de Educación, señora Ximena Rincón y señores Luis Felipe Céspedes y Nicolás Eyzaguirre, respectivamente. 


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 11ª y 12ª, ordinarias, de 21 y 22 de abril de 2015, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Ocho de S. E. la Presidenta de la República:


Con los dos primeros, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que establece una ley marco para la inversión extranjera directa en Chile y crea la institucionalidad respectiva (Boletín Nº 9.899-05).


2.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín  Nº 7.616-06).


Con los cuatro siguientes, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de los proyectos de ley que se especifican a continuación:


1.- El que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (Boletín Nº 8.069-14).


2.- El que crea la universidad estatal de la Región del Libertador General Bernardo O`Higgins y la universidad estatal de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo (Boletín N° 9.405-04). 


3.- El que fortalece el Ministerio Público (Boletín Nº 8.265-07).


4.- El que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, con el objeto de regular la instalación de centros comerciales y supermercados en áreas urbanas (Boletín N° 9.296-14).


Con los dos últimos, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N° 6.499-11).


2.- Proyecto de ley que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de Salud para el Control del Tabaco (Boletín N° 8.886-11).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que dio su aprobación al proyecto de ley que modifica las leyes N° 20.422 y N° 19.928, para incorporar el lenguaje de señas en los programas de televisión con contenido musical y espectáculos musicales en vivo (Boletín Nº 9.819-24) (con urgencia calificada de  simple).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 


Con el segundo, comunica que dio su aprobación en los mismos términos que lo hizo esta Corporación al proyecto de ley que establece el día nacional del suplementero (Boletín N° 8.668-04).


- Se manda comunicar el proyecto a S. E. la Presidenta de la República.


Con el último, expone que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica la ley N° 19.995 y prorroga el funcionamiento de los casinos municipales (Boletín Nº 9.891-05).


- Se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia de resoluciones dictadas por esa Magistratura en dos requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los incisos primero y segundo del artículo 67 de la Ley General de Servicios Eléctricos, incorporados por la ley N° 20.701.


- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

De la señora Contralor General de la República (S)


Da a conocer la publicación del Informe Gestión Financiera del Estado correspondiente al ejercicio contable del año 2014, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 142° de  su ley orgánica constitucional.

Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público


Da respuesta a solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de las inversiones en infraestructura que, durante el presente año, serán destinadas a las fiscalías de la Región del Bío Bío.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Envía, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2014 de esa Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Adjunta, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2014 de esa Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Remite, en virtud de lo prescrito en el artículo 52 del decreto ley  N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2014 de esa Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes, en formatos impreso y digital.


Responde solicitud de antecedentes, expedida en nombre de la Honorable Senadora señora Muñoz, relativa a la posibilidad de que la Dirección General de Aguas aplique la normativa vigente que la faculta para distribuir derechos en situación de sequía extraordinaria.


Da respuesta a solicitudes de información cursadas en nombre del Honorable Senador señor Quinteros, respecto de las materias que se enuncian a continuación:


1.- Ampliación del plazo de licitación de la rampa de pesca artesanal de Curanué y reestudio del proyecto que considere una doble calzada y la elevación de la cota de su explanada para evitar su inundación con las mareas altas.


2.- Factibilidad de que las bases de la próxima licitación de la concesión y administración del muelle artesanal de Quellón establezcan su entrega al Consejo Comunal de Pesca Artesanal de esa comuna.


3.- Priorización del proyecto Barrera de Contención de Auchac, N° DOP-ETE-ES-OO, que data del año 2012. 


4.- Conclusión de muro de contención en el sector Barrio Industrial Costero, de la comuna de Quellón, obra pendiente desde el año 2000.

De la señora Ministra de Minería


Adjunta Balances de Gestión Integral 2014, correspondientes a la Secretaría General y Administración de esa Secretaría de Estado, al Servicio Nacional de Geología y Minería y a la Comisión Chilena del Cobre, conforme lo manda el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

De la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer


Adjunta, en ejecución del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2014 del referido servicio público.

De la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes


Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor García, respecto de la aportación financiera por parte del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a las orquestas regionales.

Del señor Director Administrativo de la Presidencia de la República


Adjunta, en ejecución del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2014 de dicha repartición administrativa del Estado.

Del señor Director Nacional de Fronteras y Límites del Estado (T y P)


Envía ejemplar del Balance de Gestión Integral 2014 de ese servicio, con arreglo a lo prescrito en el  artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor Superintendente de Casinos de Juego


Adjunta Balance de Gestión Integral 2014, en cumplimiento de la exigencia contenida en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero


Remite, en ejecución del mandato contenido en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, ejemplar del Balance de Gestión Integral 2014 del referido servicio.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Atiende solicitud de información, enviada en nombre de los Honorables Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier, relativa a la coordinación de los Ministerios del Interior y Seguridad Pública, de Hacienda, de Agricultura y del Medio Ambiente en lo que se refiere a la creación de un plan de contingencia nacional de incendios forestales.

Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Chilena de Energía Nuclear


Envía, con arreglo a lo prescrito por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, ejemplar del Balance de Gestión Integral 2014, correspondiente a dicha institución.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una ley marco para la inversión extranjera directa en Chile y crea la institucionalidad respectiva (Boletín Nº 9.899-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Queda para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señor Coloma, señora Van Rysselberghe y señores Lagos, Montes y Walker, don Ignacio, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica la Ley General de Educación para incorporar en el nivel de enseñanza media contenidos de educación financiera básica (Boletín N° 10.034-04).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


De los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Coloma, Orpis, Ossandón y Pérez Varela, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica definiciones y el procedimiento de la ley que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 10.035-17).


- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.
- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Girardi pide recabar la anuencia de la Sala para que se cambie el trámite dado en su oportunidad respecto del proyecto de reforma del Reglamento del Senado que transfiere las materias de ciencia, tecnología e innovación a la Comisión de Desafíos del Futuro (Boletín    N° S 1.807-09), eximiéndolo del trámite de Comisión o determinando que sea conocido por la propia Comisión de Desafíos del Futuro.


La Sala acuerda que el asunto sea resuelto por los Comités.

- - -

A continuación, el señor Secretario General hace presente a la Sala que en la sesión del día 31 de marzo de 2015 se aprobó en general el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de distribución de causas y asuntos de jurisdicción voluntaria (Boletín N° 9.679-07), iniciativa respecto de la cual no se han presentado indicaciones en el plazo fijado para el efecto, por lo que en conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación, corresponde darla por aprobada también en particular.


Luego, el señor Presidente declara aprobado en particular el proyecto señalado, dejándose constancia de que se cuenta con el voto favorable de 26 Senadores, de un total de 36 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo único y del artículo transitorio del proyecto.

El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:


1) Sustitúyense, en el artículo 175, los incisos primero, segundo y tercero por los siguientes incisos primero y segundo, pasando el actual inciso cuarto a ser tercero:


“En las comunas o agrupaciones de comunas en donde hubiere más de un juez de letras, deberá presentarse ante la secretaría del Primer Juzgado de Letras toda demanda o gestión judicial que se iniciare y que deba conocer alguno de dichos jueces, a fin de que se designe a aquel de ellos que lo hará.


Esta designación se efectuará mediante un sistema informático idóneo, asignando a cada causa un número de orden según su naturaleza y, en todo caso, velando por una distribución equitativa entre los distintos tribunales.”.


2) Modifícase el artículo 179, en la siguiente forma:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, la frase inicial “No están sujetos a lo dispuesto en el artículo 176” por “Estarán sujetos a lo dispuesto en el artículo 176”, y la palabra “ni” por la conjunción copulativa “y”.


b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“En el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Santiago, los asuntos que tengan por objeto dar cumplimiento a resoluciones o decretos de otros juzgados y los asuntos de jurisdicción voluntaria serán distribuidos entre los cinco tribunales que estén de turno semanalmente para tal efecto.”.


c) Elimínase el inciso tercero.


Artículo transitorio.- Las enmiendas introducidas por la presente ley en el Código Orgánico de Tribunales entrarán en vigencia noventa días después de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

_________

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Universidad Estatal de la Región del Libertador General Bernardo O`Higgins y la Universidad Estatal de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología

El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.405-04 y urgencia “suma”. 

- - -


El señor Presidente pone en votación en general el proyecto, que es aprobado por 33 votos a favor.

Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Allamand, García-Huidobro, Larraín y Lagos.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 11 de mayo de 2015, a las 12:00 horas.

Al respecto, intervienen los Honorables Senadores señores Quintana, García-Huidobro, Montes, Harboe, Allamand y Prokurica y la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia. 
- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios, con informe de la Comisión de

Economía

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.069-14 y urgencia calificada de “simple”. 


Añade que el objetivo principal del proyecto es poner de cargo de la entidad acreedora el alzamiento de los gravámenes que, para seguridad de su crédito, afectan a un bien raíz, una vez extinguida la acreencia.

Destaca que la Comisión de Economía discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Tuma, Navarro, Orpis y Pizarro.
- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis, Tuma, Moreira, Harboe y Pizarro.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 31 votos a favor.

Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Araya, García, Quinteros, Coloma y Ossandón.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 1° de junio de 2015, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Economía, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo por el cual se extiende indefinidamente la duración del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América de 14 de mayo de 1992”, suscrito entre las mismas Partes, por cambio de notas, de fechas 15 y 29 de junio de 2011, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 9.561-10.

Agrega que el objetivo de la iniciativa es extender indefinidamente la vigencia del señalado Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica.

Resalta que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro, en los mismos términos que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


La Mesa pone en discusión el proyecto de acuerdo, en general y en particular, y otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor García-Huidobro.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, se aprueba, en general y en particular, por 18 votos a favor.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Coloma, García, García-Huidobro, Harboe, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.
- - -


Terminada la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señora Muñoz y señores De Urresti, Girardi, Horvath y Rossi.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo por el cual se extiende indefinidamente la duración del Acuerdo Básico de Cooperación Científica y Tecnológica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América de 14 de mayo de 1992”, suscrito entre las mismas Partes, por cambio de notas, de fechas 15 y 29 de junio de 2011.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con segundo informe de las Comisiones de Agricultura y Salud, unidas
El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene los Boletines N°s 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos. 


Añade que en la sesión del día 7 de abril recién pasado, se solicitó segunda discusión de esta iniciativa. En la misma oportunidad, un Comité pidió votación separada de todas las disposiciones del proyecto.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Moreira, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, solicita aplazamiento de la votación en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 135 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Queda pendiente este asunto.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, García-Huidobro, Guillier, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros y Tuma, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -

Ofrecida la palabra, ningún Comité hace uso de ella.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S

1

PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS DERECHOS HUMANOS RELATIVO AL ESTABLECIMIENTO DE UNA OFICINA REGIONAL PARA AMÉRICA DEL SUR EN CHILE Y EL ACUERDO INTERPRETATIVO REFERIDO A LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO VI DE ESTE

(9.897-10)


Oficio Nº 11.897


VALPARAÍSO, 13 de mayo de 2015

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el  acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos relativo al establecimiento de una Oficina Regional para América del Sur en Chile y el Acuerdo Interpretativo referido a la aplicación del artículo VI de éste, correspondiente al boletín N°9897-10, del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.-
 Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos relativo al establecimiento de una oficina regional para América del Sur en Chile, suscrito en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América, el 23 de septiembre de 2009; y el Acuerdo Interpretativo referido a la aplicación del Artículo VI de este, celebrado entre las mismas Partes, por cambio de notas de 24 de septiembre de 2014 en Santiago de Chile, y de 20 de octubre de 2014 en Ginebra, Suiza.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA SEÑORA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE UN AÑO, LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS MILITARES NACIONALES EN HAITÍ

(S 1.809-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca de la solicitud de S. E. la señora Presidenta de la República, cuyo objetivo es que el Senado dé su acuerdo para prorrogar la permanencia de tropas nacionales en Haití, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), por el plazo de un año.





La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 5 de mayo del año en curso, que el proyecto fuera conocido por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

- - -





Cabe destacar que S.E. la señora Presidenta de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.
- - -





Asistieron, especialmente invitados a la sesión en que se discutió esta solicitud, del Ministerio de Defensa Nacional: el Ministro, señor José Antonio Gómez; el Subsecretario de Defensa, señor Marcos Robledo; el Jefe del Estado Mayor Conjunto, Vicealmirante señor José Miguel Romero; el Jefe de Operaciones de Paz del Estado Mayor Conjunto, Coronel señor Luis Hernández; el Director de Finanzas del Estado Mayor Conjunto, Coronel de Aviación señor Mauricio García; el Jefe del Departamento de Cooperación Internacional, de la Subsecretaría de Defensa, señor Rodolfo González; el Asesor en Operaciones de Paz de la Subsecretaría de Defensa, señor Luis Doñas; el Asesor en Operaciones Internacionales, de la Subsecretaría de Defensa, señor Valentín Segura; la Asesora Jurídica del Ministro de Defensa Nacional, señora Paulina Vodanovic, y la Jefa de Gabinete del Subsecretario de Defensa, señora Carola Muñoz.





Asimismo, concurrió del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; el Director Jurídico, señor Claudio Troncoso, el Primer Secretario del Servicio Exteriores, señor Fernando Salas, y el Segundo Secretario, señor Guillermo Bittelman.

- - -

ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República.- Señala Su Excelencia, que nuestro país participa activamente en Operaciones de Paz bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas, en cumplimiento de su Política Nacional de Participación en Operaciones de Paz y dentro del marco jurídico dispuesto por la ley N° 19.067, modificada por la ley N° 20.297, que establece normas permanentes sobre la entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo; por el decreto N° 75, de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que Crea la Comisión Interministerial de Operaciones de Paz; y por las demás normas aplicables.





Agrega que, mediante la Resolución S/RES/2180, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de su Carta, prorrogó el mandato de la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), a que se refieren sus resoluciones 2119 (2013), 2070 (2012), 2012 (2011), 1944 (2010), 1927 (2010), 1908 (2010), 1892 (2009), 1840 (2008), 1780 (2007), 1743 (2007), 1702 (2006), 1608 (2005), y 1542 (2004); reafirmando el compromiso de la Organización con la solución política de la crisis haitiana, preservando la soberanía e integridad territorial de ese país.





Luego, recuerda que el Senado de la República autorizó al Ejecutivo la permanencia de tropas chilenas en Haití, por el periodo de un año, a contar del 1 de junio del 2014, lo que se comunicó mediante el Oficio N° 458/SEC/14.




El Ejecutivo destaca que la labor del componente militar, destinada a promover un entorno seguro y estable para las tareas de estabilización y reconstrucción de Haití, se materializa en el marco de un esfuerzo multinacional en el que la participación de nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto por parte de las autoridades haitianas como de las Naciones Unidas. Esta labor ha redundado, a la vez, en un fortalecimiento de las capacidades operativas y logísticas de la Defensa Nacional.




Asimismo, señala que debe considerarse que la MINUSTAH se encuentra en un período de reconfiguración de su componente militar, que estará marcado por una reducción sustantiva de los medios militares de la Misión y la implementación de una estrategia de salida, lo que ha planteado nuevos escenarios para el período 2015-2016. Dicha estrategia de salida está definida por la ejecución completa del calendario electoral y la asunción de un nuevo gobierno democrático, tras lo que se produciría la salida del contingente militar internacional en una fecha a definir durante el año 2016.




Sin perjuicio de ello, deben tenerse a la vista los acuerdos alcanzados en el seno de las Naciones Unidas, en cuanto a la necesidad de mantener la presencia de fuerzas internacionales en Haití para proteger los avances obtenidos, en el entendido de que una transformación de la Misión, sin la protección adecuada, puede comprometer los logros alcanzados y que, en el contexto de la realización de elecciones, con un volumen reducido de fuerza es necesario garantizar la protección de las fuerzas de las Naciones Unidas.




También recuerda que desde el año 2013 se ha iniciado un proceso de reducción del contingente nacional en la MINUSTAH, bajo el concepto de un retiro gradual, cooperativo y responsable. En este contexto, y en el marco de la reconfiguración general de la Misión, se ha dispuesto el repliegue de la Compañía de Ingenieros Chile-Ecuador a partir de abril de 2015, actividad que ya se ha concretado. Asimismo, en junio de 2015, se producirá el retiro de dos de las cuatro aeronaves de la Unidad de Helicópteros que la Fuerza Aérea mantiene en la MINUSTAH.





Añade que, en forma coadyuvante a lo anterior, Chile ha desarrollado una estrategia de participación combinada con países amigos de Centroamérica, lo que ha significado un impulso a la cooperación en materias de seguridad y defensa con países de esa región.




De manera similar, expresa que resulta importante destacar que nuestro país ha sido elegido por las Naciones Unidas para acompañar esta última etapa de la MINUSTAH. La decisión del Ejecutivo de aceptar este mandato se fundamenta en una visión nacional y regional sobre la necesidad de apoyar al Gobierno de Haití para que puedan completarse los procesos electorales previstos para el año 2015, contribuyendo así a la normalización democrática de ese país. Consecuentemente, la presente prórroga de la permanencia de tropas y medíos nacionales en la MINUSTAH tiene como fin cubrir el período que concluye con la asunción en el año 2016 del nuevo gobierno democráticamente electo, tras lo que comenzarán los procedimientos para el retiro del personal militar de Chile integrado a la Misión.




A continuación, precisa que corresponde tener a la vista que, con fecha lunes 13 de abril de 2015, ha debido lamentarse el fallecimiento del Sargento 2° de la Armada, Rodrigo Sanhueza, de dotación del Batallón Chile, tras un ataque registrado en las proximidades de la ciudad de Ouanaminthe. Frente a este hecho, Chile ha exigido a las Naciones Unidas y al Gobierno de Haití que se realice una investigación efectiva y se sancione a los responsables. A la vez, ha demandado a la MINUSTAH que se adopten los resguardos apropiados para la protección de la fuerza.




Por las razones anteriormente señaladas, estimándose fundamental continuar con la participación de Chile en la fase final de la MINUSTAH, y de conformidad con las normas constitucionales y legales pertinentes, solicita el acuerdo del Honorable Senado de la Republica para prorrogar la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití por el plazo de un año, de acuerdo con los antecedentes y fundamentos que se acompañan, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 9°, inciso segundo, de la ley N° 19.067.





2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones y antecedentes:





a) Artículo 53, N° 5), de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.





Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.





b) Ley N° 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.




c) Ley N° 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz.




d) Resolución Nº 1529 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, de febrero de 2004, que crea la Fuerza Multinacional Provisional. Por oficio Nº 222, de fecha 1 de marzo de 2004, S.E. el Presidente de la República solicitó la autorización para salida de tropas, por un plazo de noventa días renovables. El Senado autorizó la salida de tropas en sesión de fecha 2 de marzo de 2004, lo que comunicó mediante el oficio N° 23.422, de la misma fecha.





e) Resolución N° 1542 del Consejo de Seguridad, de 30 de abril de 2004 que crea la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití, MINUSTAH, entidad que sucederá a la Fuerza Multinacional Provisional (FMP). Mediante el oficio Nº 542, de fecha 11 de mayo de 2004, S.E. el Presidente de la República solicitó la prórroga de la autorización. Al respecto, el Senado autorizó la extensión de la autorización, por seis meses prorrogables, lo que comunicó mediante oficio N° 23.752, de 19 de mayo de 2004.





f) Oficio N° 21.759 del señor Ministro de Relaciones Exteriores, en que comunicó que, con fecha 29 de noviembre de 2004, se dictó la Resolución Nº 1576 del Consejo de Seguridad, que prorroga el mandato de la MINUSTAH, hasta el 1 de junio de 2005 con la intención de renovarlo por nuevos plazos. El Senado autorizó dicha prórroga en sesión del día 30 de noviembre de 2004, lo que se comunicó por oficio N° 24.398 de 1 de diciembre de 2004.





g) Oficio Nº 502, de fecha 9 de mayo de 2005, de S.E. el Presidente de la República en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por seis meses prorrogables por un nuevo periodo de seis meses, lo que comunicó mediante oficio N° 25.294, de 18 de mayo de 2005.





h) Resolución Nº 1608 de 14 de febrero de 2006, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de agosto de 2006.





i) Oficio N° 341, de 3 de mayo de 2006, de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual requiere el acuerdo del Honorable Senado para prorrogar la autorización concedida para la salida de tropas nacionales del territorio de la República, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), por un nuevo período de seis meses. El Senado accedió a dicha solicitud y lo comunicó mediante oficio N° 26.980, de 17 de mayo de 2006.





j) Resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas Nº 1702, de 15 de agosto de 2006, en la que decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1.542 (2004) y 1.608 (2005), hasta el 15 de febrero de 2007, con la intención de renovarlo por períodos sucesivos.





k) Oficio N° 1.499, de 21 de noviembre de 2006, de S.E. el señor Vicepresidente de la República en el que solicita la prórroga de la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití, concedida hasta el 1° de diciembre de 2006, por un nuevo plazo de seis meses, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH). Mediante oficio Nº 28.732, de 29 de noviembre de 2006, el Honorable Senado, da cuenta del acuerdo para autorizar la prórroga.




l) Resolución Nº 1743, de 15 de febrero de 2007, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de octubre de 2007, con la intención de prorrogarlo por periodos sucesivos.





m) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 463, de 11 de abril de 2007, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº 422/SEC/07, de 16 de mayo de 2007.





n) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1780, de 15 de octubre de 2007, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1.542 (2004), 1.608 (2005), 1.702 (2006), y 1.743 (2007), hasta el 15 de octubre de 2008, con la intención de renovarlo nuevamente”.






ñ) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 499, de 24 de abril de 2008, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº 574/SEC/08, de 20 de mayo de 2008.





o) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1840, de 14 de octubre de 2008, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007) y 1780 (2007), hasta el 15 de octubre de 2009, con la intención de renovarlo nuevamente”.






p) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 448 de 16 de abril de 2009, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº 370/SEC/09, de 13 de mayo de 2009.





q) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1892, de 13 de octubre de 2009, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007) y 1892 (2009), hasta el 13 de octubre de 2010, con la intención de renovarlo nuevamente”.






r) Oficio de S. E. el señor Presidente de la República, Nº 564, de 29 de abril de 2010, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº 342/SEC/10, de 19 de mayo de 2010.





s) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1944, de 14 de octubre de 2010, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007) y 1892 (2009), 1908 y 1927 (2010) hasta el 15 de octubre de 2011, con la intención de renovarlo nuevamente”.






t) Oficio de S. E. el señor Presidente de la República, Nº 553, de 2 de mayo de 2011, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión, por el período de un año, a contar del 1° de junio de 2011, lo que se comunicó mediante oficio N° 716/SEC/11, de 17 de mayo de 2011.






u) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 2012, de 14 de octubre de 2011, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH.






v) Oficio de S. E. el señor Presidente de la República, Nº 630, de 24 de abril de 2012, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión, por el período de un año, a contar del 1° de junio de 2012, lo que se comunicó mediante oficio N° 539/SEC/12, de 22 de mayo de 2012.






w) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 2070, de 12 de octubre de 2012, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH.






x) Oficio de S. E. el señor Presidente de la República, Nº 554, de 8 de mayo de 2013, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión, por el período de un año, a contar del 1° de junio de 2013, lo que se comunicó mediante oficio N° 421/SEC/13, de 22 de mayo de 2013.






y) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 2119, de 10 de octubre de 2013, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH.





z) Oficio de S. E. el señor Presidente de la República, Nº 721, de 30 de abril de 2014, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión, por el período de un año, a contar del 1° de junio de 2013, lo que se comunicó mediante oficio N° 458/SEC/14, de 14 de mayo de 2014.




Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 2180, de 14 de octubre de 2014, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH.





3) Informe presentado por el Gobierno sobre la renovación del mandato en Haití.- En conformidad a las disposiciones de la ley N° 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz, se reproduce a continuación el informe con los fundamentos para la renovación del mandato en Haití.

“FUNDAMENTOS PARA LA RENOVACIÓN DEL MANDATO EN HAITÍ

(En conformidad a lo dispuesto por el Título II, párrafo 2º de la Ley 19.067)





I. Exposición del mandato de la Organización de las Naciones Unidas





II. Explicitación de los objetivos perseguidos y del modo en que el interés nacional o la seguridad de la Nación se ven involucrados





III. Plazo por el que se hace la solicitud





IV. Exposición de las normas de empleo de la  fuerza en el marco del mandato





V. Descripción de las tropas desplegadas





VI. Organización del mando del contingente nacional y soporte logístico





VII. Estimación global del costo financiero de la  participación nacional en la operación, incluidas las donaciones en dinero o especies a ser realizadas en la misión de paz y las fuentes de su financiamiento
ANEXOS




“A”
Resoluciones del Consejo de Seguridad de la O.N.U.





“B”
Política Nacional para la Participación del Estado de Chile en Operaciones de Paz.





“C”
Despliegue de las Fuerzas.





“D”
Organigrama del Mando y Control Nacional.





“E”
Material y Equipo.





“F”
Situación Financiera.

- - -




I. EXPOSICIÓN DEL MANDATO DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS




La Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) fue establecida por la Resolución 1542 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas del 30 de abril de 2004. Se constituyó para continuar con la labor iniciada por la Fuerza Multinacional Interina para Haití (MIFH), desplegada en febrero de 2004, a raíz de la grave crisis institucional sufrida por ese país.




En términos generales, la Resolución 1542 y los mandatos sucesivos disponen acciones en cuatro ámbitos:




- Promover un entorno seguro y estable.





Restablecer y mantener el estado de derecho, la seguridad pública y el orden público.




Proteger al personal, los servicios, las instalaciones y el equipo de las Naciones Unidas, la seguridad y libertad de circulación de su personal.




Proteger a los civiles y contribuir a la estabilidad del país.




Supervisión, reestructuración y reforma de la Policía Nacional de Haití.




- Proceso político y desarrollo institucional.




Apoyar el proceso constitucional y político, fomentar los principios del gobierno democrático y el desarrollo institucional.




Ayudar al proceso de diálogo y reconciliación nacional.




Cooperar en la organización y supervisión de elecciones municipales, parlamentarias y presidenciales.




- Derechos Humanos.




Promover y proteger los derechos humanos, particularmente los de las mujeres y los niños.




Vigilar la situación de los derechos humanos.




- Promoción del desarrollo económico y social.




Insta a los Estados Miembros, órganos de Naciones Unidas, organizaciones internacionales, instituciones financieras internacionales y ONGs a contribuir en la promoción del desarrollo social y económico de Haití.





La Resolución 2180, aprobada por el Consejo de Seguridad el 14 de octubre de 2014, constituye el último mandato entregado a la misión a la fecha. En ella se reconoce que la situación general de la seguridad, se ha mantenido relativamente estable y mejoró en cierta medida desde la aprobación de la resolución 2119 (2013), lo cual ha permitido que la MINUSTAH siga reduciendo la dotación de efectivos y adaptando su configuración sin menoscabar la seguridad y estabilidad de Haití y reconociendo la importancia de que las decisiones que se adopten con respecto al futuro de la MINUSTAH, estas guarden relación con la seguridad y se basen en las condiciones existentes (texto completo en Anexo A).




En términos generales, la resolución establece lo siguiente:





- Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), hasta la resolución 2180 del 14 de octubre del 2014, que vence en octubre del año 2015, con la intención de renovarlo posteriormente.




- Decide que la dotación general de la MINUSTAH se reduzca hasta 2.370 efectivos y un componente de policía de hasta 2.601 hombres, según lo recomendado por el Secretario General quien exhorta a que se asegure de que se mantenga en el país una dotación cercana a la dotación actual hasta que presente su próximo informe al Consejo y a que alerte en ese informe de cualquier cambio importante de la situación.




- Afirma que los ajustes en la configuración de la fuerza, deberán basarse en la situación sobre el terreno y ser compatibles con la capacidad de la MINUSTAH de mantener la seguridad en el contexto de las inminentes elecciones parlamentarias y locales, así como las elecciones presidenciales de 2015, teniendo en cuenta la importancia de mantener un entorno seguro y estable y el impacto de la realidad política y social en la estabilidad y seguridad de Haití, el desarrollo cada vez mayor de la capacidad estatal de Haití, en particular el fortalecimiento de la PNH y exhorta a la MINUSTAH a que mantenga su capacidad de desplegar contingentes en todo el país en forma rápida, incluidos activos aéreos adecuados.




- Afirma su compromiso de tomar medidas en cualquier momento para adaptar el mandato y la dotación de la MINUSTAH ante un cambio de las condiciones de Haití, si ello fuera necesario para preservar los progresos que ha hecho Haití hacia la seguridad y la estabilidad duradera.




- Insta encarecidamente a las autoridades políticas de Haití a que cooperen entre sí y sin más demora para asegurar la celebración urgente de elecciones legislativas, parciales al Senado, municipales y locales libres, limpias, inclusivas y transparentes, incluidas las que deberían haberse llevado a cabo hace tiempo, de conformidad con la Constitución de Haití, a fin de garantizar el funcionamiento continuado de la Asamblea Nacional y otros órganos electivos.




- Reafirma que Haití se encuentra en una importante encrucijada de la consolidación de la estabilidad y la democracia y que el diálogo y el compromiso de sus dirigentes políticos y otras partes interesadas es fundamental para consolidar los avances logrados en los últimos años, a fin de que Haití se sitúe firmemente en el camino hacia la estabilidad duradera y el desarrollo económico y hacer posible que los haitianos asuman responsabilidades aún mayores en este sentido.




- Reafirma que, en el marco de la mejora del estado de derecho en Haití, es indispensable fortalecer la capacidad  de la PNH para que el Gobierno asuma plena y oportunamente la responsabilidad de las necesidades del país en materia de seguridad, lo cual es fundamental para la estabilidad general y el futuro desarrollo de Haití.




II. EXPLICITACIÓN DE LOS OBJETIVOS PERSEGUIDOS Y DEL MODO EN QUE EL INTERÉS NACIONAL O LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN SE VEN INVOLUCRADOS





1. Antecedentes Generales





El periodo cubierto por el presente informe se ha caracterizado por dos elementos que han generado un nuevo escenario para la MINUSTAH. En primer lugar, a finales de 2014 se produjo un estancamiento del proceso político entre el Ejecutivo y el Legislativo, que derivó en que el Parlamento haitiano entrara una condición de inoperatividad al no poder convocarse las pospuestas elecciones parlamentarias y locales. El Presidente Michel Martelly ha acordado con la oposición un calendario de elecciones para 2015, no obstante lo cual se advierte un incremento de la violencia por motivación política.




Un segundo elemento destacable es el proceso de reconfiguración del componente militar de MINUSTAH, a partir de lo dispuesto en la resolución 2.180 del Consejo de Seguridad, lo que significará que a junio de 2015 la fuerza militar se reduzca a menos de la mitad. Esto ha significado una aceleración del ritmo de reducción más allá de lo previsto originalmente por el Plan de Consolidación de MINUSTAH. En los hechos, el Consejo de Seguridad ya ha esbozado la estrategia de salida del componente militar al proponer 2016 como fecha para el retiro de las tropas.





Chile ha sido elegido para acompañar esta última etapa de la MINUSTAH. La decisión de Chile de aceptar este mandato se fundamenta en la necesidad de apoyar al Gobierno de Haití para que puedan completarse los procesos electorales previstos para este año, contribuyendo así a la normalización democrática de ese país.





Durante este periodo, el Ministro de Defensa, junto al Subsecretario de Relaciones Exteriores, el Jefe de Estado Mayor Conjunto, el Jefe de Relaciones Internacionales de la Subsecretaría de Defensa y el Subjefe del Estado Mayor Conjunto, efectuaron una visita a Haití para celebrar la llegada del Año Nuevo junto a las tropas y sostener entrevistas con autoridades del gobierno de Haití y MINUSTAH. Asimismo, entre el 12 y el 14 de abril, el Subsecretario de Defensa y el Comandante en Jefe del Ejército hicieron una visita a Haití para presidir la ceremonia de cese de funciones de la Compañía Combinada de Ingenieros Chile-Ecuador, ocasión en la que sostuvieron reuniones informativas con autoridades haitianas y con la MINUSTAH.




En el periodo informado ha debido lamentarse el fallecimiento del Sargento 2º de la Armada, Rodrigo Sanhueza, de dotación del Batallón Chile, tras un ataque registrado en las proximidades de la ciudad de Ouanaminthe. Frente a esta hecho, Chile ha exigido a Naciones Unidas y el gobierno de Haití que se realice una investigación efectiva y se sancione a los responsables. A la vez, ha demandado a MINUSTAH que se adopten resguardos apropiados para la protección de la fuerza.





2. Fundamentos para la Renovación del Mandato




2.1 Objetivos perseguidos




Las medidas adoptadas por el Consejo de Seguridad y el Secretariado de las Naciones Unidas indican que se ha abierto una nueva etapa para la MINUSTAH, que estará marcada por una reducción sustantiva de los medios militares de la misión y la implementación de una estrategia de salida. La estrategia de salida está definida por la ejecución completa del calendario electoral y la asunción de un nuevo gobierno democrático, tras lo cual se produciría la salida del contingente militar internacional en fecha a definir durante 2016, dejando una misión de apoyo policial y civil.





Pese a lo anterior, las autoridades de MINUSTAH y del DPKO coinciden en que por el momento la situación de seguridad de Haití aconseja que se mantenga el apoyo de seguridad de los contingentes militares y policiales de la ONU a la Policía Nacional de Haití.





Naciones Unidas a través de su Secretario General Adjunto para Operaciones de Paz, ha solicitado a Chile acompañar esta última etapa de la MINUSTAH. Esta última fase corresponde al periodo comprendido entre la reconfiguración de la Misión -a partir del 1 de julio de 2015- y la asunción del nuevo presidente de la Republica de Haití, en 2016.





Esta solicitud del Secretario General de la ONU, Embajador Mr. Hervé Ladsous, se fundamenta en el hecho de que Chile es un referente histórico en la misión, al ser el primer país que se desplegó en Haití el año 2004 -inicialmente en la Fuerzas Multinacional para Haití (MIFH)-. Asimismo, se tomó nota de que durante 2014 y 2015 nuestro país ha sido un importante referente en el impulso al logro de los objetivos políticos de la MINUSTAH. Chile actualmente es un miembro no permanente del Consejo de Seguridad de la ONU, lo implica una expectativa de mayor asertividad en materia de seguridad y paz internacionales. En términos operacionales, las tropas chilenas han logrado obtener un alto prestigio entre la población haitiana local y con las autoridades de Naciones Unidas, en razón de su desempeño profesional la posición estratégica del Departamento Norte de la Isla, lo cual no fue un logro común de todos los contingentes internacionales. Por estas razones, Chile es visto por el DPKO y la comunidad internacional como un país líder a nivel regional respecto de la contribución a la paz en Haití y en la región.




En el contexto de este proceso, Naciones Unidas solicitó a Argentina retirar la totalidad de sus medios de infantería –dejando solo un hospital de campaña- y Uruguay dejará un batallón en colaboración con el Perú. A la vez, Sri Lanka retirará sus 850 efectivos y Brasil reducirá sus dos batallones a uno.





La presencia histórica de Chile en la MINUSTAH le ha valido detentar el cargo de Representante Especial del Secretario General en dos oportunidades, y cuatro rotaciones de oficiales generales como Segundo Comandante de la Fuerza, lo que pone de manifiesto el nivel de compromiso y el capital político que Chile ha invertido en viabilizar el proceso de estabilización de Haití. En razón de la existencia de un cronograma claro para los procesos electorales, se ha estimado que se debe acompañar a la misión y no generar un impasse en su etapa final. Asimismo, la decisión del Ejecutivo de aceptar este mandato se fundamenta en una visión nacional y regional sobre la necesidad de apoyar al Gobierno de Haití para que puedan completarse los procesos electorales previstos para este año, contribuyendo así a la normalización democrática de ese país. Este consenso ha sido expresado en Naciones Unidas, la Organización de Estados Americanos y UNASUR.





Asimismo, existe un consenso en cuanto a los riesgos de no proporcionar una cobertura de seguridad suficiente al proceso político, lo que puede redundar en retrocesos en el proceso o retrasos en la ejecución del calendario electoral. En particular, un repliegue prematuro de Chile, implicaría crear un vacío operacional en el segundo núcleo demográfico de Haití, lo que pondría a la ONU y al Gobierno haitiano en una situación difícil desde el punto de vista de la seguridad.




Por las razones previamente expuestas, 2015 debe entenderse como el periodo de implementación de la estrategia de salida, la que, de completarse el calendario electoral y bajo condiciones de seguridad aceptables, debiera significar la salida completa de las tropas en 2016.





2.2 Consistencia con las prioridades, principios e intereses de la Política Exterior.




La participación de Chile en MINUSTAH representa un compromiso concreto de Chile con la solidaridad regional e internacional, así como con la cooperación con el sistema de Naciones Unidas para preservar la paz y seguridad internacionales, contribuyendo asimismo a posicionarlo en la región latinoamericana como un actor relevante. Cabe destacar que el Secretario General ha encargado en dos ocasiones la dirección política de MINUSTAH a funcionarios chilenos, y se ha solicitado la permanencia de un oficial general chileno como Segundo Comandante de la Fuerza durante el periodo de reconfiguración de la misión. Lo anterior es indicativo de la responsabilidad que se le ha entregado a Chile respecto de esta misión y del liderazgo que el país ha ejercido.





Para Chile, el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales tiene un valor intrínseco, pues guarda relación con valores, principios e intereses nacionales de carácter permanente, como son el respeto del derecho internacional, la solución pacífica de controversias, la promoción de los derechos humanos y el impulso a las  instituciones multilaterales como forma de dar gobernabilidad al sistema internacional.




Cabe destacar asimismo el compromiso de Chile y su Política Exterior con la “Responsabilidad de Cooperar”, expresado en la adhesión y participación activa en distintas instancias multilaterales, tanto a nivel global como regional. Este concepto prescribe que una aproximación cooperativa, con una mirada amplia, resulta fundamental a la hora de abordar los riesgos de alcance global. Ningún miembro de la comunidad internacional deseoso de promover la paz, la seguridad y el bien común debe eludir esa responsabilidad.




Finalmente, la participación en MINUSTAH y el apoyo al proceso democrático en Haití son reflejo de la prioridad que la Política Exterior atribuye al espacio regional y Latinoamérica en general.





2.3 Consideraciones del entorno regional.





MINUSTAH ha propiciado la construcción de un espacio político de diálogo y concertación entre los países latinoamericanos que la integran. En este sentido, Chile participa activamente en la mayoría de los diferentes foros multilaterales con Haití y MINUSTAH, como el Grupo de Amigos de Haití, Grupo Consultivo Ad-Hoc del ECOSOC para Haití, Grupo de Amigos en la OEA y el Mecanismo de Consultas 2x9. Esta participación permite a nuestro país tener un nivel de interlocución importante frente a las decisiones que se adoptan a través de estos espacios respecto de Haití.





En este marco, debe considerarse que después de junio de 2015, la MINUSTAH pasará a ser una misión casi íntegramente latinoamericana, por lo que es esperable que se preserven los espacios de concertación política regional respecto del proceso político haitiano y la labor de la MINUSTAH. Debe recordarse que el Consejo Permanente de la OEA expresó su apoyo al gobierno de Haití en sus intentos por destrabar el calendario electoral. Asimismo, el Grupo de Amigo de Haití en la ONU, en el que participan actores regionales clave, continuará jugando un papel sustantivo en los procedimientos y negociaciones que se lleven a cabo para definir los mandatos de la misión.





La participación de Chile en MINUSTAH ha servido también al propósito de ampliar la cooperación militar con Centroamérica, cuyo epítome es el exitoso trabajo realizado con El Salvador y Honduras para el ingreso de contingentes  militares de esos países como parte del  Batallón Chile, actualmente desplegado en Haití.





2.4 Beneficios para las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad.





Desde la perspectiva de la Defensa y de la capacidad profesional de las fuerzas armadas, la MINUSTAH ha representado un escenario eficaz para capacitar a militares y policías chilenos en un escenario de conflicto real, bajo condiciones aplicables al fenómeno de las amenazas asimétricas.





En este contexto, los efectivos nacionales reciben entrenamiento bajo estándar ONU, asimilable al estándar OTAN. Asimismo, su nivel de alistamiento es reforzado mediante el desempeño permanente en operaciones bajo condiciones reales y sus capacidades de interoperabilidad con otras fuerzas armadas se han reforzado, mediante la interacción permanente en un ambiente multinacional. Debe considerarse que el costo logístico de estas actividades que contribuyen a la preparación de las FF.AA. es de cargo de Naciones Unidas.





Especialmente importante ha sido la experiencia conjunta desarrollada en la MINUSTAH, la primera en la cual unidades de las tres ramas de las Fuerzas Armadas han operado bajo un mando común y una logística unificada. De igual modo, las lecciones aprendidas por Chile en la Misión ha significado una experiencia altamente valiosa para mejorar cualitativamente la reglamentación interna, la logística del material empleado, y la doctrina de las fuerzas armadas y de orden de nuestro país.





De particular valor en este periodo ha resultado la necesidad de ejecutar logística inversa –retiro de tropas y unidades- en operaciones internacionales, debido a la reconfiguración de la fuerza militar. Esto ha significado la oportunidad de poner en práctica capacidades y establecer procedimientos que de otro modo no sería factible desarrollar, lo que representa un ganancial para las capacidades logísticas de la Defensa Nacional.





Respecto de capacidades específicas, el servicio en Haití le significa a las unidades de helicópteros un incremento significativo de horas de vuelo de los pilotos, de 8 horas mensuales promedio en Chile, a 30 horas promedio mensuales en Haití, en vuelos diurnos y nocturnos, bajo diferentes condiciones climáticas.





A la vez, MINUSTAH ha tenido un impacto significativo en el desarrollo de mecanismos de cooperación internacional en el marco de la Defensa. A modo de ejemplo, el trabajo llevado a cabo por la recientemente repatriada Compañía Combinada de Ingenieros Chile-Ecuador, integrada desde junio de 2004 a la Misión, representó un esfuerzo novel en la región suramericana para mancomunar la voluntad de dos Estados y sus instituciones de defensa en pos de contribuir al resguardo, consolidación y protección de la paz en un país hermano. Esta iniciativa marcó un punto de inflexión en la región, que en el caso de Chile se tradujo también en la colaboración con El Salvador y Honduras, los cuales en 2013 y 2014, respectivamente, se incorporaron al Batallón Chile en MINUSTAH.





El efecto objetivo de esta realidad es un mejoramiento de los estándares de entrenamiento y alistamiento de las FF.AA. chilenas, situación que ha tenido una evaluación empírica a través de la participación de las Fuerzas Armadas y la Fuerza de Orden y Seguridad en situaciones de emergencia a nivel nacional, en las cuales se han empleado experiencias y capacidades adquiridas en las operaciones en Haití.




Se adjunta anexo “B” la Política Nacional para participar en OPAZ.




3. Acciones en Desarrollo.




3.1 Reconfiguración del componente militar de MINUSTAH.





Como se informara en mayo de 2014 al Senado, el 10 de octubre de 2013 el Consejo de Seguridad aprobó la Resolución 2.119, en que dio curso al Plan de Consolidación de MINUSTAH. En ella se dispuso la disminución del componente militar de la misión desde 6.270 a 5.021 tropas. Asimismo, se mantuvo el contingente policial 2.601 efectivos y se ratificó el plan de incremento de la Policía Haitiana, que al 2016 contaría con 15.000 efectivos.




En razón del mejoramiento de las condiciones de seguridad y por presiones surgidas del C.S., se aceleraron los estudios para la transformación de la Misión a principios de 2014. El DPKO propuso cinco alternativas. De ellas, sólo las Opciones 4 y 5 consideraban fuerzas militares.





A solicitud de MINUSTAH, se elaboró una versión intermedia, la Opción 4.5, que contemplaba la reducción del contingente de 5.021 a 2.370 efectivos (de cinco a dos batallones). Esta opción, que asomó como la preferida del DPKO y algunos miembros permanentes del Consejo de Seguridad, despertó inquietud en los contribuyentes latinoamericanos, por considerarse prematura en vista de las condiciones del proceso político y la necesidad de resguardar al menos dos procesos eleccionarios.




La resolución 2.180 de octubre de 2014 consagró esta opción de disminución de contingente y determinó que la dotación militar a partir de marzo de 2015 será de 2.370 efectivos y un componente policial de hasta 2.601 efectivos. El documento dispuso que los ajustes de la configuración de la fuerza deberán basarse en la situación sobre el terreno y ser compatibles con la capacidad de la MINUSTAH de mantener la seguridad en el contexto de las elecciones de 2015. Asimismo, el Consejo de Seguridad resaltó la relevancia fundamental de que se completen los procesos electorales pendientes. El Consejo de Seguridad se comprometió a revisar la situación de Haití en marzo de 2015, a partir de la emisión del informe de la Jefa de la MINUSTAH.




Entre el 13 y el 16 de febrero, una misión del Consejo de Seguridad –presidida por Chile- concurrió a Haití para evaluar la situación en el terreno. Asimismo, el 4 de marzo el Secretario General emitió un nuevo informe de situación de la MINUSTAH. Ninguno de estos eventos significó un cambio en las previsiones para la reducción del contingente militar.





En conformidad con la Resolución 2180, el Departamento de Operaciones de Paz de la ONU (DPKO, sigla en inglés) comenzó en noviembre la planificación de la reestructuración de la MINUSTAH para 2015.




El concepto inicial desarrollado por el DPKO fue el siguiente:




- Un Cuartel General en Puerto Príncipe con los siguientes medios de apoyo: Compañía de Ingenieros, Hospital Nivel II, Compañía de Policía Militar, Compañía de Seguridad, Grupo de Aviación




- Dos Batallones de Infantería de 850 efectivos c/u.




Uno en Puerto Príncipe bajo mando brasileño.




Uno en Cabo Haitiano bajo mando chileno (integrado por fuerzas chilenas, uruguayas, peruanas, hondureñas y salvadoreñas).





- La propuesta supone que cada Batallón desarrollará capacidades de despliegue rápido y que todos los países levantaran las restricciones impuestas a sus contingentes, de modo que pudieran operar en toda la isla y no solo en sus áreas asignadas.




A mediados de diciembre Uruguay comunicó que mantendría 250 efectivos propios y que los 160 efectivos restantes serían aportados por el Perú, situación a la que éste último ya había accedido.





El 16 de enero se comunicó que el DPKO estaba generando una nueva propuesta para el sector norte, la cual ya no consideraba un mando unificado, sino dos batallones independientes, liderados por Chile y Uruguay, respectivamente. La propuesta fue aceptada por el Estado Mayor Conjunto de Chile (EMCO), pues significaba una menor complejidad operativa.




En consonancia con la previsión de rotar algunos contingentes, en enero se efectuó una racionalización del componente militar. Como resultado, al 18 de febrero de 2015 el componente militar ascendía a 4.615 efectivos.





Asimismo, la segunda semana de abril el DPKO informó oficialmente que se preveía una reconfiguración de la flota de helicópteros, la que incluiría tres helicópteros militares medianos de transporte MI17 y dos helicópteros UH-1H.




En términos generales, Naciones Unidas ha previsto que en mayo se retire la unidad aérea argentina (47 efectivos, 2 helicópteros) y el Batallón Argentino de Infantería (450 efectivos). Se debe destacar que Argentina no fue consultada sobre su permanencia, sino que le fue comunicada una decisión operacional unilateral por parte del DPKO.





En cuanto a Brasil, se le ha solicitado retirar un batallón liviano de 350 hombres en junio, permaneciendo un batallón reforzado de 850 efectivos en Puerto Príncipe. A la vez, retirará un pelotón de ingenieros de 57 efectivos, manteniendo una compañía de ingenieros de 120 efectivos.




También se dispuso que en junio se retirara una compañía de infantería de Bolivia de 205 soldados, así como una compañía de ingenieros de Paraguay (81 efectivos).





En junio el Perú retirará su batallón de 366 efectivos, los que serán reemplazados por 250 hombres integrados al batallón bajo mando uruguayo.





Respecto de los contribuyentes extra regionales, en junio se retirarán Sri Lanka y Filipinas (22 y 850, respectivamente), lo que significa que sólo permanecerán en la misión contingentes militares latinoamericanos.




Con ocasión del Año Nuevo, el Ministro de Defensa, junto al Subsecretario de Relaciones Exteriores, el Jefe de Estado Mayor Conjunto, el Jefe de Relaciones Internacionales de la Subsecretaría de Defensa y el Subjefe del Estado Mayor Conjunto, efectuaron una visita a Haití, ocasión en la que se pudo verificar el estado de situación de la MINUSTAH y del Contingente Nacional. Asimismo, entre el 12 y el 14 de abril, el Subsecretario de Defensa y el Comandante en Jefe del Ejército hicieron una visita a Haití para presidir la ceremonia de cese de funciones de la Compañía Combinada de Ingenieros Chile-Ecuador. Durante su estadía apreciaron en terreno las condiciones en que se está desarrollando la reconfiguración de la MINUSTAH.




3.2 Reconfiguración del Contingente Nacional.





Por medio de una nota verbal recibida el 22 de diciembre, el DPKO solicitó a Chile mantener su presencia en la MINUSTAH, región norte, para ser uno de los tres países cabeza de contingente (Brasil, Chile, Uruguay) que acompañaran el último tramo de la misión militar de MINUSTAH. Según conversaciones sostenidas con el DPKO, esta solicitud se ha basado en las capacidades requeridas para la nueva etapa de la operación y las garantías profesionales ofrecidas por los contingentes chilenos, así como por la relevancia política adquirida por Chile respecto de la situación de Haití en su calidad de integrante del Grupo de Amigos de Haití en la ONU y en su papel de miembro del Consejo de Seguridad de la ONU.





En este contexto, el DPKO comunicó a Chile que dentro de las previsiones para la reconfiguración de la MINUSTAH, se estaba considerando la repatriación de la Compañía de Ingenieros Chile-Ecuador, cuyo término de servicio estaba previsto para el mes de marzo de 2015. A la vez, se informó que debido a la reducción de efectivos en la Misión, se había dispuesto una modificación en los efectivos del Batallón de Infantería de Chile, que debería aumentar a 440. Finalmente, a mediados de abril DPKO comunicó que estaba prevista la disminución de 2 helicópteros y 7 efectivos del pelotón de helicópteros de Chile a partir de junio de 2015.





A partir de las propuestas de Naciones Unidas, Chile ha avanzado en la reducción de su contingente militar a través de los siguientes expedientes:





- Repatriación de la Compañía de Ingenieros Horizontal (Chile-Ecuador). La unidad cesó funciones el 31 de marzo y el 13 de abril se efectuó una ceremonia de cierre, con presencia del Subsecretario de Defensa de Chile y del Viceministro de Defensa de Ecuador, y los comandantes en jefe de los Ejército de ambos países. El retorno del grueso del personal se produjo a mediados de abril y los últimos efectivos encargados de la reubicación y resguardo del material remanente regresarán a finales de mayo de 2015.




- Unidad de helicópteros de Chile. La unidad aérea nacional deberá reducirse de 4 a 2 aeronaves UH-1 a partir de junio, lo que redundará también en una disminución de 7 efectivos adicionales.





- El Batallón Chile deberá incrementar su personal de 354 a 434 efectivos. En este contexto, el contingente chileno de esa unidad deberá aumentar de 280 hombres, a 346. A la vez, el personal salvadoreño y hondureño se incrementará a 42 y 49 efectivos, respectivamente, lo que representa un aumento de 10 efectivos para cada país, situación a la que ambos países han accedido.




En suma, en el proceso de reconfiguración el volumen global del contingente chileno no aumentará, sino que en principio disminuirá en 16 efectivos.





Entre el 9 y 13 de marzo se llevó a efecto una comisión de servicio por parte de personal de EMCO y de la Subsecretaría de Defensa para informar y acordar los medios y efectivos que participarán en la nueva organización del Batallón Chile en MINUSTAH y el retiro de la Compañía de Ingenieros. Las gestiones realizadas fueron las siguientes:





- En Ecuador.




Se discutió el proceso de repatriación de la Compañía de Ingenieros en sus detalles financieros, logísticos y también protocolares. La parte ecuatoriana indicó la conveniencia de llevar a cabo una ceremonia en Haití con motivo del término de la misión, actividad que ya fue realizada.





- En Honduras.




Se trataron materias de la organización, cantidad de personal, puestos a cubrir por el personal hondureño y chileno. Se llegó a acuerdo en las fechas de los relevos y los procedimientos logísticos, financiamiento y transporte del personal. Se revisaron los Términos de Referencia llevados por Chile y se explicó el procedimiento para modificar el MOU existentes con Honduras, a través de notas diplomáticas.





La nota diplomática correspondiente para el cierre de los procedimientos fue enviada a finales de abril.





- El Salvador.




Se trataron materias de la organización, cantidad de personal, puestos a cubrir por el personal salvadoreño. La aceptación de la propuesta fue comunicada por El Salvador el 17 de marzo.




También se revisaron los términos de referencia llevados por Chile y se explicó el procedimiento para modificar el MOU existente.




La nota diplomática correspondiente para el cierre de los procedimientos fue enviada a finales de abril.




Sobre la base de estas previsiones, el personal chileno incorporado a MINUSTAH evolucionará como muestra el siguiente cuadro:
	UNIDAD
	ABRIL 2015
	JUNIO 2015

	Batallón Chile (CHIBAT)
	354
	434

	Personal Chile CHIBAT
	283
	343

	Personal Honduras CHIBAT
	37
	47

	Personal El Salvador CHIBAT
	34
	44

	Compañía de Ingenieros
	122
	-

	Personal Chile Ing.
	69
	-

	Personal Ecuador Ing.
	52
	-

	Personal Honduras Ing.
	1
	-

	Grupo de Helicópteros
	54
	47

	Policías UNPOL
	11
	11

	Carabineros
	7
	7

	Investigaciones 
	4
	4

	Cuartel General MINUSTAH
	5
	5

	TOTAL EFECTIVOS BAJO MANDO DE CHILE
	546
	497

	TOTAL EFECTIVOS CHILENOS
	422
	406






3.3 Coordinación Regional.




En vista de la información emanada desde las Naciones Unidas sobre una disminución acelerada del contingente militar de MINUSTAH, Chile convocó a una reunión 2x4 (Argentina, Brasil, Chile, Uruguay) en Santiago, el 31 de julio de 2014.




En la oportunidad, Chile, Argentina y Uruguay expresaron su preferencia por que se mantuviera el nivel de contingente militar hasta después de las elecciones presidenciales de 2015. Brasil expresó estar de acuerdo de la “Opción 4.5”.




Las discusiones sobre la renovación de los mandatos de MINUSTAH parten habitualmente en el Grupo de Amigos de Haití, que está conformado por las delegaciones de Argentina, Brasil, Canadá, Colombia, Chile, EE.UU., Francia, Guatemala, Perú y Uruguay ante Naciones Unidas. Al respecto, dentro de las posiciones que se visualizaron en el Grupo, Argentina, Colombia, Chile, Guatemala, Perú y Uruguay, mostraron una línea muy similar, en el sentido de respetar el cronograma original previsto para Haití, por lo que eran partidarios de mantener las Fuerzas de MINUSTAH hasta después de la transmisión del mando presidencial (2016).





EE.UU., Reino Unido y Canadá fueron inicialmente partidarios de una opción más cercana a la opción 4, propuesta por el Secretario General. Francia postuló una salida anticipada completa de las tropas de MINUSTAH. Finalmente, estos países acordaron respaldar la opción 4.5.





Las discusiones sobre el mandato en Naciones Unidas evidenciaron una diferencia ostensible entre los países latinoamericanos (menos Brasil), partidarios de mantener el nivel de fuerza, y Estados Unidos, Francia, Reino Unido y Canadá, partidarios de la reducción. Este desacuerdo se trasladó hasta las discusiones del Consejo de Seguridad, donde Chile y Argentina actuaron coordinadamente.





Para no entregar una señal de falta de apoyo a Haití, finalmente Chile y Argentina aprobaron la Resolución 2.180 del 14 de octubre 2014 bajo la modalidad “sin patrocinio”, es decir, con observaciones.





3.4 Cooperación Bilateral.





a. Cooperación policial.




Carabineros




Desde 1996 a la fecha el Programa de Cooperación Internacional para Policías Uniformadas Extranjeras (CECIPU) de Carabineros de Chile ha recibido a 248 becarios Haitianos para cursos de formación, perfeccionamiento o especialización. A partir de 2009, el programa empezó a funcionar en alianza con la Agencia de Cooperación Internacional de Chile (AGCI), período en el cual se han formado 193 funcionarios de la PNH.




Durante el 2015 fueron 13 los estudiantes seleccionados, de los cuales se distribuyeron 3 en Formación de Oficiales de Orden y Seguridad y 10 en Curso de Tránsito.





Policía de Investigaciones





- Personal en Haití




La Policía de Investigaciones de Chile, mantiene una dotación de cuatro Oficiales Policiales, quienes permanecen en Haití por el período de un año, cumpliendo las siguientes tareas:




Oficial de Administración para Unidades de Fuerzas Especiales, Oficina del Personal - Cuartel General de la MINUSTAH





- Oficial Investigador en la Unidad de Investigaciones Internas




Labores: Indaga hechos que involucren a personal UNPOL y FPU de la MINUSTAH, llevando a cabo investigaciones especiales por casos que contravienen el código de conducta, especialmente referentes a explotación sexual y abuso. Depende directamente de la Chief of Staff.




- Oficial Investigador en la Unidad de Asuntos Criminales




Labores: Asesora al Departamento de Homicidios e Investigaciones Especiales de la DCPJ Dirección Central de la Policía Judicial, trasladándose junto a funcionarios de la PNH hasta los diferentes servicios públicos, tanto para obtener documentos emitidos por el Servicio Médico Legal como del Poder Judicial. Asimismo, trabaja en terreno a fin de levantar el testimonio de funcionarios de PNH, que han perdido la vida en hechos de relevancia.




- Oficial Investigador en la Unidad Anticorrupción de la Policía Nacional de Haití (PNH)




Labores: Colabora en la investigación de hechos de corrupción dentro de la PNH y en la revisión y control de los reportes que se envían, una vez finalizada la investigación, a la Dirección General de la Policía Nacional de Haití, quienes finalmente resuelven las sanciones de dichos funcionarios policiales. Actualmente, el Oficial de la PDI se encuentra trabajando en un grupo especial en la Inspección General de la PNH.




Cooperación Académica de la PDI en la Escuela de Investigaciones Policiales




La Policía de Investigaciones de Chile ofrece becas a funcionarios policiales de la PNH, la cual cubre los costos de matrícula, mensualidad, alimentación, alojamiento, vestuario y equipamiento durante los tres años que dura el período de formación.




Desde 2008 la Policía de Investigaciones ofrece la becas a la policía haitiana de forma periódica, contabilizando hasta el día de hoy a 14 aspirantes. El envío de contingente haitiano a Chile sólo se vio interrumpido en 2012, 2013 y 2014, sin embargo en 2015 se retomaron los contactos por lo que actualmente hay tres funcionarias haitianas realizando el curso de aspirante.




Por otra parte 8 becarios Haitianos tuvieron participación en el año 2013 en cursos de Especialización via e-learning, pero reprobaron los cursos.




b. Cooperación en áreas civiles.

	


Presupuesto por Proyectos en Haití
	

	
	
	
	
	
	

	Área Estratégica
	Proyecto
	Estado
	Modalidad
	Presupuesto 2015 

$
	Fuente

	1) Protección Social y Género
	1.1) Fondo conjunto Chile - México. US$ 500.000 destinados a materia salud
	En ejecución
	Triangular /México
	    155.000.000 
	AGCI*

	
	
	
	
	             155.000.000 
	AMEXID*

	
	1.2) Centro de Apoyo a la Pequeña Infancia
	Ejecución 
2007-2015
	Bilateral
	           50.000.000 
	AGCI

	2) Cooperación Económica para el Desarrollo

	2.1) Proyecto de Vivienda: Sitio con Servicio sanitario
	Ejecución
2014-2016
	Bilateral
	         1.240.000.000 
	MINVU**

	
	2.2) Sistema de Evaluación de Inversiones
	Ejecución 2014-2015
	Triangular/USAID
	             12.000.000 
	AGCI

	
	
	
	
	               20.000.000 
	USAID

	
	2.3) Reconstrucción Escuela República de Chile
	Ejecución 2013-2015
	Bilateral
	68.200.000 
	FCHP

	
	
	
	
	             310.000.000 
	AGCI***

	3) Agrícultura Familiar Campesina y Seguridad Alimentaria
	3.1) Proyecto de Emprendiemiento Juvenil y Medio Ambiente: IMAGINE AVNI NOU ANSAM
	Ejecución
2014-2016
	Triangular/GIZ
	                20.000.000 
	AGCI

	
	
	
	
	               22.000.000 
	GIZ

	4) Formación de Recursos Humanos
	4.1) 1) Becas República de Chile (CONTINUIDAD)
	8
	 
	38.406.400 
	AGCI

	 
	4.1)  2) Becas República de Chile (NUEVAS)
	6
	 
	           43.630.320 
	AGCI

	 
	4.2) CECIPU
	29
	 
	136.391.378 
	CECIPU

	5) Prevención de Desastres
	5.1) Capacitación Desastres Plataforma Chile - Japón
	Negociación 
Marzo 2015
	Triangular (regional)/JICA
	               2.636.364 
	AGCI

	6) Otras Actividades Regionales
	6.1) Cursos Internacionales
	Periodo 2015
	Triangular
	4.636.364 
	AGCI

	
	
	
	
	                   9.272.727 
	VARIOS

	 
	 
	 
	Sub Total
	2.287.173.553
	 

	 
	 
	 
	TOTAL
	2.287.173.553
	 






4. Estado de Situación.





4.1 Ataques contra personal de MINUSTAH y deceso de efectivo chileno.




Desde inicios de 2015 se han registrado algunos ataques armados en contra de vehículos y personal de la MINUSTAH. Inicialmente sólo se vieron involucrados efectivos de la Policía de Naciones Unidas (UNPOL), pero durante el mes de abril esas acciones también se han dirigido hacia el personal militar.




La situación más grave ocurrió el 13 de abril, cuando un vehículo del Batallón Chile fue atacado en el sector noreste de la isla, lo que resultó en la muerte del Sgto. 2° de la Armada de Chile, Rodrigo Sanhueza (QEPD). Esta situación, informada el mismo día por el Ministerio de Defensa y difundida ampliamente por los medios de comunicación, se encuentra en proceso de investigación por parte de la MINUSTAH y la Policía Nacional de Haití.





El mismo día de estos hechos, el Subsecretario de Defensa de Chile, el Comandante en Jefe del Ejército de Chile y el Embajador de Chile en Haití se reunieron con el Primer Ministro haitiano, ocasión en que este último se comprometió a realizar una investigación y sancionar a los culpables de este asesinato. Asimismo, el Estado Mayor Conjunto está desarrollando la correspondiente investigación sumaria administrativa (ISA).





El 15 de abril, MINUSTAH efectuó en Puerto Príncipe las honras fúnebres del Sargento Sanhueza, a las que asistieron la Representante Especial del Secretario General para Haití, Sandra Honoré; el Primer Ministro de Haití; el Force Commander de MINUSTAH; el Deputy Force Commander de MINUSTAH y representantes del cuerpo diplomático presente, así como las autoridades del Ministerio de Relaciones Exteriores y del Ministerio de Defensa presentes en Haití. Este hecho significó no sólo un justo homenaje al marino chileno asesinado, sino que constituyó un evento de alta visibilidad internacional, que reafirmó el compromiso de Chile y de MINUSTAH con Haití.





En la tarde del viernes 17 de abril se produjo un nuevo ataque armado en Puerto Príncipe a vehículos de MINUSTAH (policía India). A las 15:45 hrs., en el sector de Carrefour (Departamento Oeste), un convoy de tres vehículos (UNPOL-FPU) que regresaban de una ceremonia en Miragoâne fue atacado con disparos por un agresor desconocido. Dos vehículos fueron alcanzados por disparos de armas de 9 mm, cada uno recibió un impacto. Ambos vehículos fueron alcanzados en las ventanas delanteras, a la izquierda. El conductor y el personal internacional de la ONU recibieron heridas leves de vidrios rotos. No hubo reportes de otras lesiones.

A mediodía del lunes 20 de abril ocurrió un tercer ataque armado. En este caso, la agresión fue dirigida a una patrulla militar de Sri Lanka en la periferia de Puerto Príncipe (Sector Agran Ravine). No hubo heridos.




El 27 de marzo, a las 18.00 horas, se registraron acciones hostiles en contra de personal del Batallón de Brasil en el sector de Cité Soleil (Puerto Príncipe) por parte de miembros de pandillas, quienes les arrojaron piedras y dispararon armas de fuego. El personal brasilero reaccionó repeliendo el ataque con balas de goma y hacienda uso de su armamento reglamentario. Posteriormente se informó que el ataque ocurrió debido a que el personal de MINUSTAH se acercó a una zona donde se estaba efectuando una reunión de líderes de pandillas. No se registraron lesionados entre el personal de Brasil, aunque el vehículo en que viajaban registró impactos de bala. Asimismo, se informó del deceso de un civil a raíz de los enfrentamientos.





El Subjefe Militar de la MINUSTAH, el General chileno Jorge Peña, clarificó que estos ataques no se han producido contra tropas de MINUSTAH realizando funciones de restauración del orden público, sino que se trata de agresiones sorpresivas a los vehículos de MINUSTAH que se encontraban en tránsito por la vía pública.





En el contexto anterior, MINUSTAH ha aumentado el grado de alerta en toda el área de misión y especialmente en aquellos sectores donde han ocurrido los hechos.




4.2 Situación de Seguridad.





Independientemente de las situaciones específicas detalladas en 3.1., durante el período que abarca el informe las condiciones de seguridad permanecieron en general estables, aunque se registró un repunte de determinados delitos, violencia relacionada con bandas y disturbios públicos. El aumento de las peticiones de intervención a la Policía Nacional de Haití para que controlase las manifestaciones apartó recursos de otras actividades de vigilancia.





Conforme a las estadísticas de delincuencia correspondientes al período entre el 1 de septiembre de 2014 y el 1 de marzo de 2015, se produjeron un total de 538 homicidios, 39 más que en el período equivalente de 2013 a 2014. Casi el 80% de los homicidios, que con frecuencia se debieron a la violencia de bandas, siguieron concentrándose en la zona metropolitana de Puerto Príncipe, donde la tasa de 2014 alcanzó los 31 homicidios por cada 100.000 habitantes. Esa cifra es el triple del promedio nacional de 10,5 homicidios por cada 100.000 habitantes registrado en 2013, que sigue siendo uno de los más bajos de la región.





Se registraron un total de 29 secuestros, frente a los 15 casos registrados durante el período del informe anterior y los 14 del período correspondiente de 2013 a 2014. Cabe atribuir ese aumento en parte a las actividades de los presos fugados últimamente de la cárcel, uno de los cuales, un delincuente implicado en secuestros, está de nuevo detenido. Los casos de violación denunciados ascendieron a un total de 220. Esa cifra es comparable a la del período correspondiente de 2013 a 2014, en el que se registraron 224 casos denunciados, y supone un aumento con respecto al período del informe anterior, en el que se denunciaron 156 casos.




El número de incidentes de protestas públicas, con elementos de violencia que iban desde el uso de barricadas en las carreteras, la destrucción de bienes y el lanzamiento de piedras, hasta las agresiones a agentes de policía y los tiroteos, ascendieron a 215. Esa cifra supone un aumento con respecto a los 166 incidentes de disturbios registrados en el período correspondiente del año anterior y un aumento más importante con respecto a los 117 del período objeto del informe más reciente. La zona metropolitana de Puerto Príncipe sigue siendo la más afectada con el 30% de los incidentes registrados, seguida por Petit Goave (15%) y Fort Liberté (5%). Las protestas han sido por lo general a pequeña escala. De los 215 acontecimientos mencionados, se calcula que en alrededor del 78% participaron menos de 300 personas (168 incidentes) y en el 14,5% participaron de unas 300 a 1.000 personas (31 incidentes). Solo en el 7,5% participaron más de 1.000 manifestantes (16 incidentes).




La actuación de la policía nacional en lo que respecta al control de masas siguió mejorando durante el período. La policía nacional recibió el apoyo de la MINUSTAH, que le ofreció principalmente asesoramiento técnico y de planificación. En la mayoría de los incidentes de disturbios públicos violentos, la policía nacional pudo responder sin el apoyo de la MINUSTAH. Se recurrió a las unidades de policía constituidas y el personal militar de MINUSTAH para que colaboraran activamente en las actividades de control de masas junto con la policía nacional sólo en el 47 por ciento de los casos. El control de masas con apoyo militar se produjo principalmente en las regiones fuera de la zona metropolitana de Puerto Príncipe, donde la presencia de la policía nacional es limitada, y en primer lugar en Fort Liberté, Caracol y Ouanaminthe (Departamento del Nordeste); a lo largo de la Carretera Nacional Núm. 2 en Petit Goâve y Léogane (Departamento del Oeste); y en Miragôane (Departamento de Nippes).





Los componentes militar y de policía de la MINUSTAH también prestaron apoyo a la policía nacional para hacer frente a las amenazas a la seguridad, en particular en las zonas de mercado de Croix des Bossales, Carrefour, Cité Soleil, Simon Pelé y Delmas, en la zona metropolitana de Puerto Príncipe. Desde el comienzo del año, en Puerto Príncipe se ha registrado un aumento de las actividades de bandas en algunas partes de la zona metropolitana, en particular en Cité Soleil, donde las bandas rivales se han enfrentado violentamente por el control territorial.




El componente militar realizó 18.416 patrullas de rutina de las que 1.768 (9%) fueron patrullas conjuntas con la policía de las Naciones Unidas o la policía nacional para frenar la delincuencia y la violencia. Las condiciones de seguridad en los departamentos de los que se ha retirado la MINUSTAH (Noroeste, Grande Anse, Sur, Sureste, Nippes y Centro) se mantuvieron estables y no se necesitó el apoyo operacional del componente militar, a pesar de los incidentes de protestas públicas en esas zonas, que supusieron el 34% de todas las protestas del país.




4.3 Situación Política Interna.





El 22 de septiembre de 2014, el Presidente inició una serie de consultas con los dirigentes de ambas cámaras del Parlamento, el Consejo Electoral provisional y algunos partidos políticos en busca del consenso sobre las medidas necesarias para garantizar la celebración de elecciones a finales de ese año. La urgencia de destrabar el proceso político y celebrar las elecciones pospuestas antes de que finalizara la 49ª legislatura (12 de enero de 2015) derivaba de que en caso contrario, la mayor parte de los parlamentarios en ejercicio cesaría en sus funciones, dejando al Parlamento inoperativo.





Los dirigentes de los partidos de la oposición radical, no obstante, se negaron a participar en esas conversaciones. El 26 de octubre, de conformidad con un dictamen anterior del Consejo Electoral provisional, la Oficina del Presidente anunció el aplazamiento de las elecciones que se habían previsto para ese día.




El 1 de diciembre, en otro intento por resolver el estancamiento político, el Presidente estableció una comisión asesora presidencial de 11 miembros con un mandato de 8 días para que le asesorara sobre la solución más plausible a la crisis. Esa comisión publicó un informe en el que recomendaba una amplia gama de medidas para restablecer la confianza en el proceso político y hacer posible que se celebrasen elecciones en 2015, al tiempo que se preservaba la integridad de las instituciones del Estado. Entre esas medidas cabe citar las siguientes: la dimisión del Primer Ministro, el Presidente del Tribunal Supremo (que también es Presidente del Consejo Superior del Poder Judicial) y todos los miembros del Consejo Electoral provisional, seguida de la formación de un gobierno de consenso y un nuevo consejo electoral. Pese a esto, no se logró capturar apoyo en el Parlamento para implementar estas medidas.




El 12 de diciembre, el Presidente convino en poner en práctica las medidas recomendadas. El 14 de diciembre, el Primer Ministro anunció su dimisión, a la que siguió la de los nueve miembros del Consejo Electoral provisional y, finalmente, la del Presidente del Tribunal Supremo, lo que abrió la vía para las negociaciones entre el Presidente y los partidos de la oposición sobre un gobierno de consenso.





El 29 de diciembre, los tres poderes del Estado haitiano llegaron a un acuerdo mediante el cual:




- Se nombró a un Primer Ministro.





- Se constituyó un gobierno de consenso.





- El presidente convocó a sesión extraordinaria del Parlamento para votar las modificaciones a la ley electoral.





- Se efectuó un nuevo compromiso para nombrar un nuevo Consejo Electoral Provisorio (CEP) para preparar los comicios pendientes y programados para 2015.





Tras dos intentos fallidos por votar el acuerdo, no se logró reunir quórum y el 12 de enero el Parlamento dejó de funcionar. Desde entonces, el Presidente Martelly ha dependido de la competencia otorgada por la Constitución para garantizar el funcionamiento de las instituciones y la continuidad del Estado.





El 11 de enero, horas antes de que el Parlamento dejase de funcionar, el Presidente y 16 partidos políticos, entre ellos cuatro de la oposición acérrima, celebraron un acuerdo político. En él se convenía, entre otras cosas, que se revisaría la designación del Primer Ministro, se confirmaba que se constituiría un gobierno de consenso y se especificaban los grupos de la sociedad civil encargados de designar a los miembros del nuevo consejo electoral.





En la oportunidad, el “Core Group” de la ONU para Haití (Brasil, Canadá, Francia, España, Estados Unidos, la Unión Europea y el Representante Especial de la OEA) y el Consejo Permanente de la OEA expresaron su apoyo al gobierno de Haití en sus intentos por destrabar el calendario electoral.





El 16 de enero el Presidente Martelly se dirigió a la nación para confirmar al Primer Ministro designado, Evans Paul, y anunciar la formación de un nuevo gobierno en un plazo de 48 horas. Más tarde ese mismo día, el Primer Ministro recién nombrado tomó posesión de su cargo al tiempo que la Presidencia, dentro del plazo autoimpuesto por ella misma, anunció un nuevo gobierno, que entró en funciones el 19 de enero, compuesto por 20 ministros y 16 secretarios de Estado.





Algunos miembros de la oposición expresaron su insatisfacción con la composición del Gobierno, que consideraban dominado por personas estrechamente vinculadas al Presidente. Solo seis de los 20 puestos se atribuyeron a figuras de la oposición y seis ministros anteriores mantuvieron sus mismos cargos. Tres de los ministros del nuevo Gobierno son mujeres. El nuevo Gobierno ya no incluye un Ministro Delegado para los Derechos Humanos y la Pobreza Extrema, pero sí incluye un Ministro Delegado para las Elecciones.




Una vez constituido el Gobierno de transición, la atención se desplazó al establecimiento del Consejo Electoral provisional. El 23 de enero, horas antes de la llegada de la delegación del Consejo de Seguridad, el nuevo Consejo Electoral, tres de cuyos miembros eran mujeres, prestó juramento.





El 10 de febrero, el Consejo Electoral anunció un calendario provisional para elecciones generales en tres vueltas, que se celebrarían en julio y octubre de 2015 y enero de 2016. Tras un análisis conjunto del proyecto de ley electoral, en consulta con los partidos políticos y los 10 senadores en ejercicio, el Consejo Electoral presentó el proyecto de ley al ejecutivo el 21 de febrero y el Presidente Martelly promulgó la Ley Electoral en virtud de un decreto presidencial el 2 de marzo.




La promulgación por el Presidente Martelly de una ley electoral el 2 de marzo constituyó un hito para que se celebren a finales del presente año las elecciones pospuestas. El 18 de marzo, con ocasión de la reunión del Consejo de Seguridad respecto de MINUSTAH, la Representante Especial para Haití, Sandra Honoré, confirmó la convocatoria a elecciones, según el siguiente calendario:




- 09 Agosto: Primera vuelta legislativa





- 25 Octubre: Primera vuelta presidencial y segunda vuelta legislativa.





- 27 Diciembre: Segunda vuelta presidencial y municipales pendientes.





- 7 de febrero de 2016: Juramento del nuevo presidente





De acuerdo con informaciones difundidas la segunda semana de abril, ya existe un acuerdo político para modificar este calendario. En principio, las elecciones se llevarían a cabo en dos rondas -la primera en septiembre u octubre y la segunda en diciembre- debido a la falta de recursos para realizar tres procesos electorales, los cuales requerían USD 37 millones más de lo contemplado inicialmente. A la vez, se estimó que no se disponía del tiempo suficiente para organizar un sufragio  en agosto. De acuerdo con la información recibida desde Haití, el Primer Ministro tiene la tarea de tratar el tema con el Presidente Martelli y con los partidos políticos. Un dato relevante ha sido que la esposa del Presidente Martelli presentó su candidatura a senadora, descartando con ello la posibilidad de ser candidata presidencial.




Los grupos de la oposición no signatarios de los acuerdos han seguido criticando los acuerdos políticos recientes, organizando manifestaciones que rara vez han superado los 1.000 participantes. Sin embargo, en febrero los llamados a la huelga general en protesta por el aumento de los precios de los combustibles permitieron a la oposición aumentar su capacidad de movilización, añadiendo a las quejas socioeconómicas mensajes contrarios al Gobierno, que han incluido también peticiones de que se pagasen los sueldos pendientes de los docentes.




Según fuentes de MINUSTAH, marzo fue el período de mayor calma en términos de violencia relacionada con fines políticos. Prácticamente no se registraron protestas, enfrentamiento de bandas criminales, se encontraron menos personas asesinadas en la vía pública y disminuyó el uso de armas de fuego en los sectores más conflictivos. Esto puede atribuirse a que hubo una mayor concentración en las inscripciones de candidaturas, por lo que la ausencia de agitación y violencia era conveniente para todos. Como se mencionó anteriormente, la situación volvió a deteriorarse durante el mes de abril, registrándose incluso ataques en contra de efectivos de MINUSTAH.




4.4 Desarrollo de la Policía Nacional de Haití.




Trabajando en estrecha colaboración con los interesados nacionales e internacionales, la policía nacional ha mejorado su capacidad y profesionalidad, en especial en las esferas de la prevención del delito y el control de masas, de conformidad con su plan de desarrollo 2012-2016. Menos de dos años antes de su finalización, se ha cumplido el 52% del plan quinquenal y 69 de las 70 actividades exigidas se encuentran en diversas etapas de ejecución.




Con la graduación de la 25ª promoción en enero de 2015, el número de efectivos de la policía nacional alcanzó 11.900 (de ellos 1.022 son mujeres, el 8,5% del total), con una tasa de 1,14 agentes de policía por cada 1.000 habitantes. Continúan las labores para conseguir candidatos para las promociones 26ª y 27ª. Para no perder el ritmo y cumplir el objetivo de 15.000 agentes de policía a finales de 2016, es indispensable que las dos promociones estén integradas por un mínimo de 1.500 cadetes.




El Gobierno de Haití confirmó su determinación de aumentar la profesionalización de la policía nacional, en estrecha colaboración con las Naciones Unidas y los donantes bilaterales, entre otros medios por conducto del apoyo y la defensa políticos en foros como el Consejo Superior de la Policía Nacional y el comité directivo y de aplicación, que proporciona orientación estratégica y operacional, bajo liderazgo haitiano, sobre la aplicación de un plan de desarrollo de la policía nacional. Esos mecanismos siguieron siendo reforzados para asegurar la coherencia en la prestación de asistencia, la ampliación de la cobertura geográfica de la policía nacional, el fortalecimiento de la capacidad especializada de gestión y vigilancia y una mayor asignación presupuestaria.




Las labores encaminadas a aumentar la rendición de cuentas de la policía nacional y la confianza de la población en ella (por ejemplo, el reforzamiento de la Inspección General y la ampliación de las actividades con las comunidades) han arrojado resultados alentadores. La realización de inspecciones periódicas y transparentes por la Inspección General ha mejorado el desempeño y la calidad de las operaciones, al tiempo que ha reforzado la supervisión interna. La verificación de los antecedentes de agentes de policía con el apoyo de la MINUSTAH hizo que aumentara en 1.221 el número de los agentes de la policía nacional que están certificados, hasta alcanzar un total de 7.418, lo que contribuyó aún más a la profesionalización de la policía. La ampliación de la policía de proximidad a nueve municipios en cinco departamentos sirve de base para las labores encaminadas a aumentar la confianza de la población en la policía, al igual que el desarrollo de un modelo de policía haitiana de proximidad como elemento esencial de una nueva estrategia de reducción de la delincuencia.




Los acuerdos de ubicación conjunta han facilitado que la policía nacional y la policía de las Naciones Unidas se encarguen conjuntamente de patrullas y puestos de control. Otras actividades conjuntas han sido el despliegue de unidades de policía constituidas y agentes de policía en apoyo de las operaciones dirigidas por la Organización Internacional para las Migraciones en los campamentos de desplazados internos. Las labores de la MINUSTAH se han centrado en la contratación, la reducción de la delincuencia, la inteligencia policial, la capacitación en materia de gestión y la planificación estratégica.




4.5 Acción humanitaria, desarrollo y construcción institucional.




En 2014 se registró una disminución del 53% en el número de presuntos casos de cólera con respecto al año anterior (en el que hubo 27.753 presuntos casos y 296 muertes), pero la cifra aumentó en el último trimestre, especialmente en los Departamentos del Oeste, el Norte, Artibonite y el Centro. Las fuertes lluvias y el aprovisionamiento ilegal en los sistemas públicos de abastecimiento de agua en las zonas urbanas son parcialmente responsables de ese aumento. La zona metropolitana de Puerto Príncipe fue la más afectada con casi 9.000 casos. Sigue habiendo una serie de problemas operacionales en relación con la integración de la respuesta al cólera en las estructuras nacionales, que se agrava aún más por haberse marchado algunos asociados debido a la falta de financiación, lo que ha repercutido en la capacidad de tratamiento (159 instalaciones para el tratamiento del cólera en 2014 frente a las 250 de 2011).




Habida cuenta del aumento de los casos de cólera en los últimos tiempos, el Gobierno recientemente nombrado creó un grupo de trabajo interministerial para concebir un plan de emergencia y coordinar la respuesta en el plano técnico.





Al 30 de diciembre de 2014, 79.397 personas siguen desplazadas internamente en 105 campamentos, según la Matriz de Seguimiento de Desplazamientos de la OIM. Esto representa una reducción del 94% de los 1,5 millones de desplazados internos originales y una reducción del 93% de los campamentos establecidos después del terremoto de 2010. De los campamentos restantes, 49 que albergan a más de 62.600 personas no están incluidos en ninguna iniciativa de retorno o reubicación. Veintiún campamentos que acogen a más de 22.800 desplazados internos se encuentran amenazados de desalojo forzoso a causa del conflicto con los propietarios de las tierras y 26 campamentos que albergan a unas 41.300 personas están expuestos a riesgos ambientales. Las lluvias continuas en el Departamento del Norte en noviembre mataron a 18 personas y desplazaron a otras 100.000. La distribución de ayuda fue organizada por los asociados en la labor humanitaria bajo la coordinación de la Dirección Nacional de Protección Civil.




En materia de desarrollo institucional y derechos humanos, con el apoyo de la MINUSTAH, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y la Organización de los Estados Americanos, el Consejo Superior del Poder Judicial convino en elaborar un mapa del sistema judicial a fin de estudiar la distribución adecuada de los jueces en todo el país, de conformidad con el número de casos por jurisdicción, y evaluaciones de la actuación profesional de los jueces.




La MINUSTAH ayudó a finalizar el proyecto de código penal mediante la prestación de asistencia técnica y actuando como secretaría del Comité Técnico Conjunto en 39 sesiones de trabajo desde mayo de 2014. De modo similar, la MINUSTAH está prestando asistencia al grupo de trabajo de expertos que está redactando el código de procedimiento penal. El Código de Protección de la Infancia, preparado con la asistencia técnica del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y aprobado por el Consejo de Ministros el 20 de agosto se presentó al Parlamento a principios de septiembre.




Como parte del planteamiento de una jurisdicción modelo para aumentar la eficiencia del poder judicial y reducir la duración excesiva de la prisión preventiva, la MINUSTAH concentró su asistencia en Puerto Príncipe, Les Cayes y Cap-Haïtien y prestó apoyo al sistema de justicia facilitando el diálogo entre los fiscales, los tribunales y la policía nacional y haciendo un seguimiento al respecto y también colaborando con las autoridades locales para elaborar planes de trabajo sobre la tramitación de los casos judiciales y la celebración de vistas periódicas. Además, como parte de la iniciativa de ubicación conjunta de la MINUSTAH y el PNUD en el Tribunal de Primera Instancia de Puerto Príncipe, se instaló un nuevo programa informático para registrar los casos y gestionar los datos judiciales.




Con respecto al acceso a la justicia, la MINUSTAH financió la creación de dos nuevas oficinas de asistencia letrada en los Departamentos del Norte y el Sur y prestó apoyo técnico a los colegios de abogados locales para preparar los casos que examinarían esas nuevas entidades. Para asegurar la sostenibilidad de las oficinas de asistencia letrada en el plano nacional, a petición del Ministerio de Justicia, la MINUSTAH y el PNUD han financiado conjuntamente los servicios de una consultoría internacional para que ayude a elaborar un plan nacional de asistencia letrada y redactar una ley sobre el acceso a la justicia.




En cumplimiento de su programa para reducir la violencia comunitaria, la MINUSTAH se ha centrado en establecer bases sociales para la paz y alternativas socioeconómicas para los jóvenes en situación de riesgo y las comunidades vulnerables, al tiempo que luchaba contra la dinámica de las bandas y las actividades delictivas conexas. La Misión aprobó la financiación de 25 proyectos nuevos en los Departamentos de Artibonite (3), el Oeste (15) y el Norte (7) por un valor total de unos 4 millones de dólares, o un 50% del presupuesto asignado para el ejercicio económico 2014-2015. Esos proyectos se ocupan de la asistencia letrada (2), el empleo a corto plazo (3), la generación de ingresos (3), la protección de los grupos vulnerables (1), las obras de infraestructura y relacionadas con el medio ambiente de gran densidad de mano de obra (7), la divulgación pública (3), la prevención de la violencia sexual y por razón de género (2), la sensibilización sobre cuestiones políticas y sociales (3) y la formación profesional (1). Cincuenta proyectos aprobados en el ejercicio económico 2013-2014 se están llevando a cabo en los Departamentos de Artibonite (8), el Norte (10) y el Oeste (32).




III. PLAZO POR EL QUE SE HACE LA SOLICITUD.




En virtud del mandato de Naciones Unidas precedentemente expuesto en detalle, anexos incluidos, y en consideración a los fundamentos expuestos, la solicitud al Honorable Senado de la República de prórroga de la autorización de permanencia de nuestras tropas y medios en Haití se hace por el plazo de 12 meses a partir del 01 junio del 2015 y hasta el 01 de junio del 2016.




IV. EXPOSICIÓN DE LAS NORMAS DE EMPLEO DE LA FUERZA EN EL MARCO DEL MANDATO.




En términos de procedimientos generales, el empleo de tropas militares en operaciones de paz se supedita a las disposiciones contenidas en la Ley 19.067, modificada por la Ley 20.297, que “Establece Normas Permanentes sobre Entrada de Tropas Extranjeras en el Territorio de la República y Salida de Tropas Nacionales del Mismo”, particularmente a través de su Párrafo II.





En términos específicos, estas misiones están regidas por la Política Nacional para la Participación del Estado de Chile en Operaciones de Paz (Anexo “B”), promulgada mediante Decreto Supremo (G) Nº 68 del 14 de octubre de 1999, que establece las tareas concretas que pueden desempeñar las tropas nacionales y sus limitaciones. Asimismo, el documento explicita los criterios político-estratégicos, operativos y administrativos que el estado de Chile asume para evaluar su participación en operaciones de paz.




A nivel operacional, las tropas chilenas dan cumplimiento a las reglas de enfrentamiento (ROE) para MINUSTAH establecidas por la ONU en febrero de 2008, sobre la base de la Resolución 1542 (2004) del Consejo de Seguridad. El concepto de aplicación de las ROE se basa en el principio de restricción del empleo de la fuerza a la legítima defensa (autoprotección) y a la protección del mandato (incluida la protección de civiles). Dado el caso, estas disposiciones se supeditan a la normativa nacional para el empleo de la fuerza, que contempla el principio de jurisdicción penal nacional, la aplicación del Derecho Internacional Humanitario y del Derecho Internacional sobre los Derechos Humanos.




Adicionalmente, el Memorándum de Entendimiento entre la Organización de las Naciones Unidas y la República de Chile para la contribución de recursos a la Misión de las Naciones Unidas para la Estabilización de Haití (MINUSTAH), suscrito el 16 de febrero de 2006, establece obligaciones para el contingente nacional en materias de código de conducta y materias de género.





Finalmente, el contingente nacional opera en conformidad con el Acuerdo entre la Organización de las Naciones Unidas y el Gobierno de Haití referido al Estatuto de la Misión de Naciones Unidas para la Estabilización de Haití, suscrito el 9 de julio de 2004, que regula los vínculos entre las tropas y el país receptor, incluidas inmunidades, jurisdicción penal y civil, y daños a terceros del país receptor.





V. DESCRIPCIÓN DE LAS TROPAS DESPLEGADAS.




A. En lo militar.




El Departamento de Operaciones de Paz de la ONU (DPKO) con posterioridad a la aprobación de la Resolución del Consejo de Seguridad Nº 2180 de 14 octubre 2014, comenzó la planificación de la reestructuración de la MINUSTAH, considerando una reducción a 2.370 efectivos militares autorizados, lo que deberá estar ajustado al término del primer semestre del presente año.




En este contexto, el DPKO ha solicitado a ciertos países contribuyentes continuar aportando efectivos y a otros la cesación o modificación de sus unidades y en lo particular relacionado con Chile, se restructurará conforme al siguiente detalle:




- Dicho organismo internacional solicitó a Chile la permanencia del actual Batallón Chile y que se aumentará su dotación de tropas de 355 a 434. En este contexto, Chile aportará con 79 efectivos (59 Chile, 10 Honduras y 10 El Salvador). Además, el incremento de vehículos (25 vehículos motorizados) y equipos necesarios para alcanzar las capacidades requeridas y cumplir con sus nuevas misiones.





- Consecuente con lo anterior, dicho Batallón deberá estar cumpliendo sus funciones a contar del 01.JUL.2015.





- Está previsto tentativamente, que a partir de noviembre del presente año se incorporen tres oficiales de México al Batallón Chile (1 Oficial Jefe, 1 Oficial Subalterno y 1 Suboficial).





- Se preverá que mientras se mantengan tropas nacionales en Haití, el puesto de Deputy Force Commander, se mantenga cubierto por un Oficial General de Chile. El actual General en la misión finaliza sus funciones el 27 de septiembre del presente año.





- Por otra parte, se solicitó a Chile, repatriar la Compañía de Ingenieros de Construcción Horizontal Combinada chileno – ecuatoriana, la cual cesó sus trabajos y funciones el 31.MAR.2015, dando por finalizada la repatriación del personal la segunda quincena del mes de abril del presente año.




- En cuanto a Grupo de Helicópteros, Chile debe conservar su actual dotación de cuatro (4) aeronaves hasta el 30 junio de 2015 (fecha de expiración de la Carta de Entendimiento “LOA”). A partir de esa fecha se reorganizará la unidad para que continúe operando con dos aeronaves con tripulaciones y personal de apoyo necesario, las dos aeronaves restantes y el personal que se establezca inicien su repatriación a Chile.




Del 01.JUN.2014 al 31 de marzo 2015, Chile mantuvo desplegado un total de 407 efectivos militares (contingente), 11 efectivos policiales y 05 Oficiales en Cuartel General MINUSTAH, dando un total de 423, conforme a Anexo “C”.




La fuerza militar chilena hasta el primer semestre del 2015, está compuesta por un Batallón de Infantería, integrado por personal del Ejército (Infantería Mecanizada), de la Armada (Infantería de Marina), desde febrero de 2013, con personal del Ejército de El Salvador y desde enero de 2014, con personal del Ejército de Honduras, que se encuentran desplegados en la ciudad de Cabo Haitiano (zona noreste del país); una Compañía de Ingenieros de Construcción Horizontal Combinada Chile–Ecuador, con base en la ciudad de Puerto Príncipe; y un Grupo de Helicópteros, asentado igualmente en la capital de Haití.





El Mando del Batallón Chile es alternado entre un oficial jefe de Ejército y uno de la Armada del Cuerpo de Infantería de Marina. El Mando de la Compañía de Ingenieros recae en un Oficial Jefe del arma de ingenieros del Ejército de Chile y su Segundo Comandante pertenece al Ejército de Ecuador. Finalmente, el Mando del Grupo de Helicópteros recae en un Oficial Jefe de la Fuerza Aérea. El Oficial más antiguo de los tres Comandantes se desempeña, además, como Jefe del Contingente Militar Nacional.




A partir del 27 de marzo del año 2014, por un periodo de un año se desempeña como Deputy Force Commander un Oficial General del Ejército de Chile (DPKO, solicitó la extensión de dicho Oficial General, hasta el 27.SEP.2015). Del mismo modo, 2 (dos) Oficiales del Ejército y 1 (uno) de la Armada mantienen puestos clave de asesoría en el Cuartel General de MINUSTAH, en las áreas de Planes y Decisiones Estratégicas, Logística y Operaciones Marítimas.





En lo relativo a capacitación, antes de su despliegue el personal es sometido a una instrucción especial en su respectiva institución y recibe un entrenamiento específico en el Centro Conjunto para Operaciones de Paz de Chile (CECOPAC). De igual forma, se sigue un procedimiento estricto de sanidad ya que Haití es considerado una zona de alto riesgo epidemiológico.




1. Batallón Chile.




Unidad de Infantería compuesta por dos compañías, una compuesta por 146 efectivos del Ejército de Chile, 34 del Ejército de El Salvador y la otra por 136 efectivos de Infantería de Marina, 37 del Ejército de Honduras. Además, en esta unidad se encuentra encuadrada la Plana Mayor Especial, compuesta por un asesor jurídico, un periodista y un capellán, proveniente de las tres instituciones que componen las FF.AA, lo que completa la fuerza del Batallón Chile en 354 personas.





Sus actividades operativas se enmarcan en los mandatos del Consejo de Seguridad, que definen que la tarea fundamental de las tropas militares es “mantener un entorno seguro y estable” en apoyo de las autoridades locales y del resto de las organizaciones de la misión desplegadas, en este caso, en el Departamento Norte de Haití.




Tanto el Batallón Chile como el resto de las unidades militares que integran la misión, se encuentran cumpliendo, desde hace dos años, labores de seguridad y control del borde costero e instalaciones portuarias en el marco de las políticas de reforzamiento de fronteras para evitar situaciones de tráfico ilícito de especies.





Desde 01 de junio del 2014 al 31 de marzo del presente año, el “Batallón Chile”, desarrolló las actividades operativas y de colaboración directa con la ciudadanía local, como sigue:





- Actividades operativas realizadas durante el despliegue:




Patrullajes pedestres y motorizados de corto alcance.




Patrullajes pedestres y motorizados de largo alcance.




Reconocimientos aéreos.




Inserciones y extracciones aéreas.




Check Point.




Escolta de convoy y VIP.




Patrullas conjuntas UNPOL.




Atenciones médicas.




Control de manifestaciones públicas.




- Apoyo al Orfanato “Le Fundation Du Bon Samaritain”.




- Entrega de agua potable en diversas localidades.





- Entrega de útiles escolares en diferentes establecimientos educacionales.




- Campaña médica y entrega de alimentos en localidad de Lafossette, beneficiando a 150 personas.




- Trabajo de pintado en ayuda a la Comunidad en conjunto con la tripulación de la Fragata Inglesa “Iron Duke” (Puente y Plaza de Armas de Cap-Haitien).




- Reparto de ropa al colegio “Lumiere” en localidad de Madelein.




2. Compañía de Ingenieros Combinada Chileno-Ecuatoriana.




Unidad combinada (binacional) compuesta por 70 efectivos del Cuerpo Ingenieros del Ejército de Chile y 52 miembros del Cuerpo de Ingenieros del Ejército del Ecuador y un oficial del Ejército de Honduras. Esta unidad, asentada en la base internacional denominada “Campo Charlie” en Puerto Príncipe, cuenta con equipo pesado de ingeniería horizontal provisto por ambos países y vehículos de apoyo. Su trabajo se orientó tanto al apoyo de los medios y unidades militares de la MINUSTAH, como a la comunidad haitiana, constituyendo su labor un complemento vital para la misión.





Esta unidad, desde el 01 de junio del año 2014 al 31 de marzo del presente año, fecha en que culminó sus tareas en la MINUSTAH, cumplió trabajos de ingeniería horizontal programados por MINUSTAH en Puerto Príncipe y otras áreas de Haití, como Hinche, Miragoane, Mirebalais, Gonaives y Port de Paix, a través de las cuales realizó las siguientes actividades:




- Atención médica en Hospital General de Puerto Príncipe (Médico de Ecuador).




- Almuerzos para los alumnos de la Escuela de “Canaan” en Puerto Príncipe.




- Atenciones médicas, entrega de útiles escolares y fumigación a “Catholic Mission”, “Fraternite Notre Dame” (Chile y Ecuador).




- Extracción de material del río Tabarre y la producción de grava y arena para obras de ingeniería.




- Construcción de camino en Guampcoy.




- Apoyo con equipo de ingeniería para demolición y preparación de tierra en la Escuela “República de Chile”.




- Movimiento de tierra en el Ministerio de Salud.




- Fabricación de un pozo para agua en Port du Paix.




- Mejora de drenaje en villa Mandela en Puerto Príncipe.




- Retiro de escombros y limpieza en diferentes instalaciones y lugares de Puerto Príncipe.




- Reparación de acceso a Delta Camp.




- Reparación de camino entre Gonaives y Gros-Morne.




- Demolición de Rampla en Puerto de Jacmel.




- Levantamiento topográfico en el Ministerio de Salud.




- Reparto de agua a Orfanato Rosemine, Escuela Ecuador, Casa Uruguay, ONG América Solidaria, Escuela Comunitaria DU BAS, Escuela Canaan y otros, total periodo 4.080.000 lts.




- Mantenimiento de perímetro de Charlie Camp.




- Reparación de terreno en Base Marítima en Killick.




- Trabajo de ingeniería en Cuartel de Argentina.




- Preparación de terrenos, reparación y mantención de caminos a Orfanato “Fraternite”, Ministerio de Salud, FPU de Jordania, Campo Charlie y Orfanato “Notre Dame”.




- Construcción de fosas para la quema de drogas.




- Demolición  y preparación de un terreno para el hospital y sanatorio de Puerto Príncipe.




- Excavación para fosas séticas en Delta Camp.




- Estudio topográfico en el Departamento de Nippes.




5. Grupo de Helicópteros.




Unidad compuesta por 54 efectivos de la Fuerza Aérea de Chile, 4 helicópteros UH-1H -3 en operación (conforme a MOU) y uno en mantenimiento y sus elementos de apoyo. En conformidad con las orientaciones y planificación operativa de MINUSTAH, la unidad cumple con las siguientes actividades:




- Reconocimiento de apoyo a las unidades terrestres, nacionales y de otros países.




- Operativos de rescate y evacuación Aeromédicas (diurnos y nocturnos).




- Traslado de pacientes provenientes de otras regiones.




- Traslado de autoridades civiles y militares.




- Actividades CIMIC.




- Vuelos de reconocimiento con Flir y Kevlar.




- Reconocimiento aéreo.




- Inserciones/ extracciones y traslados.




- Evacuaciones Aeromédicas.




- Traslado de 53 niños de un Orfanato para apoyo médico y actividades recreacionales.




- Actividades CIMIC: Entrega de colaciones, útiles escolares, reparaciones de infraestructura y actividades recreativas con los Orfanatos “El Buen Samaritano”, Aldea Infantil S.O.S. y Jardín el “Edén”.




- Higiene preventiva, construcción y armado de mesas y sillas para el Orfanato “El Buen Samaritano”.





6. Cuartel General MINUSTAH.




5 oficiales de las FF.AA. integran el Cuartel General de MINUSTAH, los cuales ocupan puestos de relevancia para la misión. Lo anterior permite acceder y gestionar trámites administrativos y operativos con prontitud y celeridad, así como reforzar la posición nacional al interior de MINUSTAH en instancias pertinentes y frente a decisiones clave.




Los cargos actualmente ocupados son:




- Deputy Force Commander, General de Brigada Jorge Peña Leiva (Finaliza sus funciones el 27 de septiembre del presente año)




- Segundo Jefe de Planes y Decisiones Estratégicas (oficial jefe del Ejército).




- Jefe de Logística (oficial jefe del Ejército).




- Jefe de Operaciones Marítimas (oficial jefe de la Armada).




- Ayudante Militar del Deputy Force Commander




7. Plana Mayor Especial.




Esta plana mayor se encuentra bajo el mando del Jefe del Contingente Nacional (comandante nacional más antiguo) y está integrada por tres oficiales de las FF.AA., siendo éstos un capellán, un abogado y un periodista. Prestan servicios en el ámbito espiritual, asesoramiento jurídico y orientación comunicacional a todo el personal de las distintas unidades nacionales, sean estos militares y/o policiales.




8. Acciones humanitarias del contingente nacional.




Sin perjuicio de sus misiones específicas determinadas por MINUSTAH, cada una de las unidades chilenas desplegadas en Haití, se ha comprometido con acciones de carácter humanitario en sus respectivas áreas de responsabilidad. Estas iniciativas voluntarias han consistido principalmente en actividades dirigidas a los niños ubicados en orfanatos y colegios, como también de servicio público, las que han sido evaluadas positivamente por MINUSTAH y por las autoridades haitianas.





En términos generales, este tipo de actividades -que se basan en la voluntariedad del personal nacional y que no cuentan con recursos fiscales asignados- han constituido una forma de obtener la cooperación y confianza de la población local, contribuyendo a generar las condiciones para un entorno seguro y estable dentro del área de misión.




B. En lo policial.




A la fecha, nuestro país contribuye con un total de 11 efectivos policiales (07 Carabineros y 4 Policías de Investigaciones), todos ellos desplegados de manera individual bajo la modalidad de expertos en misión. Los efectivos policiales chilenos integran el componente policial de Naciones Unidas (UNPOL) y están destinados en distintas unidades, conforme a las capacidades y experticias de cada uno, cumpliendo las siguientes misiones, entre otras:




- Jefe de unidad forense y sitio del suceso




- Oficial de veto y registro




- Oficial de Personal




- Oficial analista criminal




- Consejeros técnicos, asesores y monitores para el entrenamiento en las distintas unidades de la PNH en Puerto Príncipe, Leogane y Jeremie y, principalmente, para la implementación del plan de reestructuración de la PNH, que incluye los mecanismos de selección, depuración y entrenamiento





- Unidad de Investigación Antisecuestro.




- Oficina de Investigación Interna UNPOL.





C. Participación de personal femenino en el período comprendido entre el 01.JUN.2014 y 31.MAR.2015

	UNIDADES
	1er SEM.2014
	2do SEM. 2014
	1er SEM. 2015

	BTN. CHILE
	5
	9
	Despliegue 30.abr.2015

	COMP. ING.
	6
	8
	Cierre unidad

	GRUPO HELOS.
	2
	3
	1

	UNPOL
	CARAB.
	1
	1
	

	
	PDI.
	1
	3
	

	TOTAL
	15
	24
	1






Funciones desempeñadas:




- Oficial CIMIC del Batallón Chile, 1 personal femenino.




- Oficial de Personal (S-1) del Batallón Chile, 1 personal femenino.




- Oficial de Sanidad del Grupo de Helicópteros, 1 personal femenino.




- Cdte. Escalón Mantenimiento del Batallón Chile y Compañía de Ingenieros, 2 personal femenino.




- Cdte. Sección Maquinarias de la Compañía de Ingenieros, 1 personal femenino.




- Cdte. Sección Transportes del Batallón Chile, 1 personal femenino.




- Periodista y asesor comunicacional en el Batallón Chile, 2 personal femenino.




- Asesoría policial de la componente policial de UNPOL, 2 personal femenino.




- Auxiliares en función de personal (S-1) del Batallón Chile y Compañía de Ingenieros, 06 personal femenino.




- Auxiliares en función de informaciones (S-2) del Batallón Chile, 2 personal femenino.




- Auxiliares en función logística (S-4) del Batallón Chile y Compañía de Ingenieros, 3 personal femenino.




- Auxiliar de abastecimiento del Batallón Chile y Compañía de Ingenieros, 3 personal femenino.




- Operador de mini cargador de la Compañía de Ingenieros, 4 personal femenino.




- Operador equipo de iluminación, Compañía de Ingenieros, 1 personal femenino.




- Operador de equipo purificador de agua de la Compañía de Ingenieros, 1 personal femenino.




- Radio operador del Batallón Chile, 1 personal femenino.




- Mecánico de vehículos motorizados del Batallón Chile, 1 personal femenino.




- Enfermeras de Combate del Batallón Chile, Compañía de Ingenieros y Grupo Helicópteros.




VI. ORGANIZACIÓN DEL MANDO DEL CONTINGENTE NACIONAL Y SOPORTE LOGÍSTICO




A. Organización del mando del contingente nacional.




El Mando Operacional (OPCOM)
 del contingente nacional desplegado en Haití (en anexo “D”) lo ejerce el Jefe del Estado Mayor Conjunto, en su calidad de Autoridad Militar Nacional, quien tiene la responsabilidad de ejercer el mando sobre todas las unidades chilenas desplegadas en OPAZ. El Control Operacional (OPCON)
 es entregado al Force Commander para las tropas militares y del UN Police Commissioner para los efectivos nacionales de policía.




Finalmente, la Autoridad Militar Nacional tiene la facultad de actuar por veto ante el Force Commander en caso de que se ordenara a las tropas chilenas cumplir una misión que no contemplada en el acuerdo entre Chile y Naciones Unidas o que se presente reñida con la normativa nacional para operaciones de paz.




B. Soporte Administrativo y Logístico.




El Estado Mayor Conjunto se comporta como “escalón de coordinación logístico” en relación al apoyo de las tropas desplegadas en Haití, debiendo estar permanentemente informado de la situación de las unidades con la finalidad de cumplir con los compromisos adquiridos por el país en el memorándum firmado entre Naciones Unidas y Chile.




Por otra parte, las instituciones de las FF.AA. se comportan como “escalones administrativos y logísticos”, teniendo la responsabilidad de mantener la operacionalidad de las tropas. El soporte administrativo y logístico se materializa de manera directa entre las instituciones y las tropas apoyadas, interviniendo el Estado Mayor Conjunto solo ante la necesidad de acarreo de bastimentos entre el país y el área de misión.




En cuanto a los cargos que requieren las tropas para el cumplimiento de su misión, éstos pueden provenir de distintos orígenes (FF.AA., de orden y seguridad pública, Estado Mayor Conjunto o MINUSTAH).




VII. ESTIMACIÓN GLOBAL DEL COSTO FINANCIERO DE LA PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA OPERACIÓN, INCLUIDAS LAS DONACIONES EN DINERO O ESPECIES A SER REALIZADAS EN LA MISIÓN DE PAZ, Y LAS FUENTES DE SU FINANCIAMIENTO




A partir del año 2011, en cumplimiento a la Ley N° 20.297 Art. 2° el financiamiento de la participación militar nacional en la Misión en Haití se efectúa con fondos presupuestarios (Ley de Presupuesto), incluyéndose el sostenimiento logístico y las remuneraciones del personal.





En el 2014 los fondos presupuestarios asignados fueron entregados a través de dos transferencias corrientes semestrales por parte del Ministerio de Hacienda al Fondo de Operaciones de Paz (asignación por Ley de Presupuesto, Nº 20.641).





El gasto mensual promedio en remuneraciones del año 2014 de todo el personal militar desplegado asciende a USD 1.962.243,00.




Los reembolsos de Naciones Unidas durante el año 2014 ascienden a la suma de USD 16.895.927,27.





La distribución de recursos para el funcionamiento del primer semestre año 2015, es la siguiente:

	INSTITUCIÓN
	PESOS
	DÓLAR

	Ejército de Chile
	775.449.997
	7.497.455,00

	Armada de Chile
	234.792.934
	5.433.648,00

	Fuerza Aérea de Chile
	151.817.000
	4.900.000,00

	Estado Mayor Conjunto
	56.068.069 
	1.627.736,00

	
	
	

	TOTAL
	1.218.128.000
	19.458.839,00






Naciones Unidas, conforme los acuerdos alcanzados en 2014 en el Quinto Comité de la Asamblea General sobre Asuntos Administrativos y Presupuestarios, ha resuelto que el tiempo referencial para pagos de traslados de tropa será cada 12 (doce) meses. Por excepción, se ha accedió durante 2014 mantener el financiamiento de relevos cada 6 (seis) meses, sin embargo,  a contar del presente año 2015 Naciones Unidas sólo financiará un relevo al año calendario. Se ha autorizado a Chile a mantener cambio de contingente cada seis meses, debiendo asumir el país el costo de un vuelo de relevos, lo que asciende a la suma referencial de USD $ 1.311.330.00 (valor vuelo de relevos primer semestre año 2015).





Lo descrito anteriormente, es altamente conveniente para Chile y sus FF.AA. en el sentido de mantener esta condición, debido a las condiciones extremas a las que se expone el personal nacional y al incremento de costos que significa extender su permanencia a un año. En otras palabras, se ha seleccionado la modalidad más apropiada para las tropas y la más económica financieramente.





Al realizar el comparativo entre ambos semestres del año 2014, se genera una disminución en el gasto de la Misión, que asciende a USD$ 3.758.052,36, esto debido a la disminución de recursos asignados por el Ministerio de Hacienda a las Instituciones y la mejora en la planificación de gestión en lo relacionado a las remuneraciones.
	INSTITUCIONES
	GASTOS OPERACIONALES 1er SEMESTRE 2014 EN USD$
	GASTOS OPERACIONALES 2DO SEMESTRE 2014 EN USD$

	Ejército de Chile
	              1.630.239,05   
	1.176.333,96

	Armada de Chile
	              1.229.111,39   
	1.110.653,22

	Fuerza Aérea de Chile
	              3.440.675,70   
	3.458.667,54

	Estado Mayor Conjunto
	           14.452.070,00
	11.248.389,06

	Totales
	           20.752.096,14
	16.994.043,78






En el anexo “F” se detalla la situación financiera de la misión de Chile en Haití, considerando ingresos y egresos en moneda extranjera (dólar), al 31 de diciembre del año 2014.





Los montos en moneda nacional (pesos) fueron considerados y valorizados a moneda dólar a un tipo de cambio de $ 595.

- - -
ANEXOS





A. RESOLUCIONES DEL CONSEJO DE SEGURIDAD DE LA O.N.U.




Resolución 2119 (2013)





Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 7040ª sesión, celebrada el 10 de octubre de 2013.




El Consejo de Seguridad,




Reafirmando sus resoluciones anteriores sobre Haití, en particular sus resoluciones 2070 (2012), 2012 (2011), 1944 (2010), 1927 (2010), 1908 (2010), 1892 (2009), 1840 (2008), 1780 (2007), 1743 (2007), 1702 (2006), 1658 (2006), 1608 (2005), 1576 (2004) y 1542 (2004),




Reiterando su firme compromiso con la soberanía, la independencia, la integridad territorial y la unidad de Haití,




Reconociendo que, en el último año, Haití ha adoptado medidas en pro de la estabilización, entre otras, la creación del Colegio de Transición del Consejo Electoral Permanente y la presentación de un proyecto de ley electoral a la Asamblea Nacional, que son importantes para la celebración de elecciones parciales al Senado, municipales y locales, que deberían haberse llevado a cabo hace tiempo,




Observando con preocupación que se siguen produciendo demoras en los preparativos de las elecciones que podrían afectar su celebración en 2013, como anunció el Gobierno de Haití; exhortando al Gobierno de Haití y a todos los agentes interesados a que celebren en forma urgente elecciones libres, limpias, inclusivas y fidedignas de conformidad con la Constitución de Haití a fin de fomentar la estabilidad política y establecer un entorno propicio para el desarrollo socioeconómico,




Reconociendo que la situación general de la seguridad se ha mantenido relativamente estable y ha mejorado en cierta medida desde la aprobación de la resolución 2070 (2012), lo cual ha permitido que la MINUSTAH siga reduciendo la dotación de efectivos y adaptando su configuración sin socavar la seguridad y estabilidad de Haití, y reconociendo la importancia de que las decisiones que se adopten con respecto al futuro de la MINUSTAH guarden relación con la seguridad y se basen en las condiciones existentes,




Reconociendo el papel crucial de la MINUSTAH para que haya estabilidad y seguridad en Haití, encomiando a la MINUSTAH por la asistencia que sigue prestando al Gobierno de Haití para crear un entorno seguro y estable, expresando gratitud al personal de la MINUSTAH y a sus países, y rindiendo homenaje a quienes han resultado heridos o muertos en acto de servicio; encomiando también la gran variedad de iniciativas de reconstrucción emprendidas en Haití y la exitosa labor realizada por las unidades de ingeniería militar de la MINUSTAH,




Subrayando la necesidad de seguir fortaleciendo los sistemas judicial y penitenciario de Haití, a fin de apoyar un sector haitiano de la seguridad más integrado y cohesionado, y observando el compromiso del Gobierno de Haití de fortalecer el estado de derecho y lograr mayores avances en la reforma del sector de la seguridad, y alentando a las autoridades haitianas a que sigan realizando esfuerzos al respecto,




Reiterando el vital papel que desempeña la Policía Nacional de Haití en lo que respecta a la seguridad y estabilidad del país; destacando la importancia de la labor que se está realizando para fortalecer, profesionalizar y reformar dicha Policía a fin de posibilitar que asuma plena responsabilidad por la seguridad de Haití; observando los avances logrados en la aplicación del plan quinquenal de desarrollo de la Policía Nacional de Haití para 2012-2016 y reiterando la importancia de seguir prestándole apoyo, en particular en lo relativo al reclutamiento y la retención de personal,




Reconociendo las medidas adoptadas por el Consejo Superior del Poder Judicial para ejecutar su mandato y promover el fortalecimiento de la independencia judicial, y expresando la necesidad de seguir tratando de resolver los problemas de derechos humanos que todavía existen en el sistema penitenciario, como la excesiva duración de la prisión provisional, el hacinamiento en las cárceles y las condiciones sanitarias,




Reconociendo que, si bien se han realizado importantes progresos, Haití sigue enfrentando grandes problemas humanitarios que hay que continuar resolviendo, como la existencia de alrededor de 279.000 desplazados internos que aún dependen de ayuda para su supervivencia básica, la epidemia de cólera y las condiciones de vida en los campamentos,





Poniendo de relieve que para lograr una estabilidad duradera y sostenible es fundamental avanzar en la reconstrucción de Haití, así como en su desarrollo social y económico, en particular mediante una asistencia internacional para el desarrollo eficaz y encomiable y un aumento de la capacidad institucional de Haití para beneficiarse de esa asistencia, y reiterando la necesidad de que la seguridad vaya acompañada del desarrollo económico y social, incluidos esfuerzos en la reducción de riesgos y preparación que tengan en cuenta la extremada vulnerabilidad del país a los desastres naturales, esfuerzos en los que el Gobierno de Haití desempeña un papel primordial,




Acogiendo con beneplácito que se siga elaborando el Marco para la Coordinación de la Asistencia Externa del Gobierno de Haití como mecanismo elegido para la coordinación de donantes y el apoyo a las prioridades de desarrollo del Gobierno de Haití, y acogiendo con beneplácito también que el equipo de las Naciones Unidas en Haití haya aumentado la programación conjunta en consonancia con el Marco Estratégico Integrado respaldado por el Gobierno, y acogiendo con beneplácito además el compromiso de fomentar una mayor armonización de la asistencia internacional con las prioridades nacionales, aumentar la transparencia y fortalecer la rendición de cuentas mutua, así como la necesidad de una coordinación más intensa,




Observando los esfuerzos que está realizando el Gobierno de Haití por controlar y erradicar la epidemia de cólera, e instando a las entidades de las Naciones Unidas a que, en coordinación con otros agentes pertinentes sigan apoyando al Gobierno de Haití para solventar las deficiencias estructurales, en particular en los sistemas de suministro de agua y saneamiento, y recalcando la importancia de reforzar las instituciones nacionales haitianas de salud y reconociendo los esfuerzos de las Naciones Unidas por luchar contra el cólera, entre otras cosas, mediante la iniciativa del Secretario General para apoyar el Plan Nacional para la Eliminación del Cólera; destacando la importancia de que se preste un apoyo adecuado y sostenible, con especial atención a las respuestas médicas rápidas contra los brotes de la enfermedad destinadas a reducir la amenaza,




Instando a los donantes a que cumplan las promesas que formularon en la conferencia celebrada en Nueva York en 2010 a fin de ayudar, entre otras cosas, a promover el acceso de los más vulnerables a los servicios y al empleo, y subrayando la responsabilidad del Gobierno de Haití de proporcionar una orientación clara a los donantes sobre sus prioridades y de facilitar el suministro de asistencia a quienes más la necesitan,




Poniendo de relieve el papel de las organizaciones regionales en el proceso de estabilización y reconstrucción de Haití en marcha y exhortando a la MINUSTAH a que siga colaborando estrechamente con las instituciones financieras internacionales, las organizaciones regionales y subregionales y otros interesados, en particular la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR) y la Comunidad del Caribe (CARICOM),





Reconociendo que los desafíos que enfrenta Haití están interconectados, reafirmando que los progresos sostenibles en materia de seguridad, estado de derecho y reforma institucional, reconciliación nacional y desarrollo, incluida la lucha contra el desempleo y la pobreza, se refuerzan entre sí, y acogiendo con beneplácito los esfuerzos que siguen desplegando el Gobierno de Haití y la comunidad internacional para encarar esos desafíos, en consonancia con las prioridades del Gobierno establecidas en su programa de políticas “5Es” (empleo, educación, medio ambiente, energía y estado de derecho),





Acogiendo con beneplácito los constantes esfuerzos de la Policía Nacional de Haití para patrullar e intensificar su presencia y su interacción directa con la población; reconociendo los constantes esfuerzos de la MINUSTAH, en estrecha coordinación con los comités de los campamentos, en el ámbito de la policía de proximidad en los campamentos de desplazados internos, y acogiendo con beneplácito su interacción con la población,




Reconociendo que la violencia sexual y por razón de género sigue siendo motivo de grave preocupación, especialmente en los distritos marginados de Puerto Príncipe, los campamentos de desplazados internos y las zonas remotas del país,





Reconociendo que el fortalecimiento de las instituciones nacionales de derechos humanos, así como el respeto de los derechos humanos y las debidas garantías procesales, la lucha contra la delincuencia, en particular la violencia sexual y por razón de género, y las medidas para poner fin a la impunidad son esenciales para garantizar el estado de derecho y la seguridad en Haití; acogiendo con beneplácito en este sentido el establecimiento de la comisión interministerial de derechos humanos,




Reafirmando la autoridad del Representante Especial del Secretario General en la coordinación y ejecución de todas las actividades de los organismos, fondos y programas de las Naciones Unidas en Haití, y reafirmando también su apoyo al papel que desempeña el Representante Especial del Secretario General para asegurar que haya una coordinación y una colaboración óptimas entre la MINUSTAH y el equipo de las Naciones Unidas en el país en lo referente a los aspectos de sus respectivos mandatos que guardan relación entre sí, particularmente como parte del plan de consolidación de la MINUSTAH basado en las condiciones existentes,




Recalcando la importancia de proporcionar fondos suficientes a la Policía Nacional de Haití para mejorar su capacidad logística, administrativa y operacional, y alentando al Gobierno de Haití a que aproveche el apoyo que presta la comunidad internacional para garantizar que el pueblo haitiano cuente con la debida seguridad, y exhortando a todos los asociados internacionales a que intensifiquen su coordinación a este respecto,




Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General publicado con la signatura S/2013/493, de 19 de agosto de 2013,





Teniendo presente que, con arreglo a la Carta de las Naciones Unidas, le incumbe la responsabilidad primordial de mantener la paz y la seguridad internacionales,





Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, de conformidad con lo dispuesto en la sección I del párrafo 7 de la resolución 1542 (2004),




1. Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007), 1840 (2008), 1892 (2009), 1908 (2010), 1927 (2010), 1944 (2010), 2012 (2011) y 2070 (2012), hasta el 15 de octubre de 2014, con la intención de renovarlo posteriormente;





2. Decide que la dotación total de la MINUSTAH sea de hasta 5.021 efectivos,  tras la retirada equilibrada de efectivos de infantería e ingeniería, en consonancia con lo indicado en el párrafo 54 del informe del Secretario General, y un componente de policía de hasta 2.601 efectivos;




3. Afirma que los ajustes en la configuración de la dotación deberán estar basados en la situación de la seguridad sobre el terreno, teniendo en cuenta la importancia de mantener un entorno seguro y estable y el impacto de la realidad política y social en la estabilidad y seguridad de Haití; el desarrollo cada vez mayor - de la capacidad estatal de Haití, en particular el fortalecimiento de la Policía Nacional de Haití que se está llevando a cabo; y el mayor ejercicio por parte de las autoridades nacionales de la responsabilidad estatal de Haití en el mantenimiento de la estabilidad y la seguridad del país; y exhorta a la MINUSTAH a mantener su capacidad de desplegar contingentes rápidamente en todo el país;




4. Toma nota de que se está aplicando el plan de consolidación de la MINUSTAH basado en las condiciones existentes; reitera su objetivo de centrar las actividades de la Misión en un conjunto básico de tareas encomendadas que se puedan ejecutar en un plazo razonable, conforme a lo acordado con el Gobierno de Haití; toma nota del párrafo 64 del informe del Secretario General y aguarda con interés las propuestas que se incluirán en el próximo informe del Secretario General, tras la celebración de consultas con el Gobierno de Haití y los Estados Miembros;





5. Reconoce la implicación y la responsabilidad primordial del Gobierno y del pueblo de Haití en todo lo que respecta a la estabilización del país; alienta a la MINUSTAH a intensificar sus esfuerzos para proporcionar conocimientos logísticos y técnicos, con los medios disponibles y de conformidad con su mandato en coordinación, según corresponda, con el equipo de las Naciones Unidas en el país y otras entidades que participen en la labor de estabilización, a prestar asistencia, cuando lo solicite el Gobierno de Haití, para que se sigan realizando actividades de descentralización y se siga fortaleciendo la capacidad de sus instituciones en los planos nacional y local, con miras a aumentar aún más la capacidad del Gobierno para extender la autoridad del Estado a todo Haití y promover la buena gobernanza y el estado de derecho en todos los niveles;





6. Insta a los agentes políticos de Haití a que cooperen entre sí para terminar de elaborar todas las medidas, incluida una ley electoral, necesarias para preparar y celebrar unas elecciones libres, limpias y transparentes al Senado, municipales y locales, que deberían haberse llevado a cabo hace tiempo, de conformidad con la Constitución de Haití, a fin de garantizar el funcionamiento continuado de la Asamblea Nacional y otros órganos electivos;





7. Acoge con beneplácito los esfuerzos de la Representante Especial del Secretario General para prestar apoyo al proceso político que se desarrolla en Haití; reafirma su llamamiento a la MINUSTAH para que siga prestando apoyo a este proceso; exhorta a la MINUSTAH a que suministre y coordine, según corresponda, la asistencia electoral internacional al Gobierno de Haití, en cooperación con los interesados internacionales, incluida la OEA, la UNASUR y la CARICOM, según corresponda;




8. Recuerda su resolución 1325 (2000) y alienta al Gobierno de Haití a que, con el apoyo de las partes interesadas pertinentes, promueva una mayor participación política de la mujer en el país, de conformidad con la Constitución de Haití;





9. Reafirma que, en el marco de la mejora del estado de derecho en Haití, es indispensable fortalecer la capacidad de la Policía Nacional para que el Gobierno asuma plena y oportunamente la responsabilidad de las necesidades del país en materia de seguridad, lo cual es fundamental para la estabilidad general y el futuro desarrollo de Haití;





10. Reitera que el desarrollo de la capacidad de la Policía Nacional de Haití es una tarea de importancia decisiva para la MINUSTAH; solicita a la INUSTAH que prosiga su labor encaminada a fortalecer la capacidad institucional y operacional de la Policía Nacional de Haití, en particular mediante esfuerzos renovados de capacitación y orientación del personal de policía y penitenciario, incluido el personal de rango intermedio; exhorta a la MINUSTAH a que ajuste los conocimientos especializados del personal de la Policía de las Naciones Unidas para apoyar esos objetivos y a que proporcione instructores y asesores técnicos calificados;





11. Subraya la necesidad de asegurar un apoyo eficaz del Gobierno de Haití y de sus asociados internacionales y regionales al plan de desarrollo de la Policía Nacional de Haití para 2012-2016, a fin de cumplir los objetivos de lograr un mínimo de 15.000 agentes de policía en activo plenamente operativos para 2016, una capacidad logística y administrativa suficiente, la rendición de cuentas, el respeto de los derechos humanos y el estado de derecho, un proceso estricto de selección, mejores procesos de contratación y capacitación, el fortalecimiento de los controles en las fronteras terrestres y marítimas, y la mejora de la prevención de la delincuencia organizada transnacional;





12. Destaca la necesidad de que haya una estrecha coordinación entre la MINUSTAH, los donantes y el Gobierno de Haití para incrementar la eficacia y la sostenibilidad de las medidas en pro del desarrollo de la capacidad de la Policía Nacional de Haití; solicita también a la MINUSTAH que facilite esta coordinación y que continúe proporcionando orientación técnica a los proyectos financiados por donantes, según se solicite, para rehabilitar y construir instalaciones policiales y penitenciarias, así como a otros proyectos destinados a apoyar la capacidad institucional de la Policía Nacional de Haití, según corresponda;





13. Alienta a la MINUSTAH a que, en colaboración con los agentes internacionales pertinentes, preste ayuda al Gobierno para hacer frente con eficacia a la violencia de bandas, la delincuencia organizada, el tráfico de drogas y la trata de personas, especialmente de niños;




14. Alienta a las autoridades de Haití a que continúen ejecutando el plan de reforma del sector de la justicia mediante la adopción de las medidas necesarias, incluso mediante la prestación de apoyo continuo al Consejo Superior del Poder Judicial para asegurar la independencia y eficacia de las instituciones judiciales, y a que sigan haciendo frente a los problemas de la prisión provisional prolongada y las malas condiciones y el hacinamiento en las cárceles, especialmente en lo que respecta a las mujeres y los niños detenidos;





15. Exhorta a todos los donantes y asociados, incluidas las organizaciones internacionales y no gubernamentales, a que coordinen mejor sus esfuerzos y colaboren estrechamente con el Gobierno de Haití por conducto de su Marco para la Coordinación de la Ayuda Externa, que tiene por objeto ayudar al Gobierno a aumentar la transparencia, la implicación nacional y la coordinación de la asistencia externa y fortalecer la capacidad del Gobierno para gestionar la asistencia externa;





16. Solicita al equipo de las Naciones Unidas en el país, y pide a todos los agentes, que complementen las operaciones de seguridad y desarrollo iniciadas por el Gobierno de Haití con el apoyo de la MINUSTAH con actividades dirigidas a mejorar efectivamente las condiciones de vida de la población afectada, en particular las mujeres y los niños;





17. Solicita a la MINUSTAH que, en coordinación con el equipo de las Naciones Unidas en el país, siga ejecutando proyectos de efecto rápido que contribuyan a construir un entorno seguro y estable y aumenten la implicación nacional y la confianza de la población de Haití en la MINUSTAH, en particular en los ámbitos prioritarios determinados por los dirigentes de la Misión y teniendo presentes las prioridades del Gobierno de Haití, según corresponda;





18. Condena enérgicamente las graves infracciones contra niños afectados especialmente por la violencia de las bandas de delincuentes, así como los numerosos casos de violación y otros abusos sexuales cometidos contra mujeres y niñas, y exhorta al Gobierno de Haití a que, con el apoyo de la MINUSTAH y el equipo de las Naciones Unidas en el país, siga promoviendo y protegiendo los derechos de las mujeres y los niños, como se establece en las resoluciones del Consejo de Seguridad 1325 (2000), 1612 (2005), 1820 (2008), 1882 (2009), 1888 (2009) y 1889 (2009), y alienta a todos los agentes del Gobierno de Haití, la comunidad internacional y la sociedad civil a que renueven sus esfuerzos para eliminar la violencia sexual y por razón de género en Haití y para mejorar la respuesta a las denuncias de violación y el acceso a la justicia de las víctimas de violaciones y otros delitos sexuales; alienta a las autoridades nacionales a promover legislación nacional a este respecto;





19. Alienta a la MINUSTAH a que siga ayudando al Gobierno de Haití a proporcionar una protección adecuada a la población civil, prestando particular atención a las necesidades de los desplazados internos y demás grupos vulnerables, especialmente las mujeres y los niños, por medios como los servicios conjuntos de policía de proximidad en los campamentos, de conformidad con la resolución 1894 (2009) del Consejo de Seguridad;





20. Solicita al Secretario General que siga adoptando las medidas necesarias para asegurar que todo el personal de la MINUSTAH cumpla plenamente la política de las Naciones Unidas de tolerancia cero frente a la explotación y los abusos sexuales, y que lo mantenga informado, e insta a los países que aportan contingentes y fuerzas de policía a intensificar sus esfuerzos para prevenir casos de mala conducta y asegurarse de que se investiguen y castiguen debidamente los actos de ese tipo en que esté involucrado su personal;





21. Reafirma que el mandato de la MINUSTAH en materia de derechos humanos es un componente esencial de la Misión y reconoce que el respeto de los derechos humanos es un elemento esencial para la estabilidad de Haití, en particular la atención a la responsabilidad de las personas por infracciones graves ocurridas durante gobiernos anteriores, insta al Gobierno a que, con el apoyo de la comunidad internacional, según corresponda, garantice el respeto y la protección de los derechos humanos por la Policía Nacional de Haití y la magistratura, y exhorta a la MINUSTAH a que proporcione supervisión y apoyo a este respecto; 





22. Alienta a la MINUSTAH a que, dentro de los límites de su mandato, continúe utilizando los medios y la capacidad de que dispone, incluidos sus ingenieros, con miras a mejorar la estabilidad en Haití, al tiempo que alienta a que haya una mayor implicación de Haití en el contexto de su plan de consolidación basado en las condiciones existentes;





23. Solicita a la MINUSTAH que mantenga su enfoque de reducción de la violencia en las comunidades, en estrecha colaboración con el Gobierno de Haití, con especial atención a los jóvenes en situación de riesgo, las mujeres, los desplazados y las personas que viven en barrios afectados por la violencia, y que se asegure de que esta actividad se coordine con el equipo de las Naciones Unidas en el país y apoye la labor que este realiza para fortalecer la capacidad local en este ámbito;





24. Solicita a la MINUSTAH que siga apoyando a las autoridades haitianas en sus esfuerzos por controlar la circulación de armas pequeñas, la creación de un registro de armas, la revisión de las leyes vigentes sobre importación y tenencia de armas, la reforma del sistema de licencias de armas, y la elaboración y aplicación de una doctrina nacional sobre la policía de proximidad;





25. Recalca la importancia de que los documentos de planificación de los componentes militar y policial de la MINUSTAH, como el concepto de operaciones y las normas de intervención, se actualicen periódicamente, según proceda, y se ajusten a lo dispuesto en todas sus resoluciones pertinentes, y solicita al Secretario General que informe al respecto al Consejo de Seguridad y a los países que aportan contingentes y fuerzas de policía;





26. Solicita al Secretario General que lo informe regularmente y que lo informe sobre el cumplimiento del mandato de la MINUSTAH cada 6 meses y a más tardar 45 días antes del vencimiento de dicho mandato;





27. Solicita al Secretario General que siga incluyendo en sus informes una evaluación exhaustiva de las amenazas para la seguridad existentes en Haití, que proponga, según corresponda, opciones para seguir consolidando y reconfigurando la MINUSTAH, y que siga presentando un informe sobre la marcha del plan de consolidación como anexo de su próximo informe;





28. Decide seguir ocupándose de la cuestión.
- - -




B. POLÍTICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACIÓN DEL ESTADO DE CHILE ENOPERACIONES DE PAZ.




Decreto Supremo Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Guerra Nº 68 de 14 de octubre de 1999, publicado en el Diario oficial Nº 36.510 del 10 de noviembre de 1999.





Considerando:




1. Que Chile es parte de la comunidad internacional de naciones y que, en su carácter de Estado libre y soberano, aspira a participar activamente en las instituciones y foros que promueven la paz y el desarrollo de los pueblos;





2. Que Chile integra desde su origen la Organización de las Naciones Unidas, habiendo ratificado la Carta de dicha organización, así como otros tratados y acuerdos en el marco de ese organismo internacional;





3. Que la Carta de las Naciones Unidas establece en sus Capítulos VI; VII y VIII un sistema de seguridad internacional, que define las medidas disponibles para participar en las operaciones de paz, así como las reglas que las gobiernan;





4. Que la Constitución Política de la República de Chile establece que es deber del Estado de Chile resguardar la seguridad nacional; 





5. Que, en un sentido integral y moderno, la seguridad de Chile depende de un diverso conjunto de factores, tanto internos como externos.





6. Que entre estos factores, cabe destacar la estabilidad y la seguridad internacionales. Asimismo, que la globalización de las relaciones deriva en que los conflictos repercuten internacionalmente en forma más amplia e intensa, por lo tanto, adquieren una mayor supremacía los pactos de seguridad y estabilidad internacional.





7. Que, al mismo tiempo, el Estado de Chile basa su política exterior en los principios de respeto a los tratados, observancia del principio de no intervención en asuntos de otros Estados soberanos y promoción de buenas relaciones entre los pueblos y los gobiernos, rechazando toda forma de expansionismo;





8. Que resulta indispensable que el Estado de Chile, dentro de los marcos de la Constitución Política, las leyes y los tratados vigentes, disponga de reglas y criterios que definan claramente la forma en que se produce la participación nacional en las indicadas operaciones, incluidas las operaciones de imposición de la paz.





9. Que solemnizar y dar publicidad a las reglas y criterios que informan la Política Nacional para operaciones de paz, son exigencias que derivan del derecho que asiste a la ciudadanía y especialmente, a las personas e instituciones directamente concernidas en orden a conocer la posición oficial del Estado de Chile sobre esta importante materia; y 





10. Que, finalmente, corresponde al Presidente de la República conducir las Relaciones Exteriores del país, extendiéndose su autoridad, además, a todo cuanto tenga por objeto la preservación del orden público en el interior y la seguridad externa de la República.





Visto lo dispuesto en los artículos 24 y 32 número 8 de la Constitución Política de la República,





Resuelvo promulgar la siguiente "POLITICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACIÓN DEL ESTADO DE CHILE EN OPERACIONES DE PAZ":





1. El mantenimiento y la promoción de la paz mundial constituyen objetivos permanentes de la política exterior chilena. Tales imperativos, representativos de la vocación pacífica del pueblo chileno y plenamente coherente con el interés nacional, deben informar siempre de la actuación de los agentes del Estado de Chile.





2. Fiel a los principios enunciados, el Estado de Chile reafirma solemnemente su compromiso de contribuir de manera activa al esfuerzo en pro de la paz y la seguridad internacionales que desarrolla permanentemente la Organización de Naciones Unidas.





3. En concordancia con los principios descritos, el Estado de Chile manifiesta su disposición a participar, por decisión soberana y de acuerdo a los criterios enunciados en este instructivo, en operaciones de paz impulsadas por las Naciones Unidas.





Para los efectos de este instructivo Presidencial, entiéndase por operación de paz todo despliegue internacional de medios civiles o militares y de orden y seguridad pública que, bajo el mando y control de las Naciones Unidas o de un Estado o mando expresamente designado y autorizado por ésta, tiene por objeto directo contribuir a la consolidación de un cese de hostilidades.





Las operaciones de paz pueden comprender, entre otras funciones, las siguientes tareas concretas:





a) Verificación del cese del fuego.





b) Colaboración en la separación de fuerzas.





c) Supervigilancia de las líneas divisorias o de las zonas de exclusión.





d) Escolta, conducción y distribución de ayuda humanitaria.





e) Supervisar la desmovilización de combatientes.





f) Certificar el registro, entrega y/o destrucción de armamento.





g) Colaborar con los programas de desminado.





h) Contribuir al éxito de los programas de retorno y reubicación de refugiados de guerra.





i) Contribuir a la reconstrucción de zonas afectadas por conflictos o desastres naturales.





j) Colaborar y asistir a los procesos electorales que se lleven a efecto bajo la supervisión de la Organización de Naciones Unidas.





Además, y excepcionalmente, las operaciones de paz pueden comprender las siguientes funciones especiales:





- Cooperación en la mantención del orden público en el período siguiente al cese de las hostilidades.





-Colaborar en supervisión del respeto a los derechos humanos. Esta misión puede comprender, además, la tarea de cooperar en la investigación de violaciones cometidas durante las hostilidades.





Las funciones a que se refieren las letras k) y l) no autorizan el empleo de fuerzas chilenas para la búsqueda y/o captura de delincuentes, beligerantes o criminales de guerra.





4. Quedan comprendidas en esta declaración de Política Nacional las operaciones de imposición a la Paz, tales como la interrupción total o parcial de las relaciones económicas y de las comunicaciones ferroviarias, marítimas, aéreas, postales, telegráficas, radioeléctricas, ruptura de relaciones diplomáticas, demostraciones, bloqueos y otras operaciones ejecutadas por Fuerzas Aéreas, Navales o Terrestres a que se refiere la Carta de las Naciones Unidas.





5. La participación nacional en operaciones de paz constituye una decisión soberana del Estado de Chile. Las determinaciones respectivas se adoptan por el Presidente de la República conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de la República y las Leyes pertinentes. La participación de personal de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública en las referidas Operaciones, a su vez, se rige especialmente por lo prescrito en la Ley N° 19.067.





6. La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz, se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios políticos-estratégicos:





6.1. Las operaciones que involucren fuerzas chilenas deben satisfacer el interés nacional.





Este interés se relaciona, entre otros aspectos, con los compromisos que nuestro país ha adquirido con Naciones Unidas; con la preocupación de Chile por los problemas de la paz y sobre todo, con las situaciones de conflicto en zonas geográficas cuya estabilidad afectan a los intereses nacionales.





6.2. Estas operaciones deben obedecer a un mandato del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.





6.3 En todo caso, no se formarán ni se pondrán contingentes a disposición de Naciones Unidas o de un Estado en particular, para que éste determine autónomamente su despliegue.





6.4 El mandato de las Naciones Unidas debe definir claramente los alcances de las operaciones y su duración.





6.5 Las partes involucradas en el conflicto, deben haber solicitado la intervención de Fuerzas de Paz, salvo el caso de operaciones de imposición de la paz, en donde no se requiere dicha solicitud. 





6.6 Deberán ponderarse siempre los costos que las operaciones de paz involucran respecto de los beneficios que el país obtiene, de manera que exista una conveniente relación entre ambos aspectos.





6.7 Cada solicitud de Naciones Unidas se evaluará en forma separada, a la luz de todos los criterios señalados en los párrafos precedentes y siguientes.





7. La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios operativos:





7.1. Se deberá establecer con claridad el tipo de operación en que se participará, el país y la zona de el en que se desarrollará, el tipo y cantidad de medios a comprometer, las limitaciones relacionadas con la actuación de personal chileno y la duración considerada.





En concreto, toda participación nacional en operaciones de paz supone definir oficial y formalmente el ámbito de actuación de las fuerzas chilenas. Con tal objeto, y tratándose de fuerzas armadas y/o de orden y seguridad pública, la autorización correspondiente para la salida de las tropas debería indicar, con referencia a la enumeración de tareas contenida en el punto 3 de este instructivo, el ámbito preciso de la autorización.





7.2. Las operaciones deben contribuir al perfeccionamiento de las instituciones participantes. Esto debe manifestarse en la obtención de experiencias, entrenamiento de personal, adquisición y reposición de material y equipo.





7.3. Los medios participantes deben estructurarse utilizando como referencia, el listado de contribuciones de medios incorporados al sistema de fuerzas de reserva de Naciones Unidas y mantenerse, permanentemente, operativos.





Para lograr lo anterior, el Estado de Chile deberá contar con establecimientos dedicados a la instrucción y preparación de personal destinado a participar en Operaciones de Paz.





7.4. En estas operaciones sólo se comisionará personal profesional, civil o militar, preferentemente voluntario, no pudiéndose completar los cuadros con personal de la conscripción obligatoria.





8. La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios gubernativos y administrativos:





8.1. La responsabilidad sobre la evaluación de cada petición y la proposición posterior a S.E. el Presidente de la República, será de los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, en conjunto.





8.2. La responsabilidad de la coordinación de todos los aspectos referidos a una operación de paz, será del Ministerio de Defensa; la organización de la fuerza que participe, de la institución que proporciona los medios; y el control, de Naciones Unidas.





8.3. Para proporcionar la asesoría especializada se constituirá, en forma permanente, un Grupo de Análisis en el Ministerio de Defensa Nacional (Estado Mayor de la Defensa Nacional), el cual estudiará cada caso a la luz de esta política y de las orientaciones que emitan los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional. Este grupo estará autorizado para tomar contacto con instituciones de la Defensa, gubernamentales y otras que sean necesarias, a fin de contar con los antecedentes que permitan una mejor resolución en esta materia.





8.4. Sobre la base de los requerimientos que formule el Ministerio de Relaciones Exteriores, la Ley de Presupuesto contendrá anualmente una provisión para enfrentar los costos que demanden la preparación y la participación de fuerzas o personal chileno en operaciones de paz, cuya distribución será efectuada por el Ministerio de Defensa.




8.5. La decisión final sobre el envío de fuerzas chilenas a una operación de paz la adoptará S.E. el Presidente de la República, tomando en consideración el informe conjunto que presenten los Ministros de Defensa y de Relaciones Exteriores.





9. Será responsabilidad del Ministerio de Defensa desarrollar las capacidades para la preparación y entrenamiento de las fuerzas que se emplearán en operaciones de paz, en materias inherentes a éstas.





10. Nada de lo señalado en este documento puede entenderse como una renuncia o limitación del derecho que asiste al Estado de Chile para concurrir al cumplimiento de obligaciones que pudieren dimanar de otros acuerdos internacionales de carácter bilateral o regional.

- - -





C.- DESPLIEGUE DE LAS FUERZAS




1.- Mapa de despliegue, actualizado a marzo de 2014.
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2.- Fuerzas chilenas en comparación con otras naciones contribuyentes en la MINUSTAH (al 25.FEB.2015).
PARTE DE FUERZA DE LA MINUSTAH

	Nº
	PAÍSES
	CONTINGENTE
	POLICÍAS
	TOTAL POR PAÍS

	
	
	M
	F
	M
	F
	

	1
	ARGENTINA
	529
	37
	19
	2
	587

	2
	BANGLADESH
	0
	0
	201
	83
	284

	3
	BENIN
	0
	0
	41
	1
	42

	4
	BOLIVIA
	186
	20
	0
	0
	206

	5
	BRASIL
	1.343
	18
	16
	0
	1.377

	6
	BURKINA FASO
	0
	0
	42
	3
	45

	7
	BURUNDI
	0
	0
	13
	1
	14

	8
	CAMERÚN
	0
	0
	5
	1
	6

	9
	CANADÁ
	6
	1
	44
	13
	64

	10
	CHAD
	0
	0
	7
	0
	7

	11
	CHILE
	392
	20
	7
	4
	423

	12
	COLOMBIA
	0
	0
	21
	1
	22

	13
	COSTA DE MARFIL
	0
	0
	50
	5
	55

	14
	CROACIA
	0
	0
	1
	0
	1

	15
	ECUADOR
	53
	0
	0
	0
	53

	16
	EL SALVADOR
	34
	0
	0
	0
	34

	17
	ESPAÑA
	0
	0
	4
	0
	4

	18
	ESTADOS UNIDOS
	9
	0
	60
	7
	76

	19
	FILIPINAS
	150
	9
	14
	1
	174

	20
	FRANCIA
	0
	0
	16
	2
	18

	21
	GUINEA
	0
	0
	14
	0
	14

	22
	GRANADA
	0
	0
	2
	0
	2

	23
	GUATEMALA
	129
	9
	0
	0
	138

	24
	HONDURAS
	38
	0
	0
	0
	38

	25
	INDIA
	0
	0
	420
	0
	420

	26
	INDONESIA
	2
	0
	0
	0
	2

	27
	JAMAICA
	0
	0
	2
	0
	2

	28
	JORDANIA
	6
	0
	323
	0
	329

	29
	KYRGYZSTAN
	0
	0
	1
	0
	1

	30
	MADAGASCAR
	0
	0
	1
	1
	2

	31
	MALI
	0
	0
	36
	3
	39

	32
	NEPAL
	13
	0
	139
	12
	164

	33
	NÍGER
	0
	0
	15
	0
	15

	34
	NIGERIA
	0
	0
	2
	1
	3

	35
	NORUEGA
	0
	0
	3
	3
	6

	36
	PAKISTÁN
	0
	0
	138
	1
	139

	37
	PARAGUAY
	110
	5
	0
	0
	115

	38
	PERÚ
	348
	24
	0
	0
	372

	39
	REINO UNIDO
	0
	0
	5
	0
	5

	40
	RUANDA
	0
	0
	128
	17
	145

	41
	RUMANIA
	0
	0
	17
	3
	20

	42
	RUSIA
	0
	0
	8
	1
	9

	43
	SENEGAL
	0
	0
	139
	11
	150

	44
	SERBIA
	0
	0
	4
	0
	4

	45
	SRI LANKA
	862
	0
	5
	2
	869

	46
	TÚNEZ
	0
	0
	9
	0
	9

	47
	TURQUÍA
	0
	0
	18
	0
	18

	48
	URUGUAY
	248
	12
	3
	0
	263

	49
	VANUATÚ
	0
	0
	2
	0
	2

	50
	YEMEN
	0
	0
	24
	0
	24

	TOTAL
	4.458
	155
	2.019
	179
	6811






3.- Esfuerzo Nacional para Haití
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	MINUSTAH
	JUN-DIC 2004
	ENE-DIC 2005
	ENE-DIC 2006
	ENE-DIC 2007
	ENE-DIC 2008
	ENE-DIC 2009
	ENE-DIC 2010
	ENE-DIC 2011
	ENE-DIC 2012
	ENE-DIC 2013
	ENE-DIC

2014
	ENE-DIC

2015
	TOTAL

	EJÉRCITO
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Inf. Mecanizada
	178
	356
	358
	358
	358
	359
	359
	357
	357
	290
	289
	
	3619

	Ingenieros
	
	174
	174
	174
	174
	174
	174
	173
	174
	173
	140
	
	1704

	Helicópteros
	41
	84
	43
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	168

	Pl. My. Especial
	3
	7
	3
	3
	3
	3
	2
	3
	4
	1
	4
	
	36

	CTEL. GRAL. MINUSTAH
	3
	4
	3
	8
	4
	6
	4
	2
	2
	2
	5
	
	43

	ARMADA
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Infantería Marina
	174
	346
	346
	346
	345
	346
	345
	346
	346
	346
	272
	
	3558

	Pl. My.Especial
	
	1
	
	2
	1
	
	1
	2
	
	3
	1
	
	11

	CTEL.GRAL. MINUSTAH
	1
	1
	2
	
	1
	1
	1
	1
	1
	1
	1
	
	11

	FUERZA AÉREA
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Helicópteros
	52
	102
	104
	107
	104
	104
	112
	112
	108
	108
	108
	54
	1175

	Pl. My. Especial
	
	
	3
	1
	2
	3
	3
	1
	2
	2
	1
	
	18

	CTEL.GRAL. MINUSTAH
	1
	1
	1
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	3

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL
	453
	1076
	1037
	999
	992
	996
	1001
	997
	994
	926
	821
	54
	10346

	PERSONAL POLICIAL
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	 Carabineros
	36
	23
	8
	
	10
	14
	11
	10
	10
	10
	7
	
	139

	Investigaciones
	2
	1
	3
	3
	3
	2
	4
	4
	4
	4
	4
	
	34


NOTA: Relevos del personal del Batallón Chile se materializará a partir del 15.ABR.2015, con el despliegue de los medios de la Componente de Infantería de Marina y se completa el 30.ABR.2015, con el despliegue de la Compañía de Infantería Mecanizada. Complemento de la dotación final será entre el 10 al 25.JUN.2015.




D.- ORGANIGRAMA DEL MANDO Y CONTROL NACIONAL
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E. MATERIAL Y EQUIPO
	NOMENCLATURA
	CARGO

	EJERCITO
	 

	VEHÍCULOS
	 

	CARRO V.T.P. 6 x 6
	16

	AMBULANCIA 6 x 6
	1

	GRÚAS HORQUILLA
	2

	CAMIÓN MB 1017 (TALLER)
	1

	CAMIONETA TOYOTA  HILUX
	2

	CAMIONETA MITSUBISHI
	1

	CONTENEDORES
	

	CONTENEDORES (HABITABILIDAD, TALLERES, COCINA, GIMNASIO, BAÑOS)
	83

	ARMADA
	 

	VEHÍCULOS
	 

	JEEP KIA KM-420
	8

	CAMIONETA KIA KM-450
	8

	CAMIÓN KIA KM -250
	8

	AMBULANCIA KIA KM-451 
	2

	CONTENEDORES
	

	CONTENEDOR (HABITABILIDAD, TALLERES, COCINA, GIMNASIO, BAÑOS)
	20

	COMP. INGENIEROS
	 

	VEHÍCULOS
	 

	CAMIONETAS KATANA  MITSUBICHI  M. L200  4X4  2005
	7

	CAMIONETAS TOYOTA 4X4
	7

	AMBULANCIA MILITAR  CAMPAÑA M/B M.609 D
	2

	CAMIÓN TRANSPORTE PERSONAL M. BENZ 1017, 1981
	6

	CAMION ALJIBE M. BENZ 1017, 1981, 5000  LTS
	2

	CAMIÓN ESTANQUE COMB. M.BENZ LA 1114,  1974, 5000 LTS
	2

	CAMIÓN LUBRICADOR M. BENZ LA 1114,  1974 
	1

	CAMIÓN TALLER  MERCEDEZ BENZ LA- 1114 1974 
	1

	CAMIÓN GRUA M.BENZ ATENGO  5 TON  2012
	2

	CAMIÓN IMPRIMADOR ASFALTICO MACK M. GU 813
	1

	CAMIÓN TRACTOR 
	4

	SEMI REMOLQUE CAMA BAJA 
	4

	REMOLQUES
	11

	MONTACARGAS
	2

	MAQUINARIA
	 

	BULLDOZER 
	2

	CARGADOR. FRONTAL 
	3

	MINICARGADOR BOBCAT
	3

	RODILLO CATERPILLAR
	1

	EXCAVADORA CAT. 320C, MATR. 22621
	2






F.- SITUACIÓN FINANCIERA
	
	
	

	INGRESOS (USD)

(EN MONEDA NACIONAL Y EXTRANJERA EXPRESADO EN DÓLARES)

	
	
	

	Menor Costo Remuneraciones Instituciones Moneda Nacional*
	2014
	      8.484.262   

	
	
	

	
	EJÉRCITO DE CHILE
	      4.387.518   

	
	
	

	INSTITUCIÓN
	ARMADA DE CHILE
	      2.789.155

	
	
	

	
	FUERZA AÉREA DE CHILE
	      1.174.546   

	
	
	

	
	POLICIA DE INVESTIGACIONES
	       133.043

	APORTE MINISTERIO DE HACIENDA LEY DE PRESUPUESTOS 2014
	    35.654.267   

	(DÓLAR)
	
	

	
	
	

	APORTE MINISTERIO DE HACIENDA LEY DE PRESUPUESTOS 2014*
	      2.937.232   

	(MONEDA NACIONAL CONVERTIDO A DOLAR)
	
	

	
	
	

	REEMBOLSOS ONU 2014
	
	    16.895.927   

	
	
	

	
	
	

	TOTAL INGRESOS AÑO 2014
	
	    63.971.688   

	
	
	

	* Tipo de cambio utilizado $595 valor dólar de acuerdo a ley de presupuesto año 2014.-
	
	
	


	
	
	
	
	

	EGRESOS (USD)

(EN MONEDA NACIONAL Y EXTRANJERA EXPRESADO EN DÓLARES)

	
	
	
	
	

	 
	 
	 
	 
	 

	Institución
	Sueldos
	Gastos Operacionales 2014 (Pesos)*
	Gastos Operacionales  2014 (USD)
	Total

	 
	
	
	
	 

	EJÉRCITO DE CHILE
	      12.305.825   
	        1.471.245   
	        1.491.168   
	          15.268.238   

	 
	
	
	
	 

	ARMADA DE CHILE
	        7.559.788   
	            621.419   
	        1.760.000   
	            9.941.207

	 
	
	
	
	 

	FUERZA AÉREA DE CHILE
	        3.421.786   
	            348.850   
	        6.961.968   
	          10.732.604   

	 
	
	
	
	 

	POLICIA DE INVESTIGACIONES
	            259.517   
	
	
	               259.517

	 
	
	
	
	 

	ESTADO MAYOR CONJUNTO
	
	            224.190   
	        1.546.412   
	             1.770.602   

	 
	
	
	
	 

	Total
	      23.546.916   
	        2.665.704   
	      11.759.548   
	          37.972.168   

	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 

	TOTAL EGRESOS
	
	
	
	          37.972.168   

	 
	 
	 
	 
	 


	* Tipo de cambio utilizado $595  valor dólar de acuerdo a ley de presupuesto año 2014




	 
	 
	 
	 

	Costos Nacionales

(EN MONEDA NACIONAL Y EXTRANJERA EXPRESADO EN DÓLARES)

	 
	 
	 
	 

	INGRESOS REAL (USD)
	EGRESOS (USD)

	 
	 
	 
	 

	REEMBOLSOS ONU
	          16.895.927   
	 REMUNERACIONES    
	   23.546.916   

	 
	 
	
	 

	    
	 
	
	 

	 
	 
	
	 

	 
	 
	 GASTOS OPERACIONALES 2014   
	      14.425.252   

	 
	 
	
	 

	 
	 
	
	 

	TOTAL
	16.895.927   
	 TOTAL 
	     37.972.168   

	 
	
	
	 

	DIFERENCIA ANUAL (APORTE  NACIONAL)
	-         21.076.241   

	 
	
	
	 

	 
	 
	 
	 

	Menor Costo por  Remuneraciones Instituciones  Moneda Nacional convertido a DOLAR
	-           8.484.262   

	 
	
	
	 

	 
	 
	 
	 

	COSTO PAÍS NETO
	
	      USD 12.591.979   


DISCUSIÓN





El Presidente de las Comisiones unidas, Honorable Senador señor Chahuán otorgó el uso de la palabra.




El Ministro de Defensa Nacional, señor José Antonio Gómez, señaló que durante los años en que estas Comisiones unidas han discutido acerca de la autorización objeto de esta sesión, se ha estipulado la necesidad de la existencia de un horizonte en esta materia. Agregó que la resolución N° 2.180, del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 2014, estableció un criterio de retiro de las tropas de paz, en función de las elecciones que se celebrarán el próximo año en Haití.





Destacó que nuestro país pretende seguir apoyando el fortalecimiento de la institucionalidad en Haití, sin perjuicio de que ha colaborado con diversas instituciones, como por ejemplo, la Policía Nacional de ese país. En este sentido, hizo presente que el oficio enviado por Su Excelencia la Presidenta de la República, tiene por objeto obtener la autorización del Honorable Senado para mantener las tropas en el país caribeño.





Por su parte, el Subsecretario del Ministerio de Relaciones Exteriores señor Riveros, manifestó que la preocupación por América latina constituye una prioridad para nuestra política exterior. Añadió que, en ese sentido, la situación de Haití es importante para Chile. Al respecto, indicó que el compromiso con MINUSTAH se refleja en la recepción que tienen las tropas chilenas dentro de la población local. Precisó que el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas fijó horizontes de tiempo para el retiro de las tropas, el cual debe hacerse en orden y una vez concluido el cuadro electoral.





Enseguida, el Honorable Senador señor Chahuán, consultó acerca de cómo se puede pasar de una operación de paz a una de desarrollo. Advirtió que, con la postergación de la elección de los integrantes del Senado haitiano, podría considerarse erróneamente que nuestras tropas estuvieran avalando esta situación. Preguntó si existe una fecha tentativa para el retiro del contingente, por cuanto este Honorable Senado podría autorizar otras salidas de tropas a Somalia o el Congo, pero estableciendo un horizonte claro para cada caso. A su vez, destacó el cariño y afecto de los haitianos hacia las tropas chilenas.





A su vez, el Honorable Senador señor Prokurica expresó que ha apoyado la presencia de nuestro país en misiones de paz, por cuanto en un mundo globalizado es necesario participar en este tipo de misiones. Por otra parte, solicitó un breve relato pormenorizado de los hechos que produjeron la muerte del Sargento 2° de la Armada de Chile Rodrigo Sanhueza y cómo el Estado se hace cargo del resarcimiento económico hacia su familia.





Luego, manifestó su satisfacción porque el Mensaje del Ejecutivo contempla una serie de propuestas hechas por estas Comisiones Unidas en oportunidades anteriores, relativas al anuncio de un horizonte de salida para la fuerza chilena en Haití y la modificación de la presencia de ésta.





Complementó que, junto con estructurar un retiro de tropas, debe establecerse alguna solución para reemplazar esta fuerza y no traerla de vuelta al país, por cuanto sería catastrófico retirar el contingente y, luego de un tiempo, tener que enviarlo nuevamente.





Aseguró que apoyará esta solicitud de autorización respecto de las tropas nacionales que se encuentran en operación de paz en Haití. Sin embargo, estimó necesario trabajar mancomunadamente con el Ministerio de Defensa Nacional en una revisión de la legislación vigente en esta materia.





A continuación, el Honorable Senador señor Bianchi, compartió lo expresado por el Honorable Senador señor Prokurica. Advirtió que el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República señala que para garantizar la seguridad de las tropas se necesita un aumento del contingente apostado en Haití. En este sentido, consultó si realmente se producirá dicho incremento respecto de la correspondiente fuerza nacional.





A su turno, el Honorable Senador señor Pérez Varela, aseveró que el tema que los convoca es más político que militar, es decir, estamos vinculando la presencia de tropas nacionales en una misión de paz, a apreciaciones de carácter político. Sin embargo, recordó que hasta la fecha las grandes potencias mundiales no han cumplido con el apoyo ofrecido en su momento.





Agregó que el oficio del Ejecutivo contiene un plan de retiro a partir del año 2016, sin perjuicio de mantener lo que se ha avanzado en Haití. Al respecto, preguntó si nuestro país está en condiciones de establecer un itinerario de salida realista.





Al momento de hacer uso de la palabra, el Honorable Senador señor Guillier, sostuvo que todos los miembros de estas Comisiones unidas se encuentran en la línea de apoyar la presencia de tropas chilenas en misiones de paz, principalmente en Haití, donde se ha avanzado en forma considerable en materia de institucionalidad, colaborando con el proceso de normalización y con la democracia de dicho país. Además, destacó que Chile ha obtenido importantes logros, tanto en la preparación de contingente militar como en el posicionamiento internacional.





Luego, preguntó si es posible tener un itinerario de salida en un país tan impredecible como Haití. Añadió que está consciente de que la respuesta a la pregunta formulada, tendrá un carácter más tentativo que definitivo. Sin embargo, enfatizó que debe diseñarse un plan de retiro realizable.





El Honorable Senador señor Chahuán hizo presente la necesidad de tener una visión política de Haití, donde existen más de setenta candidatos para las próximas elecciones presidenciales. Recalcó la importancia de diseñar una hoja de ruta, junto al Ministerio de Defensa Nacional, que contenga una salida tentativa de nuestras tropas apostadas en el país caribeño.




Al retomar el uso de la palabra, el Ministro de Defensa Nacional, señor Gómez, sostuvo que esta operación militar ha ido cumpliendo sus objetivos, no con la rigurosidad ideal, pero alcanzando una fase de término. Precisó que es necesario determinar cuáles son los elementos de la institucionalidad que permiten considerar que Haití logrará la normalización definitiva.





Aseguró que las tropas chilenas de paz no han sido consideradas como de ocupación por la población local, debido a la colaboración que se ha llevado a cabo, principalmente en materia de institucionalidad. Destacó que en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República se contiene una fecha tentativa de retiro del contingente, esto es, el primer semestre del año 2016.





Informó que se han disminuido los activos de la fuerza nacional en Haití, por ejemplo, a partir del mes de junio se repatriarán dos helicópteros. A su vez, hizo presente que actualmente cumplen función en esta misión de paz 422 funcionarios, los que posteriormente pasarán a ser 406. Sin embargo, hizo énfasis en que no se puede disminuir considerablemente el correspondiente contingente, debido a razones de seguridad.





Por otra parte, explicó que existe interés de parte de nuestro país para seguir colaborando con otras misiones de paz. Aseguró estar de acuerdo en revisar la legislación vigente en esta materia y, en cuanto al análisis de la institucionalidad política de Haití, señaló que es importante la confección de un documento en esta materia.




El Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Riveros, respondió, en relación la salida de las tropas, que nuestro país está actuando dentro del marco de un mandato de la Naciones Unidas, organismo donde actualmente ocupamos un espacio como miembro no permanente del Consejo de Seguridad. En ese sentido, explicó que nuestro actuar debe ser muy responsable.





Añadió que, en el marco del referido Consejo de Seguridad, nuestro país ha tratado el tema haitiano, de manera de lograr un mayor involucramiento de los demás actores internacionales.





En cuanto al tema político en Haití, advirtió que un buen clima depende tanto de los políticos haitianos de gobierno como de oposición, con el fin de generar las mejores garantías para las elecciones de 2016.





Agregó que la Resolución de las Naciones Unidas implica que existirá una evaluación, en terreno, de la situación en Haití, y un retiro de las tropas, luego de las elecciones, en un proceso que aproximadamente durará seis meses. Precisó que el riesgo de involución se encuentra presente, motivo por el cual nuestro país solicitó la citada evaluación.





Expresó que la misión de paz debe tener, en su momento, una programación de horizonte de salida.





Por último, en cuanto a involucrar a los países más grandes, señaló que, por ejemplo, el tema ha sido ampliamente conversado a todo nivel con los Estados Unidos de América.





A continuación, el Subsecretario de Defensa, señor Robledo, contestó que las Naciones Unidas ha compartido con Chile la visión de que el proceso de MINUSTAH debe terminar. Al respecto, afirmó que las dos últimas resoluciones del Consejo de Seguridad hablan de una reducción de la fuerza.





Precisó que, al mismo tiempo que habla de una reducción, Naciones Unidas solicitó a Latinoamérica que apoye al gobierno haitiano en esta última etapa. En concreto, pidió a Chile, Brasil, Perú y Uruguay que jueguen un rol más activo de acompañamiento.





Finalmente, el Jefe del Estado Mayor Conjunto, Vicealmirante señor Romero, informó que la reconfiguración del Batallón Chile se producirá a partir del 1° de julio del año en curso. Añadió que previamente regresó la compañía de ingenieros y que la flotilla de helicópteros se reducirá de cuatro a dos. Añadió que será necesario firmar un nuevo memorándum de entendimiento para clarificar las reglas de operación y las de enfrentamiento.





Destacó que la salida el año 2016 no puede ser gradual, porque pone en riesgo a las tropas. Reiteró que el batallón se retirará completo.





En cuanto al fallecimiento del sargento segundo, señor Rodrigo Sanhueza, explicó que fue fortuita, ya que mientras procedían a efectuar compras en la frontera se encontraron con una manifestación, donde fue baleado el funcionario de la Armada.





Agregó que la viuda tiene diversos beneficios, pago de un mes de sueldo inmediatamente; pago de seis meses de sueldo, a partir de mayo; el pago de una pensión vitalicia (correspondiente al 100% del sueldo del grado superior, o sea, sargento primero); desahucio; indemnización; pago ONU y seguro de vida Armada (SECORA).





Señaló que, si bien no repara la pérdida de una vida humana, al menos su viuda y niños contarán con alrededor de setenta millones por los diferentes conceptos expresados y un sueldo mensual de más de dos millones.





Sometida a votación la solicitud de S.E. la señora Presidenta de la República, fue aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Bianchi, Chahuán, García Huidobro, Guillier, Letelier, Pérez Varela, Pizarro y Prokurica.
- - -




Acordado en sesión celebrada el día 12 de mayo de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Pedro Araya Guerrero, Carlos Bianchi Chelech, Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Alejandro Guillier Álvarez, Juan Pablo Letelier Morel, Víctor Pérez Varela, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica.





Sala de las Comisiones unidas, a 12 de mayo de 2015.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA

(7.616-06)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización  tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “Discusión inmediata”.

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor Cristian Larroulet, el Jefe de la División Jurídica, señor Sebastián Soto, la abogado, señora Ana María Muñoz, las asesoras señoras Constanza Castillo y Carol Parada y los asesores señores Juan Ignacio Gómez, Sergio Guzmán y Tomás Celis.

Posteriormente, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia la Ministra, señora Ximena Rincón, la Subsecretaria señora Patricia Silva, y los asesores señora Valeria Lübbert y señores Rodrigo Cabello, Octavio del Fave, Diego Calderón, Felipe Cowley y Nicolás Torrealba;

De la Dirección de Presupuestos, el abogado señor Rodrigo Quinteros;

Del Senado de la República, el Prosecretario, señor José Luis Alliende;

De la Contraloría General de la República el Contralor General señor Ramiro Mendoza; la Sub Jefa de la División de Municipalidades señora Nancy Barra y el Jefe de la División Jurídica, señor Julio Palavicini; de la Contraloría Regional de Valparaíso el Contralor señor Víctor Hugo Merino y los abogados, señora Cristina Alcántara y señor Luis Almonacid;

De la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras: el Fiscal, señor Andrés Prieto, y el Director de Asuntos Institucionales, señor Erick Rojas;

De la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista señora Gabriela Dazarola;

Del Centro Democracia y Comunidad, las asesoras señoras Marcela Cofré y Romina Novoa; de la Fundación Jaime Guzmán: el Abogado Asesor, señor Héctor Mery;

El asesor del Senador Sabag, señor Andrés Rojo; los asesores del Senador Espina, señores Leonardo Contreras, Francisco Gali y Pablo Urquiza; el Jefe de Gabinete del Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela y la asesora señora Marina González; los asesores del Senador Quinteros, señor Claudio Rodríguez y Jorge Frites; el asesor de la Senadora Von Baer, señor Agustín Briceño; el asesor del Senador Larraín señor Juan Pablo Olmedo; la asesora del Diputado Diego Paulsen, señora Constanza Castillo, y el asesor del Senador Larraín, señor Pablo Olmedo.

Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.

- - -

Se hace presente que después de aprobar en general el proyecto, la Sala del Senado fijó como plazo para presentar indicaciones el día 1 de julio de 2013. Posteriormente se abrieron nuevos plazos para presentar indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión hasta los días 15 de julio y 26 de noviembre de 2013, y 18 de agosto de 2014. Con el objeto de no variar la numeración que ya tenían las indicaciones contenidas en el Boletín correspondiente, se ha procedido a asignar a las nuevas indicaciones una numeración que las intercala en el orden correlativo del articulado del proyecto.

Finalmente, en sesión de 21 de abril se abrió un nuevo plazo hasta el día 22 de abril de 2014, oportunidad en que el Ejecutivo presentó la indicación número 53, recogiendo las normas cuya aprobación había acordado la Comisión.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Os hacemos presente que, con excepción de los artículos 26, 28 y 38, las normas del proyecto deben ser aprobadas por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la Republica, en relación a los incisos tercero y cuarto del artículo 8°. Además, afecta textos legales de esa jerarquía, como son la ley orgánica sobre bases generales de la Administración del Estado, la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, la ley orgánica de Tribunales, la ley orgánica del Banco Central, la ley orgánica del Tribunal Calificador de Elecciones y otras de similar naturaleza.
- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto

de indicaciones ni modificaciones: artículos 45 y 52.

2.-
Indicaciones aprobadas


sin modificaciones: no hay.

3.-
Indicaciones aprobadas

con modificaciones: números 1 A, 2, 2 A, 3, 3 A, 4 B, 7 C, 8, 8 A, 9, 9 A, 10, 10 A, 10 B, 10 C, 11, 11 A, 11 C, 11 D, 11 F, 12, 13, 15 A, 15 F, 16, 16 A, 17, 18, 18 A, 19, 20, 20 A, 20 B, 20 C, 23 A, 26 B, 29 B, 35 D, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 46 A y 53
4.-  Indicaciones rechazadas: 1, 4 D, 5, 6, 6, 7, 7 B, 14, 14 A, 15, 15 E, 21, 21 A, 21 B, 22, 23, 24, 24 A, 25, 26, 26 A, 27, 27 A, 28, 29, 29 A, 30, 30 A, 30 C, 31, 32, 32 A, 33, 33 A, 34, 35, 35 A, 35 C,44, 45, 46, 47, 48, 49, 49 F, 49 G, 49 H, 49 I, 50, 51 y 52 .

5.- Indicaciones retiradas: números 1B, 1C, 1D, 4, 4 A, 4C, 7 A, 1 D, 11 B, 11 E, 12 A, 15 B; 15 C, 15 D, 20 D, 30 B, 31 A, 32 B, 35 B, 36 A, 43 A, 44 A, 48 A, 48 B, 49 A, 49 B, 49 C, 49 D y 49 E.

6.-
Indicaciones declaradas


inadmisibles: ninguna.

- - -

Asimismo dejamos constancia que la descripción del articulado, de las indicaciones y del debate, votaciones y acuerdos adoptados en la primera parte de este informe corresponde a la discusión que por temas realizó la Comisión en el anterior período legislativo, con una distinta integración de  vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se transcribe, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Previo al estudio pormenorizado de las indicaciones, la Comisión invitó al Prosecretario del Senado y Secretario de la Comisión de Ética y Transparencia, señor José Luis Alliende, quien realizó tres observaciones específicas respecto del texto aprobado en general:

Uno) En primer término recordó que las declaraciones de interés y de patrimonio actualmente tienen regulaciones diferentes, debiendo una realizarse ante notario, y la otra efectuarse ante el Secretario General de la Cámara que se trate, y destacó que el proyecto, en su artículo quince, prescribe que los parlamentarios deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante un notario, optando por aplicar el trámite que actualmente se ejecuta en las declaraciones de interés, lo que constituye la opción menos ágil y más gravosa. Sobre la materia, sugirió considerar la conveniencia de realizar ambas declaraciones ante el respectivo Secretario General de cada Corporación, con el objeto de facilitar y hacer más expedita su presentación.

Dos) A propósito de las competencias de las Comisiones de Ética y Transparencia en materia de aplicación de sanciones por errores u omisiones cometidos en materia de declaración de intereses y patrimonio, el señor Alliende destacó que el procedimiento puede iniciarse “de oficio por esta instancia o por denuncia de cualquier interesado.”. Respecto de esto último, precisó que la propuesta recoge la situación vigente con la particularidad de que la regla no es igual para todos los órganos a los cuales se les aplicará esta ley, pues, por ejemplo, en el caso del Poder Judicial o de los Tribunales Tributarios y Aduaneros no se permite que cualquier interesado pueda dar inicio al procedimiento lo que, en su opinión, muestra alguna asimetría en la regulación. En similar sentido, recordó que en un ámbito más amplio como es el caso de los alcaldes y concejales, tampoco en el proyecto se dice en forma expresa que cualquier interesado podrá recurrir sobre este asunto. Sobre la materia, sugirió homologar el tratamiento  y hablar de “a petición de cualquier persona”, lo que guarda relación con el derecho de petición garantizado en la Constitución y que es aplicable a todos los organismos del Estado.

Además, planteó que para el caso que se opte por mantener la posibilidad de habilitar a “cualquier interesado” para iniciar los procedimientos, sería conveniente precisar de qué interés se trata ya que dicho concepto está definido en la ley de bases generales de procedimientos administrativos, el cual no se ajusta al supuesto de hecho considerado en el proyecto en debate. El artículo 21 de la ley N° 19.880 define y considera interesados en el procedimiento administrativo a quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses individuales o colectivos; a los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte, y a aquéllos cuyos intereses, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se apersonen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.
Tres) En tercer lugar se refirió al artículo cincuenta y tres del proyecto en debate, que indica que el Presidente de la República, los Parlamentarios y el Contralor General estarán obligados a enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto con los artículos 2108 (expiración de la sociedad por la renuncia de alguno de sus socios) y siguientes del Código Civil, a la participación en determinadas empresas.
Agregó que el artículo 56 del texto faculta a la Contraloría General de la República para establecer las sanciones. Sobre esta disposición, sugirió que para el caso del Congreso Nacional se faculte a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia para que determinen el procedimiento y las sanciones, así como las resoluciones que deban ser aplicables en la materia. Agregó que el artículo cincuenta y nueve considera un recurso ante la Corte de Apelaciones de Santiago, lo que a su juicio, y según está recogido en la legislación actual, es una materia propia de la Comisión de Ética y Transparencia de cada una de las Cámaras, que deben conocer de los recursos que se presenten en contra de las decisiones que adopten, tal cual está regulado en la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, pues no parece inocuo que sus decisiones sean recurribles ante otro Poder del Estado.

Finalizó su exposición refiriéndose  al artículo primero transitorio de la iniciativa, que prescribe que el reglamento de la ley deberá dictarse dentro del plazo de noventa días contados desde su publicación, y que comenzará a regir tres meses después de la dictación de dicho reglamento. Sobre esta disposición, sugirió que el reglamento para su aplicación en el Congreso Nacional debiera ser emitido por el propio Congreso Nacional, dada la autonomía de los Poderes del Estado. Con base en lo anterior y, sin perjuicio del reglamento que debe dictar el Supremo Gobierno para la aplicación de esta norma, estimó necesario reconocer al Congreso Nacional, y a cada una de sus ramas, la autonomía para dictar su propio instructivo para la correcta aplicación de los preceptos contenidos en esta iniciativa de ley, tal cual como debiera realizarse con los diversos órganos que gozan de autonomía constitucional.

Al término de la sesión, el Honorable Senador señor Frei solicitó dejar constancia de su desacuerdo con una declaración emitida desde el Ministerio Secretaría General de la Presidencia que señala que el proyecto de ley sobre el fideicomiso ciego, que es el de que trata este informe, ha sido retrasado en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado, lo que, en su opinión, termina una vez más generando un descrédito inmerecido al Parlamento, más aun considerando la relevancia del tema de que se trata y la necesidad de abordarlo con seriedad.

En sesión de día 3 de diciembre de 2013, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, explicó que de acuerdo a lo planteado en la Comisión las indicaciones se han separado en grupos, según su propósito y de acuerdo a los temas. Agregó que aunque entre ellas hay algunas que son compartidas por el Ejecutivo y otras que no, el Ejecutivo hace presente su disposición a patrocinar  aquellas indicaciones que lo requieran de acuerdo a su naturaleza.
El Honorable Senador Señor Sabag  indicó que hay una serie de organizaciones no gubernamentales que se relacionan con la fiscalización de la actividad política y promoción de ciertos fines políticos, cuyo origen y financiamiento no es transparente, haciendo presente que es partidario que todo órgano dedicado a estas actividades este sujeto a las mismas normas.

En respuesta a lo anterior, el Ministro Secretario General de la Presidencia, Señor Larroulet, expresó que en el tema de la transparencia y función pública hay cuatro leyes o proyectos relacionados: lobby, probidad pública, transparencia y transparencia municipal, y que en su opinión el tema planteado por el Honorable Senador Sabag debe ser revisado en la Ley de Transparencia.

Respecto de la agrupación de indicaciones, señaló que han distinguido dos categorías: Las relativas a los aumentos o modificaciones de multas, y las indicaciones formales.

En cuanto al primer grupo de indicaciones, el Honorable Senador Señor Orpis, solicitó conocer el criterio del Ejecutivo en torno a las indicaciones que rebajan y aumentan los castigos.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Sebastián Soto, explicó que esta primera categoría se divide en dos sub grupos de indicaciones. El primero, propuesto por la Honorable Senadora señora Allende, según se dará cuenta en la descripción de las propuestas, busca aumentar las multas por no entregar, no actualizar u omitir información inexcusablemente, es decir, con cierto dolo comprometido. Por otro lado, el segundo sub grupo fue propuesto por el Honorable Senador señor Larraín, que busca modificar las multas cambiando sus pisos sancionatorios por los mismos motivos. Añadió que el Ejecutivo propone no modificar ninguna de las multas en la tramitación en el Senado, para así mantener la armonía del proyecto.

Sometidas a votación las indicaciones Nos 12, 14, 19, 22, 25, 28 y 34, propuestas por el Senador Larraín, fueron rechazadas por mayoría de votos. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Orpis y Rossi, mientras que el Senador Sabag votó por la afirmativa.

Las indicaciones Nos 15, 18, 20, 21, 23, 24, 26, 27, 29, 30, 31, 32, 33 y 35, propuestas por la Senadora Señora Allende, por su lado, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Orpis, Rossi y Sabag.
En cuanto al segundo grupo de indicaciones, es decir, las que el Ejecutivo propone descartar, el Honorable Senador Señor Orpis manifestó sus dudas en torno a los fundamentos del Ejecutivo para descartar algunas de ellas, especialmente en lo concerniente a la indicación 39 y posteriores.

La indicación número 2 fue rechazada unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Orpis, Rossi y Sabag.

La indicación número 3 fue rechazada con una votación de dos a uno, con el voto a favor de los Honorables Senadores Orpis y Rossi, mientras que el Honorable Senador Sabag votó por la aprobación.

Respecto a la indicación número 4, el Honorable Senador Señor Orpis indicó que en esta norma se busca definir el hecho relevante, pero que la propuesta del Ejecutivo le parece más simple y directa en este punto.

Sometidas a votación, las indicaciones 4, 5 y 7 fueron rechazadas unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Orpis, Rossi y Sabag.

En cuanto a la indicación número 13, el Honorable Senador Señor Orpis explicó que el Senador Larraín planteó que el sentido es que no se publique el incumplimiento de algún funcionario en cuanto a la obligación de declarar intereses, posición que no compartió el Ejecutivo que manifestó su acuerdo con la publicación de los funcionarios que no cumplan con estas obligaciones.

Sobre el punto, el Honorable Senador Señor Sabag manifestó sus dudas en torno a la norma pues ella no deja claro si el infractor de la norma será quitado del listado cuando cumpla con su obligación. Agregó que es posible imaginar diversos motivos para incumplir estas normas, algunos no dolosos, y que la publicación de un listado como el propuesto podría dejar marcado para siempre al funcionario con independencia de las razones que expliquen la infracción.

El señor Sebastián Soto manifestó que la sanción en este caso puede adoptarse por no realizar la declaración o por hacerla mal y que esta se aplica, según su visión, hasta que se cumpla el plazo de prescripción de la pena. Sin embargo, indicó que el Ejecutivo puede incluir un plazo especial para mantenerse en el listado si la Comisión lo determina así, lo que podría ser motivo de una propuesta en torno a las indicaciones 13 y 16.

En atención a lo expuesto, la Comisión dejó pendiente la votación de las indicaciones Nos 13 y 16.

En cuanto a las indicaciones Nos 36, 37 y 38, el Honorable Senador Señor Orpis indicó que con ellas el Honorable Senador Larraín busca eliminar la palabra “discrecional” en el título relativo al “mandato de administración discrecional”, proposición que no comparte debido a que el mandato es esencialmente discrecional, tal como lo demuestra, por ejemplo, la indicación 39, en que precisamente al mandatario se le hace responsable de culpa levísima y se le exige la mayor eficiencia, lo que sería contradictorio con el hecho de que se diga que el mandato no es discrecional.

Las indicaciones Nos 36, 37 y 38 fueron rechazadas unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Orpis, Rossi y Sabag.

En torno a las indicaciones Nos 39, 40, 41 y 43 el Honorable Senador Señor Orpis explicó que hacen responsable al mandatario en el estándar de la culpa levísima y no de la culpa leve. Añadió que está de acuerdo con el sentido de las mismas, pues se trata de un mandato obligatorio y no voluntario, por lo que el grado de responsabilidad tiene que ser mucho mayor cuando se administran bienes de quien está impedido de cuidar lo propio por mandato legal.

El señor Sebastián Soto señaló que el proyecto de ley ocupa como normas supletorias las del Código Civil en la regulación del mandato y que en ellas el mandatario responde de la culpa leve. Añadió que en esta materia el Ejecutivo mantiene ese criterio. Indicó, además, que en cualquier contrato se puede pactar exigirle mayor responsabilidad que la mínima legal al mandatario.

El Honorable Senador señor Orpis argumentó que el funcionario está delegando la administración de bienes a un tercero en forma obligatoria y que ante eso la exigencia debe ser distinta al mandato del Código Civil, porque aquel es voluntario. La persona se desprende de los bienes sencillamente por optar ejercer un cargo público en beneficio de la sociedad, por lo que el mandatario debiera tener mucho mayor cuidado en la administración de esos bienes.


Agregó que esto se relaciona con un concepto propuesto por el Senador Larraín que se encuentra en el artículo 28, inciso final, que prescribe que el mandatario tiene que administrar “maximizando ganancias y respondiendo por su deficiente administración”.

El señor Sebastián Soto manifestó que si el mandante o mandatario acuerdan una culpa diversa no habría problema alguno, pues en el proyecto de ley no se especifica un grado de culpa sino que se dice que el Código Civil se aplica supletoriamente, y estimó preferible dejar la norma abierta al pacto de las partes y no rigidizarla.
Señaló que el proyecto podría anunciar un mandato para maximizar las ganancias sin aumentar el grado de diligencia exigible, agregando que la indicación rigidiza la posibilidad de acuerdo entre las partes, pues si la ley dice que se trata de culpa levísima no se podrá pactar la culpa leve. Además, en tal caso si el patrimonio del funcionario es muy pequeño, probablemente el precio de la administración subirá y se le hará muy caro al obligado.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, precisó que en esta materia hay un conflicto entre la negociación que ocurre entre las partes y el piso que puede establecer la ley, pues si se hace esto último se afecta el resultado de la negociación. Indicó que si se coloca un límite alto habrá menos administradores y eso para una persona con poco patrimonio, como es el caso de la mayoría de las personas, puede limitar el efectivo acceso al servicio público. De allí que considera que hay que equilibrar la transparencia de tal forma que ella no signifique un límite al acceso al servicio público.

El Honorable Senador Señor Sabag manifestó su acuerdo con la indicación propuesta por el Senador Larraín, pues se pone en el caso de que por una mala administración un funcionario público pierda todo su patrimonio. La idea en estos casos es justamente que los mandatarios no obedezcan órdenes.

El Honorable Senador Señor Orpis indicó que en el proyecto el mandato es definido con carácter discrecional, de tal manera que no es posible una negociación en detalle sobre cómo invertir y administrar los bienes y que ante ello y la obligatoriedad del mandato, lo mínimo es imponer el estándar de la culpa levísima.

El señor Sebastián Soto indicó que no hay que olvidar que esto se trata de un mandato de valores y no de todo el patrimonio, además de que admite instrucciones generales, tal como lo dice el artículo 33, inciso tercero. Añadió que obviamente entre esas instrucciones las habrá sobre la diversificación del riesgo y el grado de exposición, lo que motiva al Ejecutivo a propender porque se mantenga en culpa leve el estándar exigible.

Las indicaciones 39, 40, 41 y 43 fueron aprobadas con los votos de los Senadores Señores Orpis y Sabag. Se abstuvo el Honorable Senador señor Rossi.

En cuanto a la indicación Nº 45, el señor Sebastián Soto precisó que exige que los mandatarios deban estar registrados, que tienen que tener la más alta clasificación por la Superintendencia y siempre cumplir con la fianza o garantía establecida en el artículo siguiente.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, Señor Larroulet, indicó que le parece compleja la indicación, pues esa clasificación de más o menos alta no existe. Ante eso, habría que crearla sólo por el motivo de este proyecto de ley.

Las indicaciones Nos 45, 46, 47, 48, 50 y 51 fueron rechazadas unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Orpis, Rossi y Sabag.

El señor Sebastián Soto se refirió a la indicación número 6 explicando que ella permite que cualquier persona solicite una aclaración rectificación o complementación de las declaraciones de las autoridades. Añadió que el Prosecretario del Senado hizo un planteamiento distinto que puede ser mucho más adecuado.

La votación de esta indicación quedó pendiente.

En cuanto a la indicación N° 17, el señor Soto explicó que el Ejecutivo está de acuerdo con la propuesta pues considera que va en la línea de un mejor estándar en materia del debido proceso, pues introduce un plazo que ayuda en la precisión.

La indicación N° 17 fue aprobada unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Orpis, Rossi y Sabag.

En cuanto a la indicación Nº 44, el Ministro Secretario General de la Presidencia, Señor Larroulet, explicó que ella se pone en la eventualidad de que no hubiera personas dispuestas a ejercer la función de mandatario, caso en el cual el obligado se le permite postergar su obligación de realizar el mandato, por un año.

El Honorable Senador Señor Orpis manifestó sus dudas en torno a la posibilidad de que no existan personas dispuestas a ejercer la función de mandatario, señalando que en tal caso le parece más apropiado que se le designe un mandatario a postergar el cumplimiento de la obligación.

Ante los argumentos entregados, el Ministro Secretario General de la Presidencia manifestó que la indicación se presta para desvirtuar el sentido de la ley y los nuevos requisitos para ejercer la función pública y podría prestarse para postergar maliciosamente la declaración o el cumplimiento de la obligación. Ante esa posibilidad afirmó ser partidario de no aprobar la indicación. Finalmente, agregó que el funcionario debiese tener despejado el asunto antes de asumir el cargo, pues previamente sabrá la obligación que pesa sobre él.

El Honorable Senador Señor Rossi argumentó que en caso de que exista un alto patrimonio y no se encuentre mandatario, la única solución que parece entregarse es que venda sus acciones, lo que podría vulnerar los derechos y garantías constitucionales del afectado.

La indicación 44 fue aprobada por dos votos contra uno. Se pronunciaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Rossi y Sabag. Por la negativa se manifestó el Honorable Senador señor Orpis.

Las indicaciones Nos 43 A, 44 A y 49 A, referidas a la fiscalización sobre el Contralor General de la República y que proponen que ella sea ejercida por la Corte Suprema, fueron aprobadas unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Orpis, Rossi y Sabag.

A continuación, el señor Sebastián Soto, refiriéndose a la indicación Nº 49 D, dijo que ella elimina una propuesta realizada por la Honorable Cámara de Diputados. Básicamente, afirmó, hoy los consejeros del Banco Central no pueden realizar ninguna actividad en el sector privado, sea o no remunerada, salvo que se realice en fundaciones sin fines de lucro y sin remuneración. La Honorable Cámara propuso eliminar esa excepción, pero el Ejecutivo propone mantener la ley vigente.

La indicación 49 D fue aprobada unánimemente por los Honorables Senadores señores Orpis, Rossi y Sabag.

En otro grupo de indicaciones, referido a las de carácter formal, el señor Sebastián Soto, explicando la indicación Nº 1, afirmó que ella fue propuesta por la Senadora Señora Allende y que incorpora la expresión “especial acento” para referirse al objetivo de la ley. Busca que la ley diga que tiene el principal interés es la prevención de los conflictos de interés.

El Honorable Senador Señor Sabag manifestó sus dudas en cuanto a la extensión del concepto o idea de un conflicto de interés.

En el mismo sentido, el Honorable Senador Señor Rossi señaló que las Comisiones de Ética y de Transparencia de cada Cámara son las naturalmente llamadas a determinar el alcance de este tipo de situaciones, revisando caso a caso de acuerdo a sus propias particularidades.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Larroulet, explicó que el tema es materia de un profundo debate en el Congreso Nacional desde hace décadas, al igual que en la mayoría de los Parlamentos del mundo. Añadió que eso está regulado específicamente en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en su artículo 5°. Tras eso, afirmó que el tema ha sido largamente discutido por el Ejecutivo y que en su opinión el Senador Rossi está en lo correcto, pues hay una norma amplia que define el término y quien aplica esa disposición a cada caso concreto es la Comisión de Ética y Transparencia. Este proyecto, a su juicio, ayuda en el debate, pues los parlamentarios podrán demostrar que no tienen conflictos de intereses al demostrar que no administran sus bienes, tienen fideicomiso ciego y mediante una declaración de patrimonios e intereses.

Las indicaciones Nos 1 y 1ª fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Orpis, Rossi y Sabag.

- - -

En sesión de 14 de enero de 2014 el Honorable Senador Rossi solicitó segunda discusión respecto de las indicaciones y normas pendientes, con el objeto de escuchar en el intertanto a una serie de expertos que precisen la extensión y los efectos del proyecto y las experiencias comparadas.
- - -

En sesión de 23 de septiembre de 2014, en el seno de la Comisión se recordó que existen indicaciones ya votadas en el anterior período legislativo, y se manifestó la conveniencia de reabrir el debate respecto de todas ellas, teniendo en especial consideración que con posterioridad a dichas votaciones se han abierto nuevos plazos para presentar indicaciones, las que están contenidas en un Boletín confeccionado por la Secretaría de la Comisión en razón de que se presentaron en esta instancia legislativa.

En la misma oportunidad la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón, explicó que las indicaciones formuladas por el actual Ejecutivo no alteran el sentido de la iniciativa presentada por el Gobierno anterior, sino que buscan profundizar en las tres reglas fundamentales del mismo, que son las que siguen:

Uno) Declaraciones de Patrimonio y de Intereses.

Dos) Mandato de Administración de Activos.

Tres) Obligación de enajenar de ciertas autoridades.

Agregó que una de las nuevas propuestas es suprimir la modalidad del mandato general que, a su vez, podría provocar lo que se ha denominado como el “fideicomiso tuerto”.

Respecto de las declaraciones de patrimonio e intereses, las indicaciones presentadas apuntan en los siguientes sentidos:

Uno) Reducir de dos años a uno el plazo de actualización de las declaraciones, lo que se ajusta al modelo sugerido por la Organización de Estados Americanos.

Dos) Publicar las declaraciones en los sitios electrónicos de los respectivos organismos.

Tres) Extender la posibilidad que se declaren los bienes al cónyuge con independencia del régimen patrimonial que los rija.

Cuatro) Respecto de los bienes inmuebles declarados, conocer el precio que se pagó por ellos al momento de su adquisición.

Cinco) Deber de declarar los derechos de propiedad y sus derechos conexos.

Seis) Agregar en la declaración los saldos de cuenta y otros productos financieros que existan en bancos o instituciones nacionales o extranjeras.

Siete) Obligación de declarar los ingresos anuales consignados en el impuesto a la renta.

Ocho) Supresión de los intendentes como responsables de supervisar el cumplimiento de las normas de la ley.

Sobre el mandato de activos, la señora Ministra explicó que se elimina el mandato general, que era una de las posibilidades, y por último informó que no se formulan indicaciones respecto de las obligaciones de enajenar.

El Honorable Senador señor Espina solicitó que el Ejecutivo haga una presentación respecto de la historia de la tramitación de este proyecto de ley, con el objeto de decidir sobre la conveniencia de aceptar la sugerencia de la Secretaría de la Comisión, y votar la reapertura del debate contando con todos los antecedentes necesarios.

El Ejecutivo se comprometió a realizar una presentación en la próxima sesión, con el objeto de despachar este proyecto y otros que van dirigidos en la agenda de transparencia.

- - -

En la sesión siguiente, en primer término se votó la reapertura del debate con el objeto de estudiar todas las indicaciones que se han formulado al proyecto, la que fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Espina.

Dejamos constancia de que la Ministra Secretaria General de la Presidencia acompañó una presentación que le fue solicitada por esta Comisión que da cuenta de la tramitación de este proyecto, así como del sentido de las nuevas indicaciones formuladas por el Ejecutivo a éste.

Por último, cabe hacer presente que en la misma oportunidad se dio cuenta del Mensaje mediante el cual se retiran las indicaciones formuladas por el Ejecutivo anterior, contenidas en el Mensaje N° 117-361, de 15 de julio de 2013. Sin perjuicio de tomar conocimiento del retiro, la Comisión acordó tenerlas a la vista durante la discusión en atención a que no todas dicen relación con materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo. 

- - -

Reabierto el debate, la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia recordó que este proyecto de ley fue presentado a trámite el día 3 de mayo del año 2011, por el Gobierno del entonces Presidente señor Sebastián Piñera, y que el mismo tiene como antecedentes la reforma constitucional del año 2005, los estándares de la OCDE, las mociones presentadas sobre el denominado fideicomiso ciego y la preocupación transversal respecto de la probidad y la necesaria prevención de los conflictos de interés en el sector público.

Expresó que durante el debate en la Honorable Cámara, asistieron diversos expertos e instituciones, dentro de las cuales estaban, entre otras, las siguientes:


1) Chile Transparente.


2) Consejo para la Transparencia.


3) Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile.


4) Centro Democracia y Comunidad.


5) El ex Superintendente de Valores y Seguros.


6) El Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras.


7) El Contralor General de la República.


8) Instituto Libertad y Desarrollo.


9) Fundación Jaime Guzmán.

Agregó que en el segundo trámite constitucional el Honorable Senado lo aprobó en general el día 5 de junio de 2013, por 21 votos a favor y 4 abstenciones y sin que existieran votos por el rechazo.

Respecto de las ideas matrices de la iniciativa, la señora Ministra destacó que son básicamente tres:

1) Declaraciones de patrimonio e intereses.
2) Obligación de constituir un mandato sobre valores y activos para ciertas autoridades.
3) Deber de enajenar o renunciar a la propiedad sobre determinados bienes para ciertas autoridades.

Destacó que el proyecto lo que pretende, además de los asuntos enunciados en el párrafo precedente, es reunir en un solo cuerpo normativo las disposiciones referidas a la probidad y los conflictos de interés, adecuando algunos artículos contenidos en otras leyes y derogando las que sean necesarias.

Así, las declaraciones de patrimonio e interés deberán contar en un formulario único (unificación de estándares) y existirán nuevos sujetos obligados, como son los miembros del Consejo para la Transparencia, los Defensores Locales, los Ministros del Tribunal de Contratación Pública y su ministro de fe, y los Consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, ampliando, además, el contenido de la declaración.

Sobre el mandato, también denominado como fideicomiso ciego, declaró que las autoridades que en el proyecto se indican deberán constituirlo. Recordó que en el Mensaje original se consideraron dos tipos de mandato:





1) General, en el que el mandante entrega al mandatario la administración de sus valores a un tercero independiente, pudiendo instruir prohibición de enajenar, y




2) Diversificado, en el que el mandante confía a un tercero independiente un portafolio de activos para que éste los liquide conforme a un plan destinado a ello, para luego administrar el producto.

Respecto de las autoridades obligadas a constituir el mandato y su objeto, la señora Ministro explicó que estos son el Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Senadores y Diputados, los Consejeros Regionales, el Contralor General de la República, los Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores y Alcaldes.

El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Senadores y Diputados, los Consejeros Regionales, el Contralor General de la República deberán hacerlo sobre la totalidad de sus acciones en sociedades anónimas abiertas, opciones de compra y venta de las mismas, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile y que se encuentren inscritas en los registros de valores a cargo de la Superintendencia de Valores y Seguros y de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Asimismo, continuó, de las sociedades o entidades que conformen el grupo empresarial en que la autoridad tenga la calidad de controlador o miembro del mismo grupo en los términos del Título XV de la ley N° 18.045 (De los grupos empresariales, de los controladores y de las personas relacionadas), los que también deberán constituir mandato respecto de los valores señalados.

Los Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores y Alcaldes deberán realizarlo cuando los valores de su propiedad se vinculen con las entidades del sector privado sujetas de acuerdo a la ley a la fiscalización o control del o los organismos sujetos a su dependencia o supervigilancia, o, como fuere, con el ámbito de sus competencias.

En cuanto al mandatario, expresó que deberá ser una persona jurídica registrada en la Superintendencia de Valores y Seguros o en la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, lo que incluye a los corredores de bolsa, agentes de valores y administradoras de fondos sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, así como a las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile  y a las entidades que tengan permiso para administrar activos de terceros constituidas en el extranjero que cumplan con los estándares fijados por le OECD. Todas ellas deberán constituir caución y confeccionar una memoria anual, reservada, según las normas que fijen las respectivas Superintendencias. Además, tienen que cumplir con el principio de independencia, lo que implica establecer las incompatibilidades que podrían generar conflictos de interés, prohibir la comunicación entre mandante y mandatario y excluir de la obligación de divulgar información referida al mandato, lo que se conoce como el deber de reserva. La rendición de cuentas siempre deberá ser pública.

Explicó también que existen deberes de enajenar, que se contienen en las normas que se proponen en las indicaciones, aplicables tanto al Presidente de la República, Senadores, Diputados, Contralor General de la República, Ministros Subsecretarios, Superintendentes, Jefes de Servicio descentralizados, intendentes y alcaldes. El objeto de la enajenación variará de acuerdo con la autoridad de que se trate y las funciones que le son propias.

Sobre las modificaciones introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, señaló que se refirieron, principalmente, al objeto de las declaraciones, a los sujetos obligados a constituir un mandato y a los que están obligados a enajenar bienes. Sobre este asunto, precisó que los Subsecretarios, Intendentes y Alcaldes sólo se encuentran obligados respecto de los bienes que se vinculen con entidades del sector privado sujetas a fiscalización o control de los organismos de su dependencia o que se vinculen directamente con el ámbito de su competencia. En su oportunidad, continuó, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización de la Honorable Cámara agregó a los Gobernadores provinciales en la hipótesis propuesta.

De acuerdo con lo expuesto, indicó, las indicaciones propuestas por el Gobierno de la Presidenta Bachelet se basan en los siguientes aspectos:

Uno) Declaraciones de patrimonio e intereses, mandato de administración de activos y obligación de enajenar ciertos bienes que tienen que realizar las autoridades individualizadas.

Sobre esta materia las indicaciones formuladas proponen lo siguiente:

1) Reducción de 2 a 1 año el plazo de actualización.
2) Transparencia activa en cada uno de los casos.
3) Extensión de la obligación de declarar bienes del cónyuge, con independencia del régimen patrimonial que rija la relación, así como a todos quienes componen el grupo familiar, incluyendo a quienes tienen la calidad de convivientes.
4) Declaración del precio que se pagó por los inmuebles adquiridos.
5) Declaración de derechos de propiedad intelectual y derechos “conexos”.
6) Declaración de saldos de cuentas y otros productos financieros en bancos o entidades financieras nacionales o extranjeras.
7) Declaración de ingresos anuales considerados en la declaración de impuesto a la renta.
8) Supresión de la obligación de los Intendentes como autoridad responsable del cumplimiento de las normas aplicables en esta materia, con el objeto de concentrar la fiscalización en un solo ente.

Dos) Modificación de algunas disposiciones sobre el contenido de las declaraciones para elevar el estándar de transparencia conforme a la Declaración Modelo de la Organización de Estados Americanos.

Tres) Eliminar en los mandatos la posibilidad de optar por uno de tipo general, evitando así generar lo que denominó como un fideicomiso tuerto.

Sobre el mandato de administración de activos, la señora Ministra expresó que se suprime el de carácter general, con el objeto de impedir que el mandante tenga algún control sobre sus activos, puesto que en el hecho, de no enajenarlos, subsistirían los conflictos de interés.

Finalizada la exposición, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que se invite a una serie de instituciones y expertos que puedan aportar sobre los temas a los que se hace mención tanto en las indicaciones del primer período como de los posteriores, con el objeto de lograr un cuerpo legal sistémico que cumpla con los objetivos buscados.

La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Espina, acordó convocar a las mismas instituciones a las que se invitó en el primer trámite constitucional y a las cuales se hizo mención en la presentación de la señora Ministra, esto es:

1) Chile Transparente.

2) Consejo para la Transparencia.

3) Faculta de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile.

4) Centro Democracia y Comunidad.

5) El ex Superintendente de Valores y Seguros.

6) El Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras.

7) El Contralor General de la República.

8) Instituto Libertad y Desarrollo.

9) Fundación Jaime Guzmán.

El Honorable Senador señor Espina expresó que luego de la explicación del Ejecutivo, son 3 los temas sobre los cuales deben referirse los invitados, para así acotar los asuntos macro sobre los cuales debe pronunciarse la Comisión. En su opinión, estos son la declaración de intereses y patrimonio, el mandato (forma y objeto) y la obligación de enajenar la propiedad, razón por la cual solicitó que en la invitación se precisen dichos asuntos para luego agrupar las indicaciones por temas y poder votarlas en grupo.

La Ministra Secretaria General de Gobierno, comprometió el envío de una minuta con esos tres ejes normativos para poder así avanzar de manera rápida en el despacho de este proyecto, que tiene relevancia no sólo para el Ejecutivo sino que también para aumentar los niveles de transparencia en las relaciones que hay entre la política y el dinero.
- - -

Invitado el Director de Asuntos Institucionales de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF), señor Erick Rojas, hizo un análisis enfocado en aspectos que estimó principales y accesorios de la regulación del mandato de administración en el proyecto de ley en debate.

Respecto de este punto, señaló que existe la obligación del mandante de acompañar una copia del mandato a la Superintendencia con el objeto de que se registre y se custodie, lo que implica según el proyecto, que la Institución la publique en su sitio electrónico y la envíe a la Contraloría General de la República, todo de acuerdo a las disposiciones constitucionales y legales vigentes que regulan la materia, por lo que, en su opinión, es redundante que exista una disposición como esa.

Precisó enseguida algunos aspectos respecto de la obligación que se impone de regular el contenido de los mandatos vinculándolos a normas que estarían contenidas en un reglamento de acuerdo a principios que acordados por los países miembros de la OCDE, materia sobre la cual solicitó mayor claridad.

En cuanto a los bancos como administradores de carteras, expresó que a su juicio es innecesario inscribirlos en un registro, pues de acuerdo con las disposiciones de la Ley de Bancos éstos tienen autorización para realizar este tipo de operaciones, por lo que actualmente pueden cumplir con este rol.

Luego, a propósito de los artículos 35 y 36 del texto aprobado en general, que se refieren al rol de la SBIF en los mandatos de administración, expresó que se asignan a la Superintendencia una serie de tareas que requieren de un mayor presupuesto para su debido cumplimiento, particularmente considerando que no son labores que hayan sido desarrolladas por la SBIF.  Destacó que dentro de esas nuevas funciones que se asignan a la Institución hay algunas que pueden ser más delicadas y que se refieren a las facultades del mandatario, que puede ser un Banco, un corredor de Bolsa u otro tipo de instituciones y cómo pueden estar dispuestas las atribuciones que tendrán los mandatarios.  Explicó que de acuerdo con el proyecto de ley la autoridad podrá modificar una vez al año las instrucciones que regulan el mandato, pero, además, también puede hacerlo cuando ocurran cambios en el mercado que hagan presumir que pueda provocarse un perjuicio en el patrimonio que administran. Sobre este punto, indicó que se le encarga a la Superintendencia que califique si efectivamente están concurriendo en el mercado las situaciones que pudieren originar los asuntos a los que se hizo mención (perjuicio en el patrimonio), tarea que hoy la Superintendencia no desarrolla, pues su rol principal es asegurar la solvencia del sistema bancario, lo que supone vigilar que cada una de las instituciones tenga al día sus normativas para poder cumplir con dicho objeto.  Si acaso la Superintendencia asumiera esas funciones para analizar un caso particular y opinar respecto de los efectos en el mercado, podría generarse una señal al mercado financiero sobre el comportamiento de los instrumentos de que se trate, lo que no es propiamente el rol de la Superintendencia.  Agregó que generar una metodología única puede dar pie a que se señale a la misma como un método objetivo de valoración de los mercados, lo que no es función propia de la SBIF.

De acuerdo con lo enunciado en los párrafos precedentes, no es sólo la SBIF la encargada de fiscalizar los temas a los cuales se ha hecho alusión, dado que en los contratos que contienen los mandatos, el mandante puede instruir al administrador para que cumpla con los “top-laws” (evitar estafas), para así hacer aún más transparente el sistema que se está proponiendo, y de esta manera evitar que se enajenen activos para evadir la normativa.  Estimó sobre este punto que el rol de la SBIF debe ser entregar una asesoría sobre la evolución y comportamiento de los mercados para mantener el correcto funcionamiento de los mismos.

Siguiendo con el mandato, explicó que hay otros aspectos que a esta Institución le interesan, como son los elementos que pueden desfavorecer el objetivo que se persigue, ya que algunas indicaciones alteran el grado de responsabilidad que se regula en el ordenamiento jurídico, particularmente a las que se refiere el artículo 44 del Código Civil, esto es culpa grave, leve o levísima, por lo que al administrador al cual se le asigne dicha función estará asumiendo responsabilidades mayores a las que están actualmente establecidas por el riesgo en su gestión, cuestión que, según dijo, podría elevar el precio del mandato que se pretende regular.

Estimó que la SBIF, dado los argumentos entregados, no debiere fijar los precios para quienes ejerzan como mandatarios en razón de que la Constitución Política de la República, en su artículo 19 N° 21 inciso primero, reconoce la Libre Competencia en los Mercados, y, en caso de hacerlo, la Institución estaría reduciendo la oferta en el mercado.

Finalmente, señaló que existe una propuesta de reforma al proyecto aprobado en general que está destinada al personal de las entidades fiscalizadoras, que prohíbe que quienes han dejado de pertenecer a dichas instituciones puedan trabajar en aquellas que, en su momento, fueron fiscalizadas por la autoridad.  Manifestó que debe fijarse un plazo pues tal como está redactada la norma, parece establecer una prohibición perpetua, lo que a su juicio puede tener algunos vicios de constitucionalidad, particularmente en lo que dice relación con la libertad de trabajo. Existen otros ejemplos como los períodos de vacancia, en los cuales no se puede salir de la entidad fiscalizadora hacia el fiscalizado. Destacó asimismo que en este tipo de mercados (sistemas financieros) el grado de preparación es muy alto, lo que es contradictorio con una limitación tan estricta para la circulación del capital humano, de manera que este tipo de limitaciones puede crear una barrera de entrada al trabajo para que profesionales calificados se interesen en este tipo de materias.

A continuación, expuso el Jefe de la División Jurídica de la Contraloría General de la República, señor Julio Palavicini, quien explicó que la probidad administrativa es un tema de largo aliento pues, según dijo, los primeros antecedentes se encuentran ya en la década de 1960 en el antiguo Estatuto Administrativo, cuyos criterios se encuentran contenidos en el decreto con fuerza de ley N°338, que en vez de la voz “probidad” ocupaba la expresión “deberes morales”. 
Señaló que con la dictación de la Ley de Bases Generales de Administración del Estado, N° 18.575, el tema se asumió ya derechamente con el vocablo probidad, lo que también es reconocido en el artículo octavo de la Constitución Política, demostrando que es un tema recurrente en la discusión político-jurídica del país, particularmente en lo que se refiere a la prevención y regulación de los conflictos de intereses.  Sobre este punto reiteró que todo nace con el Estatuto Administrativo del año 1960´, y que en el año 1989 se establece el deber de respetar el principio de probidad para los funcionarios públicos en el nuevo Estatuto Administrativo.

En el año 1999, continuó, con la dictación de la denominada Ley de Probidad, se incorporó un nuevo Título III nuevo a la Ley de Bases de Administración General del Estado, que reguló el tema de la probidad administrativa, estableciendo la obligación para los funcionarios públicos de los rangos que allí se indican de realizar una declaración de intereses. Se discutió en dicho momento si acaso también debía incluirse una declaración de patrimonio en el mismo sentido, y el Congreso resolvió que sólo bastaba con una declaración de intereses. Recordó que como consecuencia de esa ley se dictó en el año 2000 el reglamento sobre declaración de intereses, lo que se suma a la publicación de la ley 20.500 que incorpora la obligación para todos aquellos que desempeñan funciones públicas de respetar estrictamente el Principio de Probidad Administrativa, lo que complementado con la ley N° 20.088 incorpora la obligación de declarar el patrimonio en cierto nivel de funcionarios públicos, ley ésta última cuyo reglamento está contenido en el Decreto Supremo N°45, incorporándose por primera vez el año 2005 la probidad administrativa como deber de todos los funcionarios del Estado en la Constitución Política.

De acuerdo con lo enunciado, existen ciertos funcionarios públicos que de acuerdo con su nivel de responsabilidad deben cumplir con las normas a las cuales se ha aludido y que deben presentar dos declaraciones: la de patrimonio y la de intereses  Recordó que en el año 2010 se reformó la Constitución para reforzar la idea planteada y que está contenida en el artículo octavo de la Constitución, estableciendo que aquellas personas que señale la ley deberán presentar una declaración pública de patrimonio e intereses. Hizo presente que existe jurisprudencia administrativa sobre conflictos de intereses elaborada por la Contraloría General de la República, la cual acompañó a la Comisión, que consiste en 15 dictámenes que han sido especialmente seleccionados para la discusión de este proyecto y que reflejan la forma que ha tenido la Contraloría para abordar estos temas

Así, manifestó que la Contraloría General de la República observa que este un proyecto de ley que va en una buena dirección en materias de probidad.

A propósito de la discusión particular de este proyecto, señaló compartir una indicación de S.E. la señora Presidenta de la República al artículo segundo, sin perjuicio de estimar preferible que su redacción quedara como referida a la ley y no a esta ley, dado que las infracciones a la probidad pueden estar en todo el ordenamiento jurídico y no sólo en el proyecto que actualmente se debate en esta Comisión, como ocurre con el Código Penal, el Código Civil y otros cuerpos jurídicos que regulan estas materias, lo que se adecua a los artículos 6° y 7° de la Constitución Política que regulan el Principio de Legalidad.

En lo que respecta a la Contraloría General de la República, el proyecto preceptúa que a dicha Institución le corresponde llevar las declaraciones de patrimonio e intereses, no obstante lo cual una indicación del Honorable Senador señor Felipe Harboe sugiere que ello sea cumplido por el Consejo para la Transparencia.  Estimó que la Contraloría está en condiciones de cumplir con dicha función, tal cual ha ocurrido con otras funciones que se le han encargado a la Institución como las contenidas en la ley N° 20.766, lo que se condice con las facultades fiscalizadoras y sancionatorias de la Institución. Indicó que existe una norma donde se consigna la obligación de declarar las actividades de los funcionarios que en el proyecto se establece en los doce meses previos a asumir el cargo, sobre lo cual la Presidenta propone elevar a tres años. Señaló que la Contraloría habría sugerido dos años, pero que comprende que el tema es propio de la resolución de la Comisión.

Señaló que el proyecto representa un cambio fuerte en la cultura jurídica y democrática del país, por lo que genera un desafío importante para el cual la Contraloría General de la República que, insistió, está en condiciones de asumir, lo que se condice con las potestades sancionatorias de la institución.

Por otra parte, respecto de los funcionarios de la administración del Estado que están regulados en el párrafo primero del Título Primero, el Honorable Senador señor Larraín propuso que la declaración de intereses fuera otorgada y protocolizada ante Notario. Indicó que para las demás personas sujetas a la ley, del artículo 15 en adelante, como Senadores, Diputados, Miembros del Poder Judicial o Fiscal Nacional es razonable que lo hagan por medio de una escritura protocolizada ante notario, pero que tratándose de funcionarios de la Administración del Estado que deben presentarla a la Contraloría esa obligación no tiene mayor sentido, siendo suficiente que se haga llegar por medio de entrega física o electrónica a la Contraloría. Respecto de las declaraciones de bienes de los convivientes, expresó que existen diversas indicaciones de varios Senadores para que se incluyan, y que habrá que tener cuidado, dado que se está tramitando una nueva normativa sobre el acuerdo de vida en pareja, para mantener una simetría con ese texto para no tener complicaciones.

También explicó que en el artículo 10 del texto en debate hay otra norma que dice relación con los funcionarios que hacen abandono del Servicio, para lo cual aclara que hay cuatro instancias en que los funcionarios deben hacer una declaración de patrimonio e intereses: cuando asume el cargo, cuando ocurre algún hecho relevante, cuando tiene que actualizarla (cada dos años) o cuando cesa en su actividad.  Ante esto señaló que existen muchos casos en que los funcionarios que han dejado el servicio no hacen la declaración final o la actualización final de declaración de patrimonio e intereses, indicando que debería establecerse una sanción en ese sentido, que podría ser una inhabilidad para ingresar al sector público. Sin embargo, agregó, no se puede impedir a un particular que contrate a un ex funcionario público que se retiró del servicio sin haber hecho la declaración porque se atentaría contra la libertad de trabajo. De todas formas hay que establecer una sanción para que la norma efectivamente pueda surtir efecto.

Señaló también que existe una indicación del Honorable Senador señor Senador Harboe para modificar el artículo 56 en su inciso final de la Ley de Bases vigente, a la que hizo mención la Superintendencia, que dice relación con la incapacidad, inhabilidad o imposibilidad de que una persona que se desempeñó en un servicio fiscalizador pueda trabajar después en un servicio fiscalizado. Indicó que la Contraloría ha debido interpretar esta hipótesis, citando: “del mismo modo son incompatibles las actividades de las ex autoridades o ex funcionarios de una Institución fiscalizadora que impliquen una relación laboral con el poder del sector privado sujeto a fiscalización de su organismo” y el plazo de duración es de seis meses. Precisó que se le ha solicitado a dicho organismo que disponga que una persona no pueda ser contratada en el sector privado, pero que escapa al control de la Contraloría las actividades de una persona ha dejado de ser funcionario público. 

Expresó que se considera una facultad amplia para la Contraloría de solicitar información a diversas instituciones, la que además hace una referencia al artículo 151 de la ley orgánica de la Contraloría, y solicitó considerar un complemento en el artículo 9 del mismo cuerpo normativo para que la Contraloría pueda solicitar información a todas esas instituciones al amparo del artículo 151, que tiene un carácter restrictivo, y del artículo 9, que tiene un carácter más amplio, lo que facilitaría el poder fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones de esta ley.

Abordó enseguida una indicación de los Honorables Senadores señores Bianchi y Frei, que hace relación al momento de presentar la declaración, en que los funcionarios deberían acompañar su declaración de renta, lo que estimo y complicado, siendo además innecesario ya que la Contraloría podrá solicitar información al Servicio de Impuestos Internos, por lo que tal situación ya estaría cubierta.

Se refirió luego a la figura de los agentes públicos, respecto de los cuales dijo que son personas particulares contratadas a honorarios por la administración del Estado, siendo una figura contemplada sólo en la Ley de Presupuestos.  Sin embargo, agregó, al revisar  la Ley de Presupuestos se encuentran seis tipos de agentes públicos. En algunos casos dice la ley que una determinada persona tendrá ese carácter para todos los efectos legales, y en otros para efectos restringidos, como la aplicación del Decreto Ley N° 799 que regula la circulación de vehículos estatales y perseguir responsabilidades administrativas. Señaló que lo preocupante es que en algunos casos la propia Ley de Presupuestos indica que las personas contratadas bajo esta modalidad podrán tener la calidad de agentes públicos, por lo tanto la decisión de la administración es discrecional. Como ejemplo, citó al Servicio Agrícola y Ganadero, que tiene esta facultad, que incluso puede contratar para realizar labores de fiscalizar, y entregar la calidad de agente público a un empleado y a otro no.

Por último, señaló que en una sesión anterior de la Comisión el Contralor presentó el Sistema Hermes que facilita el ingreso de las declaraciones a los funcionarios públicos, el que puede habilitarse sin mayores complicaciones o exigencias presupuestarias, y que permite incorporar la identificación del funcionario, sus datos, registros, régimen patrimonial, los bienes del cónyuge o del conviviente y los de las personas sujetas a tutela o curatela, insistiendo que es posible habilitarlo de manera simple.

El Honorable Senador señor Espina agradeció la exposición y señaló que una de las cosas que se debe resolver en la Comisión en términos de la declaración de patrimonio e intereses es a quiénes debe abordar y abarcar. Indicó que esto se extendía a los parientes cercanos, a la señora, a los primos, hermanos y otros.  Recordó algunos ejemplos en que, en su opinión, el legislador va de uno a otro extremo, olvidando a veces el sentido común. Como ejemplo, indicó que en un proyecto se presentó una indicación que sancionaba como delito de violación las relaciones sexuales consentidas entre un joven de 17 años y una niña de 16, situación que, a su juicio, revela extremos legislativos.  Apeló a tener una legislación razonable que permita obtener información respecto de lo que ocurre y conocer efectivamente el patrimonio de una persona para verificar si puede significar un conflicto de interés, solicitando la colaboración de la Contraloría General de la República y la SBIF en este sentido.

De acuerdo con lo anterior, dijo que es discutible si por el sólo hecho de ser Parlamentario la o él cónyuge tiene que hacer declaraciones de intereses y de su patrimonio, solicitando estudiar el tema y ver la extensión de la aplicación de la norma, pues no es inocuo el obligar a los parientes incluso lejanos a realizar declaraciones de este tipo.

Así, tampoco estuvo de acuerdo en acompañar la declaración de impuestos ya que, de acuerdo con la ley, las declaraciones las maneja el Servicio de Impuestos Internos y pueden ser investigadas de manera rápida.

Por las razones anotadas, solicitó que se legisle de acuerdo a criterios jurídicos que vean situaciones de futuro y prevengan fraudes, pero no con prisa ni cono normas exageradas que arrojarán normas mal hechas ya que, de ser así, no podría votarlas favorablemente.

El señor Palavicini indicó que en una visita previa se señaló los países de la OCDE donde se deben realizar declaraciones de intereses y de patrimonio y donde existe, además, la obligación y la facultad de los organismos fiscalizadores de verificar el contenido de dichas declaraciones, y se dejó constancia de los países de América Latina donde existe la obligación de hacer estas presentaciones, con la verificación de su contenido. Respecto de los sujetos pasivos, precisó que no es que los cónyuges deban presentar la declaración sino que el sujeto pasivo tiene que presentar una declaración de los bienes del cónyuge, al igual que en el caso de convivientes o separados.

La Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó precisar si existen otras legislaciones que obliguen a los hijos a presentar declaraciones, explicando que, por ejemplo, en Estados Unidos de Norteamérica existe una normativa que solicita la presentación de declaración de intereses incluso, a los hijos.

Sin perjuicio de ello, señaló compartir la inquietud del Honorable Senador señor Espina en cuanto a la extensión respecto de los familiares que tendrían que realizar declaraciones de intereses y patrimonio, agregando que ello es independiente de la posibilidad de investigar la situación cuando ella sea razonable.

El señor Palavicini señaló que efectivamente existen obligaciones de declarar que incluyen a los hijos, como es el caso precisamente de los Estados Unidos de Norteamérica a nivel federal, lo que también ocurre en algunos países de la comunidad europea.

El Honorable Senador señor Quinteros señaló que pueden existir diversas legislaciones que consideren este tema, pero que es nuestra propia Constitución la que regula el tema de manera categórica y se refiere al Presidente de la República, Ministros de Estado, Diputados y Senadores y demás autoridades y funcionarios que determinen las leyes, sin hacer mención alguna a sus parientes, familiares, cónyuges o convivientes.

El señor Palavicini explicó que en el proyecto de ley se incorpora la obligación de que el sujeto declare los bienes del cónyuge, los de los hijos y otras personas que aquí se han mencionado.

El representante del Instituto Libertad y Desarrollo declaró que como institución les interesa el tema de la probidad, el cual ha estado durante mucho tiempo dentro de las preocupaciones ciudadanas, que incluso tiene consagración constitucional desde el año 2005 y sus posteriores perfeccionamientos del año 2010 donde se reconocen las modalidades que se están analizando en el proyecto, como es la declaración de intereses y de patrimonio, la administración de bienes por un tercero y en algunos casos calificados la enajenación de los bienes.

En su opinión, el proyecto se ajusta al mandato constitucional y se agradecen los avances para perfeccionar la legislación sobre el tema de la declaración de intereses y patrimonio. Señaló que en cuanto al mandato de administración discrecional, consideró que el proyecto como está aprobado en general, al reconocer dos modalidades de mandato, esto es, un mandato general y un mandato diversificado, entrega la posibilidad a la autoridad que está llamada a cumplir con esta obligación de elegir entre entregar la administración de esos valores sin que ello implique una enajenación, o liquidar los activos para que se inviertan en otra cosa. Todo lo anterior, a su juicio, da cierto grado de libertad a estas personas para que no se vea obligada a desprenderse de sus bienes por el cargo que va a ocupar. Sin embargo, el Instituto ha reflexionado sobre el proyecto, particularmente en cuanto a las indicaciones que se han presentado, en el siguiente sentido:
Uno) Declaración de intereses.

Están de acuerdo en que los funcionarios tengan una actitud proba, lo que no debe implicar necesariamente que la obligación tenga carácter extensivo tal cual se ha señalado durante el debate. El deber de un funcionario no debiera ser traspasado a sus familiares o a otras personas ligadas a ella por el motivo que sea. Además, precisó que en cuanto a los convivientes, si se deja en términos puros, no sólo implica que hayan suscrito un acuerdo de vida en pareja en el evento que sea aprobado. Perfectamente pueden ser personas que viven juntas de hecho, lo que dificulta la prueba en cuanto a la frecuencia y la estabilidad de esa relación, lo que ya implica de parte del Estado inmiscuirse en materias que escapan a las que se refieren a la función pública. Es más, puede considerarse una vulneración de algunas garantías constitucionales como son el derecho a la intimidad u otros.

Siguiendo con el argumento, declaró que la extensión de la obligación de declaración a las parejas casadas bajo el régimen de sociedad conyugal debiera restringirse a los bienes sociales. En el caso de lo que denominó patrimonios satélites, como los del artículo 150 o del 166 del Código Civil, existen dudas de hasta dónde puede el Estado intervenir en la administración de dichos bienes y de su titularidad.

Consideró que en los otros regímenes patrimoniales del matrimonio, como es la separación de bienes o la participación en los gananciales, los bienes se administran de manera separada, por lo que no es apropiado que se amplíe la obligación sobre la que se ha discutido, puesto que más allá de que sería una carga para alguien que no ejerce una función pública, puede ser una traba para quienes sí quieran ejercer un cargo público.

Dos) Enajenación de activos.

Existe una norma que tiene características particulares en el proyecto de ley aprobado en general, que se refiere a la participación que se tenga en concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción. Si se atiende al fondo de la norma, y dada la masificación de las comunicaciones en la actualidad debe ser también aplicable a otros medios como la radio u otros como los portales electrónicos y los diarios. Restringirlo solamente a lo que es televisión llama la atención en cuanto a la restricción de la propuesta.

Tres) Sanciones.

En caso de que no se presenten las declaraciones de intereses o de patrimonio hay que preguntarse por el rol que cumple este ejercicio. ¿Es un deber del funcionario el hecho de presentarla, actualizarla y de que sea completa y veraz? O, en caso contrario, debiera ser considerado como uno de los requisitos para asumir el cargo. En este caso, afirmó que pueden producirse situaciones en el plazo intermedio o hasta que se pueda efectivamente detectar un conflicto de intereses que, en principio, si no se presenta la declaración o durante su revisión aparece algún hecho, pueden haber actos administrativos que se dicten por la autoridad comprometida o votaciones en que haya participado vulnerando inadvertidamente el principio de probidad.

A este respecto expresó su opinión, a título personal, en el sentido que la declaración de intereses y patrimonio debiera ser un requisito para asumir el cargo, toda vez que lo que se busca es que no se privilegie el interés particular por sobre el general y se adopten decisiones que puedan resultar arbitrarias o irregulares y que podrían incluso afectar la validez de los actos administrativos, generando las consiguientes responsabilidades que no siempre evitan el daño causado. Consideró que debiera analizarse y revisarse cuál es el rol de la declaración. En este sentido, un deber funcionarial sería la actualización de la misma y el contenido de ellas.

Cuatro) Mandatos.

Hay una indicación de S.E. la señora Presidenta de la República sobre este tema en que la redacción resulta confusa en cuando a que el mandato de administración y el mandato diversificado es uno solo, lo que transforma en una situación gravosa la participación de personas que quieran cumplir un rol en la función pública, pues implica que el mandatario adopte decisiones por la liquidación de los activos, lo que, a su juicio, traspasa incluso la finalidad constitucional que habla de mandatos de administración delegada.

En rigor es un mandato para la liquidación de bienes. La indicación señala que “el mandato tendrá por objeto la liquidación de valores que integre su patrimonio, la inversión de productos de la liquidación en un portafolio de activos y la administración discrecional de éstos.” Está construido en términos copulativos, lo que implica que el mandatario puede realizar cualquiera de estas funciones, asunto con el cual no están de acuerdo. Consideró que la redacción actual es más apropiada por cuanto separa los dos tipos de mandato, ya que además es posible que se ejerza un cargo público por un tiempo reducido y que ello lo obligue a desprenderse completamente de sus bienes.

Respecto de la legislación comparada, en Estados Unidos de Norteamérica se ha avanzado en la materia y se organizan bajo un sistema denominado de “autoinhibición y la transparencia.” Sobre este aspecto, destacó que las declaraciones de patrimonio y de bienes no constituyen el único límite, por cuanto también han desarrollado los compromisos éticos, donde funciona una oficina de ética gubernamental que recoge y analiza estos documentos, detectando y advirtiendo a los individuos respecto de posibles conflictos de interés. Si bien esta idea escapa de las ideas matrices de este proyecto, puede considerarse para establecer mejoras en la materia.

Consideró finalmente en su exposición, la relevancia es mantener el mandato y preguntarse qué tan gravoso se quiere que se sea el acceso de las personas a la función pública. Agregó que hay que tomar los resguardos necesarios pero que ello no implique la afectación de derechos de terceros parientes de la autoridad, así como el respeto y el resguardo de sus bienes independientemente de quien los administre.

El representante de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery, se refirió a las indicaciones presentadas al proyecto de ley aprobado en general por el Senado.

En primer lugar, respecto de la indicación N° 1, de la Honorable Senadora señora Allende, que introduce al concepto del principio de probidad en el ejercicio de la función pública con especial acento en la prevención de conflictos de interés. Aunque, según dijo comparte la intención, que le parece buena, el concepto de probidad no se acota en la prevención de conflictos de interés sino que es más amplio. Ya lo dijo el representante de la Contraloría General de la República en cuanto al concepto de deberes morales, y de una interpretación sistemática de los artículos 52 y 53 y 62 N° 8 de la Ley General de Bases de la Administración del Estado, que la probidad tiene dos alcances:

El correcto desempeño de la función pública.

La eficiencia, eficacia, legalidad y oportunidad.

En este sentido, agregar la idea de prevención de conflictos de interés, pareciera que puede distorsionar el concepto legal de la probidad. Lo anterior puede provocar confusión por cuanto una ley no previene problemas sino que busca resolver las consecuencias derivadas de la infracción. Lo que se procura hacer con este proyecto es atribuir efectos a un hecho que se ha calificado de ilícito o un quebrantamiento del orden ético. La ley, ese entendido, no es un mecanismo apto para solucionar este problema, lo que, a su juicio es un error conceptual que podría evitarse desechando esta indicación aunque sea formulada con una loable intención.

Respecto de la indicación N° 1C, requirió del Ejecutivo una explicación del cambio que ha propuesto, ya que en lugar de hablar de empresas estatales se refiere a empresas públicas creadas por ley, lo que dejaría fuera, por diferencia, a las a empresas públicas que no han sido creadas por ley.  Por ello, solicitó que el Ejecutivo explique de manera cuál es la motivación y el sentido del cambio, en un tema que de acuerdo con el proyecto aprobado por la Honorable Cámara estaba solucionado.

Sobre la indicación 1D (agentes públicos) señaló que el texto de la Honorable Cámara se hacía cargo del punto. Recordó que cuando se tramitó en dicha instancia ya se encontraba en un importante estado de avance el Informe de Investigación N° 27 del 13 de mayo del año 2011 de la Contraloría General de la República, respecto de la situación acaecida en el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, donde define al agente público, lo que ha sido explicado en esta sesión por la Contraloría General de la República.

Respecto de la indicación N° 3A, de S.E. la señora Presidenta de la República, expresó que no hay inconveniente en la reducción del plazo a un año, a pesar de que en la práctica la ciudadanía conoce que cualquier cambio patrimonial sin importar el período temporal del ejercicio, debe ser registrado.

La indicación N° 4 A contiene un tema importante al señalar que tendrá también el carácter de relevante el nombramiento en una sociedad como gerente o de director de una corporación o fundación, así como la celebración de contratos entre la autoridad o un funcionario declarante y el Estado y sus organismos. Razonando sobre la base de esta propuesta, ¿puede sugerirse que el funcionario esté obligado a informar en sus declaraciones los contratos a honorarios y consultorías con la misma Administración? Agregó que esa obligación ya está considerada en la ley N° 20.285, sobre transparencia en la Información pública. De ser así, sería útil también incorporar en la declaración de intereses y patrimonio para que el interesado pueda pesquisar en las páginas de transparencia de cada Servicio, y al mismo tiempo, la declaración del funcionario.

Respecto de la indicación N° 6, expresó que se propone la introducción de un artículo 6 bis sobre una solicitud de aclaración, rectificación o complementación que puede deducir cualquier persona, la que se realizará ante la Contraloría General de la República según la ley N° 19.880. No queda clara, a su juicio, la naturaleza jurídica del recurso y la habilitación para ejercerlo.

Sobre las indicaciones Nos 7, 7A y 7B, coincidió con lo señalado por el Honorable Senador señor Espina en cuanto a la expansión de obligación de declaraciones de patrimonio e intereses a parientes, estimando que los deberes funcionarios son sólo cargo de quien debe cumplirlos y no del resto de la sociedad, próxima o remota.


Sobre la indicación N° 7C, manifestó que distingue entre informar la identidad de los parientes y la obligación de publicitar sus bienes. No hay contradicción entre esta norma y las reglas generales sobre transparencia y estimó que la indicación es razonable.
Acerca de la indicación N° 8, su redacción obliga al funcionario a informar las actividades profesionales sean estas remuneradas o no, que signifiquen participación en asociaciones gremiales o de beneficencia, propuesta que atenta potencialmente contra la libertad de conciencia y la libertad de asociación. Desde esta forma, cuestionó hasta qué punto el Estado puede forzar a una persona que ejerce una función pública a declarar este tipo de situaciones.

Respecto de los sujetos pasivos del Ministerio Público, argumentó que sería conveniente extender el ámbito de la declaración a los fiscales adjuntos y no limitarla sólo al Fiscal Nacional y Fiscales Regionales.

La indicación N° 35B, continuó, sobre la apelación de los incidentes constituye una propuesta que puede generar una serie de problemas de orden práctico, ya que un funcionario que es sancionado puede concurrir ante una Corte de Apelaciones para una reclamación, lo que no es una apelación. En virtud de lo anterior, debiera tramitarse como una apelación incidental, lo que implica que si la autoridad aplica al funcionario una sanción se podría deducir una reclamación sin recurrir previamente a la apelación, por lo que no queda clara su naturaleza jurídica. De esta forma la Corte tendrá que dictar una sentencia definitiva de acuerdo con el artículo N° 170 del Código de Procedimiento Civil, con todos los requisitos que ello exige.

Por lo anterior, opinó que es necesario contar con reglas para los incidentes para conocer que significa en cuenta y no previa vista de la causa con relación y alegatos, salvo que la parte apelante los pida.  Pero en este caso la gestión es de única instancia, se inicia con la reclamación y termina con una sentencia que debe reunir los requisitos del artículo 170 CPC y no con un simple vistos: se confirma.  El lenguaje y la forma de tramitación son confusos, y pueden producir muchos problemas de orden práctico.

Sobre la indicación N° 35D, el Instituto Libertad y Desarrollo realizó una clara exposición sobre el tema del mandato de administración discrecional de cartera de valores, sin perjuicio de lo cual señaló que le merecía los siguientes comentarios:

Uno) Un contrato de mandato que es en esencia voluntario y que recae en la confianza, y es curioso que el funcionario esté forzado a celebrar un contrato con ciertas entidades pese a que su rasgo distintivo es la confianza.

Dos) La obligación de enajenar activos como una condición para asumir un cargo puede generar barreras de entradas y producir una pugna con libertades esenciales reconocidas por la Constitución.

En cuanto a la indicación N° 52, coincidió con el parecer de la SBIF en la medida que esto puede significar un aprovechamiento de la posición del funcionario, aunque existe la posibilidad legítima que la persona que se ha desempeñado en la función pública, que ha adquirido una competencia y adquirido una experticia luego sea requerida por el mercado. El período de vacancia que establece la Ley General de Bases de la Administración Pública resuelve de manera más adecuada el punto, sin alterar la libertad de trabajo y de ejercer profesiones como se sugiere en la indicación.
-  -  -

En el marco de la discusión en particular de esta iniciativa legal, la Comisión escuchó los planteamientos del Contralor General de la República, señor Ramiro Mendoza, quien señaló en lo que dice relación con las norma generales, que en ellas se reconoce el alcance amplio de la normativa sobre probidad la que al regir a multiplicidad de servidores públicos, en lo relativo a las responsabilidades y sanciones, debe tener presente que los regímenes sancionatorios son disímiles y están contenidos en distintos cuerpos legales.

Con respecto a la declaración de intereses y patrimonio establecida en el artículo 4°, enfatizó que en dicha norma no se exige efectuar la declaración a los profesionales y técnicos que actualmente están obligados a presentarla, según lo dispone el artículo 57 de la ley N° 18.575. Esta omisión, según explicó, debería ser subsanada ya que no existen razones para excluirlos, por cuanto es perfectamente posible que un profesional de alto nivel tenga un conflicto de interés, pues ello no dicen relación solo con poseer una determinada posición jerárquica o determinadas atribuciones, sino que también, y especialmente, con la posibilidad de ejercer influencia o de ver afectada la imparcialidad en su actuación.

Por otra parte, hizo presente que se menciona a los fiscalizadores pero no se especifica a quiénes se impone la obligación, esto es, si a la totalidad de los funcionarios de los servicios fiscalizadores (Servicio de Impuestos Internos; Aduanas, Contraloría, en el contexto del decreto ley N° 3.551), o a quienes conforman la planta de fiscalizadores, razón por la cual consideró que ello debería definirse, orgánica o funcionarialmente, qué se entenderá por fiscalizadores para estos efectos.

En lo que se refiere a la posibilidad de realizar la declaración de intereses y patrimonio ante notario o a través de un formulario electrónico que será puesto a disposición de la autoridad o funcionario respectivo a través de un sitio electrónico del Consejo para la Transparencia, el señor Contralor hizo presente que la Contraloría administra los datos del personal de la Administración del Estado contenidos en el Sistema de Información y Control del Personal de la Administración del Estado (SIAPER), el cual constituye una plataforma web que permite la centralización y administración adecuada de la información, facilitando y organizando su registro, almacenamiento y disposición, acorde con altos estándares de gestión y de transparencia pública.

Dicho esto, destacó que este sistema sirve de apoyo al ejercicio del control de juridicidad de los actos administrativos y de fiscalización que en lo que se refiere a personal corresponde a la Contraloría, colaborando en el proceso de toma de decisiones relacionadas con la gestión y el control organizacional del personal de la Administración del Estado, mediante el manejo, en una plataforma única, de todas las materias referentes a personal, que registra la totalidad de los actos administrativos que conciernen a cada trabajador, independiente del servicio o entidad pública con la que se relacione.

En la misma línea, puso de relieve que la custodia, archivo y consulta de las declaraciones ha correspondido hasta ahora a la Contraloría, de manera tal que cuenta con información histórica desde su entrada en vigor, la que, por lo demás, está incorporada en la plataforma a que se ha hecho alusión.

Agregó que dicho sistema ha visto acrecentado su potencial como plataforma única, que permite validación automática de datos, con la entrada en vigor de la ley N° 20.766, que fija el procedimiento de toma de razón y registro electrónicos, aprobada por este parlamento en julio de 2014.

Dentro de este contexto, indicó que el presente proyecto de ley entrega a la Contraloría la fiscalización de la veracidad e integridad de las declaraciones, por lo que resulta de toda lógica que esta institución también administre el sitio web en el cual aquellas se formulen, lo cual, por cierto, facilita la respectiva verificación.

Enseguida, señaló que la regulación que nos ocupa integra el régimen estatutario de los servidores de la administración del Estado, al constituir una de sus obligaciones funcionarias, lo que se inscribe en el marco de las atribuciones que la ley Nº 10.336, entrega a la CGR, en cuanto a que a esta entidad le compete informar sobre los asuntos que se relacionen con el Estatuto Administrativo y con el funcionamiento de los Servicios Públicos sometidos a su fiscalización, para los efectos de la correcta aplicación de las leyes y reglamentos que los rigen, siendo sus decisiones y dictámenes constitutivos de jurisprudencia administrativa obligatoria.

Así las cosas, destacó que ya existe una capacidad instalada, tanto desde el punto de vista técnico (trabajo conjunto con el Banco Mundial sobre experiencias comparadas de fiscalización y plataforma en desarrollo para efectuar las declaraciones de manera electrónica) como a nivel físico, con la existencia de Contralorías Regionales, que facilitan la implementación de la nueva normativa en regiones y lugares apartados de las mismas; que no encarece la puesta en marcha del sistema ni requieren de recursos financieros adicionales para estos efectos.

Acto seguido, hizo presente que las competencias del Consejo de Transparencia dicen relación con la denegación del acceso a la información pública y que, por su parte, las de la Contraloría son amplias en cuanto a resguardar el principio de juridicidad, la integridad del patrimonio público, la probidad administrativa y evitar que la Administración Pública pueda lesionar los derechos fundamentales de las personas. (Dictamen N° 66.847, de 2010).

De lo anterior, se sigue que las atribuciones de  ambas entidades resultan complementarias a los fines del proyecto de ley, por lo que resulta esencial que la información pública emanada de las declaraciones se replique en el “Portal de Transparencia”, de manera que la Contraloría compromete sus esfuerzos para que ello se efectúe de modo expedito y coordinado, tal como se ha venido trabajando hasta ahora en lo relativo a la implementación de la ley N° 20.730; que regula el Lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios.

Por último, enfatizó que la independencia de la Contraloría general de la República y la confianza de la ciudadanía ante su actuación, la sitúan en una inmejorable posición frente a ésta para administrar el sitio web en que se formulen y publiquen las declaraciones.

El señor Contralor realizó un análisis pormenorizado de varias de las indicaciones presentadas al presente proyecto de ley, las cuales se adjuntan en documento único anexo al presente informe, el cual se encuentra a disposición de los Honorables Senadores en la Secretaría de esta Comisión.

En sesión posterior, nuevamente la Contraloría General de la República representada por el Contralor Regional de Valparaíso, señor Víctor Hugo Merino y por la señora Nancy Barra, Sub- Jefa del Departamento de Municipalidades de la Contraloría General de la República, planteó algunas apreciaciones con respecto al articulado en discusión.

Refiriéndose al artículo 12 del texto aprobado en general por el Honorable Senado, señalaron que contemplaba una redacción más acorde a  la atribución contenida en el artículo 9° y al objetivo final del proyecto de ley, al señalar que “Ninguna de las instituciones mencionadas en el inciso anterior podrá negar la información solicitada por la Contraloría, si la tuviere, pero se extenderá a ella y a sus funcionarios el mismo deber de reserva que las respectivas leyes orgánicas contemplan para dichos organismos y sus funcionarios”.

Establecido lo anterior, recordaron que la actual regulación vigente sobre la declaración de intereses y patrimonio consagra una labor de mero registro de tales documentos por parte de la Contraloría, lo que se pretende modificar con el proyecto de ley en cuestión, ordenándose al efecto a este Órgano de Control la fiscalización de la oportunidad, integridad y veracidad, lo que se vería afectado de prosperar la actual redacción, toda vez que la incorporación de la expresión “salvo las excepciones legales”, podría llevar a los órganos y servicios requeridos a negarse, infundadamente o con fundamentos improcedentes, a proporcionar la información solicitada, lo que obligaría a iniciar otros procedimientos administrativos o judiciales para la obtención de la misma generando así dilaciones innecesarias en el ejercicio de la obligación encomendada por ley.

Dentro de este contexto, enfatizaron que el texto original del proyecto contemplaba la posibilidad de solicitar antecedentes a los Registros de Comercio, no obstante, en el debate general suscitado en el primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, se eliminó  dicha mención.

Luego, hicieron presente que ese órgano contralor considera importante su inclusión explícita para alcanzar los objetivos propuestos por el proyecto de ley, no bastando una remisión genérica, toda vez que los Registros de Comercio no poseen la naturaleza jurídica de órgano o servicio de la Administración Pública.


Los planteamientos señalados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, de modo que se acordó tener presente lo anterior en la redacción final del texto de esta iniciativa legal.
- - -

Habiéndose acordado la reapertura del debate con fecha treinta de septiembre del año recién pasado, en sesión posterior, la Comisión inició una nueva revisión de las indicaciones presentadas.

ARTÍCULO 1°
Señala el ámbito de aplicación de la ley que regula el principio de probidad en el ejercicio de la función pública y la prevención de conflictos de interés.

Inciso primero

La indicación número 1 de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazarlo por el que sigue:

“Artículo 1°.- Esta ley regula el principio de probidad en el ejercicio de la función pública con especial acento en la prevención de conflictos de interés.”.

Sobre el énfasis que la indicación propone introducir, el Ejecutivo manifestó que la idea central del proyecto de ley en discusión es regular en un solo cuerpo normativo y en forma integral todos los aspectos que dicen relación con el principio de probidad, toda vez que en la actualidad existen regulaciones dispersas en diferentes cuerpos normativos que abordan este tema.

En este sentido, puso el acento en que la indicación antes consignada no dice relación en su totalidad con el principio de probidad en el ejercicio de la función pública, tal como el Gobierno propone que quede claramente establecido en la ley.
- Sometida a votación la indicación número 1, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina y Quinteros.

En sesión posterior, dentro del nuevo plazo de indicaciones, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente artículo:

“Artículo 1°.- Esta ley regula el principio de probidad en el ejercicio de la función pública y la prevención de conflictos de intereses.

El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable, un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular.

Existe conflicto de intereses en el ejercicio de la función pública cuando se superponen el interés general propio del ejercicio de las funciones con un interés particular, sea o no de carácter económico, de quien ejerce dichas funciones o de terceros vinculados a él determinados por la ley, o cuando concurren circunstancias que le restan imparcialidad en el ejercicio de sus competencias.”.
- Sometida a votación la indicación número 53, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 2°

Artículo 2°.- Las autoridades, cualquiera que sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, y los funcionarios de la Administración del Estado, deberán dar estricto cumplimiento al principio de probidad en la función pública.

El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.

Su inobservancia acarreará las responsabilidades y sanciones que determine esta ley.”

La indicación número 1.A de S.E. la señora Presidenta de la República, es para reemplazar en sus inciso tercero la palabra “esta” por el artículo “la”.

En sesión posterior, dentro del nuevo plazo de indicaciones, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone lo siguiente:


En sesión posterior, dentro del nuevo plazo de indicaciones, se presentó la indicación número 53 de S.E. La señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:


“Artículo 2°.- Todo aquel que desempeñe funciones públicas, cualquiera sea la calidad jurídica en que lo haga, deberá ejercerlas en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con estricto apego al principio de probidad. 


La inobservancia del principio de probidad acarreará las responsabilidades y sanciones que determine la Constitución o las leyes, según corresponda.”.

- Sometida a votación la indicación número 53, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, vuestra Comisión por la misma votación, ha estimado que la indicación número 1.A de S.E. la señora Presidenta de la República, ha sido aprobada en los términos antes consignados.

ARTÍCULO 3°

Artículo 3°.- Todo funcionario público deberá actuar en el ejercicio de su función en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con eficiencia, eficacia e imparcialidad. Asimismo, deberá siempre velar por la continuidad del servicio público que preste y desempeñar personalmente su cargo.

Cualquiera persona podrá acceder libremente a desempeñar una función pública, cumpliendo con los requisitos que la Constitución y las leyes establecen.”
El asesor señor Urquiza hizo presente que la materia objeto de este articulo ha sido largamente discutido y consensuado entre todos los asesores legislativos de los señores Senadores y los representantes del Ejecutivo, de modo que se arribó a una nueva redacción comprensiva de todos los funcionarios públicos incluidos aquéllos que desempeñan sus funciones a honorarios.

En sesión posterior, dentro del nuevo plazo de indicaciones,  se presentó la indicación número 53 de S.E. La señora Presidenta de la República, que propuso el siguiente texto:

“Artículo 3°.- Para el debido cumplimiento del principio de probidad, esta ley determina las autoridades y funcionarios que  deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en los casos y condiciones que señala.


Así también, esta ley determina los casos y condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de ciertos bienes y establece situaciones calificadas en que deberán proceder a la enajenación de determinados bienes que supongan conflicto de intereses en el ejercicio de su función pública.”.

-Puesta en votación la indicación N° 53, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.
ARTÍCULO 4°

Indica los obligados a realizar declaración de intereses y patrimonio.
Para este artículo se presentaron las siguientes indicaciones:

La indicación número 1 B de S.E. el señor Presidente de la República,  para reemplazar la frase “promedio anual de la recibida” por “promedio mensual de la recibida anualmente”.

La indicación número 1 C de S.E. el señor Presidente de la República,  para reemplazar la frase “los directores que representen al Estado en las empresas” por la expresión “las personas”; y, sus palabras finales “empresas estatales” por “empresas públicas creadas por ley”.

La indicación número 1 D de S.E. el señor Presidente de la República, para intercalar, a continuación de la expresión “cualquier funcionario”, la frase “o agente público”.

-Las indicaciones números 1 B, 1C y 1 D fueron retiradas.

El Ejecutivo planteó la necesidad de reordenar esta norma con el objeto que resulte más clara y comprensiva, además de recalcar la necesidad de incluir al Director del Área Sociocultural de la Presidencia.

En este contexto se destacó que varios de los obligados a efectuar declaración se encuentran actualmente sometidos a regímenes estatutarios distintos, razón por la cual no se mencionan en esta norma, sin embargo, subrayó que están incluidos más adelante en este mismo articulado.

Siguiendo este orden de cosas, hizo presente que además se ha incluido que los Jefes Superiores de Servicio tengan la facultad de individualizar, anualmente, a otros sujetos que no están señalados en la ley, que igualmente estarán obligados a realizar esta declaración.

Por su parte, el Honorable Senador señor Quinteros señaló presente que se mencionan a Directores de Empresas, y consultó la razón por la cual no se incorporan a los ejecutivos de empresas. Agregó que a su parecer es necesario también detenerse en la situación de los ejecutivos de empresas que cumplen con un servicio de utilidad pública, como las empresas de luz, sanitarias, A.F.P., Isapres entre otros.

A este respecto, la señora Ministra manifestó que en principio se consideró en este proyecto sólo a aquéllas personas que tienen facultad de administración, no obstante dijo no ver inconvenientes en agregarlos. Añadió que es necesario además corregir el título de este párrafo, para que resulte más claro y ordenado.

Dicho esto, hizo presente que en aquello que dice relación con las empresas que prestan servicios de utilidad pública, esta situación es parte de las materias que están siendo analizadas por el Consejo Asesor Presidencial, al tiempo que señaló que es parte de las materias que podrían debatirse, pero que claramente exceden de la presente discusión.

El Honorable Senador señor Quinteros indicó que a su juicio, es la oportunidad de resolver este tema en forma integral y recoger en parte la inquietud que la coyuntura nacional ha generado en la opinión pública.

Por su parte, el Ejecutivo destacó que el proyecto en discusión está orientado esencialmente a la probidad en el ejercicio de la función pública, de modo que la situación planteada escapa a esta discusión, no obstante indicar que se puede debatir en otra oportunidad.

Enseguida, el Honorable Senador señor Larraín compartió la posición expresada por el Ejecutivo, toda vez que el tema planteado con anterioridad, a su parecer, está fuera de la idea matriz del proyecto, lo que no obsta a que pueda discutirse en otra instancia. Agregó que se trata de fijar reglas a quienes tienen un compromiso directo desde el sector público.

El Honorable Senador señor Zaldívar reafirmó que claramente el proyecto está orientado a la función pública, y por tanto el ámbito privado debe ser objeto de otra discusión o proyecto de ley.

Acto seguido, el Presidente de la Comisión,  Honorable Senador señor Espina, con el acuerdo de los miembros de la misma y a solicitud del Honorable Senador señor Quinteros, solicitó al Ejecutivo que aborde el tema planteado en una iniciativa distinta.

En este mismo sentido, solicitó que se pueda incorporar a los Parlamentarios en este artículo, aunque resulte redundante pues más adelante existe un capítulo dedicado a ellos, toda vez que estimó que con ello se facilita una mayor claridad con respecto a los obligados por esta ley.

En cuanto a la inclusión del Director Sociocultural de la Presidencia, el Honorable Senador señor Larraín destacó que dicho cargo es materia de decreto administrativo, por lo que estimó que no debe estar en esta ley, toda vez que dicha función es determinada por el Ejecutivo y no por ley.

No obstante lo anterior, el Honorable Senador señor Zaldívar insistió en la necesidad de incluir dicho cargo en esta iniciativa.

Por su parte, la señora Ministra enfatizó la necesidad de incluirlo entre los obligados por esta normativa, toda vez que la Contraloría General de la República ya estableció que el Director Sociocultural de la Presidencia actualmente no tiene la obligación de realizar declaración de intereses y patrimonio, en circunstancias que, a su parecer, ello es esencial.

Respecto de los directores que representan al Estado, el asesor señor Francisco Gali estimó necesario definir las empresas que se considerarán estatales, es decir, si serán aquéllas creadas por ley o bien aquéllas donde el Estado tiene una participación superior al 50% o tiene mayoría en el directorio.

En este sentido, señaló que cosa distinta es el caso de los directores que representan al Estado pero en que no tiene el 50% o bien no tiene una participación por ley, que estaban considerados en una de las normas originales del proyecto de ley, que consideró necesario revisar. Agregó que mantener la norma del artículo 37 de la ley N°18.046, Sobre Sociedades Anónimas, resultaba más amplio, que lo que se ha propuesto como inciso segundo o nuevo numeral 9).

En este mismo orden de cosas, el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que el inciso quinto de este artículo ya consideraba esta alternativa, e indicó que resultaba necesario mantener dicha disposición, por cuanto ello resultaba mejor para el objetivo del proyecto.

Enseguida, el Ejecutivo señaló que entendían incorporadas a todas las empresas que se señalan en el artículo 37 de la ley N°18.046, Sobre Sociedades Anónimas en la nueva redacción que se está proponiendo.

A su turno, el Honorable Senador señor Espina, refiriéndose a la atribución de los jefes superiores de servicio para agregar a personas que deban realizar la declaración de intereses y patrimonio, planteó sus dudas con respecto a la constitucionalidad de dicha norma.

En la misma línea, indicó que podría existir una cierta discrecionalidad, por cuanto es la ley la que establece quienes deben declarar sus intereses y patrimonio, pero la norma en discusión plantea la posibilidad que se puedan agregar a otros funcionarios, por decreto, en circunstancias que la Carta Fundamental señala que debe ser una ley orgánica la que defina a dichos funcionarios.

El Honorable Senador señor Zaldívar enfatizó que no puede haber delegación si se trata de una ley orgánica, opinión que también compartió el Honorable Senador señor Larraín.
Acto seguido, la personera de Gobierno señaló que la reforma constitucional del año 2010 que consagró a nivel constitucional el deber de las autoridades de hacer declaraciones de intereses y patrimonio, a su parecer, no tuvo la intención de restringir el principio de probidad administrativa, sino muy por el contrario, la idea era consagrarlo a nivel constitucional para que el legislador no pudiera restringirlo más adelante.

Dicho esto, manifestó que entenderlo en el sentido contrario, resulta muy restrictivo considerando el espíritu de la reforma que introdujo esta norma.

A mayor abundamiento, señaló que efectivamente la Constitución establece que será una ley orgánica la que determinará los casos y condiciones en que deba existir mandato de administración, y esa ley es precisamente ésta que está en discusión y que viene a cumplir lo preceptuado en dicha reforma. Indicó que precisamente este proyecto de ley viene a determinar las competencias específicas y por tanto, no habría vicio constitucional.

El Honorable Senador señor Larraín, enfatizó que no se puede dejar abierta una especie de cláusula residual por la que alguna autoridad, aunque sea el Presidente de la República, pudiera agregar a otras personas para cumplir esta obligación, en circunstancias que las personas obligadas son aquéllas que deben ser expresamente señaladas por la ley orgánica.

En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Zaldívar coincidió en que la interpretación de la Constitución siempre tiene que ser restrictiva, incluso señaló que en este punto el Tribunal Constitucional ha sido reiterativo. Así, destacó que la ley orgánica debe realizar una enumeración taxativa de funcionarios y que no puede haber delegación.

El asesor señor Gali agregó que la interpretación cuando se hizo la primera regulación de la declaración de intereses fue precisamente que había un listado taxativo de aquéllas autoridades que debían ser sometidas a la obligación de declarar intereses, y por tanto, señaló que en un régimen de dominio máximo legal, donde expresamente la Constitución establece que ello es materia de ley, no se puede extender al ámbito administrativo.

La personera de Gobierno señaló que nada obstaría a que la redacción de este artículo permitiera que el jefe de servicio pudiera incluir a otros que voluntariamente quisieran someterse a la normativa, teniendo en consideración la transparencia, instalándolo como un principio.

El Honorable Senador señor Espina planteó que claramente la Constitución Política señala que la ley orgánica debe señalar a quiénes tienen la obligación de cumplir con esta normativa. Luego, respecto de la propuesta del Gobierno relativa a la voluntariedad para someterse a esta obligación, dijo que no le parecía viable, por lo que propuso que se incorpore claramente a todos los funcionarios que sea necesario.

En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Larraín estimó peligroso que una norma pudiese establecer que voluntariamente otras personas pudieran sumarse a la obligación, puesto que frente a la presión pública dicha voluntariedad se acabaría. No obstante, hizo presente que de hecho, sin que lo diga la ley, cualquiera puede hacerlo.

En sesión posterior se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone lo siguiente:


-Reemplazar el Título II por el siguiente:

“TÍTULO II

De la declaración de intereses y patrimonio

Capítulo 1°


De los sujetos obligados y del contenido de la declaración de intereses y patrimonio


Artículo 4°.- Además de los sujetos señalados en el Capítulo 3°, se encontrarán obligados a realizar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos que indica la presente ley, las siguientes personas:


1) El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los gobernadores, los secretarios regionales ministeriales, los jefes superiores de servicio, los embajadores, los ministros consejeros y los cónsules.


2) Los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, los consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, los consejeros del Instituto Nacional de Derechos Humanos y los consejeros del Consejo Nacional de Televisión. 


3) Los integrantes de los Paneles de Expertos o Técnicos creados por ley, tales como los creados por la ley N° 19.940, por la ley N° 20.378, y por la ley N° 20.410.


4) Los alcaldes, concejales y consejeros regionales.


5) El Contralor General de la República, el Subcontralor General de la República, los Contralores Regionales y quienes se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico en la Contraloría General de la República.


6) Los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


7) Los defensores locales de la Defensoría Penal Pública. 


8) Los directores o las personas a que se refieren los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 37 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas; los directores y gerentes de las  empresas públicas creadas por ley y de las sociedades en que el Estado tenga participación accionaria, aun cuando la ley señale que es necesario mencionarlas expresamente para quedar sujetas a la regulación de otras leyes, tales como Televisión Nacional de Chile, la Empresa Nacional de Minería, la Empresa de Ferrocarriles del Estado, la Corporación Nacional del Cobre de Chile o Banco Estado. 


9) Los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o que tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración.


10) Los funcionarios que cumplan funciones de fiscalización y perciban por ello la respectiva asignación, cualquiera sea su grado.


11) Las autoridades, funcionarios directivos, profesionales y técnicos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico o su equivalente.


12) Las personas contratadas a honorarios que presten servicios en la Administración del Estado, cuando perciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio mensual de la recibida anualmente por un funcionario que se desempeñe en tercer nivel jerárquico, incluidas las asignaciones que correspondan. 


13) Los rectores y miembros de las juntas directivas de las Universidades del Estado.


14) Los miembros de las directivas nacionales de los partidos políticos.

-Puesta en votación, la indicación número 53 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 5°

Inciso primero

“La declaración de intereses y patrimonio será pública y deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes contados desde la fecha de asunción del cargo.”

Para este inciso se presentó la indicación número 2 del Honorable Senador señor Larraín, para intercalar, a continuación del vocablo “será”, la siguiente frase: “otorgada y protocolizada ante un notario,”.

El Honorable Senador señor Zaldívar, en cuanto a que la declaración quede archivada y registrada, dijo que se debiese contar con una centralización respecto a dónde se realiza este trámite, lo que podría hacerse en un órgano como la Contraloría General de la República.

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín hizo presente que por la importancia que se está dando a dichas declaraciones, éstas debiesen estar otorgadas y protocolizadas ante un notario, y el registro podría llevarlo el Consejo para la Transparencia.

La señora Ministra hizo presente que por norma, actualmente las declaraciones se hacen ante un notario y se depositan en la Contraloría General de la República, especialmente los ministros de estado.

El Honorable Senador señor Espina destacó que al hacer las declaraciones protocolizadas ante notario, ellas adquieren fecha cierta, no obstante que señaló que estas declaraciones de intereses y patrimonio debieran terminar haciéndose por internet, que también permite darles fecha cierta.

Sobre este punto, el asesor señor Gali destacó que la realización o actualización de la declaración de intereses y patrimonio para los funcionarios públicos, debe ser lo más sencilla y cotidiana posible, de tal manera que este es un aspecto que debe considerarse.

En el mismo sentido, la personera de Gobierno señaló que es necesario facilitar este trámite, con el objeto de evitar situaciones complejas.

- Sometida a votación la indicación número 2, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina y Quinteros.

La indicación número 2.A del Honorable Senador señor Harboe, es para agregar la siguiente oración final: “Dicha declaración se realizará a través de un formulario electrónico que será puesto a disposición de la autoridad o funcionario respectivo a través de un sitio electrónico del Consejo para la Transparencia.”.

El Honorable Senador señor Espina hizo presente que hasta ahora este mecanismo operaba a través de la Contraloría General de la República, sin embargo, la indicación propuesta señala que ahora será en el Consejo para la Transparencia donde recaerá esta función. Dicho esto consultó si este último organismo contaba con el personal necesario para realizar las tareas que cumplía la Contraloría General y requirió una mayor información.

La señora  Ministra enfatizó que lo anterior es sólo para los efectos del registro de la declaración de intereses y patrimonio y que la Contraloría General mantiene sus facultades, tiene acceso a la declaración, de modo que no se les está restando atribución alguna de su ámbito de competencia.

A mayor abundamiento, indicó que actualmente existe el soporte electrónico en transparencia, el Portal para la Transparencia, que ha sido trabajado por su Cartera e incluso señaló que allí recae la responsabilidad de hacer cumplir la normativa en probidad y transparencia, siendo la Contraloría General de la República el ente que recopila y registra las declaraciones. En este sentido, recalcó que se pretende que estas declaraciones sean efectivamente transparentes, para lo cual se incorporan en el portal ya creado, sin perjuicio que el órgano contralor mantiene su facultad fiscalizadora en esta materia.

Acto seguido, el Honorable Senador señor Zaldívar recalcó que si actualmente es la Contraloría quien recibe las declaraciones de intereses y patrimonio, con la nueva normativa existirán dos depósitos, con las complejidades que ello supone.

En la misma línea, el Honorable Senador señor Larraín, enfatizó que el Consejo para la Transparencia se está constituyendo como el depósito de todas las actuaciones que dicen relación con estas materias, como fue lo que ocurrió con la Ley del Lobby, de tal manera que le pareció que se debiera seguir el mismo criterio en aras de la transparencia.

Dicho esto, señaló que el acceso a la información por parte de la Contraloría o de cualquier ciudadano, está garantizado por el Portal para la Transparencia que está centralizando y manejando el Consejo para la Transparencia, donde están incorporados el Ejecutivo, el Congreso Nacional, el Poder Judicial, la Contraloría General, además de otros organismos con en el objeto de tener un solo ente que sea el depositario de toda la información.

Enseguida, el Honorable Senador señor Zaldívar insistió en conocer las razones por las cuales este tema que está actualmente radicado en la Contraloría General, saldrá de la esfera de sus funciones, si es procedente realizar este cambio o no.

El señor asesor Pablo Urquiza hizo presente que actualmente al realizarse una declaración de intereses y patrimonio lo que ocurre  es que ella va a las distintas fiscalías o unidades jurídicas de los diferentes ministerios o servicios, y posteriormente se envía a la contraloría General.

Dicho esto, recalcó que tanto las fiscalías como las unidades jurídicas revisan no sólo el fondo de las declaraciones, sino que también velan por la protección de los datos personales, que es un aspecto que a su juicio debe considerarse al implementar el sistema electrónico.

Por su parte, el asesor señor Gali destacó que en la legislación vigente
 se establece que el formulario se realiza en tres ejemplares, uno de los cuales queda en poder del funcionario, otro en el servicio y otro va a la Contraloría General.

Dado lo anterior, señaló que se debe adoptar una decisión de coherencia o diseño institucional, en el sentido de determinar quién tendrá las facultades para registrar y también para verificar la veracidad, oportunidad y suficiencia del contenido de la declaración.

Para mayor claridad, explicó que la Contraloría General va a verificar que la declaración se llevó a cabo oportunamente y también si lo declarado es o no veraz, de modo que no le vio mayor utilidad al entregar dichos documentos al Consejo para la Transparencia puesto que él no verificará lo anteriormente dicho, no obstante que se pueda optar por esta última opción.

En relación con lo anterior, hizo presente que también se requiere de una decisión respecto del régimen sancionatorio, es decir, si éste será ejercicio por el Consejo o por el órgano contralor.

El Honorable Senador señor Zaldívar indicó que de acogerse la indicación y es el Consejo finalmente quien asumirá esta tarea, razón por la cual se le debe brindar toda la institucionalidad necesaria para que pueda cumplir. No obstante lo anterior, destacó que el proyecto originalmente siempre radicó en la Contraloría estas funciones.

A mayor abundamiento enfatizó que si bien le parece interesante el planteamiento formulado en la indicación, lo cierto es que quien lleva actualmente el control de la conducta funcionaria, la hoja de vida de los funcionarios y todo el tema relacionado con la administración pública es precisamente la Contraloría General de la República.

Agregó que en el tema de la transparencia perfectamente se podría obligar a que la información sea traspasada al Consejo, pero sin que ello implique quitarle al órgano contralor la tarea que en si misma tiene en su historia, pues fue creada para eso.

La Subsecretaria señora Patricia Silva manifestó que efectivamente en la actualidad la declaración se hace en un formulario manual en tres copias y existe la obligación de incorporarla en una página de transparencia activa que le da publicidad. La Contraloría, agregó, registra esas declaraciones que se basan en la buena fe , pero recalcó que con esta iniciativa se amplía el ámbito de su aplicación, de tal manera que esta indicación viene a incorporar el registro electrónico, cuya copia igualmente tendrá que ir a la Contraloría General, de modo que a su parecer, la transparencia está garantizada.

Igualmente, la señora Ministra fue enfática en señalar que la iniciativa en discusión no altera las facultades del órgano contralor, y agregó que por el contrario, resultaba perfectamente coherente a la luz de todo lo que se ha venido realizando en estas materias de un tiempo a esta parte, sobre todo en materia de transparencia, que el formato sea electrónico.

Luego, hizo presente que ello es perfectamente compatible con lo que se dispone en el propio proyecto de ley, pues en su opinión, es la forma de ir uniformando los criterios en materia de transparencia.

El Honorable Senador señor Espina indicó que es claro que existe acuerdo con respecto a que la declaración se haga por un medio electrónico, e igual situación se da con respecto a que de hacerse así, ya no se requiere protocolización dado que igualmente tendrá fecha cierta.

Luego, planteó que actualmente toda esta información se encuentra canalizada a través de la Contraloría General, de modo que solicitó una definición por parte del Gobierno en relación a un criterio, pues el rol del Consejo para la Transparencia no se consideraba en el proyecto original.

Enseguida el Honorable Senador señor Zaldívar se manifestó partidario de mantener en la Contraloría General el registro, que la declaración se haga por via electrónica, que se mantenga la obligación de cada servicio de mantener la información disponible en una página web y que a su vez el Consejo de Transparencia pueda acceder a recoger esa información, sin quitarle elementos de la esencia al órgano contralor.

En este contexto, la personera de Gobierno puso de manifiesto que actualmente la Contraloría General no tiene este rol de llevar un registro, sólo tiene una copia más de las declaraciones para poder fiscalizar. Así las cosas, señaló estar de acuerdo con el sentido de la indicación por cuanto contribuye a uniformar el contenido de las plataformas electrónicas que ya se están trabajando.

Acto seguido, el Honorable Senador señor Larraín señaló que a la luz de las intervenciones queda claro que hoy en día el órgano contralor no tiene una facultad específica de llevar el registro. Agregó que en el proyecto original, el registro estaba centralizado en la Contraloría, no obstante que no le entregaba mayores facultades de control y revisión de su contenido, de tal manera que más que nuevas facultades, en su opinión, se le está generando una carga.

Dado lo anterior, estuvo de acuerdo en que se concentrara todo en el Portal para la Transparencia de Estado que es mucho más accesible toda vez que no está pensado para las instituciones, sino que para el ciudadano o usuario, de manera que expresó su preferencia porque dicha información se mantenga allí.

No obstante, planteó que la idea de la declaración protocolizada ante notario no sólo permite fijar fecha cierta a dicho instrumento, sino que además permite asegurar que quien hace esa declaración es quien la firma, lo que reafirma la responsabilidad del funcionario, y además se puede establecer que esa sea la declaración que se incorpore al registro de transparencia.

En la misma línea, el asesor señor Gali destacó que actualmente la declaración de intereses se realiza de buena fe para que posteriormente ella pueda ser contrastada con sus actualizaciones, lo que permitirá detectar si ha habido un enriquecimiento o una diferencia en el patrimonio de la persona que declara.

Dicho esto, señaló que el proyecto de ley cambia la naturaleza de la declaración de intereses y patrimonio, toda vez que le da una facultad de control a la Contraloría General respecto a la veracidad de dicha declaración, y también con respecto a su oportunidad y completitud, de modo que ya no es una declaración de buena fe del funcionario sino que ahora es una obligación funcionaria que está sujeta a un régimen sancionatorio establecido en el mismo proyecto de ley.

Agregó que así las cosas, es muy relevante la fecha y la declaración que se va a considerar para efectuar el exámen respectivo, de modo que tampoco es irrelevante ante quien se otorga esta declaración, ante el Consejo o ante la Contraloría General, pues se requiere una declaración cierta. Igualmente, estuvo de acuerdo con que se debe facilitar el acceso a la información al ciudadano.

En este punto, el Honorable Senador señor Zaldívar recalcó que el artículo 10 de esta iniciativa claramente establece que será la Contraloría General de la República quien lleve adelante un proceso sancionatorio en caso de incumplimiento, de modo que en su opinión, la centralización de los datos se debe radicar en ella, sin perjuicio que quede obligada a transferir dicha información al Consejo para la Transparencia.

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina propuso que sea la Contraloría el órgano que mantenga las atribuciones y quien reciba la declaración y que se agregue que ella deberá enviar copia de la información con la que cuente al Portal de Transparencia.

A su turno, el Ejecutivo manifestó que no se ha innovado en el proyecto con respecto al envío de una copia de la declaración a la Contraloría con el objeto que realice su control, y agregó que el servicio donde el funcionario se desempeña, debe ser el encargado de publicar la información, lo que va enlazado con transparencia.

A este respecto, el Honorable Senador señor Quinteros señaló que actualmente todos los servicios envían la información a transparencia e indicó además que existe una regulación distinta con respecto a la declaración de intereses y declaración de patrimonio.

En otro aspecto, el asesor señor Urquiza hizo presente que al realizarse la declaración a través de un medio electrónico, la firma que se tiene que utilizar tendrá que ser una firma electrónica avanzada, aspecto que debe estar considerado en la ley, para que haga plena prueba en los mismos términos que la declaración realizada ante notario.

- Sometida a votación la indicación número 2.A, fue aprobada con modificaciones  por la unanimidad  de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Quinteros y Zaldívar

Inciso segundo

“Además deberá actualizarse cada dos años o transcurridos treinta días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los treinta días siguientes de concluir sus funciones el declarante también deberá actualizarla.”.

Para este inciso se presentaron dos indicaciones.

La indicación número 3 de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir la expresión “cada dos años”, por “cada año”.

Por su parte, la indicación número 3. A  de S.E. la señora Presidenta de la República, es para reemplazar la frase “cada dos años”, por la palabra “anualmente”.

Asimismo, se presentó la indicación número 4 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para sustituirlo por el que se señala:

“Se entenderá por hecho relevante toda modificación significativa en la conformación y valor del patrimonio efectivo del funcionario o autoridad declarante, mediante la cual se adquieran activos o se contraten pasivos, equivalentes a un 20% o más del patrimonio anteriormente declarado, si éste es igual o mayor a 10.000 UF; y a un 50% o más del patrimonio anteriormente declarado, si éste es menor a 10.000 UF e igual o mayor a 3.000 UF. Tendrá también el carácter de hecho relevante, la adquisición de toda nueva participación societaria, el nombramiento como director de una sociedad, corporación o fundación cuyo capital sea superior a 10.000 UF, y la celebración de contratos con el Estado o sus organismos por montos superiores a 2.000 UF.”. Retirada

La indicación número 4 A de S.E el señor Presidente de la República, para reemplazar su oración final, por la siguiente:

“Tendrá también el carácter de hecho relevante, el nombramiento como director o gerente de una sociedad, o director de una corporación o fundación, y la celebración de contratos entre la autoridad o funcionario declarante y el Estado o sus organismos”. Retirada

-Las indicaciones números 4 y 4 A fueron retiradas.

Respecto de esta norma, la representante del Gobierno hizo presente que en el trabajo desarrollado por los señores asesores parlamentarios y de Gobierno, no se pudo llegar a un consenso sobre la materia, por cuanto existen ciertas diferencias.

Para clarificar este último punto, el asesor señor Urquiza hizo presente que por una parte existe una posición que opta por la actual redacción en lo que dice relación con el hecho relevante; y por otra parte está aquélla postura que propone sacar dicho concepto y disminuir el periodo respecto del cual se debe realizar declaración de patrimonio e intereses.

El Honorable Senador señor Zaldívar, señaló que entendía el sentido de esta indicación y también la diferencia surgida al seno del trabajo técnico, pues no quedaba claro quien interpretaría lo que es un hecho relevante, de modo que le pareció más práctico introducir una obligación anual de actualización.

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina estimó que el concepto de hecho relevante resultaba suficientemente claro tal como está redactada la norma, y agregó que el período de dos años también le parecía adecuado para efectos de realizar una comparación entre períodos.

Enseguida, el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que no le parecía suficientemente claro el concepto de hecho relevante, pues existen distintas situaciones que a su juicio pueden significar un aumento de patrimonio, como el mayor valor de una propiedad, pero no habría quien lo califique como hecho relevante en el sentido de esta ley ni tampoco lo es.

Dentro de este contexto, la señora Ministra enfatizó que se trata de un universo no menor de ocho mil funcionarios quienes deben realizar esta declaración de intereses y patrimonio con la nueva legislación, lo que sin duda, significará un movimiento importante desde el punto de vista de los controles u otros similares por parte de la Administración del Estado.

Al respecto, agregó que pasar de cuatro a dos años ya es un cambio importante, y el hecho que deba hacerse todos los años, puede resultar contrario a los fines de esta ley, pues identificar las diferencias en una fiscalización puede ser muy complejo.

En la misma línea, enfatizó que al definir el hecho relevante en los términos que describe la norma objeto de esta discusión, identificarlo es más sencillo y quien se encuentre en esta posición deberá actualizar de todas maneras su declaración en el plazo de treinta días, lo que es notable desde el punto de vista de la fiscalización activa de la ciudadanía y de los organismos contralores.

Acto seguido, el Honorable Senador señor Espina destacó que lo importante es que exista una variación de un 20% de su patrimonio, lo que a su parecer, es un cambio sustancial. Agregó que esta circunstancia también debe ser fácilmente comparable con la situación patrimonial anterior con el objeto de favorecer la transparencia.

El Honorable Senador señor Larraín estimó razonable la idea de cambio sustantivo del patrimonio, sin embargo, compartió con el Senador señor Zaldívar que ello era difícil de controlar, pues no existen los mecanismos para ello.

Dicho esto, agregó que en caso de realizarse la declaración en forma periódica, ese hecho va a la Contraloría y por tanto tiene la posibilidad de tener algún control y la publicidad correspondiente, pues en caso contrario, no obstante que dicho organismo cuenta con la atribución, hacer una investigación posterior respecto de quienes declararon tardíamente sus incrementos de patrimonio, es muy difícil si se considera que son cerca de ocho mil los obligados.

Considerando lo anterior, estimó más expedito realizar la declaración todos los años desde el punto de vista del control, de modo que ya no sería necesario considerar el concepto de hecho relevante.

Establecido lo anterior, el asesor señor Gali indicó que existen dos principios a considerar en este tema; por un lado está el principio de la transparencia y el control ciudadano de los conflictos de interés y de las diferencias de patrimonio, pues, según dijo, la idea de la declaración del hecho relevante en cualquier momento en que se produzca, es razonable que la ciudadanía lo conozca de inmediato y no un año después.

En segundo lugar, con respecto a lo que se ha dicho en torno a quien controla, planteó que el hecho relevante se va a controlar una vez vencido el período si la Contraloría no realiza una fiscalización caso a caso, no obstante, indicó que es razonable que la Contraloría, transcurrido el plazo de dos años, revise si el patrimonio varió o no en el porcentaje señalado y si se declaró dentro del plazo o en forma tardía.

No obstante, enfatizó que es importante que exista la obligación para el funcionario de declarar los hechos relevantes apenas estos ocurran y no sólo una vez al año.

En la misma línea, el Honorable Senador señor Espina señaló que le parecía importante que se deba hacer la declaración cada dos años, teniendo que dar cuenta de hechos relevantes que incrementen el patrimonio en más de un 20%, pues a su parecer, ello es mucho más exigente. En caso contrario, dijo, puede que la persona nunca de cuenta del hecho relevante y simplemente vaya reactualizando su declaración.

Luego, en el seno de la Comisión se acordó que el criterio para la declaración debe ser su realización en forma anual con exclusión del hecho relevante.

En sesión posterior se presentó la indicación número 53 de S.E. La señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:

Artículo 5°.- La declaración de intereses y patrimonio  deberá efectuarse dentro de los treinta días hábiles siguientes contados desde la fecha de asunción del cargo. Además, el declarante deberá actualizarla anualmente, durante el mes de marzo, y dentro de los treinta días posteriores a concluir sus funciones.

La declaración será pública, sin perjuicio de la debida protección de los datos personales conforme a la ley N° 19.628, y revestirá, para todos los efectos legales, la calidad de declaración jurada.

- Puesta en votación la indicación número 53, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, vuestra Comisión considera que las indicaciones números 3 de la Honorable Senadora señora Allende y 3.A de S.E. la señora Presidenta de la República fueron aprobadas con modificaciones por la misma votación.

ARTÍCULO 6°

“Artículo 6°.-  La declaración de intereses y  patrimonio y sus actualizaciones, se publicarán en el sitio electrónico que para tal fin señale la Contraloría General de la República, al cual se accederá desde su propio sitio, el que deberá permitir un acceso expedito y brindar las condiciones de seguridad e integridad de los datos ingresados.

La declaración y sus modificaciones revestirán, para todos los efectos legales, la calidad de declaraciones juradas.”

La indicación número 4 B de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“La declaración de intereses y patrimonio, y sus actualizaciones, serán efectuadas en formato de datos abiertos reutilizables, tales como XML u otro similar.”.

La indicación número 4 C de S.E el señor Presidente de la República, para reemplazar la frase “se publicarán” por la frase “se efectuarán y publicarán”.

-Esta indicación fue retirada.

El Ejecutivo en sesión posterior, propuso limitar la transparencia activa hasta los niveles superiores, incluidos los jefes y que ella se mantenga hasta seis meses después que la persona haya dejado el cargo.

Con respecto al resto de los funcionarios, se propuso que se pueda acceder sólo por petición a toda la información que estará en el portal de transparencia activa y que se limite el formato de dato abierto, para evitar cruces de información que desde el punto de vista de la seguridad y de los avances en materia de tecnología, según fallos del Tribunal Constitucional, no corresponde fijarlos en la ley.

Coincidiendo con el criterio señalado, el Honorable Senador señor Espina propuso que se mencione expresamente que en el caso de los funcionarios que no son superiores, la información será entregada de acuerdo a las normas de la Ley de Transparencia.

El Honorable Senador señor Quinteros inquirió mayor información con respecto a la no utilización del formato abierto que se proponía en la norma original y que ya se había discutido al seno de la Comisión.

En este sentido, la señora Ministra insistió en que se está proponiendo que la transparencia activa alcance hasta los jefes de servicio y respecto del resto de los funcionarios, en caso que se solicite, se debe hacer a través de la Ley de Transparencia ya que por razones de seguridad, es conveniente que la información no quede consignada en formato abierto.

Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que se vuelve a la utilización del papel, en circunstancias que en opinión del señor Contralor General de la República ello no tenía funcionamiento. Por lo anterior, planteó que la declaración se haga por el funcionario ante la Jefatura y que sea el Jefe quien la remita pero siempre en forma electrónica, y además sugirió eliminar cualquier referencia a hacer presentaciones via papel.

En sintonía con lo anterior, el Honorable Senador señor Quinteros destacó que el mismo Contralor destacó que este proyecto de ley consagraba, entre otros objetivos, un procedimiento electrónico.

Establecido lo anterior, la personera de Gobierno hizo presente que la norma en discusión no puede ser rígida pues no en todos los lugares del país existen los medios para realizar estos trámites por al via electrónica, razón por la cual se contempla que en el caso de no estar habilitado o implementado el respectivo sitio electrónico, deberá cumplirse con la obligación via papel, no obstante el claro objetivo del presente proyecto de ley en orden a unificar, centralizar y establecer un registro electrónico.

Contrario a la idea antes expresada, el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que los jefes de servicio tienen acceso a los sitios electrónicos; no obstante, la Comisión resolvió hacer presente en la norma que sólo en casos excepcionales se aplicaría la regla del papel.

Refiriéndose al tema de los datos abiertos, la señora Ministra explicó que la tecnología avanza más rápido que las leyes, y en este caso si se deja en la ley el formato a utilizar para este tipo de información, se corre el riesgo que la ley se quede atrás, razón por la cual el Tribunal Constitucional en varios fallos ha recomendado que este tipo de especificación sea parte de los reglamentos, ya que ello permite una rápida adecuación.

El Honorable Senador señor Zaldívar propuso que se mantenga la norma general en el primer inciso, y que luego se considere la situación excepcional.

En sesión posterior, la Sub- Jefa del Departamento de Municipalidades de la Contraloría General de la República señora Nancy Barra planteó en cuanto al sitio electrónico donde debieran publicarse las declaraciones, que permanentemente el órgano que representa, ha manifestado su interés en que las declaraciones se formulen en el sitio web que administra la Contraloría General, lo que facilitaría la fiscalización de las mismas.

Agregó que en su opinión, entorpece el desarrollo de la fiscalización el que las declaraciones se formulen y se alojen en los distintos sitios de cada uno de los servicios y luego sean remitidas a la Contraloría.

Por su parte, el Ejecutivo destacó que no podría hacerse en esta instancia, una remisión a la Contraloría, toda vez que se trata de una norma de aplicación general a todos los órganos o autoridades a los que esta ley obliga, donde no todos están sometidos a dicho órgano contralor.

Dentro de este contexto, indicó que la observación podría salvarse una vez que se dicten los reglamentos necesarios para la implementación de esta ley que ya considera esta situación en el último inciso del artículo 7°. En el mismo sentido, enfatizó que son los sitios de los respectivos órganos los encargados de dar acceso a esta información.

A continuación, el Honorable Senador señor Larraín advirtió que de la sola lectura de los artículos 6°, 7° y también del 9°,  no existe la obligación de algún ente de publicar y mantener vigentes las declaraciones de patrimonio de todos los sectores, en circunstancias que ello debiese existir.

Dicho esto, planteó que se podría explicitar en alguna de estas normas, la obligación de dar a conocer esta información, explicando que podrá ser de cargo de la Contraloría, no obstante que destacó que ello no le será obligatorio ni al Banco Central ni al Congreso Nacional.

En este sentido, indicó que se podría considerar una norma general que explicite cómo se publicitan las declaraciones de patrimonio e interés.
Acto seguido, la señora Subsecretaria hizo presente que el artículo 6° inciso tercero se refiere expresamente a la situación planteada, de modo que a su parecer, el problema planteado ya está solucionado y agregó que se refiere a todos los órganos obligados.

No obstante, el Honorable Senador señor Larraín planteó que copia de los antecedentes a que se hace referencia, se hagan llegar al Consejo para la Transparencia con el objeto que dicho organismo mantenga un registro único y accesible a toda la ciudadanía.

La representante de la Contraloría recalcó que sus observaciones dicen relación con el sitio en que se realizan las declaraciones y siempre vinculado a los órganos de la Administración del Estado y no a los otros obligados por esta ley y propuso otra redacción a la norma en que se considere la facultad de recibir las declaraciones.

El Honorable Senador señor Espina destacó que la Contraloría está proponiendo que las declaraciones se hagan en dicho órgano, con independencia de la publicidad que cada entidad debe darle. Dicho esto, sugirió que en lugar de ello, el reglamento establezca que se debe enlazar los sistemas de cada organismo con la Contraloría.

Enseguida el Honorable Senador señor Larraín insistió en que debe ser el Consejo para la Transparencia quien concentre las declaraciones, y estuvo de acuerdo con la idea planteada anteriormente pero sugirió que el enlace sea a dicho Consejo.

En el seno de la Comisión se acordó modificar esta normativa para incorporar al Consejo para la Transparencia, señalando que un reglamento regulará la forma en que la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de interés y patrimonio que esta ley establece, para su debido registro y en un portal accesible a todas las personas.

Dentro del nuevo plazo de indicaciones, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:

“Artículo 6°.-  La declaración de intereses y patrimonio, y sus actualizaciones, deberá efectuarse a través de un formulario electrónico y conforme a lo previsto en la ley Nº 19.799.

Sólo en caso de no estar implementado o habilitado el respectivo formulario electrónico, la declaración podrá efectuarse en papel debidamente autentificada al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo al que pertenezca el declarante, o en su defecto ante notario.

Respecto de las autoridades superiores de los órganos del Estado y de los sujetos que se desempeñen como jefes de servicio, esta declaración y sus actualizaciones se publicarán en el sitio electrónico de la institución respectiva, con resguardo de los datos personales, debiendo mantenerse publicadas en dicho sitio mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses desde el cese de sus funciones.”.

- Puesta en votación la indicación número 53, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
En consecuencia, vuestra Comisión considera que la indicación números 4.B fue aprobada con modificaciones por la misma votación.

La indicación número 4.D del Honorable Senador señor Harboe, es para reemplazar la frase “la Contraloría General de la República” por “el Consejo para la Transparencia” y “desde su propio sitio”, por “el Portal de Transparencia del Estado de Chile”.

- Puesta en votación la indicación número  4.D fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina y Quinteros.

° ° °

La indicación número 5 de los Honorables Senadores señores Bianchi y Frei, es para incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo:
“Las Autoridades y funcionarios obligados a declarar intereses y patrimonio que efectúen declaración de renta ante el Servicio de Impuestos Internos, deberán enviar copia de ella a la Contraloría General de la República dentro del mes siguiente de efectuada, la que se adjuntará a su declaración de intereses y patrimonio vigente.”.

- Puesta en votación la indicación número  5 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina y Quinteros.

o o o

La indicación número 6 de los Honorables Senadores señores Bianchi y Frei, para consultar como artículo 6° bis, nuevo, el que se transcribe:

“Artículo 6º bis.- Cualquier persona o grupo de personas, debidamente identificadas, podrá presentar a Contraloría General de la República una solicitud para la aclaración, rectificación o complementación de la información consignada en las declaraciones de intereses y patrimonio, la cual se tramitará según las reglas de la ley N° 19.880.”.
- Puesta en votación la indicación número  6 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina y Quinteros.

ARTÍCULO 7°

“Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio comprenderá también los bienes del cónyuge del declarante, siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal. No obstante, si el cónyuge es mujer, no se considerarán los bienes que ésta administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil.”

La indicación número 7 de los Honorables Senadores señores Bianchi y Frei es para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio comprenderá también los bienes del o la cónyuge no divorciado de las personas a que se refiere el párrafo 3° de este título, independiente del régimen de administración de bienes que hayan pactado. La misma declaración será exigible a la o el conviviente. Además incluirá una declaración de bienes de sus hijos e hijas mayores de edad no emancipados.”.

- Sometida a votación la indicación número 7, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina y Quinteros.

La indicación número 7.A de S.E. la señora Presidenta de la República es para reemplazarlo.

La indicación número 7.B de la Honorable Senadora señora Allende es para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio comprenderá también los bienes e intereses del conviviente o cónyuge del declarante, sea cual fuere el régimen legal bajo el cual estén casados o unidos”.

- Sometida a votación la indicación número 7. B, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina y Quinteros.

A este respecto, el Honorable Senador señor Quinteros señaló que la normativa propuesta menciona el patrimonio de la cónyuge y sus intereses en cualquier régimen lo que le genera muchas dudas, toda vez que la norma se refiere específicamente a los bienes de la cónyuge.
El Honorable Senador señor Espina hizo presente que originalmente el proyecto contemplaba que él o la cónyuge debía realizar una declaración de intereses y patrimonio, limitándolo a los casos del régimen de sociedad conyugal, excluyendo en tal caso, los bienes que correspondían la patrimonio reservado de la mujer.

Posteriormente, esa norma original fue modificada por otra que incluye a todos los regímenes patrimoniales del matrimonio, y también a los convivientes e hijos no emancipados.

Por su parte, el asesor señor Gali enfatizó que la lógica del artículo original apuntaba a no afectar a una tercera persona, independiente de la relación que tiene el Estado con el funcionario, modificación que tiene complicaciones tanto desde el punto de vista jurídico como también del práctico.

Destacó que desde el punto de vista jurídico, se está sujetando a una persona a una carga, por la condición laboral o estatutaria que tiene su cónyuge, de donde además se debe establecer si dicha obligación corresponde al concepto de carga pública y si resulta proporcionada para el cónyuge.

Por otro lado, surge la duda de hasta donde se puede extender la obligación, pues ya no se trata de una declaración de buena fe del funcionario, sino que se trata de una obligación cuyo incumplimiento lleva aparejado una sanción con multa, además de incurrirse en responsabilidad administrativa.

Dicho esto, hizo presente que en el caso que el cónyuge no declare o no cumpla a cabalidad con los requisitos de dicha declaración, se sancionará al funcionario público, de modo que en la práctica se generará una responsabilidad administrativa por los hechos de un tercero, situación que debe resolverse desde el punto de vista jurídico considerando la responsabilidad del funcionario y las múltiples situaciones que pueden darse en la práctica.

A su turno, el Honorable Senador señor Zaldívar señaló desde el punto de vista jurídico se debe ser claro y realista, pues las situaciones que pueden darse son complejas y difíciles de sancionar. En este sentido, indicó que lo que señalaba el proyecto originalmente debiese primar y entonces podría establecerse una forma distinta de alcanzar al cónyuge con su propio sistema sancionatorio.

El Honorable Senador señor Quinteros también se mostró partidario del texto original del proyecto, pues a su juicio, evita una serie de complicaciones que pueden ser difíciles de dilucidar y resolver.

Por su parte el asesor señor Urquiza indicó que la razón por la cual un funcionario que ejerce una función pública está obligado a hacer una declaración de intereses y patrimonio es justamente esta ley, que regula el principio de probidad en la función pública, y que finalmente establece la obligación.
Dicho esto, recalcó que de acuerdo con la propia ley, el principio de probidad consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal en la función o cargo con preminencia del interés general por sobre el interés particular.

Así las cosas, indicó que inevitablemente surge la pregunta con respecto al título por el cual una persona que no tiene relación jurídica alguna con el Estado ni tampoco ejerce ninguna función pública está sujeta a la realización de esta declaración de intereses y patrimonios y sus respectivas penas en caso de incumplimiento.

Agregó que incluso, podría ser un tema discriminatorio y complejo de determinar, dado que la norma no menciona a los hermanos, los padres y nietos entre otros, de modo que con esta tesis de agregar a personas que no son funcionarios públicos se podría llegar a una cadena infinita de personas.

En la misma línea, indicó que la propuesta del Ejecutivo pareciera ser discriminatoria, pues al cónyuge se le aplica cualquiera sea el régimen de bienes, pero en el caso de los convivientes (no obstante que no se menciona el conviviente civil) se aplica además a sus hijos sujetos a patria potestad e igualmente a las personas que tienen tutelas o curatelas.

El Honorable Senador señor Bianchi planteó que esta normativa es similar a lo que ocurre actualmente con los bancos e instituciones financieras en materia de declaración de patrimonio del solicitante y su cónyuge.

Enseguida la señora Ministra recalcó que la ley tiene por objetivo regular los conflictos de interés, donde la figura jurídica de la sociedad conyugal y las demás que se han planteado, suponen un mayor debate que puede abordarse en profundidad en el capítulo destinado a regular específicamente el conflicto de interés.

Así, señaló que actualmente los funcionarios públicos deben incluir en el formulario respectivo los bienes del cónyuge cuando existe sociedad conyugal, ya que es importante para determinar un eventual incremento o beneficio para dicha sociedad. Dado lo anterior, propuso debatir más adelante sobre este tema.

El Honorable Senador señor Zaldívar dijo entender el sentido de esta norma, sin embargo, enfatizó que en el caso específico de marido y mujer al establecerse en forma tan amplia, se debiera contemplar una excepción que permita salvar la obligación en el caso que no pueda cumplirse.

Igualmente hizo presente que para los funcionarios de Impuestos Internos la norma vigente es aún más estricta, que incluso no les permite ingresar al cargo, si no realiza la declaración del cónyuge.

A continuación la personera de Gobierno destacó que se trata una obligación del funcionario y no de su cónyuge, entendiendo que también este último podría negarse a prestar esta declaración y quien recibiría la sanción sería el funcionario.

En este punto el asesor señor Gali puso el énfasis en el nuevo artículo 8° de la Constitución que incorporó la norma sobre probidad indicando expresamente en su inciso cuarto que: “El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública”. Dado lo anterior, destacó que los sujetos obligados sólo son las autoridades y funcionarios por sus intereses y patrimonio, de modo que existe una restricción que podría ser ampliada a quienes cumplen funciones públicas sin ser funcionarios, no obstante, señaló que cosa distinta es alcanzar a los cónyuges.

A mayor abundamiento, explicó que en el caso del matrimonio existe una vinculación jurídica que no se da en las situaciones de hecho, de tal manera que a su parecer se debe lograr despejar esta situación en pos de evitar el conflicto de interés.

Enseguida la señora Subsecretaria señaló que el tema central es poder garantizar que el patrimonio familiar o matrimonial no se vea incrementado producto de un conflicto de interés, razón por la cual señaló que se hace alusión al cónyuge y no a los hermanos u otros. Agregó que en el caso de los cónyuges el patrimonio se puede ver incrementado por las acciones del que cumple funciones públicas.

En la misma línea, manifestó su acuerdo con respecto a tratar más detalladamente estas situaciones en el marco del capítulo del conflicto de interés, que permita entregar una herramienta más efectiva en este ámbito.

El Honorable Senador señor Zaldívar indicó que la solución podría recogerse en el inciso segundo del artículo 7° en el sentido que se recoja la excepción para el caso que no pueda o no quiera realizar la declaración el o la cónyuge del respectivo funcionario obligado.

El Ejecutivo insistió en que se trata de una declaración del funcionario que debe incluir los bienes del cónyuge, entendiendo que a veces se cuenta con esa información y en otros casos no, de manera que consideró que la discusión sobre el conflicto de interés es la instancia para abordar esta situación detallada e integralmente.

Enseguida el Honorable Senador señor Espina frente a las variadas situaciones en que se pueden encontrar en esta materia, hizo presente que lo central desde su punto de vista debe estar puesto en los intereses, más que en los bienes del cónyuge o conviviente, de tal manera que instó a construir una norma que permita develar los conflictos de interés eventuales que se puedan producir con el cónyuge, además de consignarse una excepción frente al desconocimiento de bienes o la negativa de declararlos.

Posteriormente, el asesor señor Gali indicó que se llegó a una redacción en que se incorporaron los criterios esgrimidos por la Comisión en la sesión anterior, en cuanto la declaración de intereses y patrimonio del funcionario debía incluir también los intereses del cónyuge.

Luego, señaló que se aborda la situación específica del cónyuge casado en sociedad conyugal o comunidad de bienes donde los patrimonios se confunden, por lo que es necesario que el funcionario declare por todo el patrimonio propio y por aquél que administra.

Sobre este último punto en particular, destacó que administra el patrimonio de su cónyuge, salvo que se trate del patrimonio reservado de la mujer, y además administra el de los hijos sujetos a patria potestad y de aquéllos que estén bajo su tutela y curatela, y en ese sentido se acordó la redacción de la norma.

Acto seguido, el asesor señor Olmedo, ratificando lo expresado con anterioridad, añadió que el principio internacional que rige en materia de intereses, es que prevalece la relación laboral que pueda llegar a tener, entendiéndose fundamentalmente como intereses laborales del cónyuge.

A continuación, se expuso el informe preparado a este respecto por la Biblioteca del Congreso Nacional, el cual se acompañó en documento en formato pdf. Dicha exposición fue debidamente considerada por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Luego, el asesor señor Olmedo enfatizó que en el trabajo realizado en conjunto con el Ejecutivo, se optó por tomar aquello que ya estaba involucrado, de tal manera que fuera coherente con la historia legislativa hasta la fecha.

Agregó que la regla internacional es difusa, no obstante, indicó que la que se puede llegar a tener, que es claramente el mecanismo de seguimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción, extiende la declaración de intereses básicamente al grupo familiar, que si bien no está incorporado en el texto de ley actual, se trabajó sólo con respecto al cónyuge, pues en la norma siguiente se extiende el alcance al núcleo familiar que debe ser individualizado.

Así las cosas, el estándar en materia de intereses, según precisó, cumple con el criterio internacional del MESESIC pero en forma atenuada, en el sentido que no se extiende al resto del grupo familiar y sólo se limita al cónyuge.

En cuanto a los bienes, recalcó que la regla internacional no establece claridad con respecto a la declaración patrimonial de bienes del cónyuge y del grupo familiar, no obstante, la norma original contempla la declaración de bienes del cónyuge casado en régimen de sociedad conyugal, lo que si bien, no es parte del estándar internacional, se planteó que en la medida que dichos bienes sean registrables, entonces es posible incluirlos con mayor facilidad.

Enseguida el Honorable Senador señor Espina planteó que existía cierta contradicción entre un inciso y otro de la norma, pues mientras el inciso primero señala que el cónyuge o conviviente civil cualquiera sea el régimen patrimonial, tiene que hacer una declaración de sus actividades profesionales, económicas gremiales y de beneficencia, inmediatamente, el inciso segundo se refiere a los intereses y patrimonio, pero ahora se señala que sólo respecto de aquél que está casado en el régimen de sociedad conyugal, excluyéndose los bienes del patrimonio reservado.

Así las cosas, consideró poco clara la redacción de esta norma por lo que planteó adoptar como criterio que el funcionario deba realizar declaración de intereses y patrimonio, y en el caso del o la cónyuge, debe hacer declaración de intereses. Lo mismo en el caso del patrimonio cuando existe régimen de sociedad conyugal, o si no está en dicha situación o bien no quiere hacer la declaración, se deje constancia respecto de ello.

El Honorable Senador señor Larraín hizo presente que es claro que existe acuerdo en torno a que se incorpore la declaración de intereses del o la cónyuge, pero planteó la necesidad de encontrar una nueva redacción al inciso primero de este artículo, con el objeto que quede establecido que es ese el fin que se quiere lograr.

Ahora bien, indicó que entiende que con los incisos siguientes se pretende que en caso que el obligado a declarar administre un patrimonio ya sea de su cónyuge o de un hijo sujeto a patria potestad, también debe declararlos para que exista claridad respecto del grado de influencia o inhabilidad que podría existir por esa administración.

Enseguida, señaló que es razonable pensar que si el cónyuge tiene la administración de los bienes de la señora, con la excepción antes consignada, tiene que declararlo pues es lo que corresponde y lo mismo cuando administra el patrimonio de sus hijos o personas sujetas a su tutela o curatela.

Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar dijo coincidir con que el problema de este artículo es simplemente la redacción, pues ella debe ser capaz de identificar claramente las distintas situaciones con una mayor precisión.

En sesión posterior, el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que la norma tal como venía de la Honorable Cámara de Diputados no hacia distinción, por lo que no estimó necesario incluir una limitación, toda vez que el obligado a declarar puede dejar constancia de las situaciones excepcionales.

Dentro del nuevo plazo de indicaciones, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:

“Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener  la fecha y lugar en que se presenta y la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante que se señalan a continuación:

a. Actividades profesionales, laborales, económicas,  gremiales o de beneficencia, sean  o no remuneradas, que realice o en que participe el declarante.

b. Bienes inmuebles situados en el país o en el extranjero. Respecto de los ubicados en Chile, deberán indicarse las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad.  Asimismo, se deberán incluir aquellos inmuebles sobre los cuales ejerza otros derechos reales distintos de la propiedad.

c. Derechos de aprovechamiento de aguas y concesiones de que sea titular el declarante, directamente o a través de las comunidades, sociedades y entidades señaladas en la letra e. de este artículo.

d. Bienes muebles registrables, tales como vehículos motorizados, naves y aeronaves indicando su inscripción, si correspondiere.

e. Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga el declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile o en el extranjero.

Cuando los derechos o acciones de que sea titular el declarante le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella, en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los,  bienes inmuebles, concesiones y valores, a que se refieren las letras b., c. y f. de este artículo, y los derechos y acciones de que trata esta letra,  que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente.

f. Valores, distintos de aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.

g. Contratos de mandato especial de administración de cartera de valores.

h. La enunciación del pasivo, siempre que en su conjunto ascienda a un monto superior a cien unidades tributarias mensuales.

La declaración deberá incluir asimismo el nombre completo del declarante y de su cónyuge o  conviviente civil.





Tratándose de las autoridades superiores de los Órganos del Estado y quienes se desempeñen como jefes de servicio, además, deberá incluirse el nombre completo de sus parientes por consanguineidad en toda la línea recta y hasta el segundo grado en la línea colateral, y el segundo grado de afinidad.

Adicionalmente, los sujetos obligados a efectuar declaración de intereses y patrimonio podrán declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de intereses, distinta a la que se detalla en este artículo.

Un reglamento expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia determinará la forma y los datos necesarios para la debida singularización y valorización de los bienes, obligaciones e intereses señalados en este artículo, y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este título. Asimismo, dicho reglamento regulará la forma cómo la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece, para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía.”.

- Puesta en votación la indicación número 53, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, vuestra Comisión considera que la indicación números 7.A de S.E. la Presidenta de la República fue aprobada con modificaciones por la misma votación.

ARTÍCULO 8°

“Artículo 8°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante que se señalan a continuación:”

La indicación número 7.C de S.E. la señora Presidenta de la República, es para sustituir el inciso primero.

El Honorable Senador señor Espina notó que en sus literales se trata solo de individualizar a los parientes y no realizar su declaración, por lo que consultó a  los asesores que han trabajo en conjunto con el Gobierno sobre el criterio que se adoptó a este respecto.

Dicho esto, el asesor señor Olmedo recalcó que la individualización del grupo familiar es lo que exige el estándar internacional y en el caso en cuestión sólo se está identificando a una persona específica que es el cónyuge en el norma anterior, y en esta, básicamente se trata de individualizar al grupo familiar pero no para efectos de declaración de intereses, sino que por publicidad, que a su parecer, es un criterio conservador.

El asesor señor Gali advirtió que en esta propuesta existe una disminución del estándar hasta ahora propuesto, pues sólo se exige la individualización de ciertas personas, no obstante que a su parecer se debe discutir que tan extensa debe ser dicha individualización, pues se incluyen los parientes por afinidad.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que se debe ser más realista y considerar sólo hasta los hijos, puesto que la normativa propuesta le pareció una exageración a la que no le ve mayor utilidad.

Acto seguido el asesor señor Jorge Frites hizo presente que la norma dice relación con las inhabilidades que se consideran en otras normativas vigentes, de modo que se encuentra en consonancia con todas ellas incorporando hasta el tercer grado inclusive. Agregó que existe el deber de abstención de participar en cualquier decisión que diga relación con los intereses de estas personas, de modo que ellas deben estar identificadas.

El asesor señor Gali precisó que el artículo 56 letra b) de la Ley Orgánica Sobre Bases Generales de la Administración del Estado, dispone que: “Sin perjuicio de las inhabilidades especiales que establezca la ley, no podrán ingresar a cargos en la Administración del Estado: “b) Las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del organismo de la administración civil del Estado al que postulan, hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente, inclusive.”

De lo anterior se desprende según dijo, que ella alcanza hasta el segundo grado de afinidad y no hasta el tercero como lo propone la indicación.

El Ejecutivo planteó que la intención de esta norma es justamente hacer aplicables aquéllas normas existentes respecto de las inhabilidades y deber de abstención que se encuentran vigentes en el ordenamiento jurídico, lo que hace necesario individualizar quienes son aquéllas personas en que la ley vigente ya reconoce que puede haber un conflicto de interés.

Dicho esto, indicó que incluso debiesen incluirse los parientes por consanguineidad hasta el cuarto grado, tomando el estándar más alto que existe en la legislación que pertenece a la ley N°18.575, de modo de garantizar que el deber de abstención que ya se encuentra sancionado, se haga efectivo.

Agregó que se debe tener presente que esta norma viene a establecer las normas de probidad pero al mismo tiempo facilita que ellas puedan ser conocidas y quiénes son los afectados. En este sentido, resaltó que el artículo en discusión explicita la información de quiénes son los potenciales afectados, de modo que no contar con esa información impide que se pueda efectuar el control ciudadano o de la autoridad, razón por la cual insistió en aplicar los estándares existentes.

El asesor señor Juan Pablo Olmedo puso de relieve que de acuerdo con la Convención Interamericana contra la Corrupción, y la ley modelo que tiene el MESICIC
 en materia de conflicto de intereses, señala que: “si bien no es una práctica difundida entre los países, la convención permite prevenir contra la práctica de utilizar familiares como nominales en emprendimientos comerciales en los que los funcionarios tuvieren intereses…”. Dicho esto, destacó que el factor comercial es un factor a considerar, más allá del lazo nominal o sanguíneo.

El Honorable Senador señor Espina planteó que se debe encontrar un equilibrio a este respeto con el objeto de resguardar a las personas afectadas, lo que implica también definir cuál es la información que se va a difundir teniendo presente la seguridad de las personas y sus familias.

A su turno, el Honorable Senador señor Zaldívar estimó razonable que se conozca la identidad de los hermanos y padres del declarante, una mayor extensión no le pareció adecuada toda vez que lo relevante es que el entorno más cercano no se vea beneficiado por las decisiones que se puedan adoptar en el ejercicio de las funciones públicas del obligado. En este sentido, estuvo de acuerdo en mantener el criterio del citado artículo 56 de la ley N°18.575.

La señora Ministra enfatizó que en varias normativas como la del Congreso Nacional y la de Bases Generales de Administración del Estado, se establece dicha extensión del parentesco para la abstención y para la contratación.

En la misma línea, puso de relieve que no se pueden tener normativas con distinto nivel de exigencia en esta materia, razón por la cual señaló que se puede revisar la redacción con el objeto que dependiendo de quién sea el funcionario obligado, se establezca hasta que nivel de parentesco debe informar.

Establecido lo anterior, destacó que esta norma busca sólo contar con la información que permita hacer aplicable a su vez la normativa sobre abstención.

Dentro de este contexto, el Honorable Senador señor Espina estimó que una nueva propuesta de redacción debe recoger los estándares más altos posibles recomendados por la Convención Interamericana contra la Corrupción.

Letra a

“a.- Actividades profesionales y económicas sean éstas remuneradas, no remuneradas, gremiales o de beneficencia, en que participe la autoridad o el funcionario.

En todo caso, la declaración deberá incluir las actividades señaladas precedentemente, realizadas durante los doce meses anteriores a la fecha de asunción en el cargo.”.

La indicación número 8 de la Honorable Senadora señora Allende, es para reemplazarla por la siguiente:

“a.- Actividades profesionales y económicas sean éstas remuneradas, no remuneradas y la adscripción a asociaciones gremiales o de beneficencia, en que participe la autoridad o el funcionario, sea que contribuya o no económicamente a su mantenimiento.”.

La indicación número 8.A de S.E. la señora Presidenta de la República, es para reemplazar la expresión “doce meses” por “tres años”.

Letra b

“b.- Bienes inmuebles situados en el país con indicación de su avalúo fiscal y su fecha de adquisición, indicando asimismo las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad. También deberán incluirse los bienes inmuebles ubicados en el extranjero, caso en el cual deberá indicarse el valor corriente en plaza de los mismos en los términos del artículo 46 bis de la ley N° 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones. Asimismo, se deberán incluir aquellos que se tengan en calidad de usufructuario, indicándose los datos necesarios para su debida valorización y singularización.”

La indicación número 9 del Honorable Senador señor Larraín, es para intercalar, a continuación de la voz “fiscal”, la locución “a la fecha de la declaración”, y después de la expresión “les afecten”, la frase “que se encuentren inscritos en el Conservador de Bienes Raíces a la fecha de la declaración”.

La indicación número 9.A de S.E. la señora Presidenta de la República, es para sustituir la frase “y su fecha de adquisición”, por “, fecha de adquisición y el precio que se pagó por su adquisición”.

El Honorable Senador señor Espina indicó respecto del valor de los inmuebles, que el valor comercial de un inmueble no es más que la presunción de cuánto se puede pagar por él, de modo que instó porque los valores que se deban consignar sean los de tasación, puesto que dicho valor es objetivo.

En este sentido, agregó que lo relevante en este sentido no radica en que el funcionario sea propietario de un inmueble, sino que lo que llamaría la atención es que adquiera otro inmueble, que exista una variación de patrimonio, de manera que el valor de compra y venta no es un valor objetivo y no es útil para estos fines.

El Ejecutivo se manifestó de acuerdo en que se considere sólo el avalúo fiscal de la propiedad porque se trata de un dato cierto y objetivo.

Enseguida el Honorable Senador señor Larraín agregó que lo importante es la fecha de la declaración, no el valor o tasación que pudiera tener un inmueble años atrás, pues el objetivo es detectar cual es el verdadero patrimonio de una persona y se ha habido o no enriquecimiento o, cuáles son los conflictos de interés que pudieran generarse a partir del patrimonio que tiene.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que era necesario además que la disposición pudiera estar al alcance del común de la gente, en términos sencillos y no excesivamente técnicos. Agregó que estaba de acuerdo en que lo que se declare sea el valor del bien o de la acción al momento de realizar la respectiva declaración.

En este punto, el Honorable Senador señor Larraín consultó respecto de los fondos previsionales, si ellos debiesen estar incluidos en la declaración, toda vez que consideró que era necesario tener la mayor claridad respecto de los criterios a seguir.

La personera de Gobierno señaló que se debe enfocar el interés en el patrimonio, y que los fondos previsionales en general, no son de libre disposición en el país, además que son obligatorios, de modo que en este marco, no le vio mayor utilidad a incluirlos.

Letra c

“c.- Vehículos motorizados, con indicación de su inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados y avalúo fiscal, y las naves y aeronaves indicando su tasación y los datos para su debida singularización. El reglamento determinará qué otros bienes muebles, sujetos a registro, deberán incluirse en la declaración, e indicará los datos necesarios para su debida singularización.”

Para este literal se presentó la indicación número 10 del Honorable Senador señor Larraín, para intercalar, a continuación de la expresión “su tasación”, la frase “comercial a la fecha de la declaración”, y para suprimir la oración final.

Letra d

“d.- Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga la autoridad o funcionario declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile, con indicación del nombre o razón social, giro registrado ante el Servicio de Impuestos Internos, porcentaje que corresponde al declarante en dichas entidades, la cantidad de acciones, fecha de adquisición de las acciones o derechos y el valor corriente en plaza o, a falta de éste, el valor de libros de la participación que le corresponde. También deberán incluirse los derechos o acciones que la autoridad o funcionario declarante tenga en sociedades u otras entidades constituidas en el extranjero, indicando los datos que permitan su adecuada singularización y valorización, incluyéndose en cuanto resulten aplicables, las mismas menciones recién indicadas más las adicionales necesarias para su acertada identificación y valorización. Asimismo, cuando dichas acciones o derechos no se transen en el mercado y el valor de éstos estuviera determinado por el valor de sus activos subyacentes, deberán aplicarse las reglas contenidas en cada una de las letras de este artículo a fin de efectuar su valorización. En el caso que los activos subyacentes no tuvieren reglas especiales de valorización de acuerdo a este artículo, el declarante deberá indicar el valor de mercado de dichos activos, a fin de determinar el valor de los derechos o acciones de las sociedades extranjeras respecto de los cuales subyacen los activos respectivos.”

Para este literal, se presentó la indicación número 10 A de la Honorable Senadora señora Allende, para intercalar, entre las palabras “Servicio de Impuestos Internos” y la voz “porcentaje”, la frase “objeto social señalado en la escritura pública por la cual se constituye o modifica, la individualización de todos los socios,”.

La indicación número 10 B de S.E. la señora Presidenta de la República, para agregar incisos finales.

Letra e

“e.- Valores, excluyendo aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.”.

Para este literal se presentó la indicación número 10 C de S.E. la señora Presidenta de la República, para agregar  incisos finales nuevos.

Letras f y g

“f.- Cuando los derechos o acciones de que sea titular la autoridad o funcionario declarante  –conforme a lo que se señala en las letras d.- y e.- precedentes- le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella, en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los bienes inmuebles, y los derechos, acciones y valores a que se refieren las letras b.-, d.- y e.- anteriores y que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente, según corresponda.”.

“g.- Si en las comunidades, sociedades o empresas a que se refiere la letra f.- precedente, la autoridad o funcionario tiene la calidad de controlador o influye decisivamente en su administración o gestión, según la ya referida definición de la Ley de Mercado de Valores, también deberán incluirse en la respectiva declaración los bienes a que se refieren las letras b.-, d.- y e.- que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas.

Asimismo, se deberán declarar los bienes señalados en las letras b.-, d.- y e.- anteriores de todas las comunidades, sociedades o empresas que son controladas o influidas decisivamente en su administración o gestión, por las comunidades, sociedades o empresas que, a su vez, son controladas o influidas decisivamente en su administración o gestión, por la autoridad o funcionario declarante.”.”.

La indicación número 10 D de S.E. la señora Presidenta de la República, es para suprimir  los literales f.- y g.-.

-Esta indicación fue retirada.

La indicación número 11 del Honorable Senador señor Larraín, es para suprimir el término “comunidades,”, todas las veces que aparece.

El Honorable Senador señor Espina instó por una mayor precisión con respecto a todos los bienes que deben declararse de acuerdo a esta norma, pues consideró que lo determinante a su parecer son los intereses que una persona pueda tener.

Por su parte, el Ejecutivo indicó que el sentido del proyecto es unificar la normativa de declaración de patrimonio e intereses que actualmente van por cuerdas separadas, con el objeto de reconocer que el tener un determinado patrimonio implica un conflicto de interés con la propiedad sobre los bienes que lo conforman.
Dado lo anterior, enfatizó que en la medida que se exija que se declare dicha titularidad ello permite saber si hay o no un enriquecimiento al entrar y salir del cargo y adicionalmente, a hacer explícito y controlables los posibles conflictos de interés que surjan.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que podría llegarse a un absurdo y basta con saber si una persona es o no controlador de una sociedad determinada, y lo mismo en el caso que no lo sea , pues ello lleva igualmente a detectar si hay o no conflictos de interés. Asimismo, enfatizó que no es necesario llegar al nivel de detalle que señala la norma en discusión para determinar el conflicto de interés.

El asesor señor Gali hizo presente que actualmente el problema que existe es que la información que contienen las declaraciones de intereses y patrimonio es muy limitada, de modo que resulta difícil identificar el conflicto de interés. En este sentido, indicó que se debe llegar a un equilibrio que permita que la información sea realmente transparente, al tiempo que permita identificar cuáles son intereses sustantivos y cuáles no lo son.

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina recalcó que el declarante debe develar su intereses, no obstante, estimó que debe existir algún límite con respecto al patrimonio y los bienes con el objeto que la normativa sea efectivamente aplicable. Así señaló que si una persona era dueña de acciones o derechos en una sociedad, bastaría con que lo declare y los valorice.

La señora Ministra enfatizó que sin lugar a dudas lo que hoy existe en este campo resulta insuficiente, no obstante estuvo de acuerdo en que se debe tener un sentido de pertinencia y realidad al momento de perfeccionar la norma.

El asesor señor Olmedo estimó que lo relevante en la discusión es considerar el tema de los ingresos, tal como se hace en países como Suecia y Canadá.

Letra h

“h.- Cuando los hijos menores del declarante, sujetos a su patria potestad, participen en conjunto con éste en las comunidades, empresas o sociedades referidas precedentemente, deberán también declararse los bienes que les pertenezcan en ellas, de los señalados en los literales d.-, e.-,f.- y g.-.”

La indicación número 11 A de S.E. la señora Presidenta de la República, es para sustituir el literal h).
La indicación número 11 del Honorable Senador señor Larraín, para suprimir el término “comunidades,”, todas las veces que aparece.

La indicación número 11.B de S.E. la señora Presidenta de la República, para agregar los literales i.-, j.- y k.-, nuevos.

-Esta indicación fue retirada.

En sesión posterior, la Comisión volvió a debatir con respecto a este artículo en base a una nueva propuesta del Gobierno, la que, según precisó la señora Ministra, fue ampliamente debatida y consensuada entre los asesores de los señores Senadores y sus propios asesores.

A este respecto, el Honorable Senador señor Zaldívar insistió en la necesidad de establecer hasta donde se quiere alcanzar con la norma, pues la individualización tiene un objeto. Dicho esto, señaló ser partidario de un alcance más directo respecto de la familia y que no se les individualice por grado.

La personera de Gobierno recalcó que el proyecto apunta a lo que concierne a las decisiones de la autoridad en su calidad de tal y no tiene que ver con lo que hagan los familiares en sus ámbitos de decisiones. Para mayor claridad señaló que se debe entender que no se trata de cómo se afecta a la autoridad por lo que otros hagan, sino que el objetivo de la iniciativa es que los actos de la autoridad no beneficien a ciertas personas que tengan vínculos de parentesco con ella.

No obstante lo dicho, el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que el sólo vínculo de parentesco podría significar un conflicto de interés que no existe u otras situaciones que escapan del ámbito de esta ley.

La señora Subsecretaria hizo presente que en la actualidad existen dos leyes que en ámbitos distintos regulan esta materia; por un parte está la Ley N° 19.880 de Bases de Procedimiento Administrativo, que dice relación con el nivel de abstención que está vigente en nuestro país desde hace 11 años, y que llega hasta el cuarto grado (primos- tíos abuelos) y que específicamente dice relación con la obligación de abstenerse de tomar una decisión que pudiera beneficiar a algún pariente. Por otra parte, se encuentra la Ley N°18.575 General de Bases de la Administración del Estado que establece inhabilidades de ingreso a la administración de determinados parientes, que alcanza hasta el tercer grado.

Establecido lo anterior, recalcó que el nivel de abstención actualmente ya está establecido hasta el cuarto grado, de manera que en nada se está alterando dicha norma con esta iniciativa legal, y es necesario conocer quiénes son los parientes para poder hacer efectivas las responsabilidades, lo que a su juicio, establece un parámetro del cual no es posible desentenderse.

Enseguida, el Honorable Senador señor Larraín señaló que del tenor de la norma se desprende que solo un grupo muy pequeño tendrá la extensión de los parientes, de modo que planteó que considerando los argumentos antes expuestos, no es algo asimilable. Agregó que a su juicio es un ámbito distinto y simplemente se trata de definir a quienes son los parientes más cercanos, que son aquellos por los cuales la autoridad puede responder.

Acto seguido, el Honorable Senador señor Zaldívar enfatizó que si la ley de bases va a aplicarse de todas maneras, tendrá que haber abstención en aquéllos casos en que el parentesco alcance hasta el cuarto grado. Cosa distinta, dijo, es que al hacer la declaración de intereses no se exija una detalle tan grande como el que se está proponiendo, sin limitar en ningún aspecto la mencionada ley de bases.

En este punto de la discusión, el Honorable Senador señor Larraín planteó que sería bueno incluir entre los obligados a declarar, a los miembros de las mesas directivas de los Partidos Políticos, pues lo consideró una buena señal.

El Ejecutivo dijo compartir la de aplicación del criterio sobre probidad y transparencia respecto de los miembros de las mesas directivas de los partidos políticos, sin embargo, destacó que dichas personas no tienen la calidad de funcionarios públicos. Agregó que lo relevante es la existencia de un contrato de prestación de servicios con la Administración que tampoco se da en este caso, pero que precisamente es lo que ocurre con el Director del Área Sociocultural de la Moneda.

Agregó que en su opinión, una norma de este tipo no era pertinente, pues no se alcanza a ver cuál sería el posible conflicto de interés que debiera resguardarse con respecto a la función pública de los dirigentes de los partidos políticos.

Contrario a lo expresado, el Honorable Senador señor Espina estimó que los presidentes de los partidos políticos tienen un rol relevante y por tanto no existe razón para que queden excluidos de esta obligación, e incluso lo consideró dentro de las ideas matrices de este proyecto.

No obstante, la personera de Gobierno insistió en que no corresponde a las ideas de este proyecto, al tiempo de reconocer que la Comisión puede incorporarlos, para lo cual también se debiera adecuar el ámbito de aplicación de esta ley.

En la misma línea, el Honorable Senador señor Zaldívar destacó que los partidos políticos son corporaciones que reciben recursos del Estado, y por tanto están en la misma condición que aquéllas que dependen de la Presidenta de la República.

En virtud de las consideraciones anteriores, en el seno de la Comisión se acordó incorporar a los miembros de las mesas directivas de los Partidos Políticos, con la prevención por parte del Honorable Senador señor  Quinteros respecto a que da su voto a favor sólo en atención al momento político actual por el que está atravesando el país, pues en su momento planteó la misma sugerencia con respecto a los directores de empresas que prestan servicios públicos, idea que no tuvo acogida.

En el nuevo plazo de indicaciones, se presentó la indicación número 53 de S.E. La señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:


“Artículo 8º.- La declaración de intereses y patrimonio, deberá comprender los bienes del cónyuge o conviviente civil del declarante, sin importar el régimen matrimonial o de bienes por el que hubieren optado. También comprenderá las actividades profesionales, laborales, económicas, gremiales o de beneficencia, que aquél realice o en que participe actualmente, sean o no remuneradas.

Con todo, el declarante casado bajo el régimen de separación total de bienes o de participación en los gananciales, o que esté sujeto a un acuerdo de unión civil bajo el régimen de separación de bienes, y cuyo cónyuge o conviviente civil se haya negado a proporcionarle información relativa a sus bienes e intereses para estos efectos, deberá dejar expresa constancia de esta circunstancia en la respectiva declaración de intereses y patrimonio, quedando exento de responsabilidad por la obligación que impone este artículo.

La misma constancia señalada en el inciso anterior deberán hacer el declarante sujeto a un acuerdo de unión civil respecto de los bienes de su conviviente civil que no ingresen a la comunidad de bienes y el declarante casado bajo el régimen de sociedad conyugal respecto a los bienes que su cónyuge mujer administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil cuando ésta se haya negado a proporcionarle la información correspondiente a ellos.

La declaración de intereses y patrimonio también comprenderá los bienes de los hijos sujetos a la patria potestad del declarante y los de las personas que éste tenga bajo tutela o curatela.”
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, vuestra Comisión considera aprobadas con modificaciones y por la misma votación, las indicaciones números 7C, 8, 8A, 9, 9A, 10, 10A, 10B, 10C, 11 y 11A.

ARTÍCULO 9°

“El jefe superior del servicio o quien haga sus veces y los intendentes, tendrán la obligación de verificar que todos los funcionarios y autoridades efectúen oportunamente la declaración de intereses y patrimonio.

La infracción a las conductas exigibles prescritas en este párrafo hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que determine la ley. La responsabilidad administrativa se hará efectiva con sujeción a las normas estatutarias que rijan al órgano u organismo en que se produjo la infracción.”.

Para este artículo se presentó la indicación número 11.C de S.E. la señora Presidenta de la República para reemplazar la expresión “y los intendentes, tendrán”, por la palabra “tendrá”.

La señora Ministra recalcó que esta norma va en concordancia con lo expresado en su oportunidad por el señor Contralor de la República, en lo que dice relación con la responsabilidad del jefe de servicio en cuanto a dar cumplimiento efectivo a esta ley. Agregó que el jefe de servicio tiene la obligación de verificar que todos los sujetos obligados efectúen oportunamente la declaración de intereses y patrimonio

Otra arista interesante en cuanto a lo señalado por el Contralor General de la República en su oportunidad, es que afirmó que esta normativa no tiene vacíos, pues se mantiene la obligación de realizar la declaración al sujeto obligado, y la del jefe de servicio de constatar que ella se realice de manera oportuna y remitirla.

En lo que dice relación con el Jefe del Servicio, señaló que el proyecto no afecta las reglas generales del sistema de responsabilidad que actualmente existe, pues es precisamente el jefe superior del servicio quien tiene la obligación de aplicar la sanción, y en el caso que sea el mismo el sancionado, la ley prevé que dicho procedimiento sancionatorio recae en la autoridad que efectuó el nombramiento o en aquél llamado a realizar la remoción de esa autoridad.

En otro orden de cosas, el Ejecutivo hizo presente que hay autoridades que si bien deben hacer declaración de intereses y patrimonio, no tienen responsabilidad administrativa, y por tanto, se debe distinguir entre aquéllas autoridades que tienen responsabilidad política y aquéllas que no tienen responsabilidad administrativa, con el objeto de distinguir respecto quienes se puede llevar adelante un proceso sancionatorio que termine con la aplicación de una multa por parte de quien corresponda, según quien sea el infractor.

El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que debe quedar claro que la regla general para la remisión de las declaraciones por parte del jefe de servicio es la vía electrónica, y la excepción es que ello no sea de esa forma.

Acto seguido, el Honorable Senador señor Larraín destacó que con la propuesta para esta norma, se está haciendo recaer la responsabilidad en el Jefe de Servicio ya que será él quien deba verificar que las declaraciones se realicen, dejar constancia de los renuentes y luego remitirlas, en circunstancias que a su parecer el funcionario debiese ser el directamente obligado a este respecto, pues destacó que las responsabilidades tienen que ser personales.

Dicho esto, el Ejecutivo señaló que efectivamente las responsabilidades son personales, pues precisó que el Jefe de Servicio sólo verifica que todos los sujetos obligados efectúen la declaración oportunamente, las concentra y luego las remite a la Contraloría General de la República, que es tal como funciona el sistema actualmente.

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina manifestó su opinión favorable respecto a cómo se ha construido este sistema, pues enfatizó que se quiere evitar el desorden de tal manera que al incorporarse el Jefe de Servicio en la práctica habrá una doble fiscalización.

En sesión posterior, dentro del nuevo plazo de indicaciones, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:

“Artículo 9°.- El jefe superior del servicio, o quien haga sus veces, tendrá el deber de verificar que todos los sujetos obligados efectúen oportunamente la declaración de intereses y patrimonio, y sus respectivas actualizaciones.

Asimismo, deberá remitir a la Contraloría General de la República, en la forma que disponga el reglamento, las declaraciones de patrimonio e intereses efectuadas por declarantes de su servicio e informarle de las infracciones a la obligación de realizar dichas declaraciones, dentro de los treinta días posteriores a aquel en que tome conocimiento de aquéllas.”.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, vuestra Comisión considera aprobada con modificaciones y por la misma votación, la indicación número 11C.

ARTÍCULO 10°

Inciso primero

“Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no lo realiza dentro del plazo dispuesto para ello o lo efectúa de manera incompleta, la Contraloría General de la República podrá apercibir al infractor para que lo realice dentro del plazo de veinte días, notificándolo por carta certificada, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.880. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de veinte días para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Contraloría mediante resolución fundada, propondrá, si corresponde, al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.”

La indicación número 11.D de la Honorable Senadora Allende es para sustituir  en el inciso primero el vocablo “treinta” por “cincuenta”.

La indicación número 11.E de S.E. el señor Presidente de la República  es para agregar, como oración final, la siguiente: “En caso que el sujeto pasivo sancionado sea el jefe de servicio o autoridad, la potestad sancionatoria residirá en aquélla autoridad que efectuó el nombramiento.”

-Esta indicación fue retirada.

El Ejecutivo señaló que la primera situación de infracción que se establece dice relación con no efectuar la declaración dentro de los plazos que señala la ley o bien, efectuarla de manera incompleta. En este sentido, hizo presente que la ley vigente establece de 10 a 30 UTM, monto que se mantiene en el proyecto, agregándose que la multa se mantendrá por cada mes de retardo.

La segunda hipótesis consiste en que dicha declaración no se actualicé dentro de plazo, a lo que se asigna una sanción mayor, ya que la ley vigente establece de 5 a 15 UTM y el proyecto propone una sanción de 10 a 30 UTM.

Otra situación se da si el incumplimiento se mantiene por más de cuatro meses, hipótesis que no se encuentra contemplada en la ley vigente y que el proyecto en discusión sanciona con una multa del 50% de la multa impuesta.

El Honorable Senador señor Espina consultó si dichas sanciones se aplicarían desde que debió efectuar la declaración o bien desde que es requerido.

El Ejecutivo manifestó que una vez establecido el incumplimiento, la Contraloría apercibirá al infractor a fin que dé cumplimiento a su obligación, tal como lo contempla al propio proyecto. A este respecto, hizo presente que sería conveniente agregar una excepción para aquellos casos de errores involuntarios u omisiones justificadas, que impidan que se inicie el procedimiento sancionatorio.

No obstante lo anterior, si persiste el incumplimiento, señaló que el procedimiento sancionatorio debe seguir adelante.

A este respecto, el Honorable Senador señor Zaldívar inquirió mayor información con respecto del momento en que comienza a correr el plazo del incumplimiento, ya si se cuenta desde que el hecho se produjo o desde el momento en que se realiza el requerimiento, pues de la sola lectura de la norma ello no queda claro.

El Ejecutivo señaló que ello se cuenta desde que el funcionario tuvo la obligación de hacer la declaración, con independencia del requerimiento, y que ello es distinto sólo en el caso de la reincidencia, caso en que se debe contar desde que se aplica la sanción.

En este sentido, el Honorable Senador señor Espina se mostró partidario de elevar las multas en lugar de aumentar la multa por los meses de retraso.
Sobre este punto en particular, el asesor señor Gali señaló que se debe distinguir entre la infracción y la sanción, puesto que la sanción a aplicar se hará efectiva una vez que se identifique la infracción.

El Honorable Senador señor Larraín señaló que el criterio debiese ser uno solo, de modo que fue partidario de aplicar la sanción desde que se cumplió el plazo para realizar la declaración.

En otro aspecto, señaló que con respecto a la hipótesis en que la declaración se realice de manera incompleta, pueden darse distintos casos y que en el caso de la omisión inexcusable o dar información incompleta a sabiendas, surge la interrogante respecto de si será la Contraloría quien acredite dicha circunstancia, lo que le pareció muy complicado.

Por su parte, el asesor señor Gali agregó que a su parecer la sanción de multa en este caso es innecesaria, pues si el actuar del funcionario público es doloso (ocultar información) ello simplemente da lugar a la responsabilidad administrativa más grave que es la destitución o en el caso de los Ministros, daría lugar a la responsabilidad política.

Así las cosas, resaltó que lo que se busca es que el funcionario público cumpla con la obligación administrativa, y la actuación dolosa ya está reglamentada con sanciones mucho más graves, por lo que a su parecer dicha situación debiese dejarse para la instancia de la sanción administrativa o penal propiamente tal.

Enseguida, el Honorable Senador señor Zaldívar señaló que en este caso existe todo un procedimiento a cargo de la Contraloría que podría demorar, de modo que una vez que se aplica la sanción, independiente del tiempo que tome el procedimiento, desde allí se debe contar el retardo para aumentar la misma.

Inciso segundo

“Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes al apercibimiento, se aplicará además la suspensión sin goce de remuneraciones o, tratándose de la declaración por cese en el cargo, una multa de treinta a cincuenta unidades tributarias mensuales.”

La indicación número 11.F de la Honorable Senadora Allende es para sustituir la palabra “cuatro” por “dos”.

Inciso cuarto

“El monto de la multa aplicable a las autoridades o funcionarios que, habiendo sido destituidos de sus cargos, no efectuaren la declaración de intereses y patrimonio dentro de los treinta días siguientes de haber cesado en ellos, será de cuarenta y cinco unidades tributarias mensuales por cada mes de incumplimiento.”

La indicación número 12 del Honorable Senador señor Larraín, es para reemplazar la expresión “cuarenta y cinco” por “quince”.

Inciso sexto

“Además, en los sitios electrónicos del respectivo servicio, se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas por no efectuar la correspondiente declaración.”.

La indicación número 12 A de S.E. el señor Presidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“La resolución que imponga la multa y aquéllas que apliquen la suspensión, estarán sujetas al trámite de toma de razón. Dichas resoluciones serán impugnables en la forma y plazo prescritos en el artículo 14”.”.

-Esta indicación fue retirada.

La indicación número 13 del Honorable Senador señor Larraín, para suprimirlo.

En sesión posterior, el Ejecutivo planteó respecto de la aplicación de la multa a quien haya cesado en el cargo por incumplir las obligaciones de esta ley, que revisada nuevamente por el conjunto de asesores de los señores Senadores y del propio Gobierno, no se llegó a un acuerdo sobre este tema, pues enfatizó que consideran que la destitución o cese en el cargo es suficiente sanción, de modo que descartó aplicar además una multa.

Considerando en este punto algunos de los planteamientos realizados en su oportunidad por el Contralor General de la República, la señora Ministra señaló estar de acuerdo en que quien aplique la sanción al Jefe Superior de Servicio sea precisamente la Contraloría, de modo que ello debe ser señalado claramente en la norma.

Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar planteó que la actual redacción de este artículo era un verdadero juicio, lo que si bien desde el punto de vista del debido proceso corresponde que así sea, según manifestó, al mismo tiempo ocurre que no hay una decisión inmediata frente a la infracción, es un proceso muy largo, por lo que solicitó que ello sea considerado.

Luego, dentro del nuevo plazo abierto al efecto, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el texto siguiente:


“Artículo 10.- La Contraloría General de la República fiscalizará la oportunidad, integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio respecto de los sujetos señalados en el Capítulo 1° de este Título. 


Para lo anterior, la Contraloría podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Superintendencia de Pensiones, al Servicio de Impuestos Internos, a los Conservadores de Bienes Raíces, al Servicio de Registro Civil e Identificación, y a cualquier otro órgano o servicio, de conformidad a los artículos 9 y 151 de la ley N° 10.336.”.

- Sometida a votación la indicación  número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, vuestra Comisión considera aprobadas con modificaciones y por la misma votación, las indicaciones números 11D, 11F, 12 y 13.

ARTÍCULO 11

“Artículo 11.- La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.”

Para este artículo se presentaron tres indicaciones respectivamente.

La indicación número 14 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 11.- La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley en una declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.”.

La indicación número 14 A de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazar los vocablos “veinte” y “cincuenta” por “cincuenta” y “cien”, respectivamente.

La indicación número 15 de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazar la frase “de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales”, por “de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales”.

- Sometidas a votación las indicaciones números 14, 14.A y 15, fueron rechazadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

Posteriormente, en virtud del artículo 121 del Reglamento, se acordó la supresión de este artículo pues se amplió el rango de aplicación de la multa, considerándose montos aún más altos, todo lo cual quedó debidamente comprendido en el artículo anterior.

- Puesta en votación la eliminación de este artículo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 12

Inciso primero

“La Contraloría General de la República podrá fiscalizar la integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio. Para lo anterior, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 151 de la ley N° 10.336, podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Superintendencia de Pensiones, al Servicio de Impuestos Internos, al Conservador de Bienes Raíces y al Servicio de Registro Civil.”.

A este inciso se presentó la indicación número 15 A de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar la frase “La Contraloría General de la República podrá fiscalizar”, por la expresión “Corresponderá a la Contraloría General de la República fiscalizar”.

La indicación número 15 B de S.E. el señor Presidente de la República, para intercalar, entre la expresión “podrá solicitar información” y la voz “a”, la frase “a los funcionarios allí aludidos,”.

-Esta indicación fue retirada.

En sesión posterior, dentro del plazo abierto al efecto, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:


“Artículo 11.-  Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no la realiza dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta, la Contraloría General de la República deberá apercibir al infractor para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días, notificándolo por carta certificada, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.880. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Contraloría mediante resolución fundada, propondrá al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la sanción.


Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.


De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.


El cese en funciones del sujeto obligado no extingue  la responsabilidad a que haya lugar por infracción a las obligaciones de este título, la que podrá hacerse efectiva dentro de los cuatro años siguientes al incumplimiento. 


Lo dispuesto en este artículo no obsta la eventual responsabilidad penal que correspondiere conforme al artículo 210 del Código Penal.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, vuestra Comisión considera aprobada con modificaciones y por la misma votación, la indicación número 15A.

ARTÍCULO 13

“Artículo 13.- Los alcaldes y concejales que no efectúen o no actualicen sus declaraciones en la forma y plazos establecidos por esta ley y su reglamento, serán sancionados por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en los artículos 10 y 11.

La sanción que se aplique se notificará al alcalde o concejal y al secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del concejo municipal en la sesión más próxima. Asimismo, dicha sanción se deberá incluir en la cuenta pública a que hace referencia el artículo 67 de la ley N° 18.695 e incorporarse en el extracto de la misma, que debe ser difundida a la comunidad.”

La indicación número 15 C de S.E. el señor Presidente de la República, para reemplazar la expresión “conforme a lo” por “en conformidad al procedimiento”.

-Esta indicación fue retirada.

En el seno de la Comisión, se debatió acerca de la necesidad de establecer un procedimiento similar para todas las autoridades, de modo que se consideró necesario incorporar al Contralor General de la República y hacer mención a que no se extingue la responsabilidad una vez que se cesa en el cargo respectivo.”.

En sesión posterior, dentro del plazo abierto al efecto, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:

“Artículo 12.- La responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones que establece este título se hará efectiva, según corresponda, por quien, en conformidad a la Constitución o la ley, tenga la potestad disciplinaria o la facultad para remover al infractor.

Tratándose de los jefes de servicio, consejeros regionales, alcaldes y concejales que infrinjan las obligaciones establecidas en este título, las sanciones que procedan a su respecto serán aplicadas por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley y a sus respectivos estatutos.

La sanción que se aplique se notificará, según corresponda, al consejero, alcalde o concejal y al secretario ejecutivo o secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del consejo regional o concejo municipal, según corresponda, en la sesión más próxima.

Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.”.

- Sometida a votación la indicación antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 14

“Artículo 14.- Las sanciones contempladas en los artículos 10, 11 y 13 serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.

La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también, en esa misma resolución, informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.”.

La indicación número 15 D de S.E. el señor Presidente de la República, para incorporar como inciso final, nuevo, el siguiente:

“La interposición de la reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.”.

-Esta indicación fue retirada.

El Honorable Senador señor Espina hizo presente que en ocasiones, al tratar de aplicarse estas sanciones, el funcionario opta por renunciar, situación en que la Contraloría detiene su accionar.

Por lo anterior, señaló que considerando que la declaración de intereses y patrimonio tiene como único objetivo transparentar si hay conflicto de interés, negociación incompatible o bien si ha existido un enriquecimiento, el actuar de la Contraloría no le parece adecuado, e instó por establecer una norma en que el hecho de la remoción del cargo o la renuncia al mismo no inhiba el accionar de dicho órgano contralor.

En la misma línea, el asesor señor Urquiza destacó que se trataría de una responsabilidad especial y no una responsabilidad común administrativa, por tanto seria perfectamente aplicable la norma en cuestión. Agregó que incluso hay ámbitos donde no se aplica el estatuto administrativo y en tal caso existe dicha responsabilidad especial.

Acto seguido, el asesor señor Frites agregó que comparte que la situación antes planteada da origen a una responsabilidad administrativa especial, y por tanto, puede estar sujeta a normas distintas a aquéllas que se encuentran en el estatuto administrativo, el cual contempla expresamente que la cesación en el cargo es una causal de extinción de la responsabilidad administrativa.

Respecto de este último punto, destacó que en la práctica, si el sumario correspondiente se inició antes de la cesación de funciones, sigue adelante y que a su parecer, tratándose de esta ley, el principio debe ser el mismo.

En sesión posterior, dentro del plazo abierto al efecto, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:


“Artículo 13.- Las sanciones contempladas en el artículo 11 serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución.


La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también, en esa misma resolución, informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo. No procederán recursos ulteriores.


La interposición de la reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

° ° °

La indicación número 15 E de la Honorable Senadora señora Allende, es para consultar como artículo 14 bis, nuevo, el siguiente:

“Artículo 14 bis.- La reincidencia de las infracciones consignadas en este párrafo, dentro del plazo de dos años contados desde la fecha de la observación por parte de la Contraloría de dicha infracción, será considerada como falta grave a la probidad, y además será sancionada con inhabilidad para postular y/o ejercer un cargo público por el término de seis meses. Esta última sanción también será aplicable a las autoridades y funcionarios que hubieren cesado en su cargo previamente e incurran en la reincidencia señalada precedentemente.”.

- Puesta en votación la indicación número 15.E, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

Párrafo 3°
De la declaración de intereses y patrimonio efectuada por otras autoridades

ARTÍCULO 15

“Artículo 15.- Los diputados y senadores deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante un notario. Una copia de la misma  deberá ser publicada en el sitio electrónico de la respectiva Corporación.

La declaración de intereses y patrimonio a que se refiere este artículo deberá efectuarse en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°.

Los diputados y senadores deberán actualizar su declaración dentro de los treinta días siguientes desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Asimismo, deberán actualizarla dentro de los treinta días siguientes a la cesación en el cargo o al término del período.

Cumplidos los plazos a que se refiere este artículo, el secretario de cada Cámara publicará en el sitio electrónico que corresponda, la individualización de los parlamentarios  que no hubieren efectuado su declaración.”.
Para este artículo se presentaron tres indicaciones.

La indicación número 15 F de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituirlo.

La indicación número 16 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, es para suprimir los incisos tercero y cuarto.

La indicación número 16.A de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar un inciso cuarto, nuevo.

El Honorable Senador señor Espina llamó la atención respecto del hecho que la norma no establece referencia alguna en esta materia a la Ley Orgánica del Congreso Nacional, en circunstancias que precisamente en dicha ley se establece un procedimiento a este respecto. Dado lo anterior, planteó la necesidad de incorporar en esta norma la referencia a la Ley Orgánica señalada respecto que todo aquello que no esté expresamente regulado, con el objeto que no existan interpretaciones equivocadas.

En sesión posterior la Comisión volvió a debatir sobre esta normativa.

A este respecto, se consultó al Ejecutivo respecto de los alcances de la acción ciudadana, su regulación y si ella existe respecto de las otras instituciones.

El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que de acuerdo con la Ley de Transparencia, las personas tendrán acceso a las declaraciones de patrimonio e intereses de los parlamentarios, por lo que podrá revisarse si dichas declaraciones están o no completas y hacerlo presente al órgano que corresponda, pero estimó que no corresponde que las personas lo soliciten directamente al obligado, de modo que no visualizó que a este respecto pueda existir una acción popular.

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina indicó que ello debiera iniciarse por oficio, pues si alguna persona presenta un requerimiento, la Comisión de Ética podrá iniciar o no el procedimiento respectivo, no obstante, que previno que esto puede dar lugar a que cualquier persona esté permanentemente solicitando una rectificación sin motivo, toda vez que en caso que ejercer esta acción en forma equivocada no lleva aparejada sanción alguna.

El asesor señor Frites hizo presente que al seno del trabajo en conjunto entre asesores de los parlamentarios y del Ejecutivo, este tema fue ampliamente discutido. Dicho esto señaló que para el resto de la administración del Estado, la Contraloría General de la República es quien cumple el rol de fiscalizar, pudiendo cruzar información y solicitarla a distintas entidades.

Establecido lo anterior, señaló que en este caso se optó por una acción más pública, lo que en ningún caso puede paralizar algún procedimiento interno o inhibir de manera alguna al parlamentario, no obstante que reconoció que ello podría dar lugar a algún tipo de abuso en cualquiera de las instituciones involucradas.

Asimismo, recalcó que en este caso, no hay un equivalente jurisdiccional a la Contraloría General que pueda hacer el cruce de información y en definitiva, filtrar cualquier tipo de denuncia.

Enseguida, el Honorable Senador señor Zaldívar consultó si los otros altos funcionarios de los otros poderes del Estado estaban también sujetos a esta denuncia, pues en caso contrario, debiese contemplarse algo equivalente.

Dentro de este contexto, la señora Ministra consideró que todo lo planteado a este respecto era perfectamente atendible, en el sentido que si bien cualquier persona puede presentar un requerimiento, entendía que debiese existir una calificación de las peticiones que se presenten, con el objeto de precisamente evitar cualquier tipo de abuso.

Refiriéndose a la consulta del Honorable Senador señor Zaldívar, indicó que en los demás casos también existe el requerimiento por parte de cualquier persona, pero previa calificación del órgano colegiado.

Agregó que con respecto a los Tribunales que no pertenecen al Poder Judicial, pero que están bajo su potestad disciplinaria, y respecto de aquéllos Tribunales independientes pero con regulación constitucional, también existe esta acción. En el mismo sentido, indicó que con respecto a los otros órganos de la Administración del Estado se aplican las reglas generales del derecho de petición.

No obstante lo anterior, el Honorable Senador señor Espina enfatizó que nadie debe quedar excluido de esta acción, pero que ella debe estar basada en antecedentes fundados que le den seriedad a la acción, lo que debe ser revisado por la entidad que corresponda.

Por su parte, el asesor señor Olmedo dijo que a su parecer, pedirle al ciudadano que recopile antecedentes para los efectos de iniciar un procedimiento, constituye una carga excesiva, y en este sentido, manifestó que desde su punto de vista el problema es distinto, pues dice relación con la responsabilidad ulterior por el ejercicio abusivo de esta facultad o derecho.

Sobre este punto en particular, destacó que la ley modelo de la OEA establece a este respecto la posibilidad de decretar multa a aquéllas personas que utilizando el mecanismo de la declaración de intereses, abusen del mismo.

Así las cosas, destacó que se trata de una responsabilidad ulterior, pero no una responsabilidad ex ante con una carga procesal que puede derivar en un entorpecimiento del funcionamiento de las instituciones.

Enseguida, el asesor señor Urquiza manifestó que dado que pueden existir vacíos y que se hace necesaria la existencia de una calificación (interesado- cualquier persona), planteó que se recoja en la norma en discusión que aquéllos que están en la misma posición tengan el mismo sistema de requerimiento y que se agregue que debe existir una calificación.

El Honorable Senador señor Espina enfatizó que no se trata de entorpecer la acción, sino de acompañarla con un mínimo de fundamento requerido. Agregó que el criterio a seguir debiera ser que acompañe antecedentes fundantes a su acción, que en virtud de los antecedentes, resuelva el órgano competente y que si dicha acción no tiene fundamento, exista alguna sanción.

Dentro del nuevo plazo de indicaciones, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:

“Artículo 14.- Los diputados y senadores; los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional; los secretarios de comisiones y quienes  integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y el Comité de Auditoría Parlamentaria, deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6º, 7° y 8° de esta ley.  De forma supletoria se aplicarán las reglas de la ley orgánica del Congreso Nacional.”.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, vuestra Comisión considera aprobadas con modificaciones y por la misma votación, las indicaciones números 15F, 16 y 16.A.

ARTÍCULO 16

Artículo 16.- Las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, conocerán y resolverán acerca de la aplicación de las sanciones a las que se refiere este artículo.

Si el parlamentario no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido por la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda, para que lo realice dentro del plazo de veinte días y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal, de diez a treinta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al parlamentario afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.

La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.”.

Para este artículo se presentaron las siguientes indicaciones:

Al inciso primero, la indicación número 17 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para intercalar, a continuación de la expresión “será apercibido”, el vocablo “fundadamente”, y después de la palabra “incumplimiento”, la locución “dentro de un plazo de 10 días hábiles contado desde la fecha de la resolución a que se refiere el inciso siguiente”.

La indicación número 18 de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir la expresión “diez a treinta”, por “veinte a cuarenta”.

La indicación número 18 A de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir el vocablo “treinta” por “cincuenta”.

Para el inciso cuarto, la indicación número 19 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para reemplazar el término “veinte”, por “cinco”.

La indicación número 20 de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir la locución “veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales”, por “cincuenta a cien unidades tributarias mensuales”.

La indicación número 20 A de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazar la expresión “veinte a cincuenta” por “cincuenta a cien”.

Debatiéndose todas las indicaciones en conjunto, el Honorable Senador Quinteros hizo presente que en este caso sólo existen sanciones de multa y no se considera la pérdida del cargo.

En la misma línea, el Honorable Senador señor Espina consideró que esta no era un tema menor, por cuanto el estándar que se plantea con respecto a cualquier otro funcionario público es distinto, y si bien dejó en claro que se requiere de una reforma constitucional para cambiar esta situación, fue enfático en señalar que en su opinión aquél parlamentario que se niegue en forma permanente a cumplir con esta obligación debiese perder el cargo.

Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar señaló que era necesario modificar la redacción de esta norma para distinguir claramente entre parlamentario y funcionarios, ya que en el caso de los funcionarios, ellos no están sometidos a la Comisión de Ética del Parlamento, entre otros temas.

Sobre este último punto en particular, el Honorable Senador señor Espina coincidió en que la norma sólo debiese referirse a los parlamentarios, para evitar confusiones.

Dado el contenido de este artículo, el Honorable Senador señor Larraín planteó la necesidad referirse en forma separada en artículos distintos, a los parlamentarios y funcionarios del Congreso, pues el tratamiento en conjunto de todos ellos que se plantea en esta norma, es confuso. Siguiendo esta idea, señaló que respecto de los parlamentarios, deben ser la Comisiones de Ética respectivas las que verifiquen que ellas se realicen y luego apliquen las sanciones.

Enseguida, el Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que si la norma alcanzaba como obligados hasta los Secretarios de Comisión, propuso que también se consideren a los integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones 
Parlamentarias y a los de Auditoría, con el objeto que sea aún más transparente, propuesta que fue ampliamente acogida en el seno de la Comisión.

Posteriormente se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:


“Artículo 15.- De las infracciones a este título cometidas por diputados y senadores corresponderá conocer y resolver acerca de la aplicación de las sanciones a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.


Si el parlamentario obligado no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de su dieta. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el  parlamentario afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Comisión deberá dictar la resolución dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día.


Respecto de los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional; los secretarios de comisiones y quienes  integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y el Comité de Auditoría Parlamentaria, deberán efectuar, se aplicará lo dispuesto en los artículos 10, 11, 12 y 13 de esta ley.”.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, vuestra Comisión considera aprobadas con modificaciones y por la misma votación, las indicaciones números 17,18, 18 A, 19, 20 y 20A.

ARTÍCULO 17

Inciso primero

Establece el plazo para los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales, para efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario.

Para este inciso se presentó la indicación número 20 B de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituirlo.

Inciso cuarto

“Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, según corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.”

La indicación número 20 C de S.E. la señora Presidenta de la República, propone intercalar un inciso cuarto, nuevo.

La indicación número 20 D de S.E. el señor Presidente de la República, para intercalar, a continuación de las palabras “será sancionado”, la frase “por el superior jerárquico respectivo”.
-Esta indicación fue retirada.

Para este inciso, además  se presentaron las indicaciones número 21 y 21. A, ambas de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazar la expresión “diez a treinta”, por “veinte a cuarenta” y  para sustituir el vocablo “treinta” por “cincuenta”, respectivamente.

- Puestas en votación la indicaciones números  21 y 21.A, fueron rechazadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

Inciso quinto

“La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.”

La indicación número 21 B de la Honorable Senadora señora Allende, propone para reemplazar la expresión “veinte a cincuenta” por “cincuenta a cien”.

La indicación número 22 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, es para sustituir el vocablo “veinte”, por “cinco”.

La indicación número 23 de la Honorable Senadora señora Allende, propone reemplazar la frase “veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales”, por “cincuenta a cien unidades tributarias mensuales”.

- Puestas en votación la indicaciones números  21.B, 22 y 23, fueron rechazadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina,  Quinteros y Zaldívar.

Posteriormente, el Ejecutivo señaló que se volvió a estudiar esta normativa, y propuso dar un tratamiento distinto en normas diferentes, específicamente en los artículo 16, 17 y 18, todo lo que dice relación con los tribunales que se encuentran dispersas en el proyecto de ley, refiriéndose en primer término al Poder Judicial, luego los tribunales especiales que no pertenecen a dicho poder del Estado pero que se encuentran bajo la potestad disciplinaria de la Corte Suprema, y finalmente aquéllos tribunales especiales independientes que poseen regulación constitucional.

Respecto de los tribunales especiales que no pertenecen al Poder Judicial, hizo presente que se incluyen a los miembros titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública; jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros regulados en la ley N°20.322; los del Tribunal de la Libre Competencia; Tribunales Ambientales.

En otro grupo, de los tribunales especiales autónomos con regulación constitucional, se considera al Tribunal Constitucional; Tribunal Calificador de Elecciones y los Tribunales Electorales Regionales.

Destacó que en los últimos dos grupos mencionados, se establece que si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, lo hace de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que lo realice en el plazo de 10 días y en caso de incumplimiento, se le sancionará con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda.

Asimismo, señaló que en ambos casos el procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Corte Suprema, por el Tribunal constitucional o por denuncia de cualquier persona interesada, entre varios otros aspectos.

Dentro de este contexto, la señora Ministra indicó que la sanción de destitución debe ser considerada por la reforma constitucional que se acordó en el seno de la Comisión y que el procedimiento que se contempla agrega un recurso de reposición ante la Corte Suprema en el caso de los tribunales que no pertenecen al Poder Judicial, pero que se encuentran bajo la potestad disciplinaria del máximo tribunal.

Lo mismo ocurre, según explicó, respecto de los tribunales llamados autónomos en que también se consideró un recurso de reposición ante el mismo órgano, que aplicará la sanción en pleno, con exclusión del infractor.

Posteriormente se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:


“Artículo 16.- Los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales y el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, respectivamente, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6, 7° y 8° de esta ley. 


Si el sujeto obligado no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que lo realice dentro del plazo de diez días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, según corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo, desde la notificación de la resolución que impone la sanción Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, vuestra Comisión considera aprobadas con modificaciones y por la misma votación, las indicaciones números  20B y 20C.

ARTÍCULO 18

“Artículo 18.-  El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de    intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Dicha declaración será otorgada y protocolizada ante notario, y se publicará en el sitio electrónico del Ministerio Público.

Sin perjuicio de lo referido en el artículo 5°, la declaración deberá ser actualizada dentro de los treinta días desde que el funcionario fuere nombrado en un nuevo cargo o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.”

La indicación número 23 A de S.E. la señora Presidenta de la República, propone sustituirlo.
Posteriormente se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:


“Artículo 17.-  El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales jefes deberán efectuar una declaración jurada de    intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley. 

Si los fiscales regionales o los fiscales jefes no efectúan de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúan de manera incompleta o inexacta, serán apercibidos para que la realicen  dentro del plazo de diez días, y en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo. 

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico que corresponda o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al obligado afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente, fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día.”.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, vuestra Comisión considera aprobadas con modificaciones y por la misma votación, la indicación número  23A.

ARTÍCULO 19

Inciso primero

“Artículo 19.- Si los fiscales regionales o los fiscales adjuntos no efectúan de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere el artículo anterior, la efectúan de manera incompleta o no la actualizan dentro de plazo, serán apercibidos para que la realicen  dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.”

Para este inciso, se presentaron las siguientes indicaciones:

La indicación número 24 de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir la expresión “diez a treinta”, por “veinte a cuarenta” y la indicación 24 A, también de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir el vocablo “treinta” por “cincuenta”.

- Puestas en votación las redacción números 24 y 24.A, fueron rechazadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

Inciso tercero

“La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.”

Para este inciso se presentaron  tres indicaciones.

La indicación número 25 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para reemplazar la voz “veinte”, por “cinco”.

La indicación número 26 de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir la locución “veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales”, por “cincuenta a cien unidades tributarias mensuales”.

La indicación número 26 A de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazar la expresión “veinte a cincuenta”, por “cincuenta a cien”.

- Puestas en votación las indicaciones números 25, 26 y 26.A, fueron rechazadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

En sesión posterior, en virtud del artículo 121 del Reglamento se acordó la eliminación del artículo 19 por cuanto su contenido fue recogido en una norma anterior que fue modificada en los términos acordados en el seno de la Comisión.

- Puesta en votación la eliminación del artículo 19, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

- - -

En sesión posterior, la Comisión consideró la propuesta del Ejecutivo respecto de los artículos 20 y siguientes de esta iniciativa legal, toda vez que en la sesión anterior, existió un acuerdo entorno a los efectos que se producen cuando una autoridad, que deba hacer declaración de intereses y patrimonio, se niegue en forma permanente a realizarla, deba dicha situación ser conocida por determinados órganos y luego ser sancionado con la pérdida del cargo, teniendo presente que se requiere de una reforma constitucional para ello que se elaborará en conjunto con los asesores de los señores Senadores y del Gobierno.

Establecido lo anterior, se inició al análisis de las normas que se consignan a continuación.

ARTÍCULO  20

Inciso primero

“Artículo 20.- Los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública y el Ministro de Fe al que se refiere el artículo 23 de la ley N° 19.886, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del Tribunal.”

Para este inciso se presentó la indicación número 26 B de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazarlo.

Inciso segundo

“Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice  dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de diez a treinta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda.”

Para este inciso, se presentaron las indicaciones números 27 y 27.A, ambas de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazar la expresión “diez a treinta”, por “veinte a cuarenta” y  para sustituir el vocablo “treinta” por “cincuenta”, respectivamente.

- Puestas en votación las indicaciones números 27 y 27.A, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

Inciso cuarto

“La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.”

Para este inciso se presentaron las indicaciones números 28,29 y 29.A.

La indicación número 28 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, es para sustituir el vocablo “veinte”, por “cinco”.

La indicación número 29 de la Honorable Senadora señora Allende, propone reemplazar la frase “veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales”, por “cincuenta a cien unidades tributarias mensuales”.

Por su parte, la indicación número 29 A de la Honorable Senadora señora Allende, es para reemplazar la expresión  “veinte a cincuenta” por “cincuenta a cien”.

- Puestas en votación las indicaciones números 28, 29 y 29.A, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

Posteriormente se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:


“Artículo 18.- Los jueces titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública,  los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, los ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales, y los ministros de fe cada uno de estos tribunales, deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley. 


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que lo realice  dentro del plazo de diez días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo. 


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Corte Suprema o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone sanción.


En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día.”.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, vuestra Comisión considera aprobadas con modificaciones y por la misma votación, la indicación número 26B.

ARTÍCULO 21

Inciso primero

“Los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional deberán efectuar una declaración jurada  de  intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del Tribunal Constitucional.”

Para este inciso se presentó la indicación número 29 B de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituirlo.

Inciso segundo

“Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Constitucional en pleno. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.”

La indicación número 30  de la Honorable Senadora señora Allende, propone sustituir la expresión “diez a treinta”, por “veinte a cuarenta” y la indicación número 30 A, también de la Honorable Senadora señora Allende, propone sustituir el vocablo “treinta” por “cincuenta”.

- Puestas en votación la indicaciones números  30 y 30.A, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

Posteriormente se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:


“Artículo 19.- Los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional, los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones y los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6, 7° y 8° de esta ley. 


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice dentro del plazo de diez días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal respectivo. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo. 


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el tribunal respectivo o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El tribunal deberá dictar la resolución final  dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone sanción.


En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá  recurso de reposición, dentro de quinto día.”.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, vuestra Comisión considera aprobadas con modificaciones y por la misma votación, la indicación número 29B.

ARTÍCULO 22

Inciso primero

“Los integrantes titulares y suplentes  del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del tribunal.”

Se presentó la indicación número 30 B de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazarlo.
-Esta indicación fue retirada.

Inciso segundo

“Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.”

A este inciso se presentó la indicación número 30 C de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir el vocablo “treinta” por “cincuenta” y la indicación número 31, también de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazar “diez a treinta”, por “veinte a cuarenta”.

- Puestas en votación las  indicaciones 30.C y 31, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

Con posterioridad, en virtud del artículo 121 del Reglamento se acordó la eliminación de éste artículo.

- Sometida a votación la eliminación del artículo 22, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

o o o

Posteriormente se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto, nuevo:


“Artículo 20.- Los miembros del Consejo del Banco Central deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.


Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido para que la realice o complemente  dentro del plazo de diez días y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo del Banco Central. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo. 


Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento. La formulación de cargos dará al declarante afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes contados desde la última diligencia.


En todo caso, el declarante afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69 de la Ley Orgánica del Banco Central.”.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

o o o

ARTÍCULO 23

Inciso primero

“Los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del tribunal.”

Para este inciso se presentó la indicación número 31.A de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituirlo.

-Esta indicación fue retirada.

Inciso segundo

“Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Calificador de Elecciones. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.”

Se presentaron las indicaciones números 32 y 32.A, ambas  de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir las palabras “diez a treinta”, por “veinte a cuarenta”, y para sustituir la voz “treinta” por “cincuenta”, respectivamente.

- Puestas en votación las  indicaciones 32 y 32.A, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

En sesión posterior, en virtud del artículo 121 del Reglamento, se acordó la eliminación de éste artículo.

- Sometida a votación la eliminación del artículo 23, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 24

Inciso primero

“Los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del tribunal.”.

La indicación número 32 B de S.E. la señora Presidenta de la República, propone reemplazarlo.

- Esta indicación fue retirada.

Inciso segundo

“Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Calificador de Elecciones. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.”

La indicación número 33 de la Honorable Senadora señora Allende, propone reemplazar “diez a treinta”, por “veinte a cuarenta” y la número 33 A., de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir la palabra “treinta” por “cincuenta”, respectivamente.

- Puestas en votación las indicaciones 33 y 33.A, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

En sesión posterior, en virtud del artículo 121 del Reglamento, se acordó la eliminación de éste artículo.
- Sometida a votación la eliminación del artículo 24, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 25

“Artículo 25.-  En el caso de las infracciones a que se refieren los artículos 21, 22, 23 y 24, el procedimiento aplicable se podrá iniciar de oficio por el respectivo Tribunal o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.”

Inciso segundo

“La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.”

Para este inciso se presentaron las siguientes indicaciones:

La indicación número 34 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propone reemplazar la voz “veinte”, por “cinco”.

La indicación número 35 de la Honorable Senadora señora Allende, propone sustituir la frase “veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales”, por “cincuenta a cien unidades tributarias mensuales”.

La indicación número 35. A de la Honorable Senadora señora Allende, es para reemplazar la expresión “veinte a cincuenta” por “cincuenta a cien”.

- Puestas en votación las indicaciones números 34, 35 y 35.A, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

En el nuevo plazo de indicaciones, se acordó la eliminación de ésta norma, en virtud del artículo 121 del Reglamento.

- Sometida a votación la eliminación del artículo 25, fue acordada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 26

Señala textualmente lo siguiente:

“Artículo 26.- En los sitios electrónicos del Poder Judicial, del Ministerio Público y de los tribunales mencionados en los artículos 20,21, 22, 23 y 24 se publicarán los nombres de las respectivas autoridades y funcionarios que hubieren sido sancionados por no efectuar la correspondiente declaración de intereses y patrimonio.”

En el nuevo plazo de indicaciones, se acordó la eliminación de ésta norma, en virtud del artículo 121 del Reglamento.
- Sometida a votación la indicación número 53 que propone la eliminación del artículo 26, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

o o o

La indicación número 35 B de S.E. el señor Presidente de la República, para incorporar como artículo 26, nuevo, el siguiente:

“Artículo 26.- Salvo que se establezcan procedimientos especiales, las sanciones contempladas en este párrafo serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.

La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.

La interposición de esta reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.”.

-Esta indicación fue retirada.

o o o

La indicación número 35 C de la Honorable Senadora señora Allende, propone incorporar el siguiente artículo 26 bis nuevo, a continuación del artículo 26:

“Artículo 26 bis.- La reincidencia de las infracciones consignadas en este Párrafo, dentro del plazo de dos años contados desde la fecha de la observación por parte de la autoridad competente de dicha infracción, será considerada como falta grave a la probidad, y además será sancionada con la inhabilidad para postular y/o ejercer un cargo público por el termino de 6 meses. Esta última sanción también será aplicable a las autoridades y funcionarios que hubieren cesado en su cargo previamente e incurran en la reincidencia señalada precedentemente.”.

- Puesta en votación la indicación número 35. C, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

TÍTULO III

Del mandato de administración y la enajenación forzosa

CAPÍTULOS 1°  Y 2°

Antes de entrar a revisar este título, el Ejecutivo señaló que en él se recogen entre las normas generales, aquéllas que vienen desde la Honorable Cámara de Diputados, pero existe una restructuración en relación con el mandato.

Para mayor precisión, indicó que el proyecto original contemplaba dos tipos  de mandato, uno general y otro diversificado.

En el primer caso, se permitía a quien entregaba la administración de sus bienes a un tercero (mandante) impartir instrucciones en varios casos además de prohibir la enajenación de sus bienes, con lo que no se eliminaba el conflicto de interés, sino que sólo se privaba de la administración a la autoridad permaneciendo latente el mencionado conflicto de interés.

Así las cosas, señaló que se acordó contemplar sólo un tipo de mandato fideicomiso que corresponde al diversificado, que consiste en contar con un plan de enajenación donde se establece un portafolio de activos que deben ser administrados por el mandatario conforme a las reglas generales señaladas en el proyecto.

Enseguida, hizo presente que se regulan las normas sobre constitución del mismo, su contenido, las prohibiciones del mandante y mandatario, en forma similar a como lo hacía el proyecto original.

Otro aspecto que abordó, es que el mandato tal como estaba regulado, prohibía todo tipo de comunicación posterior a la constitución del mandato entre los sujetos que lo constituyen, estando siempre presente la preocupación con respecto a las fluctuaciones del mercado que pueden impactar de manera muy relevante el patrimonio. Dado lo anterior, se establece una causal muy específica para salvar este tema.

La indicación número 36 A de S.E. el señor Presidente de la República, para reemplazar la frase “aquellas situaciones excepcionales” por “ciertas situaciones calificadas”.

-Esta indicación fue retirada.

Vuestra Comisión analizó cada artículo de la propuesta por separado, tal como se detalla a continuación.

ARTÍCULO 27

“Artículo 27.- Las autoridades señaladas en este Título tendrán la obligación de constituir un Mandato de Administración de Cartera de Valores, en adelante el “mandato”, en los casos y en la forma que se establece en esta ley y de enajenar ciertos activos en aquellas situaciones excepcionales.

En todo lo no previsto en el presente Título, el mandato se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil.

Los candidatos a Presidente de la República, Diputados o Senadores, Consejeros Regionales y Alcaldes podrán de forma voluntaria someterse a este título al momento de inscribir la correspondiente candidatura en el Servicio Electoral.”

El Honorable Senador señor Quinteros planteó que podría considerarse que este mandato fuera obligatorio también para los candidatos.

A este respecto, la personera de Gobierno señaló que la diferencia entre uno y otro radicaba en la relevancia  de la función pública que desempeña una persona electa, a diferencia del candidato que es una potencial autoridad, respecto del cual no se verifica un conflicto de interés.
La indicación número 35 D de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir los Capítulos 1° y 2° que comprenden desde el artículo 27  al artículo 50.

- Puesta en votación la indicación número 35. D, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:

“TÍTULO III

Del mandato especial de administración de cartera de valores y la enajenación forzosa

Capítulo 1°

Generalidades

Artículo 21.- Las autoridades señaladas en este Título tendrán la obligación de constituir un mandato especial de administración de cartera de valores, en adelante el “mandato” y de enajenar ciertos bienes, en los casos y en la forma que establece esta ley.

Los candidatos a Presidente de la República, Diputados o Senadores, Consejeros Regionales y Alcaldes podrán de forma voluntaria someterse a este título al momento de inscribir la correspondiente candidatura en el Servicio Electoral.”.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

CAPÍTULO 2°

Del mandato de administración de cartera de valores.

Párrafo 1° Definición y características

ARTÍCULO 28

“Artículo 28.- El mandato a que se refiere este Título, es un contrato solemne en virtud del cual una autoridad, en la forma y en los casos señalados en esta ley, encarga a una o más personas autorizadas, la liquidación de valores que integren su patrimonio, la inversión del producto de la liquidación en un portafolio de activos y la administración de éstos. La o las personas autorizadas se hacen cargo separadamente de los valores, por cuenta propia y a riesgo de la autoridad.

La autoridad que confiere el encargo se denomina mandante, y quien lo acepta, mandatario.”

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:
“Capítulo 2°

Del mandato especial de administración de cartera de valores

Párrafo 1°
Definición y características


“Artículo 22.- El mandato a que se refiere este Título, es un contrato solemne en virtud del cual una autoridad, en la forma y en los casos señalados en esta ley, encarga a una o más personas autorizadas, la liquidación de valores que integren su patrimonio, la inversión del producto de la liquidación en un portafolio de activos y la administración de éstos. La o las personas autorizadas se hacen cargo separadamente de los valores, a nombre propio y a riesgo de la autoridad.

La autoridad que confiere el encargo se denomina mandante, y quien lo acepta, mandatario.

En todo lo no previsto en el presente Título, el mandato especial se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil.

La constitución de este mandato especial no constituye enajenación de los bienes objeto del mismo para efectos tributarios.”.”.

- Sometida a votación la indicación  número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 29

“Artículo 29.- El Mandato admitirá las modalidades de Mandato de Administración General de Cartera, o “Mandato General”; y la de Mandato de Administración Diversificada de Cartera, o “Mandato Diversificado”.

El Mandato General es aquel contrato en virtud del cual una autoridad encarga a uno o más terceros autorizados la administración amplia y discrecional de sus valores señalados en el artículo 30. La finalidad del Mandato General es la administración libre de una cartera de inversiones sin entregar al mandante ninguna información respecto del destino de los valores entregados en administración, ni el mandante entregar ninguna instrucción respecto del destino de sus inversiones.

Salvo las situaciones contempladas en el artículo 53, el mandante podrá instruir al mandatario la no enajenación de parte o todos los valores que se le entreguen en administración, mas no podrá disponer nuevas inversiones en aquellos valores que se deben enajenar, ni en aquéllos que deberán entregarse en mandato, conforme con lo establecido en esta ley.

El Mandato Diversificado es aquel contrato en virtud del cual una autoridad encarga a uno o más terceros autorizados la presentación de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 30. El mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio con el objeto de evitar que las actividades de la autoridad puedan influenciar el valor del mandato. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 33, el plan de liquidación no podrá contener disposiciones que permitan al mandatario invertir el producido de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar o que deberán entregarse en mandato, en conformidad a las normas de esta ley.

Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia de Valores y Seguros en conjunto con la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, podrán dictar normas de carácter general en las que definirán y regularán otras formas de mandato de administración de cartera de terceros, que tengan por objeto precaver posibles conflictos de interés. Estos mandatos serán gestionados por cuenta y riesgo del mandante y el mandatario estará facultado para decidir su inversión, enajenación y demás actividades que correspondan, en conformidad con las disposiciones contenidas en el contrato de administración de cartera de terceros que deben suscribir ambas partes y a las disposiciones de este Título, según lo señalado en el inciso siguiente.

A los mandatos mencionados en el inciso anterior, les serán aplicables las disposiciones de este Título referidas a las prohibiciones de información relativas al mandante y las prohibiciones de recibir instrucciones relativas al mandatario, debiendo cumplir siempre con los estándares que sobre estas materias establece esta ley. Asimismo, le serán aplicables las disposiciones sobre fiscalización y procedimiento de reclamación, y las sanciones que establezcan dichos contratos deberán cumplir con los parámetros establecidos en el Capítulo 4° de este Título. A estos mandatos no se les aplicarán las normas relativas a oportunidades y causales de modificación del mandato dispuestas en el Párrafo 4° de este Capítulo.

La autoridad obligada a constituir mandato podrá optar libremente por cualquiera de las modalidades referidas precedentemente.”

Para este artículo se presentaron las siguientes indicaciones:

La indicación número 36 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para eliminar la palabra “Discrecional”.
Se presentó la indicación número 37 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para suprimir en el epígrafe el término “discrecional”.

La indicación número 38 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para eliminar la palabra “discrecional”.

o o o

La indicación número 39  del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, es para incorporar el siguiente inciso final, nuevo:
“El mandatario procurará siempre administrar los valores de forma de maximizar las ganancias y responderá de culpa levísima por cualquier perjuicio ocasionado al mandante en caso de que su administración sea deficiente.”.

La indicación número 40 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para suprimir la expresión “amplia y discrecional” y el vocablo “libre”, y para intercalar, a continuación de la locución “destino de sus inversiones”, la frase: “, sin perjuicio de lo señalado en el inciso final del artículo 28”.

La indicación número 41 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para intercalar, a continuación de la palabra “encargo”, la frase “y de lo señalado en el inciso final del artículo 28”.

La indicación número 42 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para intercalar en la primera oración, a continuación de la expresión “cartera de terceros”, la locución “a los cuales el mandante podrá acogerse”

La indicación número 43 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para intercalar, después de la expresión “esta ley”, la frase “y en especial el inciso final del artículo 28”.

El Ejecutivo precisó que cuando se habla de “un portafolio de activos lo suficientemente amplio”, ello no quiere decir que deba ser igualmente distribuido en acciones u otros, sino que se trata de entregar un criterio de diversificación para evitar que se realice trazabilidad con respecto a la cartera de valores.

El Honorable Senador señor Espina dijo compartir el criterio que el mandante no pueda invertir en los mismos intereses que se le obligó a vender. Agregó que la normativa tiende a confundir los casos de mandato con el de venta forzada.

A este respecto, el Ejecutivo reiteró que el mandato se redujo a uno sólo que consiste en la administración de una cartera de activos luego que se procede a la liquidación y luego el producto de dicha liquidación debe invertirse en un nuevo portafolio de valores diversificado, de tal manera que el mandante no pueda hacer trazabilidad de los valores.

En sesión posterior, el Honorable Senador señor Espina consultó por el caso de una persona que con anterioridad tenga su portafolio diversificado, es decir, si tendrá que hacerlo nuevamente. En este sentido, señaló que en la norma al parecer existe cierta contradicción, razón por la cual propuso darle otra redacción.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:

“Artículo 23.- En virtud del mandato a que se refiere este título, la autoridad obligada a constituirlo encargará al mandatario la presentación y ejecución de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 24. El mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio como para evitar que las actividades de la autoridad obligada puedan incidir directamente en los valores sometidos al mandato. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27, el plan de liquidación no podrá contener disposiciones que permitan al mandatario invertir el producto de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar.”
- Sometida a votación la indicación antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, vuestra Comisión tiene por aprobadas con modificaciones y por la misma votación, las indicaciones números 36, 37,38, 39, 40, 41, 42 y 43.

Párrafo 2°
Objeto  y constitución del mandato

ARTÍCULO 30

“Artículo 30.- El Presidente de la República, los ministros de Estado, los senadores, los diputados, los consejeros regionales y el Contralor General de la República deberán constituir el mandato sobre la totalidad de sus acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile y que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Asimismo, las sociedades o entidades que conforman el Grupo Empresarial en que la autoridad tenga la calidad de controlador, o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045, también deberán constituir mandato respecto de los valores señalados.

Los subsecretarios, los intendentes regionales, los gobernadores y los alcaldes deberán constituirlo cuando valores de su propiedad, de aquellos señalados en el inciso anterior:

a) Se vinculen con las entidades del sector privado sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a la fiscalización o control del o los organismos sujetos a su dependencia o supervigilancia, o

b) Se vinculen directamente con el ámbito de sus competencias.”

En el seno de la Comisión surgió la duda con respecto a quien tiene la calidad de socio controlador, en el sentido que en este caso la norma contempla que en caso que el declarante sea socio controlador, entonces obligará a la empresa a constituir un mandato de administración para luego vender las acciones de la empresa, en cuyo caso, el Honorable Senador señor Espina consideró que la redacción de la norma era confusa.

A mayor abundamiento, el Honorable Senador señor Zaldívar agregó que de existir un pacto de accionistas, se tendría que resolver qué primaria en ese caso, es decir, dicho pacto o bien las disposiciones de esta ley.

Luego, se estableció que el criterio era constituir mandato sólo respecto de las acciones y otros valores equivalentes. Asimismo, el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que cosa distinta es tener que vender las acciones, pues ello puede significar infringir un pacto de accionistas o el valor de ellas.

Establecido lo anterior, enfatizó que el problema se produce cuando se produce la obligación de vender al mandatario, toda vez que en su opinión, no hay razón para que no pueda administrar las acciones sin injerencia del titular de las acciones.

La señora Ministra enfatizó que la obligación de vender las acciones se contempla precisamente porque las situaciones señaladas son aquéllas donde precisamente persisten los conflictos de interés, pues si alguien mantiene acciones aun cuando delegue su administración, siempre estará pendiente de lo que ocurre con ellas o tendrá siempre conflicto de interés.

Respecto de los obligados por esta norma, enfatizó que se trata de personas que tengan más de dos mil cuatrocientos millones de pesos en empresas que, en el caso de los alcaldes, en su comuna ejerzan una función.

El Honorable Senador señor Espina instó por una mejor redacción de este articulado con el objeto de hacerlo más comprensible, ya que está claro que si una persona tiene acciones por más de dos mil cuatrocientos millones de pesos, esa persona está obligada a hacer un mandato y venderlas, cuando ejerce funciones como alcalde, concejal u otro, en el caso que ellas se vinculen con las actividades que realiza.

A mayor abundamiento, el asesor señor Frites aclaró que en el caso que tratándose del alcalde, si la empresa donde tiene sus acciones tiene un contrato con la Municipalidad, rige la obligación de enajenar, que es una situación distinta a la de este artículo que sólo considera empresas sujetas a su fiscalización.

El Honorable Senador señor Larraín, indicó que esta norma trata de una situación muy hipotética y agregó que teniendo presente que lo que se pretende evitar es el conflicto de interés, manifestó sus dudas con respecto a la necesidad de constituir un fideicomiso ciego en este caso, pues indicó que mucho más grave podría ser que tuviese una propiedad menor en alguna empresa que le preste servicios o bien que le corresponda fiscalizar.
Dentro de este contexto, el Honorable Senador señor Espina consideró muy elevado el monto de veinticinco mil U.F. como patrimonio, pues consideró que con mucho menos cualquier autoridad ya tendrá igualmente un conflicto de interés. Por otra parte, indicó que es partidario de no hacer distinciones y mantener la misma norma para todas las autoridades, tanto ministros como alcaldes.

El asesor señor Frites insistió en que para las autoridades locales existe la figura de la obligación de enajenar y en su opinión, el problema podría solucionarse si se amplían los supuestos de dicha obligación, en el sentido de prescindir de ciertos activos respecto de los cuales, pueda haber un conflicto de interés y el producto de ello puede ser invertido en otros activos que no caigan en la prohibición.

Dicho esto, señaló que el mandato podría dejarse sólo como obligación para las autoridades nacionales, ya que el resultado que recibirían de la enajenación, también puede siempre entrar en conflicto de interés, dada la competencia que tienen.

Enseguida, el Honorable Senador señor Larraín planteó simplificar la aplicación de esta norma haciéndola extensiva para todos, más general, no porque los capitales tengan una vinculación local, sino que en virtud de sus competencias, de modo que no se considere como norma especial. A este respecto agregó, que en el caso del gobernador, a su parecer es muy difícil que pueda encontrarse dentro de alguno de los casos que se consideran.

La señora Subsecretaria indicó que la definición en materia de conflicto de interés que se está manejando con respecto a este proyecto, tiene que ver con que existe tal conflicto en el ejercicio de la función pública, cuando concurren a la vez el interés general propio del ejercicio del cargo, con un interés particular, sea o no de carácter económico de quien ejerce dicho cargo o bien terceros vinculados a él, y en general , cuando concurre cualquier circunstancia que le reste imparcialidad en el ejercicio de sus competencias.

Establecido lo anterior, señaló que al ir eliminando autoridades que ya fueron aprobadas en el primer trámite constitucional, especialmente cuando se hace referencia a eliminar autoridades como el gobernador, puede ser más difícil determinar la existencia de dicho conflicto.

Acto seguido, el Honorable Senador señor Zaldívar estuvo de acuerdo en que esa es la norma marco y luego puede precisarse que el conflicto de interés existe en determinadas situaciones. Así las cosas, fue partidario de dividir el artículo en dos partes y agregó que en lo que dice relación con los gobernadores, ellos podrían estar en la norma marco pero no en la hipótesis del conflicto de interés.

Respecto de la alta suma que se considera, señaló que ello tiene su razón de ser en el costo de administración que debe cobrar el mandatario, pues un suma pequeña no es manejable dentro del costo de administración de un mandato.

El Honorable Senador señor Espina consultó si  de acuerdo a este proyecto, existe un solo tipo de fideicomiso que es lo mismo que la venta forzada en materia de acciones.

Por su parte, el Ejecutivo señaló que la venta forzada era distinta porque ella incluye la propiedad sobre entidades que prestan servicios a la administración del Estado, también cuando supera cierto monto el valor de las acciones sobre dicha entidad; si se trata de una entidad fiscalizadora, las acciones que se tengan respecto de una entidad fiscalizada, entre otras.

Así las cosas, el Honorable Senador señor Espina planteó que es mucho más claro establecer derechamente que las autoridades no podrán ser propietarios de acciones, pues la gran mayoría de las empresas no se valorizan en acciones. Luego, señaló que para evitar el conflicto de interés los criterios establecidos de monto y acciones no son suficientes, ya que existen empresas que no tienen acciones.

La personera de Gobierno indicó que más adelante en el articulado, este tema queda claramente resuelto en materia de enajenación forzada, y en este caso, la única limitación al producto de dicha enajenación, es que no puede volver a invertirse en aquellas que existe obligación de enajenar.

Acto seguido, el Honorable Senador señor Quinteros consultó por el caso de las sociedades extranjeras que tienen operaciones en Chile, en el sentido, si también quedaban sujetas al mandato, pues hay empresas extranjeras que se han adjudicado ciertas concesiones.

El Ejecutivo indicó que tal como está configurado el articulado propuesto, sólo se refiere a acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones de compra y venta de bonos y debentures, todos títulos emitidos por entidades constituidas en el país.

Enseguida, el Honorable Senador señor Espina planteó que a su parecer, para resolver el tema del conflicto de interés sólo ve dos soluciones posibles: si tiene acciones, tiene que venderlas si valen dos millones y medio de dólares, cifra que consideró extremadamente elevada pues el conflicto de interés se presenta de igual forma con cifras menores; en la misma línea , la otra alternativa es nombrar un mandatario que está obligado a vender, en cuyo caso opinó que no le parece que se pueda limitar la voluntad del mandante respecto del producto de la venta, que no necesariamente debe ser destinado a comprar otras acciones.

Luego, enfatizó que a su juicio, la autoridad para evitar el conflicto de interés debe vender todas sus acciones, pues la propiedad de ellas es incompatible con su función pública.

Otra hipótesis, según planteó, es que la persona se encuentre obligada a enajenar cierto patrimonio que corresponde a la situación que se propone en el proyecto original.

En este mismo orden de ideas, el Honorable Senador señor Larraín propuso que se dividiera este proyecto y que en esta ocasión sólo se avanzara hasta la declaración de intereses y patrimonio, y que el mandato se analizara en una iniciativa distinta, en un espacio de tiempo mayor, toda vez que a su parecer en esta parte se requiere de un mayor análisis dada la complejidad de las situaciones que se quieren normar.

Refiriéndose a la materia objeto de la discusión, agregó que podría establecerse un plazo para las personas que se encuentren en esta situación, para poder diversificar su portafolio de inversiones en instrumentos distintos o bien propiedades que no le representan necesariamente un conflicto de interés.

Dicho esto, retiró esta idea.

El Honorable Senador señor Zaldívar indicó que es equivocado plantear que todo el que tiene acciones tiene un conflicto de interés, pues ello no es necesariamente así. Planteó que mucho más conflicto de interés puede existir en personas que son parte de sociedades cerradas que no se transan en bolsa y con grandes capitales que son de un gran valor. Así, insistió en que el conflicto de interés no solo se produce por la propiedad de las acciones en sociedades.

Luego, hizo presente que es necesario tomar una decisión con respecto a la propiedad de las acciones o la venta de cierta parte de ellas, además señaló que se debe considerar un tiempo para que quien deba hacerlo pueda dar cumplimiento a la norma. Agregó que la norma debe ser igual para todos, sin excepciones, con las correspondientes presunciones de conflicto de interés.

El mandato como obligatorio y libre o discrecionalmente le pareció que es un tema más complejo y solicitó se proponga un articulado más completo.

La señora Subsecretaria destacó que de la discusión se entiende que el criterio es que las acciones se venden o se entregan a mandatarios, sin montos y con plazo de venta o adaptación. A este respecto, el Honorable Senador señor Zaldívar indicó que también debiera considerarse el caso de una propiedad menor dentro de los criterios que debiesen incorporarse en una nueva redacción.

Por su parte, el asesor señor Urquiza agregó a la discusión que el fideicomiso ciego en ningún caso inhibe a la persona para enajenar sus acciones y que ellas puedan estar en fondos mutuos u otros instrumentos, pero si se quiere mantener en bolsa, para evitar la trazabilidad, debe entregarlas a un tercero toda vez que el objetivo es evitar el conflicto de interés que es lo que ocurre cuando enajena. Luego, destacó que el fideicomiso es una regla muy excepcional que forma parte de otra manera de prevenir los conflictos de interés.

La Comisión acordó tener una norma común para todos y que en el caso de quien posea acciones, éste tenga la posibilidad de continuar con sus inversiones accionarias, para lo cual tendrá que constituir un mandato para vender las que tiene actualmente y adquirir con ese producto otras en forma diversificada, para lo cual debe contar con un determinado plazo.

El Honorable Senador señor Espina enfatizó que existe un error conceptual en esta materia, ya que el conflicto de interés no desaparece por la naturaleza del mandato, si es o no con venta, pues a su parecer, con la declaración de intereses y patrimonio, el conflicto será evidente y desde ese punto de vista es incluso mejor que se sepa dónde  tienen las acciones las autoridades.

Dicho esto, señaló que lo relevante no es que la autoridad tenga un conflicto de interés, sino que se abstenga de intervenir cuando ello le afecte, para lo que efectivamente tiene mejor resultado la declaración de intereses y patrimonio, idea que fue apoyada por el Honorable Senador señor Zaldívar.
A su turno, el Ejecutivo hizo presente que la eliminación del mandato iba en la dirección de fortalecer el conflicto de interés impidiendo la trazabilidad o algún tipo de comunicación entre mandante y mandatario. Agregó que en opinión de la Superintendencia respectiva, cuando el patrimonio no se enajena, este puede ser monitoreado por una analista y por tanto, la autoridad puede saber en todo momento el comportamiento del mismo.

Reiteró que compartía los criterios en esta materia en cuanto a que en principio se establezca la misma norma para todos, que no se consigne un monto desde el cual sea obligatorio el mandato, que se establezca una prohibición de tener la propiedad de acciones y luego, definir el tipo de mandato que debe ser el obligatorio y debiese ser diversificado si quiere mantener sus inversiones accionarias.

La señora Subsecretaria destacó que en los países en que este tema se ha regulado, considera esta regla en forma muy excepcional, de modo que indicó que se debe poner mayor atención a la regla general y mantener esta norma para el caso a que pudiese aplicarse.

Enseguida, el asesor señor Olmedo hizo presente que el fideicomiso ciego en la regulación internacional está sujeto a serias dudas de factibilidad, de modo que lo que se ha hecho es tomar las normas que viene aprobadas desde la Honorable Cámara de Diputados y no realizar innovaciones radicales.

Por su parte, el asesor señor Frites compartió las apreciaciones anteriores, y agregó que se partió la construcción de esta norma a partir del supuesto aprobado en la Honorable Cámara de Diputados y del supuesto que en su artículo 8 establece la Constitución Política respecto de la obligación de presentar declaración de intereses. Agregó que la Carta Fundamental hace referencia a la enajenación como la regla más excepcional.

El asesor señor Urquiza reiteró que se trata de una medida muy excepcional no sólo en nuestro país, sino que también en el mundo, donde igualmente es un tema muy controvertido, toda vez que afecta el derecho de propiedad y el derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral a las buenas costumbres y a la ley.

Con respecto a que si la persona tiene un patrimonio menor aquél que obliga al fideicomiso pueda hacer lo que quiera, aseguró que ello no era así pues igualmente le afectaba el deber de abstención que se regula más adelante. Agregó que poner un monto siempre resulta arbitrario, no obstante, siempre quedará regulado el deber de abstención.

Estuvo de acuerdo con la incorporación de un plazo para cumplir con la norma y planteó que tal vez en lugar de homogeneizar autoridades o personas se debiesen eliminar algunas de ellas de la obligación de constituir el fideicomiso ciego.

El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que actualmente solo hay obligación de declarar las acciones personales y no las societarias y nada más, pero con esta iniciativa, se tendrá que declarar todo, no sólo las personales, sino todas aquéllas en que tenga interés.

Luego, la Comisión acordó separar la redacción, rebajar el monto a cincuenta mil U.F. para que opere la norma y considerar dos opciones: la venta de sus acciones para adquirir bienes que no sean objeto de enajenación o bien, la constitución de un mandato, donde el mandatario deberá vender las acciones actuales y adquirir un portafolio diversificado; incluir a todas las autoridades y considerar un plazo para dar cumplimiento a la norma.

Posteriormente, surgió nuevamente la propuesta respecto de rebajar el monto de las acciones a veinticinco mil U.F. por parte del Honorable Senador señor Espina, propuesta que alcanzó un amplio respaldo.

ARTÍCULO 31

“Artículo 31.- El Presidente de la República y los senadores y diputados deberán constituir el mandato dentro del período comprendido entre su proclamación como candidatos electos y la fecha en que legalmente les corresponda asumir el cargo. Las demás autoridades señaladas en el artículo 30 y los parlamentarios nominados en conformidad al artículo 51 de la Constitución Política de la República, deberán hacerlo dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de asunción del cargo.

Asimismo, si durante el ejercicio de su cargo se genera alguno de los supuestos contemplados en el artículo anterior respecto de nuevos valores, las autoridades señaladas deberán ampliar el mandato o constituir uno nuevo en el término de treinta días.”

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto para los artículos 30 y 31:
“Párrafo 2°

Objeto y constitución del mandato


“Artículo 24. El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, el Contralor General de la República, los intendentes, los gobernadores, los consejeros regionales y los alcaldes, que posean acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile, que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, y cuyo valor total supere las veinticinco mil unidades de fomento, deberán optar por una de las siguientes alternativas respecto de tales acciones y valores:

a)
Constituir un mandato especial conforme a lo que establece este título, o 

b)
Vender las acciones y valores a que se refiere este Capítulo, al menos, en lo que excedan dicho monto.

El producto de la enajenación efectuada conforme a la letra b) del inciso anterior no podrá destinarse a la adquisición de los valores a que se refiere dicho inciso. 


La opción establecida en este artículo deberá ejercerse siempre dentro de los noventa días posteriores a la asunción del cargo y, en su caso,  dentro del mismo plazo contado desde la actualización de la respectiva declaración de intereses y patrimonio.”.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 32

“Artículo 32.- El mandato se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario, en un solo acto, mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este párrafo.”.

ARTÍCULO 33

“Artículo 33.- El mandato deberá contener, al menos, las siguientes menciones:

1) Individualización del mandante, del mandatario y de la modalidad del mandato que se constituye. Respecto del mandatario deberá identificarse su representante legal y los dueños o accionistas controladores, en su caso.

2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.

3) Las instrucciones generales de administración, en especial en lo referido al riesgo y diversificación de las inversiones. Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en alguna empresa en particular.

4) Los activos específicos respecto de los que se autorice al mandatario a delegar facultades de administración, con las limitaciones establecidas en el artículo 43.

Dentro de los cinco días siguientes al otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, el mandante deberá entregar una copia autorizada de ella a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, la escritura pública deberá entregarse a la Cámara de Diputados, para su registro.

Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato y la declaración jurada de independencia a que se refiere el artículo 40 de esta ley, deberán ser publicadas en el sitio electrónico del organismo en el cual desempeñe sus funciones el mandante. El obligado deberá también publicar en el mismo sitio, las modificaciones a los instrumentos referidos.”.

La indicación número 43 A de S.E. el señor Presidente de la República, para reemplazar, en su inciso segundo, la expresión “Cámara de Diputados” por “Corte Suprema”.

-Esta indicación fue retirada.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto para los artículos 32 y 33:

“Artículo 25.- El mandato especial se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario, en un solo acto, mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este Capítulo.

Dicha escritura deberá contener, al menos, las siguientes menciones:


1) Individualización del mandante y del mandatario. Respecto del mandatario deberá identificarse su representante legal y los dueños o accionistas controladores, en su caso.

2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.

3) Las instrucciones generales de administración, referidas al plan de liquidación y al riesgo y diversificación de las inversiones.  Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en algún rubro o  empresa en particular.

Dentro de los cinco días siguientes al otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, el mandante deberá entregar una copia autorizada de ella a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, copia de la escritura pública deberá entregarse a la Cámara de Diputados, para su registro. En el caso de los diputados y senadores, además de remitir copia de la escritura a la Superintendencia que corresponda, deberá enviarse copia a la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria. 

Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato y la declaración jurada a que se refiere el artículo 30 de esta ley, deberán ser publicadas en el sitio electrónico del organismo en el cual desempeñe sus funciones el mandante. El obligado deberá también publicar en el mismo sitio, las modificaciones a los instrumentos referidos. 

Durante la vigencia del mandato, el mandante sólo podrá rectificarlo por errores de hecho. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones a la Contraloría General de la República; en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados; y, en el caso de los diputados y senadores a la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, dentro de los treinta días hábiles siguientes a aquél en que se efectuó la modificación, con las mismas solemnidades señaladas en este Capítulo.”.”.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
ARTÍCULO 34

“Artículo 34.- Las autoridades obligadas a otorgar mandato en los términos de esta ley, podrán designar a uno o más mandatarios.”.

Se presentó la indicación número 44 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para consultar como inciso final, nuevo, el que se indica:

“En el caso de que no existan personas dispuestas a ejercer el cargo de mandatario, la autoridad quedará exenta de la obligación de otorgar el mandato por el plazo de un año.”.

- Sometida a votación la indicación 44, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. La señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:
“Artículo 28.- Las autoridades que otorguen mandato en los términos de esta ley, podrán designar a uno o más mandatarios.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Párrafo 4°

Modificaciones al mandato

ARTÍCULO 35

“Artículo 35.- Durante la vigencia del mandato, el mandante podrá introducirle modificaciones una vez al año. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones a la Contraloría General de la República y, en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados, dentro de los dos días hábiles siguientes a aquél en que se efectuó la modificación.

Las modificaciones podrán referirse únicamente a las instrucciones generales otorgadas en el acto de constitución del mandato a las que se refiere el número 3) del artículo 33 y deberán cumplir con las solemnidades señaladas en el referido artículo, en lo que fuera procedente.”.

Se presentó la indicación número 44 A de S.E. el señor Presidente de la República,  para reemplazar en su inciso primero la expresión “Cámara de Diputados” por “Corte Suprema”.

-Esta indicación fue retirada.

ARTÍCULO 36

“Artículo 36.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior y tratándose de las instrucciones consignadas en el número 3) del artículo 33, el mandante podrá, por una sola vez en el año, instruir al mandatario la modificación de sus inversiones cuando existan manifiestos cambios en los mercados que hagan gravoso para el patrimonio del mandante mantener las instrucciones otorgadas. En este caso, el mandante deberá informar a la Superintendencia respectiva, para que ésta, dentro de los cinco días hábiles siguientes, se pronuncie sobre la procedencia de la modificación e instruya al mandatario a efectuarla.

“Las modificaciones a que hace referencia este artículo deberán cumplir con las solemnidades exigidas en el artículo anterior.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:
Párrafo 4°

-Suprimir el epígrafe “Párrafo 4°”, su denominación “Modificaciones al mandato”, y sus artículos 35 y 36.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 37

“Artículo 37.- La autoridad que haya constituido un mandato deberá abstenerse de ejecutar cualquiera clase de acción, directa o indirecta, dirigida a establecer algún tipo de comunicación con el mandatario destinada a instruirlo sobre la forma de administrar el patrimonio o una parte de él, sin perjuicio de las excepciones contempladas en esta ley.”

Posteriormente, Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:
 “Artículo 29.- La autoridad que haya constituido un mandato deberá abstenerse de ejecutar cualquiera clase de acción, directa o indirecta, dirigida a comunicarse con el mandatario con el objeto de instruirlo sobre la forma de administrar el patrimonio o una parte de él, sin perjuicio de las excepciones contempladas en esta ley.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 38

“Artículo 38.- Sólo podrán desempeñarse como mandatarios, para los efectos de esta ley, las personas jurídicas que a continuación se señalan y que se encuentren inscritas previamente en los registros a que se refiere el artículo siguiente:

a) Las corredoras de bolsa, los agentes de valores, las administradoras generales de fondos, las administradoras de fondos mutuos y las administradoras de fondos de inversión, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.

b) Las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile, con exclusión de los bancos extranjeros autorizados únicamente para mantener oficinas de representación o actuar como agentes de negocios de sus casas matrices.

c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero, siempre que cumplan con la fianza o garantía establecida en el artículo siguiente. Dichas entidades deberán cumplir, además, con los estándares internacionales que determine el reglamento, dispuestos por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, circunstancia que deberá ser acreditada ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o la Superintendencia de Valores y Seguros, según corresponda, las que deberán verificar tal circunstancia al momento de inscribir a la entidad en el registro respectivo. Asimismo, deberán designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación, en conformidad a los términos que señale la norma de carácter general que para estos efectos dictarán, en conjunto, las Superintendencias mencionadas.”.

Para este artículo se presentaron las siguientes indicaciones:

La indicación número 45 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para intercalar, a continuación de la expresión “Valores y Seguros”, lo siguiente: “y que se encuentren en la clasificación efectuada por dicha Superintendencia de más alta calificación y siempre que cumplan con la fianza o garantía establecida en el artículo siguiente”.

La indicación número 46 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para intercalar, después de la locución “casas matrices”, el siguiente texto: “, que se encuentren en la clasificación que haya efectuado la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras de más alta calificación y siempre que cumplan con la fianza o garantía establecida en el artículo siguiente”.

ARTÍCULO 39

“Artículo 39.- La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevarán, separadamente, un Registro Especial de Administradores de Mandato en el cual deberán inscribirse las personas jurídicas autorizadas a desempeñarse como mandatarios. Los registros estarán a disposición permanente del público y deberán publicarse en el sitio electrónico de las respectivas instituciones.

Las mencionadas Superintendencias establecerán, conjuntamente, mediante una norma de carácter general, los antecedentes e información específica que deberán acompañar en sus solicitudes de inscripción en el respectivo registro, quienes deseen desempeñarse como mandatarios para los efectos de esta ley.

Adicionalmente y con el objeto de garantizar el fiel y oportuno cumplimiento de su mandato, dichos mandatarios deberán constituir una caución o garantía irrevocable y pagadera a la vista, a beneficio fiscal. Esta caución o garantía deberá constituirse al momento de celebrar el primer contrato de mandato, constará en boleta bancaria de garantía  o póliza de seguro, emitida por entidades instituidas en Chile y será equivalente al 10% del valor del patrimonio que mediante dicho contrato se entregue en administración, con un tope de mil unidades tributarias mensuales.”.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. La señora Presidenta de la República, el siguiente texto:


“Artículo 26.- Sólo podrán desempeñarse como mandatarios, para los efectos de esta ley, las personas jurídicas que a continuación se señalan y que se encuentren inscritas previamente en los registros a que se refiere el artículo siguiente:


a) Las corredoras de bolsa, los agentes de valores, las administradoras generales de fondos, las administradoras de fondos mutuos y las administradoras de fondos de inversión, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.


b) Las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile.


c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero.  Dichas entidades deberán designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación, en conformidad a los términos que señale la norma de carácter general que para estos efectos dictarán, en conjunto, las Superintendencias mencionadas.”.


“Artículo 27.- La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevarán, separadamente, un Registro Especial de Administradores de Mandato en el cual deberán inscribirse las personas jurídicas autorizadas a desempeñarse como mandatarios. Dichos registros estarán a disposición permanente del público y deberán publicarse en el sitio electrónico de las respectivas instituciones.


Las mencionadas Superintendencias establecerán, conjuntamente, mediante una norma de carácter general, los antecedentes e información específica que deberán acompañar en sus solicitudes de inscripción quienes deseen desempeñarse como mandatarios para los efectos de esta ley.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, vuestra Comisión tiene por rechazadas por igual votación, las indicaciones números 45 y 46.

ARTÍCULO 40

“Artículo 40.-  La autoridad obligada a constituir un mandato no podrá designar como mandatario a una persona jurídica en la cual tenga o haya tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose esta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación, y a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores, gerentes o ejecutivos principales, tengan relación de parentesco hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad con la autoridad, o su cónyuge.

De manera previa o simultánea a la suscripción del mandato, el mandatario, debidamente representado, así como la autoridad obligada a su constitución, deberán emitir una declaración jurada por separado, indicando estar en conocimiento de lo señalado en este artículo y la ausencia de relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato.”.

La indicación número 46 A de la Honorable Senadora señora Allende, para intercalar, entre la palabra “cónyuge” y el punto final que le sigue, la expresión “o conviviente”.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:


“Artículo 30.- La autoridad obligada a constituir un mandato no podrá designar como mandatario a una persona jurídica en la cual dicha autoridad, su cónyuge, conviviente civil o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad tengan o hayan tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose esta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación.


Tampoco podrá designarse como mandatarios a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores, gerentes o ejecutivos principales, tengan relación de parentesco con la autoridad, su cónyuge, conviviente civil, o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.


En el acto de constitución del mandato, el mandatario, debidamente representado, así como la autoridad obligada a su constitución, deberán efectuar una declaración jurada de estar en conocimiento de lo señalado en este artículo y la ausencia de relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, la indicación número 46 A ha quedado aprobada con modificaciones por la misma votación anterior.

ARTÍCULO 41

“Artículo 41.- El mandatario deberá mantener su calidad de independiente en los términos definidos en el artículo anterior, durante todo el tiempo que dure el mandato. En el evento que por un hecho sobreviniente pierda tal carácter, deberá comunicarlo a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a la ocurrencia del hecho. Asimismo, deberá comunicarlo al mandante sólo una vez que haya sido autorizado expresamente por la respectiva Superintendencia.

El incumplimiento de esta obligación será sancionado en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.”.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:
“CAPÍTULO 4°

Obligaciones y prohibiciones del mandatario”.


“Artículo 31.- El mandatario deberá mantener su calidad de independiente en los términos definidos en el artículo anterior, durante todo el tiempo que dure el mandato. En el evento que por un hecho sobreviniente pierda tal carácter, deberá comunicarlo a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, a más tardar dentro de los cinco días hábiles desde que tome conocimiento del hecho. Asimismo, deberá comunicarlo al mandante sólo una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado al respecto.”.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 42

“Artículo 42.- El mandatario no podrá delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el mandante, expresamente, en la escritura de constitución del mandato, conforme con lo estipulado en el número 4) del artículo 33.

El mandatario no podrá encomendar la gestión de negocios específicos a personas que tengan con el mandante algún tipo de vínculo que afecte o pueda afectar su independencia en los términos señalados en el artículo 40, siendo responsabilidad del mandatario la elección de la o las personas a quienes encargue este tipo de comisiones, las cuales deberán cumplir con todos los demás requerimientos de esta ley, en especial el estar inscritas en el Registro de Mandatarios autorizados por las Superintendencias.”.

Se presentó la indicación número 47 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para intercalar, a continuación de las palabras “terceras personas”, la frase “inscritas en alguno de los Registros”.

Posteriormente, Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:

“Artículo 32.- El mandatario no podrá delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el mandante expresamente, en la escritura de constitución del mandato. Los terceros que se designen para la gestión de negocios específicos estarán sujetos a las mismas prohibiciones y obligaciones que se establecen para el mandatario.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, ha quedado rechazada, por la misma votación, la indicación número 47.

ARTÍCULO 43

“Artículo 43.- El mandatario que administre un mandato general tiene prohibido divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al mandante a saber el estado de las inversiones de este último.

La violación de este deber de reserva respecto de la gestión y administración de los bienes dados en mandato general, será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.”

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que consigna el siguiente texto:

“Artículo 33.- Se prohíbe al mandatario divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al mandante a conocer el estado de las inversiones de este último.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 44

“Artículo 44.- Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al mandante la información estrictamente necesaria para que este último declare y pague los impuestos que le correspondan por las rentas provenientes de los bienes a que se refiere el artículo 30, especialmente aquella que permita al mandante determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974.

Esta información deberá entregarse en términos que no se vulnere lo establecido en los artículos 43 y 47.

Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 48, constituirán un gasto necesario para producir la renta, conforme al artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sin perjuicio de las facultades generales del Servicio de Impuestos Internos.

El Servicio de Impuestos Internos deberá dictar las circulares, resoluciones u oficios, según corresponda, para la adecuada interpretación y aplicación de este artículo.”

El Honorable Senador señor Larraín preguntó cómo se hace la consolidación tributaria para efectos de la declaración del impuesto global complementario, en circunstancias que solo se entrega una parte del patrimonio, por lo que solicitó ser más explícito.

Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar destacó que se le exige al mandatario que entregue oportunamente al mandante la información necesaria para que realice su declaración de impuestos, y el Servicio de Impuestos Internos deberá dictar las normas necesarias.

Llamó la atención sobre el hecho que no hay sanción para el caso que el mandatario entregue información equivocada o errónea al mandante, pues éste último no tiene posibilidad de verificar si lo que se le está entregando es lo suficiente o lo correcto.

Dado lo anterior, se propuso incorporar una norma respecto del actuar del mandatario que perjudique finalmente al  mandante y precaver la situación del mandante que incurre en una sanción tributaria por el hecho de un tercero.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que consigna el siguiente texto:


“Artículo 34.- Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al Servicio de Impuestos Internos una declaración jurada con la información necesaria para determinar la procedencia de los impuestos que correspondan por las rentas q2e administre conforme a los artículos 28 y 23 de este título, especialmente aquella información que permita determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974. El mandatario deberá oportunamente enviar copia de dicha declaración jurada al mandante para que éste efectúe su declaración de impuestos. 


Esta información que provea el mandatario deberá entregarse en términos que no se vulnere lo establecido en los artículos 31 y 33.


El mandatario será responsable por la información inexacta, inoportuna o incompleta que entregue al Servicio de Impuestos Internos de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero de este artículo. Asimismo, el mandante se encontrará exento de responsabilidad por las actuaciones del mandatario en esta materia.


Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 38, recibirán el tratamiento de un gasto necesario para producir la renta en los términos del artículo 31 de la ley de la renta, o bien podrán ser rebajados de la base imponible del Impuesto Global Complementario.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 45

“Artículo 45.- El mandatario deberá, con cargo a la parte del patrimonio sobre la que se constituyó el mandato, proveer de fondos al mandante cada vez que éste así lo solicite, no pudiendo este último indicar la forma de obtenerlos ni el primero informar acerca de la fuente específica.

En ningún caso el mandante podrá invertir los fondos referidos en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de constituir un mandato o de enajenar, en atención al cargo que desempeña.”.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:

“Artículo 35.- El mandatario deberá, con cargo a la parte del patrimonio sobre la que se constituyó el mandato, proveer de fondos al mandante cada vez que éste así lo solicite, no pudiendo este último indicar la forma de obtenerlos ni el primero informar acerca de la fuente específica.


En ningún caso el mandante podrá invertir los fondos referidos en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de constituir un mandato o de enajenar, en atención al cargo que desempeña.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 46

“Artículo 46.- El mandatario deberá proporcionar anualmente al mandante y a la Superintendencia de Valores y Seguros  o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, una memoria escrita razonada, que tendrá el carácter de reservada, acerca de la situación general del patrimonio administrado, acompañada de un estado general de ganancias y pérdidas.

Las mencionadas Superintendencias establecerán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, el contenido mínimo de la memoria y la forma en que ésta deberá ser presentada.”.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone la siguiente redacción:


“Artículo 36.- El mandatario deberá proporcionar anualmente al mandante y a la Superintendencia de Valores y Seguros  o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, una cuenta escrita fundada, que tendrá el carácter de reservada, acerca de la situación general del patrimonio administrado, acompañada de un estado general de ganancias y pérdidas.


Las mencionadas Superintendencias establecerán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, el contenido mínimo de la cuenta y la forma en que ésta deberá ser presentada.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 47

“Artículo 47.-  Queda estrictamente prohibido al mandatario comunicarse, por sí o por interpósita persona, con el mandante, para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Esta prohibición se extiende, además, a las personas relacionadas con el mandante o que tengan interés, directo o indirecto, en el mandato, según los criterios determinados en el artículo 40.

El mandante no podrá exigir al mandatario que le rinda cuenta mientras el mandato se mantenga vigente.

La infracción a esta prohibición será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.

Excepcionalmente se permitirán comunicaciones por escrito entre el mandatario y el mandante, las que deberán ser, en todo caso, previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y sólo podrán versar sobre resultados globales del mandato, giros a beneficio del mandante, pérdida de la calidad de independiente del mandatario, declaración y pago de impuestos y modificación a las instrucciones del mandato, en conformidad a esta ley.”.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, con el siguiente texto:


“Artículo 37.- Se prohíbe al mandatario comunicarse, por sí o por interpósita persona, con el mandante, para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Esta prohibición se extiende, además, a las personas relacionadas con el mandante o que tengan interés, directo o indirecto, en el mandato, según los criterios determinados en el artículo 30.


El mandante no podrá exigir al mandatario otra cuenta que la señalada en el artículo anterior mientras el mandato se mantenga vigente.


Excepcionalmente se permitirán comunicaciones por escrito entre el mandatario y el mandante, las que deberán ser, en todo caso, previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y sólo podrán versar sobre resultados globales del mandato, giros a beneficio del mandante, pérdida de la calidad de independiente del mandatario, declaración y pago de impuestos, en conformidad a esta ley.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 48

“Artículo 48.- La constitución del mandato dará derecho al mandatario a recibir una remuneración por sus servicios, la que será determinada por las partes en el acto de constitución.”.

Se presentó la indicación número 48 Del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para sustituirlo por el que sigue:

“Artículo 48.- La constitución del mandato dará derecho al mandatario a recibir una remuneración por sus servicios, la que se sujetará a un ranking de honorarios determinados por la Superintendencia de Valores y Seguros en conjunto con la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en función del patrimonio que deberá administrar.”.

- Sometida a votación la indicación número 48, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que consigna la siguiente redacción:

“Artículo 38.- La constitución del mandato dará derecho al mandatario a recibir una remuneración por sus servicios, la que será determinada por las partes en el acto de constitución.”.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 49

“Artículo 49.- Los gastos incurridos por el mandatario en el desempeño de su cargo le serán abonados con cargo a los recursos que administra a medida que éstos se vayan devengando, y de conformidad a las normas que se fijen en el mandato.”.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, propone el siguiente texto:
“Artículo 39.- Los gastos necesarios incurridos por el mandatario en el desempeño de su cargo le serán abonados con cargo a los recursos que administra a medida que éstos se vayan devengando, y siempre de conformidad a las normas que se fijen en el mandato.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 50

“Artículo 50.- El mandato termina por las siguientes causales:

1) Por la cesación de la función pública del mandante;

2) Por la revocación expresa del mandante;

3) Por la renuncia del mandatario;

4) Por la muerte del mandante o la disolución del mandatario;

5)  Por la declaración de quiebra o insolvencia del mandante;

6) Por la declaración de quiebra, liquidación forzosa o insolvencia del mandatario;

7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 40;

8) Por suspensión del Registro del Mandatario, por haber incurrido éste en alguna de las conductas establecidas en los artículos 41, 43 ó 47, y

9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 39.”.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:
 “Artículo 40.- El mandato especial termina por las siguientes causales:

1) Por la cesación en el ejercicio del cargo del mandante;

2) Por la revocación expresa del mandante;

3) Por la renuncia del mandatario;

4) Por la muerte del mandante o la disolución de la persona jurídica que ejerce la función de mandatario;

5) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandante;

6) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandatario;

7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 31;

8) Por suspensión del Registro del Mandatario, por haber incurrido éste en alguna de las conductas establecidas en los artículos 33, 32 ó 37, y

9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 27.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 51

“Artículo 51.- Expirado el mandato por renuncia o pérdida sobreviniente de la calidad de independiente del mandatario, este último, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante la parte del patrimonio que le fue encomendada, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, tan pronto como fuere posible.

En caso de muerte del mandante, el mandatario deberá entenderse, para los efectos del inciso anterior, con los herederos del mandante fallecido.

En el caso de disolución del mandatario, la obligación señalada en el inciso primero, deberá ser cumplida íntegramente por sus liquidadores.

En los casos de quiebra del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el síndico hasta la designación del nuevo mandatario.

En todo caso, para los efectos de lo señalado en este artículo, el mandatario saliente o sus representantes continuarán, hasta la designación del nuevo mandatario, siendo responsables de la gestión encomendada en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que resulten indispensables para una adecuada protección de la parte del patrimonio encomendada, como del cumplimiento de todas las obligaciones asumidas en el ejercicio del mandato.

La rendición de cuentas efectuada por el mandatario saliente será pública. El reglamento determinará el procedimiento de rendición de cuentas al que hace referencia este artículo.”.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:

“Artículo 41.- Expirado el mandato especial por las causales señaladas en el artículo anterior, el mandatario, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante el patrimonio que le fue encomendada, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, en el plazo de diez días desde la expiración.


En caso de muerte del mandante, el mandatario deberá entenderse, para los efectos del inciso anterior, con los herederos del mandante fallecido.


En el caso de disolución de la persona jurídica del mandatario, la obligación señalada en el inciso primero, deberá ser cumplida íntegramente por sus liquidadores.


En los casos de declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el síndico hasta la designación del nuevo mandatario.


En todo caso, para los efectos de lo señalado en este artículo, el mandatario saliente o sus representantes continuarán, hasta la designación del nuevo mandatario, siendo responsables de la gestión encomendada en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que resulten indispensables para una adecuada protección de la parte del patrimonio encomendada, como del cumplimiento de todas las obligaciones asumidas en el ejercicio del mandato.


La rendición de cuentas efectuada por el mandatario saliente será pública. El reglamento determinará el procedimiento de rendición de cuentas al que hace referencia este artículo.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 52

“Artículo 52.- Al término del mandato, el mandante cumplirá en todo caso las obligaciones pendientes contraídas por el mandatario.”.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:

“Artículo 42.- Al término del mandato especial, el mandante cumplirá en todo caso las obligaciones pendientes contraídas por el mandatario.”.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 53

“Artículo 53.- El Presidente de la República, los senadores y diputados y el Contralor General de la República estarán obligados a enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de:
1) Empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre y cuando la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.

2) Empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones de radiodifusión televisiva  de libre recepción. También deberán enajenar o renunciar a su participación en la propiedad de las empresas que exploten, a cualquier título, otras concesiones, cuando la participación de la autoridad sea igual o superior al 5% del capital social de la empresa que explote la concesión y sus contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento.

Por su parte, los ministros de Estado deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de:

1) Empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre y cuando la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.

2) Empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.

Los subsecretarios y los intendentes deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.

Los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios de los servicios descentralizados estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de todas aquellas entidades sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a su fiscalización.

Los alcaldes estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de aquellas entidades que tengan contratos vigentes con la municipalidad cuyo objeto diga relación con funciones de aseo y ornato de la comuna respectiva, o exploten, a cualquier título, concesiones municipales de cualquier tipo dentro de su comuna.

De igual forma y, según corresponda, deberán enajenarse o renunciarse a las participaciones antes señaladas cuando los titulares de éstas sean comunidades o sociedades que conformen el grupo empresarial en que la autoridad tenga la calidad de controlador o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.

La enajenación o renuncia a que se refiere este artículo deberá ser efectuada por la autoridad o por la entidad propietaria en el caso contemplado en el inciso precedente, dentro del plazo de ciento veinte días siguientes contado desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades. El producto de dichas ventas no podrá ser invertido por ella en bienes que puedan quedar sujetos  a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.

La autoridad que no cumpla con la obligación de enajenación o renuncia de su participación en conformidad a lo dispuesto precedentemente, será sancionada según lo establecido en el artículo 56.

La enajenación o renuncia de las acciones a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.

Para los efectos de este artículo, no se considerará como intempestiva la renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición.”.

Para este artículos se presentaron las siguientes indicaciones: la indicación número 48 A de S.E. el señor Presidente de la República, para intercalar en el numeral 1), a continuación de la frase “La Contraloría General de la República determinará,” la expresión “previo informe de la Dirección de Compras y Contratación Pública,” y la indicación número 48 B también de S.E. el señor Presidente de la República, para intercalara en su numeral 1), a continuación de la frase “La Contraloría General de la República determinará,” la expresión “previo informe de la Dirección de Compras y Contratación Pública,”.

-Las indicaciones números 48 A y 48 B fueron retiradas.

El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que las autoridades o el Presidente de la República simplemente deben liquidar su inversión en empresas que proveen al Estado, sin excepción y con independencia del porcentaje de la propiedad.

Enseguida, el Honorable Senador señor Quinteros señaló que se debe tener presente que esta norma es aplicable solo a las autoridades que se señalan en ella, y luego vendrá un tratamiento diferenciado para las autoridades locales.

El Ejecutivo indicó que la discusión en su oportunidad estuvo centrada en el monto y en el porcentaje de propiedad que se tiene en ellas, y en este sentido, el monto dice a su vez relación con el ámbito de competencia de las distintas autoridades, razón por la cual se les dio un tratamiento separado en normas distintas.

Agregó que el deber de enajenar apunta a conflicto de interés que no se resuelven con el deber de abstención, donde siempre se entiende latente la posibilidad de influencia de la autoridad.

El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que se ha establecido un sistema de mandato optativo cuando se trate de acciones o valores transado en bolsa, de modo que entiende que esta norma viene a precaver el conflicto de interés o intervención indebida  en las autoridades del Estado. En este sentido, agregó que en su opinión, no deben tener participación en dichas empresas como una forma de  protección a la misma autoridad.

Luego, el Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que el ámbito de aplicación de la norma está claramente estipulado y no los involucra a todos. Agregó que en su opinión, la autoridad debe estar ajena a todo este tipo de situaciones.

Por su parte, la personera de Gobierno indicó que podría ser conveniente acotar esta norma a los contratos vigentes y evitar cualquier suspicacia respecto de las autoridades para ejercer algún tipo de influencia que pudiera resultar indebida.

El Honorable Senador señor Larraín propuso mantener en la norma la alusión a los contratos vigentes, pero al mismo tiempo, fue partidario de prohibir todo nuevo contrato.

En sesión posterior la Comisión abordó nuevamente la obligación de enajenar, en el sentido de establecer si se consideraría un monto de valor de contratos o un porcentaje respecto de ellos, o bien optar por la prohibición total.

El Honorable Senador señor Quinteros planteó que a su juico debe existir la prohibición total, que es la misma posición que compartió el Honorable Senador señor Zaldívar, quien agregó que se debe considera un plazo que le permita cumplir con la norma.

Sobre la aplicación de esta norma a los ministros de Estado, al igual que al Presidente de la República y al Contralor General el Honorable Senador señor Zaldívar llamó la atención sobre que ello no se asimila a lo que rige para los subsecretarios, ya que para estos últimos no se considera porcentaje, de tal manera que planteó que respecto de los ministros podría acotarse al ámbito de su competencia en lugar de aplicar la norma general.
La señora Subsecretaria indicó que se han recogido todas las inquietudes planteadas, de manera que para el cargo de Presidente de la República se considera una prohibición absoluta, de modo que deberá enajenar o renunciar  a su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes y servicios al Estado o a sus organismos, o propiedad en empresas sujetas a tarifas reguladas o que exploten a cualquier título concesiones de radiodifusión, televisivas u otras.

En cuanto al Contralor General, también existe obligación de enajenar en los mismos términos anteriores con respecto a empresas vinculadas al Estado y se agrega que su participación en otras empresas lo obligará cuando sea superior al 1% del capital social de ella o los contratos superen en su conjunto, las cien mil U.F.

Dicho esto, la señora Ministra manifestó su acuerdo con la propuesta que se planteó por la Comisión en el sentido de igualar al Contralor con el Presidente de la República y a los Senadores y Diputados, y respecto de los Ministros, sólo en el ámbito de su competencia.

El Honorable Senador señor Espina enfatizó que de acuerdo a los criterios establecidos por la Comisión, tratándose del Presidente de la República, Contralor General, Senadores y Diputados, se les aplicará la misma regla que les impide tener cualquier participación en empresas proveedoras de bienes y servicios al Estado o sus organismos, sin límite, y empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o exploten a cualquier título concesiones de radiodifusión o televisiva.

Acordado lo anterior, hizo presente que conforme a una propuesta anterior, la persona debe cumplir con las disposiciones de esta ley una vez que se asume el cargo, por lo que se debe considerar un plazo razonable.

La personera de Gobierno propuso establecer un plazo de seis meses, sin perjuicio de ejercer el deber de abstención en los casos que proceda.

El Honorable Senador señor Zaldívar estimó que este plazo era suficiente en el caso del Presidente y del Contralor, no obstante que en el caso de los ministros, tendrá que analizarse la situación y tendrá que ver si puede o no ejercer el cargo.

En la misma línea, el asesor señor Urquiza propuso el mismo plazo del fideicomiso (noventa días) y que dicho plazo no se exprese en meses, sino que en días.

Luego, se adoptó el acuerdo de considerar en esta noma un plazo de noventa días hábiles para el Presidente, el Contralor, Diputados y Senadores, sin límite de montos.

Respecto de los ministros de Estado y subsecretarios, el Honorable Senador señor Quinteros opinó que limitarlo sólo al área que le compete y no a otras empresas, no resultaba apropiado.
Una opinión contraria manifestó el Honorable Senador señor Espina, quien señaló que en este caso los ministros y subsecretarios debieran tener la misma inhabilidad que los demás, pero sujetos al ámbito de su competencia.

Enseguida, el Honorable Senador señor Zaldívar propuso que en una misma norma se consideraran a los ministros de Estado y subsecretarios, gobernadores e intendentes, dentro del ámbito de su competencia.

En síntesis, el Honorable Senador señor Espina señaló que la norma se aplicaría de la siguiente forma: Presidente, Contralor, Ministros de Estado y el quedan con prohibición total respecto de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos y empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.

Luego, señaló que los Ministros, subsecretarios y el Intendente, empresas que se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.

El Ejecutivo indicó que la responsabilidad del Presidente y de los ministros corresponde a una responsabilidad política, razón por la cual se establece la comunicación a la Honorable Cámara de Diputados.

El Honorable Senador Zaldívar señaló que debiese estudiarse una norma general para el caso que una persona sea obligada a vender acciones o bienes raíces, y se produce ganancia de capital, para establecer cuál es el efecto tributario que se le podría producir en ese caso.

Enseguida el Honorable Senador señor Espina indicó que se debe dar alguna salida a este tema para que el ingreso al servicio público no esté tan lleno de obstáculos que no se justifican.




Ante una consulta surgida al seno de la Comisión respecto de la situación de los miembros de los tribunales de justicia que puedan estar en esta situación, el Ejecutivo señaló que se trata de una situación distinta, pues ellos no inciden en políticas de carácter general, sino que se limitan a resolver casos concretos.

No obstante lo anterior, el Honorable Senador señor Zaldívar solicitó se revisa este artículo a la luz de la normativa que sobre esta materia se contienen en el Código Orgánico de Tribunales, pues ellas se aplican en materia de inhabilidades.

El Honorable Senador señor Espina señaló que esta normativa está dirigida a las autoridades, a quienes gobiernan o legislan, y el caso de los miembros del Poder Judicial o del Ministerio Público, independientemente que puedan revisarse a la luz de esta normativa, cuentan con varias disposiciones que regulan esta materia.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:

“Capítulo 3°

De las enajenaciones a que obliga esta ley


“Artículo 43.- Las autoridades que se señalan en este artículo deberán enajenar, o renunciar de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad sobre los bienes que se indican a continuación:


1.
El Presidente de la República, los diputados, los senadores y el Contralor General de la República, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos y respecto de empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, incluidas las concesiones de radiodifusión televisiva  de libre recepción.

2.
Los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios, respecto de  su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o sus organismos y respecto de empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas expresa y directamente con el ámbito de su competencia o bien sujetas, de acuerdo a la ley, a su fiscalización.

3.
Los alcaldes, respecto de su participación en la propiedad de aquellas entidades que tengan contratos vigentes con la municipalidad o exploten, a cualquier título, concesiones municipales dentro de su comuna.


Sin perjuicio de las prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades establecidas en la Constitución o en leyes especiales, la enajenación o renuncia a que se refiere este artículo deberá ser efectuada por la autoridad, dentro del plazo de ciento veinte días contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades. El producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes sujetos  a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.


La enajenación o renuncia de las acciones a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.


La renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición no se considerará intempestiva para efectos de los artículos 2110 y siguientes del Código Civil.”.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 54

“Artículo 54.- Corresponderá a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, velar porque las personas jurídicas que se desempeñen como mandatarios cumplan las normas de esta ley.

Corresponderá a la Contraloría General de la República velar porque las autoridades obligadas en este Título, den cumplimiento a sus disposiciones. En el caso de los senadores y diputados, corresponderá a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, velar por el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta ley. Por su parte, corresponderá a la Cámara de Diputados velar por el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta ley, por parte del Contralor General de la República.”.

Para este artículo se presentó la indicación número 49 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para reemplazar, en su inciso primero, la expresión “a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia”, por “al Superintendente de Valores y Seguros o al Superintendente”.

La indicación número 49 A de S.E. el señor Presidente de la República, para reemplazar en su inciso segundo la expresión “Cámara de Diputados” por “Corte Suprema”

-Esta indicación fue retirada.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:
Capítulo 4°

Fiscalización y sanciones por la infracción de las disposiciones de este título y procedimiento de reclamación


Artículo 44.- Corresponderá velar por el cumplimiento de las disposiciones de este título:


1)
A la Contraloría General de la República respecto de las autoridades de la Administración del Estado obligadas.


2)
A la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, respecto de las personas jurídicas que se desempeñen como mandatarios.


3)
A las Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria de la cámara que correspondan, respecto de los senadores y diputados.


4)
A la Cámara de Diputados respecto del Contralor General de la República.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

En consecuencia, la indicación número 49, ha quedado rechazada por la misma votación.
ARTÍCULO 55

“Artículo 55.- Para el eficaz ejercicio de las funciones de la Superintendencia de Valores y Seguros y de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, el mandatario designado no podrá negarse a entregar la información que estos organismos le soliciten.

En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, se aplicará una multa a beneficio fiscal, hasta por un monto global por sociedad equivalente a trescientas unidades tributarias mensuales.”.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:


“Artículo 45.- Las sanciones establecidas para las autoridades de la Administración del Estado señaladas en este Título, serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 52 de esta ley.


En ejercicio de su rol fiscalizador, la Contraloría podrá requerir información a las autoridades obligadas por este Título y a quienes ejerzan como mandatarios conforme a este título.


En todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
ARTÍCULO 56

“Artículo 56.-  Transcurrido el plazo señalado en el artículo 53 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación de la participación en conformidad con lo dispuesto en dicho artículo, o bien, transcurridos los plazos señalados en el artículo 31 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será notificada por la Contraloría General de la República de dicha circunstancia. A partir de la notificación, contará con un plazo de diez días para subsanar su situación. Expirado este plazo, la autoridad en mora será sancionada con multa, a beneficio fiscal, de hasta trescientas unidades tributarias mensuales.

La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior podrá ser considerada, además, como una vulneración grave al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que procedan. En el caso del Presidente de la República y los ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar esta situación de incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.

En el caso del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.”.

Se presentó la indicación número 49 B de S.E. el señor Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 56.- Transcurrido el plazo señalado en el artículo 53 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación de la participación en conformidad con lo dispuesto en dicho artículo, o bien, transcurridos los plazos señalados en el artículo 31 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será notificada por la Contraloría General de la República de dicha circunstancia. A partir de la notificación, contará con un plazo de diez días para subsanar su situación. Corresponderá al Contralor General de la República determinar si el referido incumplimiento amerita ordenar la instrucción de un procedimiento disciplinario para esclarecer la eventual responsabilidad administrativa que pudiera afectar al infractor.

En el caso del Presidente de la República y los Ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar, en caso de incumplimiento reiterado, a la Cámara de Diputados para los fines que sean pertinentes.”.

-Esta indicación fue retirada.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:

“Artículo 46.-  Transcurrido el plazo señalado en el artículo 46 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación, o bien, transcurridos los plazos señalados en el artículo 24 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será apercibida por la Contraloría General de la República para que dé cumplimiento a dicha obligación. A partir de la notificación, la autoridad contará con un plazo de diez días para subsanar su situación. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. Expirado este plazo, la autoridad infractora será sancionada con multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.


La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior será considerada, además, como una falta al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que procedan. 


Tratándose del Presidente de la República y los ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar del  incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.


En el caso del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de este título.”.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
ARTÍCULO 57

“Artículo 57.- La vulneración por el mandante de la obligación contenida en el artículo 37, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de hasta mil unidades tributarias mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción.

Adicionalmente, la infracción referida, podrá ser considerada, además, como una vulneración grave al principio de probidad administrativa, para lo cual se procederá conforme a lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo anterior, según corresponda.

Por su parte, la vulneración por el mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 41, 43 y 47, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de hasta mil unidades tributarias mensuales y cancelación por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario.”.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:


“Artículo 49.- La vulneración por el mandante de las obligaciones contenidas en los artículos 29 y 30, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de cincuenta a mil unidades tributarias mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción. La infracción referida será considerada como una falta al principio de probidad administrativa.


Por su parte, la vulneración por el mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 31, 33, 36 y 37 será sancionada con multa a beneficio fiscal, de cincuenta a dos mil unidades tributarias mensuales y cancelación por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
ARTÍCULO 58

“Artículo 58.-  Las multas que esta ley establece para las personas jurídicas que se desempeñen como mandatario serán aplicadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores, gerentes, dependientes o inspectores de cuentas o liquidadores.

Los procedimientos sancionatorios que la Superintendencia de Valores y Seguros inicie, se regirán por lo dispuesto  en el Título III del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.

Por su parte, los procedimientos que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras inicie, se regirán por lo dispuesto en el párrafo 3 del Título I de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda.

En caso de reincidencia en el incumplimiento de cualquiera de las normas de esta ley, el infractor podrá ser sancionado hasta por el doble del máximo de las multas aplicables. Se considerará reincidencia una nueva infracción a cualquiera de las disposiciones de esta ley. En caso que sea el mandatario el que reincida, se aplicará la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario respecto de los contratos regidos por esta ley.

Las sanciones establecidas en esta ley para las autoridades señaladas en este Título, serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 10.336, sobre Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.

En todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.”.

La indicación número 49 C de S.E. el señor Presidente de la República, para agregar en su inciso quinto, la siguiente oración final: “En el caso de los Senadores y Diputados, las sanciones serán aplicadas por las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.”.

-Esta indicación fue retirada.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:


“Artículo 47.-  Las multas que este título establece para las personas jurídicas que se desempeñen como mandatario serán aplicadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores, gerentes, dependientes o inspectores de cuentas o liquidadores.


Los procedimientos sancionatorios que la Superintendencia de Valores y Seguros inicie, se regirán por lo dispuesto  en el Título III del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.


Por su parte, los procedimientos que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras inicie, se regirán por lo dispuesto en el párrafo 3 del Título I de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997.


En caso de reincidencia, se aplicará la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario respecto de los contratos regidos por esta ley.”
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
o o o

Dentro del nuevo plazo para presentar indicaciones, se presentó la indicación número 53 de S.E. La señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto, nuevo:
“Artículo 48.- Las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, para el eficaz ejercicio de las funciones podrán requerir información al mandatario designado.

En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, se aplicará una multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
ARTÍCULO 59

“Artículo 59.- Las sanciones contempladas en este Capítulo, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.

La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.

La reclamación deberá ser fundada y acompañar los documentos probatorios en que se base.

En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, el procedimiento de reclamación se regirá por lo dispuesto en los artículos 22 y 23 de dicha ley.”.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:


“Artículo 50.-  Las sanciones contempladas en este título, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones del domicilio del reclamante, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.


La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.


La reclamación deberá ser fundada y acompañar los documentos probatorios en que se base.


En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, el procedimiento de reclamación se regirá por lo dispuesto en los artículos 22 y 23 de dicha ley.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
o o o

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propuso el siguiente texto, nuevo:

“Artículo 51.- Las responsabilidades de las autoridades y funcionarios establecidas en este título se podrán hacer efectivas en el término de cuatro años desde la fecha de la infracción respectiva y no se extinguirán por el cese de funciones.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
o o o

ARTÍCULO 60

“Artículo 60.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 101 de la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:

“Del mismo modo, le serán aplicables las obligaciones establecidas en el inciso primero al mandatario respecto de las rentas que provengan de los bienes que le han sido entregados en mandato especial de administración de cartera. El referido informe deberá ser presentado en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.”.

o o o

La indicación número 49 D de S.E. la señora Presidenta de la República, para agregar como artículo 60, nuevo, el siguiente:

“Artículo 60.- Intercálase la siguiente letra n, nueva, en el inciso primero del artículo 7° del Artículo 1° de la ley N° 20.285:

“n) Las declaraciones de patrimonio e intereses que deban efectuar los funcionarios y autoridades de conformidad a la ley.”.”.

-Esta indicación fue retirada.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. La señora Presidenta de la República, que consigna el siguiente texto:

“Artículo 52.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 101 de la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:


“Del mismo modo, le serán aplicables las obligaciones establecidas en el inciso primero al mandatario respecto de las rentas que provengan de los bienes que le han sido entregados en mandato especial de administración de cartera. El referido informe deberá ser presentado en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.”.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
ARTÍCULO 61

“Artículo 61.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840:

a) Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:

1.- Suprímense en el inciso primero las expresiones que siguen al punto seguido, el que pasa a ser punto final.

2.- Sustitúyese el inciso final por los tres siguientes:

“Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar, bajo juramento y mediante instrumento protocolizado en una notaría del domicilio del Banco, la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. La declaración jurada deberá efectuarse en los términos antedichos, con las mismas formalidades, al momento de dejar el cargo.

Asimismo, y sin perjuicio de lo señalado en el artículo 90, será aplicable, en este caso, la exigencia de efectuar la declaración jurada de intereses y patrimonio a que se refieren los artículos 5°, 7° y 8° de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés, otorgada y protocolizada ante notario, ciñéndose para ello a los requisitos y formalidades aplicables a las demás autoridades sujetas a dicha obligación. Una copia de la respectiva declaración deberá ser publicada en el sitio electrónico del Banco. Dicha exigencia será también aplicable, en los mismos términos mencionados, a las personas que desempeñen los cargos de Fiscal, Revisor General y a todas aquellas otras que de conformidad con el Reglamento del Personal del Banco, tengan el carácter de empleados superiores de la institución, como asimismo, a quien ejerza la función de ministro de fe en las actuaciones del Consejo y del Banco.

La declaración de intereses y patrimonio antedicha, deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes contados desde la fecha de la asunción del cargo. Además, deberá actualizarse cada cuatro años o transcurridos treinta días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Sin perjuicio de lo anterior, la misma actualización deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes de concluir sus funciones el declarante.”.

b) Intercálase el siguiente artículo 14 bis, pasando el actual a ser 14 ter:

“Artículo 14 bis.- Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere el artículo anterior, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice o complemente   dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento. La formulación de cargos dará al declarante afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes contados desde la última diligencia.

En todo caso, el declarante afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69.

La omisión inexcusable o la inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará, tratándose de los consejeros, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 15, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar. En el caso de los demás declarantes, el Consejo adoptará las sanciones y demás medidas que correspondan.”.

c) Incorpórase en el Párrafo I del Título II, el siguiente artículo 14 quáter, nuevo:

“Artículo 14 quáter.- Los miembros del Consejo, cuyo patrimonio esté conformado por bonos u otro tipo de inversión en títulos de renta fija emitidos por empresas bancarias, así como por acciones o cualquiera de las inversiones mencionadas en otra institución sujeta a la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, deberán dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que asuman legalmente sus funciones, constituir por escritura pública, el mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores a que se refiere la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés.

Una copia de dicha escritura pública deberá publicarse por una sola vez en el mismo sitio electrónico institucional  en que el Banco da cumplimiento a las disposiciones del artículo 65 bis de esta ley, dentro de los cinco días siguientes a la fecha de constitución del mandato. En el mismo plazo, y para efectos de su custodia y fines de información general, el consejero respectivo deberá remitir copia autorizada de la referida escritura, al ministro de fe del Banco. El consejero sujeto a los requisitos aplicables a las demás autoridades, podrá igualmente modificar las instrucciones generales del mandato para lo cual deberá dar cumplimiento a las formalidades indicadas precedentemente.

El consejero que con posterioridad a la constitución del mandato a que se refiere esta disposición, adquiera cualquier activo de los señalados en el inciso primero, deberá ampliar dicho mandato o constituir uno nuevo, dentro del plazo de treinta días desde que se produzca el hecho, debiendo observar las mismas formalidades descritas en los incisos precedentes.

Sin perjuicio del cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 14 de esta ley, y dentro del plazo de ciento veinte días contado desde la fecha de asunción en el cargo, los miembros del Consejo estarán obligados a enajenar o renunciar a la totalidad de la participación que posean en la propiedad de empresas proveedoras de bienes y servicios al Banco, cuyos contratos vigentes en   un período anual superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre que la participación del consejero exceda el 5% del capital de dicha empresa; como también en entidades que se encuentren sujetas a la exigencia de autorización, licencia, permiso o informe previo del Banco, que incida en el desarrollo de su objeto estatutario. En todo caso, el producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de enajenar.

De igual forma, deberá enajenarse la participación en los valores antes señalados que pertenezcan a sociedades o entidades que conformen el grupo empresarial en que el consejero tenga la calidad de controlador o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.

Si por cualquier causa algún miembro del Consejo adquiriere una participación en alguna de las empresas a que se refieren los incisos anteriores, estará obligado a enajenarla en el plazo de treinta días contado desde que se verifique el hecho.”.

d) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 15 por el siguiente:

“Igual acusación podrá ser deducida contra los miembros del Consejo que omitan inexcusablemente o incluyan a sabiendas información inexacta en la declaración de incompatibilidades o, de intereses y patrimonio, a que se refiere el artículo 14; o que incumplan la obligación de constituir el Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores o de enajenación de acciones o renuncia de participación social prevista en el artículo 14 quáter.”.

e) Derógase la letra b) del artículo 23, pasando la letra c) a ser b).

f) Agrégase el siguiente artículo 10 transitorio:

“Artículo 10.- Los consejeros en actual ejercicio deberán dar cumplimiento a las obligaciones a que se refiere el artículo 14 quáter, dentro del mismo plazo previsto para las demás autoridades sujetas a las disposiciones de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés.”.

Para este artículo ese presentaron las siguientes indicaciones:

La indicación número 49 E de S.E. el señor Presidente de la República, para suprimir el numeral 1.

-Esta indicación fue retirada.

La indicación número 49 F de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar la palabra “tres” por “cuatro”.

La indicación número 49 G de S.E. la señora Presidenta de la República, es para reemplazar la frase “declaración jurada de intereses y patrimonio” por “declaración de intereses y patrimonio”.

La indicación número 49 H de S.E. la señora Presidenta de la República, propone reemplazar la oración “Una copia de la respectiva declaración deberá ser publicada en el sitio electrónico del Banco.” por “La declaración deberá ser efectuada en un formato de datos abiertos reutilizables, y se publicará en el sitio electrónico del Banco.”.

La indicación número 49 I de S.E. la señora Presidenta de la República, propone como párrafo final, nuevo, del número 2 de la letra a), el siguiente:

“La declaración y sus modificaciones revestirán, para todos los efectos legales, la calidad de declaraciones juradas.”.

La indicación número 50 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propone suprimir, en el inciso primero del artículo 14 quáter que propone, el término “Discrecional”.

La indicación número 51 del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, para eliminar, en el inciso segundo propuesto, la palabra “Discrecional”.

- Puestas en votación la indicaciones  números 49.F a 51, fueron rechazadas  por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, y Zaldívar.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. La señora Presidenta de la República, que propone el siguiente texto:

“Artículo 53.- Introdúcese la siguiente modificación en la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840:

- Sustitúyese la oración final del inciso final de su artículo 14 por la siguiente:


“Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar su estado de situación patrimonial; las actividades profesionales y económicas en que participen, y la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. Esta declaración jurada deberá efectuarse de conformidad a lo dispuesto en la Ley Sobre Probidad en la Función Pública y prevención de los conflictos de interés.”.”.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
o o o

La indicación número 52 Del Honorable Senador señor Harboe, propone agregar como artículo 61 bis, nuevo, el siguiente:

“Artículo 61 bis.- Remplazase el inciso tercero del artículo 56 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado,  cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el  decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000,  por los siguientes:

Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, quienes hubiesen ejercido funciones directivas o profesionales en instituciones fiscalizadoras o reguladoras, no podrán desempeñarse en actividades que impliquen una relación laboral con entidades del sector privado sujetas a la fiscalización del organismo respectivo, ni tener participación por sí o a través de terceros, en personas jurídicas que sean fiscalizadas o reguladas por el correspondiente organismo, ni establecer, a su respecto, algún vínculo pecuniario o comercial.

La transgresión a las prohibiciones a que se refiere este artículo, así será sancionada con la inhabilidad para ejercer cargos públicos, que tendrá una duración de tres años.

Las personas naturales o jurídicas deberán exigir a quienes se hubiesen desempeñado en los cargos indicados en el inciso primero, antes de constituir con ellos alguno de los vínculos laborales o comerciales a que se refiere este artículo, una declaración jurada en el sentido de no encontrarse afectados por las respectivas inhabilidades.

De las infracciones a lo establecido en este artículo conocerán los juzgados de letras y se tramitarán de acuerdo a las normas del juicio sumario del Título XI del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil.”.

En este punto, se señaló que se trata de una materia más amplia que requiere de un estudio más completo pues requiere una regulación más compleja, de modo que excede el propósito de la presente iniciativa.

- Sometida a votación la indicación número 52, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, y Zaldívar.


Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, propone el siguiente texto:


“Artículo 54.- Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 35 del Código Tributario la expresión “y de los fiscales del Ministerio Público, en su caso”, por “, de los fiscales del Ministerio Público y de la Contraloría General de la República, en su caso”.”.


- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

ARTÍCULO 62

“Artículo 62.- Deróganse las siguientes disposiciones:

1) El párrafo 3° “De la Declaración de Intereses y Patrimonio” y los artículos 65, 66 y 68 del Párrafo 4° “ De la Responsabilidad y de las Sanciones”, ambos del Título III denominado “De la Probidad Administrativa”, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

2) Los artículos 5° C, 5° D y 5° E del Título Primero sobre “Disposiciones Generales” de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

3) Los artículos 323 bis y 323 bis A del Código Orgánico de Tribunales.

4) El artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.
5) Los artículos 9°, 9° ter y 47 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.

6) El artículo 9° bis del decreto ley N° 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

7) El artículo 6° bis de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.

8) El artículo 7° bis de la ley N° 18.593, sobre Tribunales Electorales Regionales.


Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, propone el siguiente texto:

“Artículo 55.- Deróganse las siguientes disposiciones:


1) El párrafo 3° “De la Declaración de Intereses y Patrimonio” y los artículos 65, 66 y 68 del Párrafo 4° “ De la Responsabilidad y de las Sanciones”, ambos del Título III denominado “De la Probidad Administrativa”, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


2) Los artículos 5° C, 5° D y 5° E del Título Primero sobre “Disposiciones Generales” de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


3) Los artículos 323 bis y 323 bis A del Código Orgánico de Tribunales.


4) El artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.


5) Los artículos 9°, 9° ter y 47 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.


6) El artículo 9° bis del decreto ley N° 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


7) El artículo 6° bis de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.


8) El artículo 7° bis de la ley N° 18.593, sobre Tribunales Electorales Regionales.
- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

o o o

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone los siguientes textos, nuevos:
“Artículo 56.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 de la ley N° 20.405 del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por el siguiente:

“Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.

Artículo 57.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 43 de la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública, por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo anterior, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.F.L. Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.

Artículo 58.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 15 de la ley N° 20.600 que Crea los Tribunales Ambientales, por el siguiente:
“Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente. Asimismo, estos trabajadores estarán sujetos a las normas de transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley Nº 20.285, a las establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y al Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.F.L. Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal del término del contrato de trabajo.”.”.

- Sometida a votación la indicación número 53 antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
o o o

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero

Artículo primero.- El reglamento de esta ley deberá dictarse dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación de la misma.

Esta ley comenzará a regir tres meses después de la dictación del reglamento.

Posteriormente, se presentó la indicación número 53 de S.E. la señora Presidenta de la República, que propone reemplazar, en el inciso segundo, la palabra “dictación” por “publicación”.





Discutida la disposición, vuestra Comisión acordó establecer una norma de vigencia similar a la considerada para la ley del lobby, proponiéndose la siguiente redacción:
"Artículo primero.- El Presidente de la República dictará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma.

Sin perjuicio de lo anterior, los órganos señalados en el Capítulo 3º del Título II de esta ley podrán determinar las otras normas administrativas que sean convenientes en las materias que les conciernen específicamente.

Esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de los sujetos que se individualizan en el Capítulo 1º del Título II y cinco meses después de la referida publicación, respecto de los sujetos individualizados en los Capítulo 3º del Título II de esta ley.".

- Sometida a votación la indicación número 53 con la redacción antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Artículo segundo





Esta disposición establece el plazo para que las autoridades adecuen su situación a las disposiciones de esta ley.





Considerando que en las modificaciones antes acordadas se ha establecido el plazo para ello, en la Comisión se propuso su supresión. 




- Sometida a votación, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar acordó suprimirlo.
- - -

MODIFICACIONES
En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1º

--Sustituir en su inciso primero su palabra final “interés” por “intereses”.

-- Reemplazar sus incisos segundo y tercero, por los siguientes:

“El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable, un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.

Existe conflicto de intereses en el ejercicio de la función pública cuando concurren a la vez el interés general propio del ejercicio de las funciones con un interés particular, sea o no de carácter económico, de quien ejerce dichas funciones o de los terceros vinculados a él determinados por la ley, o cuando concurren circunstancias que le restan imparcialidad en el ejercicio de sus competencias.”.
(unanimidad 3x0 rechazada indicación N° 1)

(unanimidad 5x0 con modificaciones indicación Nos 1 A y 53)

Artículo 2°

--Sustituir su inciso primero, por el que sigue:

“Artículo 2°.- Todo aquel que desempeñe funciones públicas, cualquiera sea la calidad jurídica en que lo haga, deberá ejercerlas en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con estricto apego al principio de probidad.”.

--Suprimir su inciso segundo.

--Reemplazar su inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo,  por el siguiente:

“La inobservancia del principio de probidad acarreará las responsabilidades y sanciones que determine la Constitución o las leyes, según corresponda.”.
(unanimidad 4x0 indicación N° 53)

Artículo 3°

--Sustituirlo por el que sigue:

“Artículo 3°.- Para el debido cumplimiento del principio de probidad, esta ley determina las autoridades y funcionarios que  deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en los casos y condiciones que señala.

Así también, esta ley determina los casos y condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de ciertos bienes y establece situaciones calificadas en que deberán proceder a la enajenación de determinados bienes que supongan conflicto de intereses en el ejercicio de su función pública.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
TITULO II

--Reemplazar las denominaciones “Párrafo 1°” por “CAPÍTULO 1°” y su epígrafe “Del contenido de la declaración de intereses y patrimonio” por “De los sujetos obligados y del contenido de la declaración de intereses y patrimonio”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)

Artículo 4°

--Sustituirlo por el que sigue:

“Artículo 4°.- Además de los sujetos señalados en el Capítulo 3°, se encontrarán obligados a realizar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos que indica la presente ley, las siguientes personas:

1) El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los gobernadores, los secretarios regionales ministeriales, los jefes superiores de servicio, los embajadores, los ministros consejeros y los cónsules.

2) Los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, los consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, los consejeros del Instituto Nacional de Derechos Humanos y los consejeros del Consejo Nacional de Televisión.

3) Los integrantes de los Paneles de Expertos o Técnicos creados por ley, tales como los creados por la ley N° 19.940, por la ley N° 20.378, y por la ley N° 20.410.

4) Los alcaldes, concejales y consejeros regionales.

5) El Contralor General de la República, el Subcontralor General de la República, los Contralores Regionales y quienes se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico en la Contraloría General de la República.

6) Los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

7) Los defensores locales de la Defensoría Penal Pública.

8) Los directores o las personas a que se refieren los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 37 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas; y los directores y gerentes de las  empresas públicas creadas por ley y de las sociedades en que el Estado tenga participación accionaria, aun cuando la ley señale que es necesario mencionarlas expresamente para quedar sujetas a la regulación de otras leyes, tales como Televisión Nacional de Chile, la Empresa Nacional de Minería, la Empresa de Ferrocarriles del Estado, la Corporación Nacional del Cobre de Chile o Banco Estado.

9) Los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración.

10) Los funcionarios que cumplan funciones de fiscalización y perciban por ello la respectiva asignación, cualquiera sea su grado.

11) Las autoridades y funcionarios directivos, profesionales y técnicos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico o su equivalente.

12) Las personas contratadas a honorarios que presten servicios en la Administración del Estado, cuando perciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio mensual de la recibida anualmente por un funcionario que se desempeñe en tercer nivel jerárquico, incluidas las asignaciones que correspondan.

13) Los rectores y miembros de las juntas directivas de las Universidades del Estado.

14) Los miembros de las directivas nacionales de los partidos políticos.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Artículo 5°

--Suprimir, en su inciso primero, la expresión “será pública y”, reemplazar la expresión “contados desde” por “de, y agregar, como oración final, la siguiente: “Además, el declarante deberá actualizarla anualmente, durante el mes de marzo, y dentro de los treinta días posteriores a concluir sus funciones.”.

--Eliminar sus incisos segundo, tercero, cuarto y quinto.

--Incorporar como inciso segundo, nuevo, el siguiente:

“La declaración será pública, sin perjuicio de la debida protección de los datos personales conforme a la ley N° 19.628, y revestirá, para todos los efectos legales, la calidad de declaración jurada.”.

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 2, 2 A, 3, 3 A y 53)

Artículo 6°

--Reemplazarlo por el que sigue:

“Artículo 6°.-  La declaración de intereses y patrimonio, y sus actualizaciones, deberá efectuarse a través de un formulario electrónico y conforme a lo previsto en la ley Nº 19.799.

Sólo en caso de no estar implementado o habilitado el respectivo formulario electrónico la declaración podrá efectuarse en papel, debidamente autentificada al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo al que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario.

Respecto de las autoridades superiores de los órganos del Estado y de los sujetos que se desempeñen como jefes de servicio, esta declaración y sus actualizaciones se publicarán en el sitio electrónico de la institución respectiva, con resguardo de los datos personales, debiendo mantenerse en dicho sitio mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses después del cese de sus funciones.”.
(unanimidad 3x0 rechazadas indicaciones Nos 4 D, 5 y 6)

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 4 B y 53)
Artículo 7°

--Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener  la fecha y lugar en que se presenta y la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante, que se señalan a continuación:

a. Actividades profesionales, laborales, económicas,  gremiales o de beneficencia, sean  o no remuneradas, que realice o en que participe el declarante.

b. Bienes inmuebles situados en el país o en el extranjero. Respecto de los ubicados en Chile deberán indicarse las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad.  Asimismo, se deberán incluir aquellos inmuebles sobre los cuales ejerza otros derechos reales distintos de la propiedad.

c. Derechos de aprovechamiento de aguas y concesiones de que sea titular el declarante, directamente o a través de las comunidades, sociedades y entidades señaladas en la letra e. de este artículo.

d. Bienes muebles registrables, tales como vehículos motorizados, naves y aeronaves, indicando su inscripción, si correspondiere.

e. Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga el declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile o en el extranjero.

Cuando los derechos o acciones de que sea titular el declarante le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los,  bienes inmuebles, concesiones y valores, a que se refieren las letras b., c. y f. de este artículo, y los derechos y acciones de que trata esta letra,  que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente.

f. Valores, distintos de aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.

g. Contratos de mandato especial de administración de cartera de valores.

h. La enunciación del pasivo, siempre que en su conjunto ascienda a un monto superior a cien unidades tributarias mensuales.

La declaración deberá incluir asimismo el nombre completo del declarante y de su cónyuge o  conviviente civil.

Tratándose de las autoridades superiores de los Órganos del Estado y quienes se desempeñen como jefes de servicio, además, deberá incluirse el nombre completo de sus parientes por consanguineidad en toda la línea recta y hasta el segundo grado en la línea colateral, y el segundo grado de afinidad.

Adicionalmente, los sujetos obligados a efectuar declaración de intereses y patrimonio podrán declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de intereses, distinta a la que se detalla en este artículo.

Un reglamento expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia determinará la forma y los datos necesarios para la debida singularización y valorización de los bienes, obligaciones e intereses señalados en este artículo, y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este título. Asimismo, dicho reglamento regulará la forma cómo la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece, para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía.”.

(unanimidad 3x0 rechazadas indicaciones Nos 7, 7 B)

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 7 A y 53)
Artículo 8°

--Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 8º.- La declaración de intereses y patrimonio deberá comprender los bienes del cónyuge o conviviente civil del declarante, sin importar el régimen matrimonial o de bienes por el que hubieren optado. También comprenderá las actividades profesionales, laborales, económicas, gremiales o de beneficencia, que aquél realice o en que participe actualmente, sean o no remuneradas.

Con todo, el declarante casado bajo el régimen de separación total de bienes o de participación en los gananciales, o que esté sujeto a un acuerdo de unión civil bajo el régimen de separación de bienes, y cuyo cónyuge o conviviente civil se haya negado a proporcionarle información relativa a sus bienes e intereses para estos efectos, deberá dejar expresa constancia de esta circunstancia en la respectiva declaración de intereses y patrimonio, quedando exento de responsabilidad por la obligación que impone este artículo.

La misma constancia señalada en el inciso anterior deberán hacer el declarante sujeto a un acuerdo de unión civil respecto de los bienes de su conviviente civil que no ingresen a la comunidad de bienes y el declarante casado bajo el régimen de sociedad conyugal respecto a los bienes que su cónyuge mujer administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil cuando ésta se haya negado a proporcionarle la información correspondiente a ellos.

La declaración de intereses y patrimonio también comprenderá los bienes de los hijos sujetos a la patria potestad del declarante y los de las personas que éste tenga bajo tutela o curatela.”.

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 7 C, 8, 8 A, 9, 9 A, 10, 10 A, 10 B, 10 C, 11, 11 A y 53)
Párrafo 2°

--Reemplazar las denominaciones “Párrafo 2°” por “CAPÍTULO 2°” y su epígrafe “De las responsabilidades y sanciones asociadas a las infracciones relativas a las declaraciones de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado” por “De las responsabilidades y sanciones por infracciones al deber de efectuar la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado”.

(unanimidad 4x0, artículo 121 del Reglamento)

Artículo 9°

Inciso primero

-- Intercalar una coma (,) entre la palabra “servició” y la voz “o”, y sustituir las expresiones “y los intendentes tendrán la obligación de verificar que todos los funcionarios y autoridades” por la que sigue:  “, tendrá el deber de verificar que todos los sujetos obligados bajo su dependencia”;

--Incorporar entre su voz final “patrimonio” y su punto aparte (.) la expresión “y sus respectivas actualizaciones”.

Inciso segundo

--Sustituirlo por el siguiente: “

“Asimismo, deberá remitir a la Contraloría General de la República, en la forma que disponga el reglamento, las declaraciones de patrimonio e intereses efectuadas por declarantes de su servicio e informarle de las infracciones a la obligación de realizar dichas declaraciones, dentro de los treinta días posteriores a aquel en que tome conocimiento de aquéllas.”.

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 11 C y 53)
Artículo 10

--Remplazarlo, por el que sigue:

“Artículo 10.- La Contraloría General de la República fiscalizará la oportunidad, integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio respecto de los sujetos señalados en el Capítulo 1° de este Título.

Para lo anterior, la Contraloría podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Superintendencia de Pensiones, al Servicio de Impuestos Internos, a los Conservadores de Bienes Raíces, al Servicio de Registro Civil e Identificación, y a cualquier otro órgano o servicio, de conformidad a los artículos 9 y 151 del decreto N° 2421 de 1964, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido de la ley de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, ley N° 10.336.”.

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 11 D, 11 F, 12, 13  y 53)
Artículo 11

--Suprimirlo.

(unanimidad 4x0, artículo 121)
Artículo 12

Ha pasado a ser artículo 11.

--Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 11.-  Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no la realiza dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta, la Contraloría General de la República deberá apercibir al infractor para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, notificándolo por carta certificada, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.880. Si tras el apercibimiento se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Contraloría dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia, mediante resolución fundada, propondrá al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la sanción.

Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.

El cese en funciones del sujeto obligado no extingue  la responsabilidad a que haya lugar por infracción a las obligaciones de este título, la que podrá hacerse efectiva dentro de los cuatro años siguientes al incumplimiento.

Lo dispuesto en este artículo no obsta la eventual responsabilidad penal que correspondiere conforme al artículo 210 del Código Penal.”.

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 15 A y 53)
Artículo 13

Ha pasado a ser artículo 12.

--Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 12.- La responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones que establece este título se hará efectiva, según corresponda, por quien, en conformidad a la Constitución o la ley, tenga la potestad disciplinaria o la facultad para remover al infractor.

Tratándose de los jefes de servicio, consejeros regionales, alcaldes y concejales que infrinjan las obligaciones establecidas en este título, las sanciones que procedan a su respecto serán aplicadas por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley y a sus respectivos estatutos.

La sanción que se aplique se notificará, según corresponda, al consejero, alcalde o concejal y al secretario ejecutivo o secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del consejo regional o concejo municipal, según corresponda, en la sesión más próxima.

Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.”.

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicación N° 53)
Artículo 14

Ha pasado a ser artículo 13.

--En su inciso primero, reemplazar la referencia a “los artículos 10, 11 y 13” por otra  a “el artículo 11”, y suprimir sus palabras finales “que las aplique”.

--En su inciso segundo, reemplazar la expresión “días siguientes” por “días hábiles siguientes”, y agregar después del punto aparte (.), que pasa ser punto seguido, la siguiente oración final: “Respecto de la resolución que falle este asunto, no procederán recursos ulteriores.”.

--Incorporar como inciso tercero, nuevo, el que sigue

“La interposición de la reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.”.
(unanimidad 3x0 rechazada indicación N° 15 E)

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicación N°53)
Párrafo 3°

--Reemplazar las denominaciones “Párrafo 3°” por “CAPÍTULO 3°”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Artículo 15

Ha pasado a ser artículo 14.

--Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 14.- Los diputados y senadores; los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional; los abogados secretarios de comisiones y quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria, deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6º, 7° y 8° de esta ley.  De forma supletoria se aplicarán las reglas de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.”.

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 15 F, 16, 16 A y 53)
Artículo 16

--Ha pasado a ser artículo 15.

--Sustituirlo por el que sigue:

“Artículo 15.- De las infracciones a este título cometidas por diputados y senadores corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.

Si el parlamentario obligado no realiza la declaración dentro del plazo o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria para que la realice o rectifique en el plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de su dieta. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el  parlamentario afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Comisión deberá dictar la resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.

Respecto de los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional; los secretarios de comisiones y quienes  integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y el Comité de Auditoría Parlamentaria, se aplicará lo dispuesto en los artículos 10, 11, 12 y 13 de esta ley.”.

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos  17, 18, 18 A, 19, 20, 20 A y 53)
Artículo 17

Ha pasado a ser artículo 16.

--Reemplazarlo por el que sigue:

“Artículo 16.- Los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales, y el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, respectivamente, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6, 7° y 8° de esta ley.

Si el sujeto obligado no la realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, según corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo, desde la notificación de la resolución que impone la sanción Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.”.

(unanimidad 3x0 rechazadas indicaciones Nos 21, 21 A, 21 B, 22 y 23)

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 20 B, 20 C y 53)
Artículo 18

Ha pasado a ser artículo 17.

--Reemplazarlo por el que sigue:

“Artículo 17.-  El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si los fiscales regionales o los fiscales adjuntos no efectúan de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúan de manera incompleta o inexacta, serán apercibidos para que la realicen o rectifiquen  dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico que corresponda o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente, fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”.

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 23 A,  y 53)
Artículo 19

--Suprimirlo.

(unanimidad 4x0, artículo 121 del Reglamento)
Artículo 20

Ha pasado a ser artículo 18.

--Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 18.- Los jueces titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública,  los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, los ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales, y los ministros de fe cada uno de estos tribunales, deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique  dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el pleno de la Corte Suprema o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone sanción.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”.

(unanimidad 3x0 rechazadas indicaciones Nos 27, 27 A, 28, 29, y 29 A)

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 26 B y 53)
Artículo 21

Ha pasado a ser artículo 19, reemplazado por el siguiente:

“Artículo 19.- Los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional, los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones y los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal respectivo. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el tribunal respectivo o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El tribunal deberá dictar la resolución final  dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone sanción.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”.

(unanimidad 3x0 rechazadas indicaciones Nos 30 y 30 A)

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 29 B y 53)
Artículo 22

--Suprimirlo.
(unanimidad 4x0, artículo 121 del Reglamento)
o o o

--Incorporar como artículo 20, nuevo, el siguiente:

“Artículo 20.- Los miembros del Consejo del Banco Central deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo del Banco Central. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si, el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.

En todo caso, el afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69 de la ley N° 18.840,  Orgánica Constitucional del Banco Central.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° y 53)
o o o

Artículo 23

--Suprimirlo.
(unanimidad 4x0, artículo 121 del Reglamento)
Artículo 24

--Eliminarlo.

(unanimidad 4x0, artículo 121 del Reglamento)
Artículo 25

--Suprimirlo.
(unanimidad 4x0, artículo 121 del Reglamento)
Artículo 26

--Eliminarlo.
(unanimidad 4x0, artículo 121 del Reglamento)
TÍTULO III

--Reemplazar su epígrafe “Del mandato de administración y la enajenación forzosa” por el que sigue: “Del mandato especial de administración de cartera de valores y la enajenación forzosa”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)

Artículo 27

Ha pasado a ser artículo 21, sustituido por el que sigue:

“Artículo 21.- Las autoridades señaladas en este Título tendrán la obligación de constituir un mandato especial de administración de cartera de valores, en adelante el “mandato” y de enajenar ciertos bienes, en los casos y en la forma que establece esta ley.

Los candidatos a Presidente de la República, Diputados o Senadores, Consejeros Regionales y Alcaldes podrán de forma voluntaria someterse a este título al momento de inscribir la correspondiente candidatura en el Servicio Electoral.”.

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 36, 37 y 53)
CAPÍTULO 2°

--Reemplazar su epígrafe, por el siguiente:

“Del mandato especial de administración de cartera de valores”

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)

Párrafo 1°

Sustituir el epígrafe “Definición y modalidades” por “Definición y características”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)

Artículo 28

Ha pasado a ser artículo 22.

--Reemplazar sus incisos primero y segundos por los siguientes:

“Artículo 22.- El mandato a que se refiere este Título es un contrato solemne en virtud del cual una autoridad, en la forma y en los casos señalados en esta ley, encarga a una o más personas autorizadas la liquidación de valores que integren su patrimonio, la inversión del producto de la liquidación en un portafolio de activos y la administración de éstos. La o las personas autorizadas se hacen cargo separadamente de los valores, a nombre propio y a riesgo de la autoridad.

La autoridad que confiere el encargo se denomina mandante, y quien lo acepta, mandatario.”.

--Incorporar como inciso tercero e inciso cuarto, nuevos, respectivamente, los que siguen:

“En todo lo no previsto en el presente Título, el mandato especial se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil, contenidas en el Título XXIX del Libro III del Código Civil.

La constitución de este mandato especial no constituye enajenación de los bienes objeto del mismo para efectos tributarios.”.

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 38, 39 y 53)
Artículo 29

Ha pasado a ser artículo 23.

--Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 23.- En virtud del mandato a que se refiere este Título, la autoridad obligada a constituirlo encargará al mandatario la presentación y ejecución de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 24. El mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio como para evitar que las actividades de la autoridad obligada puedan incidir directamente en estos. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 29, el plan de liquidación no podrá contener disposiciones que permitan al mandatario invertir el producto de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar.”.

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 40,41,42,43 y 53)
Párrafo 2°

--Reemplazar su epígrafe “Objeto del mandato” por “Objeto y constitución del mandato”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)

Artículos 30 y 31

Han pasado a ser artículo 24.

--Reemplazarlos por el siguiente:

“Artículo 24. El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, el Contralor General de la República, los intendentes, los gobernadores, los consejeros regionales y los alcaldes, que sean titulares de acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile, que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, y cuyo valor total supere las veinticinco mil unidades de fomento, deberán optar por una de las siguientes alternativas respecto de tales acciones y valores:

a) Constituir un mandato especial conforme a lo que establece este título, o

b) Vender las acciones y valores a que se refiere este Capítulo, al menos, en lo que exceda a dicho monto.

El producto de la enajenación efectuada conforme a la letra b) del inciso anterior no podrá destinarse a la adquisición de los valores a que se refiere dicho inciso.

Se deberá optar por una de las alternativas establecidas en este artículo dentro de los noventa días corridos posteriores a la asunción del cargo y, en su caso,  dentro del mismo plazo contado desde la actualización de la respectiva declaración de intereses y patrimonio.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Párrafo 3°

--Suprimir el epígrafe “Párrafo 3°” y su denominación “Normas comunes a ambos tipos de mandato”.

(unanimidad 4x0, artículo 121 del Reglamento)

Artículo 32 y 33

Han pasado a ser artículo 25.

--Sustituirlos por el que sigue:

“Artículo 25.- El mandato especial se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario, en un solo acto, mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este Capítulo.

Dicha escritura deberá contener, al menos, las siguientes menciones:

1) Individualización del mandante y del mandatario. Respecto del mandatario deberá identificarse a su representante legal y a los dueños o accionistas controladores, en su caso.

2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.

3) Las instrucciones generales de administración, referidas al plan de liquidación y al riesgo y diversificación de las inversiones.  Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en algún rubro o  empresa en particular.

Dentro de los cinco días hábiles siguientes al otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, el mandante deberá entregar una copia autorizada de ella a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, deberá entregarse copia de la escritura pública a la Cámara de Diputados, para su registro. En el caso de los diputados y senadores, además de remitir copia de la escritura a la Superintendencia que corresponda, deberá enviarse copia a la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria.

Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato y la declaración jurada a que se refiere el artículo 30 de esta ley, deberán ser publicadas en el sitio electrónico del organismo en el cual desempeñe sus funciones el mandante. También deberá publicarse en el mismo sitio, las modificaciones a los instrumentos referidos.

Durante la vigencia del mandato, el mandante sólo podrá rectificarlo por errores de hecho. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones a la Contraloría General de la República; en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados; y, en el caso de los diputados y senadores a la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, dentro de los treinta días siguientes a aquél en que se efectuó la modificación, con las mismas solemnidades señaladas en este Capítulo.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
o o o

Ha consignado como artículos 26 y 27 los artículos 38 y 39, respectivamente, con las siguientes modificaciones:

En el artículo 38:

--En su letra b), sustituir la coma (,) que sigue a la mención “Chile” por un punto final (.), y suprimir la frase que se inicia con las palabras “con exclusión” y concluye con la expresión “matrices.”.

--Sustituir su letra c) por la que sigue

“c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero.  Dichas entidades deberán designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación, en conformidad a los términos que señale la norma de carácter general que para estos efectos dictarán, en conjunto, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros.”.

En el artículo 39:

--En la segunda oración de su inciso primero, reemplazar sus palabras iniciales  “Los registros” por “Dichos Registros”.

--En su inciso segundo, suprimir la expresión “en el respectivo registro,”, e intercalar entre la palabra “ley” y el punto final (.) que le sigue la frase “y el contenido del plan de liquidación a que alude el artículo 23”.

--Suprimir su inciso tercero.
(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
(unanimidad 4x0  rechazadas indicaciones Nos 45 y 46 )
o o o

Artículo 34

Ha pasado a ser artículo 28.

--Reemplazar sus palabras iniciales “Las autoridades obligadas a otorgar” por “Las autoridades que otorguen”.

(unanimidad 4x0  rechazadas indicación N° 44)
(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Párrafo 4°

--Suprimir el epígrafe “Párrafo 4°”, su denominación “Modificaciones al mandato”, y sus artículos 35 y 36.

(unanimidad 4x0 indicación N° y 53)
Párrafo 5°

Obligaciones y prohibiciones del mandante

--Sustituir el epígrafe “Párrafo 5°” por el de “CAPÍTULO 3°”.

(unanimidad 4x0, artículo 121 del Reglamento)

Artículo 37

Ha pasado a ser artículo 29.

--Sustituir la expresión “destinada a” por “con el objeto de”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Párrafo 6°

Obligaciones y Prohibiciones del mandatario

--Suprimir el epígrafe y su denominación.

(unanimidad 4x0, artículo 121 del Reglamento)

Artículos 38 y 39

Los ha consignado como artículos 26 y 27, respectivamente, en los términos antes indicados.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Artículo 40

Ha pasado a ser artículo 30, reemplazado por el siguiente:

“Artículo 30.- La autoridad obligada a constituir un mandato no podrá designar como mandatario a una persona jurídica en la cual dicha autoridad, su cónyuge, conviviente civil o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad tengan o hayan tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose esta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación.

Tampoco podrá designarse como mandatarios a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores, gerentes o ejecutivos principales, tengan relación de parentesco con la autoridad, su cónyuge, conviviente civil, o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

En el acto de constitución del mandato, el mandatario, debidamente representado, así como la autoridad obligada a su constitución, deberán efectuar una declaración jurada señalado no estar afectos a las relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato, señaladas en los incisos anteriores. En caso de pérdida sobreviniente de esta calidad de independiente, el mandante deberá comunicarlo a la Superintendencia respectiva.”.

(unanimidad 4x0 con modificaciones indicaciones Nos 46 A y 53)
o o o

--Intercalar, a continuación del artículo 30, el siguiente epígrafe:

“CAPÍTULO 4°

Obligaciones y prohibiciones del mandatario”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)

o o o

Artículo 41

Ha pasado a ser artículo 31, con las siguientes enmiendas:

--Reemplazar la expresión “la ocurrencia del hecho” por “que tome conocimiento del hecho.”

--Sustituir las palabras finales de su inciso primero “una vez que haya sido autorizado expresamente por la respectiva Superintendencia” por “una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado al respecto”.

--Suprimir su inciso segundo.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Artículo 42

Ha pasado a ser artículo 32.

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 32.- El mandatario no podrá delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el mandante expresamente en la escritura de constitución del mandato. Los terceros que se designen para la gestión de negocios específicos estarán sujetos a las mismas prohibiciones, obligaciones y sanciones que se establecen para el mandatario.”.

(unanimidad 4x0 rechazada indicación N°47)
(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Artículo 43

Ha pasado a ser artículo 33.

--Reemplazarlo por el que sigue:

“Artículo 33.- Se prohíbe al mandatario divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al mandante a conocer el estado de las inversiones de este último.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Artículo 44

Ha pasado a ser artículo 34.

--Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 34.- Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al Servicio de Impuestos Internos una declaración jurada con la información necesaria para determinar la procedencia de los impuestos que correspondan por las rentas que administre conforme a los artículos 22 y 23 de este título, especialmente aquella información que permita determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974. El mandatario deberá oportunamente enviar copia de dicha declaración jurada al mandante para que éste efectúe su declaración de impuestos.

Esta información que provea el mandatario deberá entregarse en términos que no vulnere lo establecido en los artículos 31 y 33.

El mandatario será responsable por la información inexacta, inoportuna o incompleta que entregue al Servicio de Impuestos Internos de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero de este artículo. Asimismo, el mandante se encontrará exento de responsabilidad por las actuaciones del mandatario en esta materia.

Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 38, recibirán el tratamiento tributario que corresponda según la Ley Sobre Impuesto a la Renta.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Artículo 45

Ha pasado a ser artículo 35, sin modificaciones.

Artículo 46

Ha pasado a ser artículo 36.

--Reemplazar, en su inciso primero, la expresión “memoria escrita razonada” por “cuenta escrita fundada”, y en su inciso segundo sustituir la palabra “memoria” por “cuenta”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Artículo 47

Ha pasado a ser artículo 37.

--En su inciso primero, reemplazar la expresión inicial “Queda estrictamente prohibido” por “Se prohíbe”, y la expresión final “según los criterios determinados en el artículo 40” por “determinados en el artículo 30”, respectivamente.

--En su inciso segundo sustituir la expresión “que le rinda cuenta” por “otra cuenta que la señalada en el artículo anterior”.

--Suprimir su inciso tercero.

--En su inciso final, suprimir las palabras “y modificación a las instrucciones del mandato”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Artículo 48

Ha pasado a ser artículo 38, sin modificaciones.

Artículo 49

Ha pasado a ser artículo 39.
--Reemplazar las palabras “y de conformidad” por “y siempre de conformidad”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Párrafo 7°

--Sustituir el epígrafe “Párrafo 7°” por “CAPÍTULO 5°”.

(unanimidad 4x0, artículo 121 del Reglamento)

Artículo 50

Ha pasado a ser artículo 40.

--Reemplazar por el siguiente:

“Artículo 40.- El mandato especial termina por las siguientes causales:
1) Por la cesación en el ejercicio del cargo del mandante;

2) Por la revocación expresa del mandante;

3) Por la renuncia del mandatario;

4) Por la muerte del mandante o la disolución de la persona jurídica que ejerce la función de mandatario;

5) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandante;

6) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandatario;

7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 31;

8) Por suspensión del Registro del Mandatario, por haber incurrido éste en alguna de las conductas establecidas en los artículos 33, 32 ó 37, y

9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 27.”.
(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Artículo 51

Ha pasado a ser artículo 41, con las siguientes enmiendas:

--Reemplazar su inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 41.- Terminado el mandato especial por las causales señaladas en el artículo anterior el mandatario, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante el patrimonio que le fue encomendada, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, en el plazo de diez días hábiles desde su término.”.

--Suprimir su inciso segundo.

--En su inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, sustituir la expresión “disolución del mandatario” por “disolución de la persona jurídica que ejerce las funciones de mandatario”.

--Reemplazar su inciso cuarto, que ha pasado a ser inciso tercero, por el siguiente:

“En los casos de declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el liquidador en un procedimiento concursal hasta la designación del nuevo mandatario.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Artículo 52

Ha pasado a ser artículo 42, sin enmiendas.

CAPÍTULO 3°

De las enajenaciones a que obliga esta ley

--Reemplazar el epígrafe “CAPÍTULO 3°” por “CAPITULO 6°”.

(unanimidad 4x0, artículo 121 del Reglamento)

Artículo 53

Ha pasado a ser artículo 43.

--Reemplazar por el que sigue:

“Artículo 43.- Las autoridades que se señalan en este artículo deberán enajenar, o renunciar de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad sobre los bienes que se indican a continuación:

1. El Presidente de la República, los diputados, los senadores y el Contralor General de la República, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, incluidas las concesiones de radiodifusión televisiva  de libre recepción.

2. Los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios, respecto de  su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas expresa y directamente con el ámbito de su competencia o bien sujetas, de acuerdo a la ley, a su fiscalización.

3. Los alcaldes, respecto de su participación en la propiedad de aquellas entidades que tengan contratos vigentes con la municipalidad o exploten, a cualquier título, concesiones municipales dentro de su comuna.

Sin perjuicio de las prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades establecidas en la Constitución o en leyes especiales, la enajenación o renuncia a que se refiere este artículo deberá ser efectuada por la autoridad dentro del plazo de ciento veinte días corridos contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días corridos siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades. El producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes sujetos  a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.

La enajenación o renuncia de las acciones a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.

La renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición no se considerará intempestiva para efectos de los artículos 2110 y siguientes del Código Civil.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
CAPÍTULO 4°

--Reemplazar su denominación “CAPÍTULO 4°” por “CAPÍTULO 7°”.

(unanimidad 4x0, artículo 121 del Reglamento)

Artículo 54

Ha pasado a ser artículo 44.

--Sustituir por el que sigue:

“Artículo 44.- Corresponderá velar por el cumplimiento de las disposiciones de este título:

1) A la Contraloría General de la República respecto de las autoridades de la Administración del Estado obligadas.

2) A la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, respecto de las personas jurídicas que se desempeñen como mandatarios.

3) A las Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria de la cámara que correspondan, respecto de los senadores y diputados.

4) A la Cámara de Diputados respecto del Contralor General de la República.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
(unanimidad 4x0 rechazada indicación N° 49)
Artículo 55

Ha pasado a ser artículo 45.

--Reemplazar por el siguiente:

“Artículo 45.- Las sanciones establecidas para las autoridades de la Administración del Estado señaladas en este Título, serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 de esta ley.

En ejercicio de su rol fiscalizador, la Contraloría podrá requerir información a las autoridades obligadas por este Título y a quienes ejerzan como mandatarios conforme a este título.

En todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Artículo 56

Ha pasado a ser artículo 46.

--Sustituir sus incisos primero y segundo por los siguientes incisos primero, segundo y tercero, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:

“Artículo 46.-  Transcurrido el plazo señalado en el artículo 43 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación, o transcurridos los plazos señalados en el artículo 24 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será apercibida por la Contraloría General de la República para que dé cumplimiento a dicha obligación. A partir de la notificación, la autoridad contará con un plazo de diez días hábiles para subsanar su situación. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. Expirado este plazo, la autoridad infractora será sancionada con multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.

La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior será considerada, además, como una falta al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que procedan.

Tratándose del Presidente de la República y los ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar del  incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Artículo 57

--Consignarlo como artículo 49, en la forma que se indica en su oportunidad.
Artículo 58

Ha pasado a ser artículo 47.

--En su inciso primero, sustituir la expresión “esta ley” por “este Título”.

--Remplazar sus incisos cuarto, quinto y sexto por el que sigue:

“En caso de reincidencia, se aplicará la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario, respecto de los contratos regidos por esta ley.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
o o o

--Incorporar como artículo 48, nuevo, el que sigue:

“Artículo 48.- Las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, para el eficaz ejercicio de las funciones podrán requerir información al mandatario designado.

En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, se aplicará una multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.”.
(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
o o o

--Consignar como artículo 49 el artículo 57, con la siguiente redacción:

“Artículo 49.- La vulneración por el mandante de las obligaciones contenidas en los artículos 29 y 30, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de cincuenta a mil unidades tributarias mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción. La infracción referida será considerada como una falta al principio de probidad administrativa.

Por su parte, la vulneración por el mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 31, 33, 36 y 37 será sancionada con multa a beneficio fiscal, de cincuenta a dos mil unidades tributarias mensuales y cancelación por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Artículo 59

Ha pasado a ser artículo 50.

--En su inciso primero, reemplazar la palabra “Capítulo” por “Título”, y la expresión “de Santiago” por “del domicilio del reclamante”.

--En su inciso segundo, sustituir “diez días” por “diez días hábiles”.

--En su inciso cuarto, agregar después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por el decreto ley N° 3538, de 1980, que Crea la Superintendencia de Valores y Seguros, el procedimiento se regirá por lo dispuesto en el artículo 30 de dicho cuerpo legal.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
o o o

--Agregar como artículo 51, nuevo, el que sigue:

“Artículo 51.- Las responsabilidades de las autoridades y funcionarios establecidas en este Título se podrán hacer efectivas en el término de cuatro años desde la fecha de la infracción respectiva y no se extinguirán por el cese de funciones.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
o o o

Artículo 60

Ha pasado a ser artículo 52, sin enmiendas.

Artículo 61

Ha pasado a ser artículo 53.

--Reemplazarlo por el que sigue:

“Artículo 53.- Introdúcese la siguiente modificación en la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840:

-Sustitúyese la oración final del inciso final de su artículo 14 por la siguiente:

“Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar su estado de situación patrimonial; las actividades profesionales y económicas en que participen, y la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. Esta declaración jurada deberá efectuarse de conformidad a lo dispuesto en la Ley Sobre Probidad en la Función Pública y prevención de los conflictos de interés.”.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
(unanimidad 4x0  rechazadas indicaciones Nos  49 F, 49 G, 49 H, 49 I, 50 y  51 )
(unanimidad 3x0  rechazada indicación N° 52 )
o o o

--Agregar como artículo 54, nuevo, el siguiente:

“Artículo 54.- Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 35 del Código Tributario la expresión “y de los fiscales del Ministerio Público, en su caso”, por “, de los fiscales del Ministerio Público y de la Contraloría General de la República, en su caso”.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
o o o

Artículo 62

Ha pasado a ser artículo 55.

--En su numeral 1), agregar después de su punto final (.), que pasa a ser coma (,), lo que sigue: “cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.F.L. Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
o o o

--Agregar los siguientes artículos 56, 57 y 58, nuevos:

“Artículo 56.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 de la ley N° 20.405 del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por el siguiente:

“Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.

Artículo 57.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 43 de la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública, por el siguiente:
“Sin perjuicio de lo anterior, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.F.L. Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.

Artículo 58.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 15 de la ley N° 20.600 que Crea los Tribunales Ambientales, por el siguiente:
“Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente. Asimismo, estos trabajadores estarán sujetos a las normas de transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley Nº 20.285, a las establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y al Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.F.L. Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal del término del contrato de trabajo.”.”.

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
o o o

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero

--Reemplazarlo por el que sigue:

"Artículo primero.- El Presidente de la República dictará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma.

Sin perjuicio de lo anterior, los órganos señalados en el Capítulo 3º del Título II de esta ley podrán determinar las otras normas administrativas que sean convenientes en las materias que les conciernen específicamente.

Esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de los sujetos que se individualizan en el Capítulo 1º del Título II y cinco meses después de la referida publicación, respecto de los sujetos individualizados en los Capítulo 3º del Título II de esta ley.".

(unanimidad 4x0 indicación N° 53)
Artículo segundo

--Suprimirlo.

(unanimidad 4x0, indicación N° 53)
Artículo tercero

Ha pasado a ser artículo segundo, sin enmiendas.

- - - - -

TEXTO DEL PROYECTO:

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY

“LEY DE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA Y DE PREVENCIÓN DE LOS CONFLICTOS DE INTERÉS

TÍTULO I

Normas Generales

Artículo 1°.- Esta ley regula el principio de probidad en el ejercicio de la función pública y la prevención de conflictos de intereses.

El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable, un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.

Existe conflicto de intereses en el ejercicio de la función pública cuando concurren a la vez el interés general propio del ejercicio de las funciones con un interés particular, sea o no de carácter económico, de quien ejerce dichas funciones o de los terceros vinculados a él determinados por la ley, o cuando concurren circunstancias que le restan imparcialidad en el ejercicio de sus competencias.

Artículo 2°.- Todo aquel que desempeñe funciones públicas, cualquiera sea la calidad jurídica en que lo haga, deberá ejercerlas en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con estricto apego al principio de probidad.

La inobservancia del principio de probidad acarreará las responsabilidades y sanciones que determine la Constitución o las leyes, según corresponda.

Artículo 3°.- Para el debido cumplimiento del principio de probidad, esta ley determina las autoridades y funcionarios que  deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en los casos y condiciones que señala.

Así también, esta ley determina los casos y condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de ciertos bienes y establece situaciones calificadas en que deberán proceder a la enajenación de determinados bienes que supongan conflicto de intereses en el ejercicio de su función pública.
TÍTULO II

De la declaración de intereses y patrimonio

CAPITULO 1°

De los sujetos obligados y del contenido de la declaración de intereses y patrimonio

Artículo 4°.- Además de los sujetos señalados en el Capítulo 3°, se encontrarán obligados a realizar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos que indica la presente ley, las siguientes personas:

1) El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los gobernadores, los secretarios regionales ministeriales, los jefes superiores de servicio, los embajadores, los ministros consejeros y los cónsules.

2) Los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, los consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, los consejeros del Instituto Nacional de Derechos Humanos y los consejeros del Consejo Nacional de Televisión.

3) Los integrantes de los Paneles de Expertos o Técnicos creados por ley, tales como los creados por la ley N° 19.940, por la ley N° 20.378, y por la ley N° 20.410.

4) Los alcaldes, concejales y consejeros regionales.

5) El Contralor General de la República, el Subcontralor General de la República, los Contralores Regionales y quienes se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico en la Contraloría General de la República.

6) Los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

7) Los defensores locales de la Defensoría Penal Pública.

8) Los directores o las personas a que se refieren los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 37 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas; y los directores y gerentes de las  empresas públicas creadas por ley y de las sociedades en que el Estado tenga participación accionaria, aun cuando la ley señale que es necesario mencionarlas expresamente para quedar sujetas a la regulación de otras leyes, tales como Televisión Nacional de Chile, la Empresa Nacional de Minería, la Empresa de Ferrocarriles del Estado, la Corporación Nacional del Cobre de Chile o Banco Estado.

9) Los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración.

10) Los funcionarios que cumplan funciones de fiscalización y perciban por ello la respectiva asignación, cualquiera sea su grado.

11) Las autoridades y funcionarios directivos, profesionales y técnicos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico o su equivalente.

12) Las personas contratadas a honorarios que presten servicios en la Administración del Estado, cuando perciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio mensual de la recibida anualmente por un funcionario que se desempeñe en tercer nivel jerárquico, incluidas las asignaciones que correspondan.

13) Los rectores y miembros de las juntas directivas de las Universidades del Estado.

14) Los miembros de las directivas nacionales de los partidos políticos.

Artículo 5°.- La declaración de intereses y patrimonio y deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes de la fecha de asunción del cargo. Además, el declarante deberá actualizarla anualmente, durante el mes de marzo, y dentro de los treinta días posteriores a concluir sus funciones.
La declaración será pública, sin perjuicio de la debida protección de los datos personales conforme a la ley N° 19.628, y revestirá, para todos los efectos legales, la calidad de declaración jurada.

Artículo 6°.-  La declaración de intereses y patrimonio, y sus actualizaciones, deberá efectuarse a través de un formulario electrónico y conforme a lo previsto en la ley Nº 19.799.

Sólo en caso de no estar implementado o habilitado el respectivo formulario electrónico la declaración podrá efectuarse en papel, debidamente autentificada al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo al que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario.

Respecto de las autoridades superiores de los órganos del Estado y de los sujetos que se desempeñen como jefes de servicio, esta declaración y sus actualizaciones se publicarán en el sitio electrónico de la institución respectiva, con resguardo de los datos personales, debiendo mantenerse en dicho sitio mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses después del cese de sus funciones.

Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener  la fecha y lugar en que se presenta y la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante, que se señalan a continuación:

a. Actividades profesionales, laborales, económicas,  gremiales o de beneficencia, sean  o no remuneradas, que realice o en que participe el declarante.

b. Bienes inmuebles situados en el país o en el extranjero. Respecto de los ubicados en Chile deberán indicarse las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad.  Asimismo, se deberán incluir aquellos inmuebles sobre los cuales ejerza otros derechos reales distintos de la propiedad.

c. Derechos de aprovechamiento de aguas y concesiones de que sea titular el declarante, directamente o a través de las comunidades, sociedades y entidades señaladas en la letra e. de este artículo.

d. Bienes muebles registrables, tales como vehículos motorizados, naves y aeronaves, indicando su inscripción, si correspondiere.

e. Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga el declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile o en el extranjero.

Cuando los derechos o acciones de que sea titular el declarante le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los, bienes inmuebles, concesiones y valores, a que se refieren las letras b., c. y f. de este artículo, y los derechos y acciones de que trata esta letra,  que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente.

f. Valores, distintos de aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.

g. Contratos de mandato especial de administración de cartera de valores.

h. La enunciación del pasivo, siempre que en su conjunto ascienda a un monto superior a cien unidades tributarias mensuales.

La declaración deberá incluir asimismo el nombre completo del declarante y de su cónyuge o  conviviente civil.

Tratándose de las autoridades superiores de los Órganos del Estado y quienes se desempeñen como jefes de servicio, además, deberá incluirse el nombre completo de sus parientes por consanguineidad en toda la línea recta y hasta el segundo grado en la línea colateral, y el segundo grado de afinidad.

Adicionalmente, los sujetos obligados a efectuar declaración de intereses y patrimonio podrán declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de intereses, distinta a la que se detalla en este artículo.

Un reglamento expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia determinará la forma y los datos necesarios para la debida singularización y valorización de los bienes, obligaciones e intereses señalados en este artículo, y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este título. Asimismo, dicho reglamento regulará la forma cómo la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece, para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía.

Artículo 8º.- La declaración de intereses y patrimonio deberá comprender los bienes del cónyuge o conviviente civil del declarante, sin importar el régimen matrimonial o de bienes por el que hubieren optado. También comprenderá las actividades profesionales, laborales, económicas, gremiales o de beneficencia, que aquél realice o en que participe actualmente, sean o no remuneradas.

Con todo, el declarante casado bajo el régimen de separación total de bienes o de participación en los gananciales, o que esté sujeto a un acuerdo de unión civil bajo el régimen de separación de bienes, y cuyo cónyuge o conviviente civil se haya negado a proporcionarle información relativa a sus bienes e intereses para estos efectos, deberá dejar expresa constancia de esta circunstancia en la respectiva declaración de intereses y patrimonio, quedando exento de responsabilidad por la obligación que impone este artículo.

La misma constancia señalada en el inciso anterior deberán hacer el declarante sujeto a un acuerdo de unión civil respecto de los bienes de su conviviente civil que no ingresen a la comunidad de bienes y el declarante casado bajo el régimen de sociedad conyugal respecto a los bienes que su cónyuge mujer administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil cuando ésta se haya negado a proporcionarle la información correspondiente a ellos.

La declaración de intereses y patrimonio también comprenderá los bienes de los hijos sujetos a la patria potestad del declarante y los de las personas que éste tenga bajo tutela o curatela.

CAPÍTULO 2°

De las responsabilidades y sanciones por infracciones al deber de efectuar la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado

Artículo 9°.- El jefe superior del servicio, o quien haga sus veces, tendrá el deber de verificar que todos los sujetos obligados bajo su dependencia efectúen oportunamente la declaración de intereses y patrimonio y sus respectivas actualizaciones.

Asimismo, deberá remitir a la Contraloría General de la República, en la forma que disponga el reglamento, las declaraciones de patrimonio e intereses efectuadas por declarantes de su servicio e informarle de las infracciones a la obligación de realizar dichas declaraciones, dentro de los treinta días posteriores a aquel en que tome conocimiento de aquéllas.

Artículo 10.- La Contraloría General de la República fiscalizará la oportunidad, integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio respecto de los sujetos señalados en el Capítulo 1° de este Título.

Para lo anterior, la Contraloría podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Superintendencia de Pensiones, al Servicio de Impuestos Internos, a los Conservadores de Bienes Raíces, al Servicio de Registro Civil e Identificación, y a cualquier otro órgano o servicio, de conformidad a los artículos 9 y 151 del decreto N° 2421 de 1964, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido de la ley de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, ley N° 10.336.

Artículo 11.-  Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no la realiza dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta, la Contraloría General de la República deberá apercibir al infractor para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, notificándolo por carta certificada, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.880. Si tras el apercibimiento se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Contraloría dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia, mediante resolución fundada, propondrá al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la sanción.

Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.

El cese en funciones del sujeto obligado no extingue  la responsabilidad a que haya lugar por infracción a las obligaciones de este título, la que podrá hacerse efectiva dentro de los cuatro años siguientes al incumplimiento.

Lo dispuesto en este artículo no obsta la eventual responsabilidad penal que correspondiere conforme al artículo 210 del Código Penal.

Artículo 12.- La responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones que establece este título se hará efectiva, según corresponda, por quien, en conformidad a la Constitución o la ley, tenga la potestad disciplinaria o la facultad para remover al infractor.

Tratándose de los jefes de servicio, consejeros regionales, alcaldes y concejales que infrinjan las obligaciones establecidas en este título, las sanciones que procedan a su respecto serán aplicadas por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley y a sus respectivos estatutos.

La sanción que se aplique se notificará, según corresponda, al consejero, alcalde o concejal y al secretario ejecutivo o secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del consejo regional o concejo municipal, según corresponda, en la sesión más próxima.

Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.

Artículo 13.- Las sanciones contempladas en el artículo 11 serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución.

La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días hábiles siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también, en esa misma resolución, informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo. Respecto de la resolución que falle este asunto, no procederán recursos ulteriores.
La interposición de la reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.

CAPÍTULO 3°

De la declaración de intereses y patrimonio efectuada por otras autoridades

Artículo 14.- Los diputados y senadores; los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional; los abogados secretarios de comisiones y quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria, deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6º, 7° y 8° de esta ley.  De forma supletoria se aplicarán las reglas de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Artículo 15.- De las infracciones a este título cometidas por diputados y senadores corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.

Si el parlamentario obligado no realiza la declaración dentro del plazo o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria para que la realice o rectifique en el plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de su dieta. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el  parlamentario afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Comisión deberá dictar la resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.

Respecto de los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional; los secretarios de comisiones y quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y el Comité de Auditoría Parlamentaria, se aplicará lo dispuesto en los artículos 10, 11, 12 y 13 de esta ley.

Artículo 16.- Los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales. y el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, respectivamente, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6, 7° y 8° de esta ley.

Si el sujeto obligado no la realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, según corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo, desde la notificación de la resolución que impone la sanción Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.
Artículo 17.-  El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si los fiscales regionales o los fiscales jefes no efectúan de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúan de manera incompleta o inexacta, serán apercibidos para que la realicen o rectifiquen dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico que corresponda o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente, fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.

Artículo 18.- Los jueces titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública, los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, los ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales, y los ministros de fe cada uno de estos tribunales, deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el pleno de la Corte Suprema o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone sanción.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.

Artículo 19.- Los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional, los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones y los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal respectivo. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el tribunal respectivo o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El tribunal deberá dictar la resolución final  dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone sanción.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.
Artículo 20.- Los miembros del Consejo del Banco Central deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo del Banco Central. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si, el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.

En todo caso, el afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69 de la ley N° 18.840,  Orgánica Constitucional del Banco Central.
TÍTULO III

Del mandato especial de administración de cartera de valores y la enajenación forzosa

CAPÍTULO 1°

Generalidades

Artículo 21.- Las autoridades señaladas en este Título tendrán la obligación de constituir un mandato especial de administración de cartera de valores, en adelante el “mandato” y de enajenar ciertos bienes, en los casos y en la forma que establece esta ley.

Los candidatos a Presidente de la República, Diputados o Senadores, Consejeros Regionales y Alcaldes podrán de forma voluntaria someterse a este título al momento de inscribir la correspondiente candidatura en el Servicio Electoral.

CAPÍTULO 2°

Del mandato especial de administración de cartera de valores

Párrafo 1°

Definición y características
Artículo 22.- El mandato a que se refiere este Título es un contrato solemne en virtud del cual una autoridad, en la forma y en los casos señalados en esta ley, encarga a una o más personas autorizadas la liquidación de valores que integren su patrimonio, la inversión del producto de la liquidación en un portafolio de activos y la administración de éstos. La o las personas autorizadas se hacen cargo separadamente de los valores, a nombre propio y a riesgo de la autoridad.

La autoridad que confiere el encargo se denomina mandante, y quien lo acepta, mandatario.

En todo lo no previsto en el presente Título, el mandato especial se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil, contenidas en el Título XXIX del Libro III del Código Civil.

La constitución de este mandato especial no constituye enajenación de los bienes objeto del mismo para efectos tributarios.

Artículo 23.- En virtud del mandato a que se refiere este Título, la autoridad obligada a constituirlo encargará al mandatario la presentación y ejecución de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 24. El mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio como para evitar que las actividades de la autoridad obligada puedan incidir directamente en estos. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 29, el plan de liquidación no podrá contener disposiciones que permitan al mandatario invertir el producto de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar.

Párrafo 2°

Objeto y constitución del mandato

Artículo 24. El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, el Contralor General de la República, los intendentes, los gobernadores, los consejeros regionales y los alcaldes, que sean titulares de acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile, que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, y cuyo valor total supere las veinticinco mil unidades de fomento, deberán optar por una de las siguientes alternativas respecto de tales acciones y valores:

a) Constituir un mandato especial conforme a lo que establece este título, o

b) Vender las acciones y valores a que se refiere este Capítulo, al menos, en lo que exceda a dicho monto.

El producto de la enajenación efectuada conforme a la letra b) del inciso anterior no podrá destinarse a la adquisición de los valores a que se refiere dicho inciso.

Se deberá optar por una de las alternativas establecidas en este artículo dentro de los noventa días corridos posteriores a la asunción del cargo y, en su caso,  dentro del mismo plazo contado desde la actualización de la respectiva declaración de intereses y patrimonio.

Artículo 25.- El mandato especial se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario, en un solo acto, mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este Capítulo.

Dicha escritura deberá contener, al menos, las siguientes menciones:

1) Individualización del mandante y del mandatario. Respecto del mandatario deberá identificarse a su representante legal y a los dueños o accionistas controladores, en su caso.

2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.

3) Las instrucciones generales de administración, referidas al plan de liquidación y al riesgo y diversificación de las inversiones.  Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en algún rubro o  empresa en particular.

Dentro de los cinco días hábiles siguientes al otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, el mandante deberá entregar una copia autorizada de ella a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, deberá entregarse copia de la escritura pública a la Cámara de Diputados, para su registro. En el caso de los diputados y senadores, además de remitir copia de la escritura a la Superintendencia que corresponda, deberá enviarse copia a la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria.

Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato y la declaración jurada a que se refiere el artículo 30 de esta ley, deberán ser publicadas en el sitio electrónico del organismo en el cual desempeñe sus funciones el mandante. También deberá publicarse en el mismo sitio, las modificaciones a los instrumentos referidos.

Durante la vigencia del mandato, el mandante sólo podrá rectificarlo por errores de hecho. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones a la Contraloría General de la República; en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados; y, en el caso de los diputados y senadores a la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, dentro de los treinta días siguientes a aquél en que se efectuó la modificación, con las mismas solemnidades señaladas en este Capítulo.

Artículo 26.- Sólo podrán desempeñarse como mandatarios, para los efectos de esta ley, las personas jurídicas que a continuación se señalan y que se encuentren inscritas previamente en los registros a que se refiere el artículo siguiente:

a) Las corredoras de bolsa, los agentes de valores, las administradoras generales de fondos, las administradoras de fondos mutuos y las administradoras de fondos de inversión, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.

b) Las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile.

c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero.  Dichas entidades deberán designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación, en conformidad a los términos que señale la norma de carácter general que para estos efectos dictarán, en conjunto, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros.

Artículo 27.- La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevarán, separadamente, un Registro Especial de Administradores de Mandato en el cual deberán inscribirse las personas jurídicas autorizadas a desempeñarse como mandatarios. Dichos registros estarán a disposición permanente del público y deberán publicarse en el sitio electrónico de las respectivas instituciones.

Las mencionadas Superintendencias establecerán, conjuntamente, mediante una norma de carácter general, los antecedentes e información específica que deberán acompañar en sus solicitudes de inscripción quienes deseen desempeñarse como mandatarios para los efectos de esta ley y el contenido del plan de liquidación a que alude el artículo 23.

Artículo 28.- Las autoridades que otorguen mandato en los términos de esta ley, podrán designar a uno o más mandatarios.

CAPÍTULO 3°

Obligaciones y prohibiciones del mandante

Artículo 29.- La autoridad que haya constituido un mandato deberá abstenerse de ejecutar cualquiera clase de acción, directa o indirecta, dirigida a establecer algún tipo de comunicación con el mandatario con el objeto de instruirlo sobre la forma de administrar el patrimonio o una parte de él, sin perjuicio de las excepciones contempladas en esta ley.

Artículo 30.- La autoridad obligada a constituir un mandato no podrá designar como mandatario a una persona jurídica en la cual dicha autoridad, su cónyuge, conviviente civil o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad tengan o hayan tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose esta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación.

Tampoco podrá designarse como mandatarios a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores, gerentes o ejecutivos principales, tengan relación de parentesco con la autoridad, su cónyuge, conviviente civil, o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

En el acto de constitución del mandato, el mandatario, debidamente representado, así como la autoridad obligada a su constitución, deberán efectuar una declaración jurada señalado no estar afectos a las relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato, señaladas en los incisos anteriores. En caso de pérdida sobreviniente de esta calidad de independiente, el mandante deberá comunicarlo a la Superintendencia respectiva.
CAPÍTULO 4°

Obligaciones y prohibiciones del mandatario
Artículo 31.- El mandatario deberá mantener su calidad de independiente en los términos definidos en el artículo anterior, durante todo el tiempo que dure el mandato. En el evento que por un hecho sobreviniente pierda tal carácter, deberá comunicarlo a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a que tome conocimiento del hecho. Asimismo, deberá comunicarlo al mandante sólo una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado al respecto.

Artículo 32.- El mandatario no podrá delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el mandante expresamente en la escritura de constitución del mandato. Los terceros que se designen para la gestión de negocios específicos estarán sujetos a las mismas prohibiciones, obligaciones y sanciones que se establecen para el mandatario.

Artículo 33.- Se prohíbe al mandatario divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al mandante a conocer el estado de las inversiones de este último.

Artículo 34.- Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al Servicio de Impuestos Internos una declaración jurada con la información necesaria para determinar la procedencia de los impuestos que correspondan por las rentas que administre conforme a los artículos 22 y 23 de este título, especialmente aquella información que permita determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974. El mandatario deberá oportunamente enviar copia de dicha declaración jurada al mandante para que éste efectúe su declaración de impuestos.

Esta información que provea el mandatario deberá entregarse en términos que no vulnere lo establecido en los artículos 31 y 33.

El mandatario será responsable por la información inexacta, inoportuna o incompleta que entregue al Servicio de Impuestos Internos de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero de este artículo. Asimismo, el mandante se encontrará exento de responsabilidad por las actuaciones del mandatario en esta materia.

Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 38, recibirán el tratamiento tributario que corresponda según la Ley Sobre Impuesto a la Renta.

Artículo 35.- El mandatario deberá, con cargo a la parte del patrimonio sobre la que se constituyó el mandato, proveer de fondos al mandante cada vez que éste así lo solicite, no pudiendo este último indicar la forma de obtenerlos ni el primero informar acerca de la fuente específica.

En ningún caso el mandante podrá invertir los fondos referidos en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de constituir un mandato o de enajenar, en atención al cargo que desempeña.

Artículo 36.- El mandatario deberá proporcionar anualmente al mandante y a la Superintendencia de Valores y Seguros  o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, una cuenta escrita fundada, que tendrá el carácter de reservada, acerca de la situación general del patrimonio administrado, acompañada de un estado general de ganancias y pérdidas.

Las mencionadas Superintendencias establecerán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, el contenido mínimo de la cuenta y la forma en que ésta deberá ser presentada.

Artículo 37.- Se prohíbe al mandatario comunicarse, por sí o por interpósita persona, con el mandante, para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Esta prohibición se extiende, además, a las personas relacionadas con el mandante o que tengan interés, directo o indirecto, en el mandato, determinados en el artículo 30.

El mandante no podrá exigir al mandatario otra cuenta que la señalada en el artículo anterior mientras el mandato se mantenga vigente.

Excepcionalmente se permitirán comunicaciones por escrito entre el mandatario y el mandante, las que deberán ser, en todo caso, previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y sólo podrán versar sobre resultados globales del mandato, giros a beneficio del mandante, pérdida de la calidad de independiente del mandatario, declaración y pago de impuestos, en conformidad a esta ley.

Artículo 38.- La constitución del mandato dará derecho al mandatario a recibir una remuneración por sus servicios, la que será determinada por las partes en el acto de constitución.

Artículo 39.- Los gastos incurridos por el mandatario en el desempeño de su cargo le serán abonados con cargo a los recursos que administra a medida que éstos se vayan devengando, y siempre de conformidad a las normas que se fijen en el mandato.

CAPÍTULO 5°

Término del mandato y restitución de los bienes al mandante

Artículo 40.- El mandato especial termina por las siguientes causales:

1) Por la cesación en el ejercicio del cargo del mandante;

2) Por la revocación expresa del mandante;

3) Por la renuncia del mandatario;

4) Por la muerte del mandante o la disolución de la persona jurídica que ejerce la función de mandatario;

5) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandante;

6) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandatario;

7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 31;

8) Por suspensión del Registro del Mandatario, por haber incurrido éste en alguna de las conductas establecidas en los artículos 33, 32 ó 37, y

9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 27.

Artículo 41.- Terminado el mandato especial por las causales señaladas en el artículo anterior el mandatario, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante el patrimonio que le fue encomendada, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, en el plazo de diez días hábiles desde su término.

En el caso de disolución de la persona jurídica que ejerce las funciones de mandatario, la obligación señalada en el inciso primero, deberá ser cumplida íntegramente por sus liquidadores.

En los casos de declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el liquidador en un procedimiento concursal hasta la designación del nuevo mandatario.

En todo caso, para los efectos de lo señalado en este artículo, el mandatario saliente o sus representantes continuarán, hasta la designación del nuevo mandatario, siendo responsables de la gestión encomendada en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que resulten indispensables para una adecuada protección de la parte del patrimonio encomendada, como del cumplimiento de todas las obligaciones asumidas en el ejercicio del mandato.

La rendición de cuentas efectuada por el mandatario saliente será pública. El reglamento determinará el procedimiento de rendición de cuentas al que hace referencia este artículo.

Artículo 42.- Al término del mandato, el mandante cumplirá en todo caso las obligaciones pendientes contraídas por el mandatario.

CAPÍTULO 6°
De las enajenaciones a que obliga esta ley

Artículo 43.- Las autoridades que se señalan en este artículo deberán enajenar, o renunciar de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad sobre los bienes que se indican a continuación:

1. El Presidente de la República, los diputados, los senadores y el Contralor General de la República, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, incluidas las concesiones de radiodifusión televisiva  de libre recepción.

2. Los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios, respecto de  su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas expresa y directamente con el ámbito de su competencia o bien sujetas, de acuerdo a la ley, a su fiscalización.

3. Los alcaldes, respecto de su participación en la propiedad de aquellas entidades que tengan contratos vigentes con la municipalidad o exploten, a cualquier título, concesiones municipales dentro de su comuna.

Sin perjuicio de las prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades establecidas en la Constitución o en leyes especiales, la enajenación o renuncia a que se refiere este artículo deberá ser efectuada por la autoridad dentro del plazo de ciento veinte días corridos contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días corridos siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades. El producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes sujetos  a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.

La enajenación o renuncia de las acciones a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.

La renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición no se considerará intempestiva para efectos de los artículos 2110 y siguientes del Código Civil.

CAPÍTULO 7°
Fiscalización y sanciones por la infracción de las disposiciones de este Título y procedimiento de reclamación

Artículo 44.- Corresponderá velar por el cumplimiento de las disposiciones de este título:

1) A la Contraloría General de la República respecto de las autoridades de la Administración del Estado obligadas.

2) A la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, respecto de las personas jurídicas que se desempeñen como mandatarios.

3) A las Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria de la cámara que correspondan, respecto de los senadores y diputados.

4) A la Cámara de Diputados respecto del Contralor General de la República.

Artículo 45.- Las sanciones establecidas para las autoridades de la Administración del Estado señaladas en este Título, serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 de esta ley.

En ejercicio de su rol fiscalizador, la Contraloría podrá requerir información a las autoridades obligadas por este Título y a quienes ejerzan como mandatarios conforme a este título.

En todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

Artículo 46.-  Transcurrido el plazo señalado en el artículo 43 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación, o transcurridos los plazos señalados en el artículo 24 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será apercibida por la Contraloría General de la República para que dé cumplimiento a dicha obligación. A partir de la notificación, la autoridad contará con un plazo de diez días hábiles para subsanar su situación. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. Expirado este plazo, la autoridad infractora será sancionada con multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.

La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior será considerada, además, como una falta al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que procedan.

Tratándose del Presidente de la República y los ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar del  incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.

En el caso del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.

Artículo 47.-  Las multas que este Título establece para las personas jurídicas que se desempeñen como mandatario serán aplicadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores, gerentes, dependientes o inspectores de cuentas o liquidadores.

Los procedimientos sancionatorios que la Superintendencia de Valores y Seguros inicie, se regirán por lo dispuesto  en el Título III del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.

Por su parte, los procedimientos que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras inicie, se regirán por lo dispuesto en el párrafo 3 del Título I de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda.

En caso de reincidencia, se aplicará la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario, respecto de los contratos regidos por esta ley.

Artículo 48.- Las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, para el eficaz ejercicio de las funciones podrán requerir información al mandatario designado.

En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, se aplicará una multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.

Artículo 49.- La vulneración por el mandante de las obligaciones contenidas en los artículos 29 y 30, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de cincuenta a mil unidades tributarias mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción. La infracción referida será considerada como una falta al principio de probidad administrativa.

Por su parte, la vulneración por el mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 31, 33, 36 y 37 será sancionada con multa a beneficio fiscal, de cincuenta a dos mil unidades tributarias mensuales y cancelación por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario.

Artículo 50.- Las sanciones contempladas en este Título, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones del domicilio del reclamante, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.

La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días hábiles siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.

La reclamación deberá ser fundada y acompañar los documentos probatorios en que se base.

En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, el procedimiento de reclamación se regirá por lo dispuesto en los artículos 22 y 23 de dicha ley. En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por el decreto ley N° 3538, de 1980, que Crea la Superintendencia de Valores y Seguros, el procedimiento se regirá por lo dispuesto en el artículo 30 de dicho cuerpo legal.
Artículo 51.- Las responsabilidades de las autoridades y funcionarios establecidas en este Título se podrán hacer efectivas en el término de cuatro años desde la fecha de la infracción respectiva y no se extinguirán por el cese de funciones.

Artículo 52.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 101 de la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:

“Del mismo modo, le serán aplicables las obligaciones establecidas en el inciso primero al mandatario respecto de las rentas que provengan de los bienes que le han sido entregados en mandato especial de administración de cartera. El referido informe deberá ser presentado en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.”.

Artículo 53.- Introdúcese la siguiente modificación en la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840:

-Sustitúyese la oración final del inciso final de su artículo 14 por la siguiente:

“Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar su estado de situación patrimonial; las actividades profesionales y económicas en que participen, y la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. Esta declaración jurada deberá efectuarse de conformidad a lo dispuesto en la Ley Sobre Probidad en la Función Pública y prevención de los conflictos de interés.”.

Artículo 54.- Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 35 del Código Tributario la expresión “y de los fiscales del Ministerio Público, en su caso”, por “, de los fiscales del Ministerio Público y de la Contraloría General de la República, en su caso”.

Artículo 55.- Deróganse las siguientes disposiciones:

1) El párrafo 3° “De la Declaración de Intereses y Patrimonio” y los artículos 65,66 y 68 del Párrafo 4° “ De la Responsabilidad y de las Sanciones”, ambos del Título III denominado “De la Probidad Administrativa”, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.F.L. Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.
2) Los artículos 5° C, 5° D y 5° E del Título Primero sobre “Disposiciones Generales” de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

3) Los artículos 323 bis y 323 bis A del Código Orgánico de Tribunales.

4) El artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.

5) Los artículos 9°, 9° ter y 47 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.

6) El artículo 9° bis del decreto ley N° 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

7) El artículo 6° bis de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.

8) El artículo 7° bis de la ley N° 18.593, sobre Tribunales Electorales Regionales.

Artículo 56.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 de la ley N° 20.405 del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por el siguiente:

“Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.

Artículo 57.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 43 de la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública, por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo anterior, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.F.L. Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.

Artículo 58.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 15 de la ley N° 20.600 que Crea los Tribunales Ambientales, por el siguiente:
“Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente. Asimismo, estos trabajadores estarán sujetos a las normas de transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley Nº 20.285, a las establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y al Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.F.L. Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal del término del contrato de trabajo.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- El Presidente de la República dictará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma.

Sin perjuicio de lo anterior, los órganos señalados en el Capítulo 3º del Título II de esta ley podrán determinar las otras normas administrativas que sean convenientes en las materias que les conciernen específicamente.

Esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de los sujetos que se individualizan en el Capítulo 1º del Título II y cinco meses después de la referida publicación, respecto de los sujetos individualizados en los Capítulo 3º del Título II de esta ley.

Artículo segundo.- Desde la entrada en vigencia de esta ley, la referencia efectuada en otras normas a la obligación de presentar una declaración de intereses y una declaración de patrimonio, se entenderá hecha a esta ley.”.

- - -

Acordado en las siguientes sesiones:

-26 de noviembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Jaime Orpis, Fulvio Rossi y Hosain Sabag; 3 de diciembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente Accidental), Jaime Orpis y Fulvio Rossi;

-14 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Jaime Orpis, Fulvio Rossi y Hosain Sabag; 23 de septiembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente Accidental), Ena Von Baer y Alberto Espina; 30 de septiembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente Accidental), Ena Von Baer y Alberto Espina; 14 de octubre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Rabindranath Quinteros (Presidente), Ena Von Baer, Carlos Bianchi, Alberto Espina y Hernán Larraín y 21 de octubre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Rabindranath Quinteros (Presidente), Carolina Goic, Ena Von Baer, Carlos Bianchi y Alberto Espina.
-18, 19 y 30 de marzo, 7, 13, 14, 15, 21 y 22 de abril de 2015 con la asistencia de los Honorables Senadores señor Alberto Espina Otero (Presidente), y señores Carlos Bianchi Chelech, Hernán Larraín Fernández, Rabindranath Quinteros Lara y Andrés Zaldívar Larraín.

Sala de la Comisión, a 5 de mayo de 2015.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión.
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA

(7.616-06)

CERTIFICADO

Certifico que los días 6, 11, 12 y 13 de mayo de 2015, la Comisión de Hacienda sesionó para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre probidad en la función pública, Boletín N° 7.616-06. 

Respecto de las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado sobre el particular por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe.

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda efectuó modificaciones al texto del proyecto aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, en las siguientes disposiciones:
- En el epígrafe y en los artículos 15, 47, 48, 49 y 53.

Esta iniciativa de ley, tiene por objetivo regular y unificar en un solo texto legal las declaraciones de intereses y patrimonio; ampliar los sujetos obligados a realizarlas, incorporando algunos que actualmente no se encuentran obligados a ello; consagrar un procedimiento electrónico para la presentación de la declaración, entregando a la Contraloría General de la República la fiscalización del contenido e integridad de la declaración, y regular el mandato de administración de cartera de valores y la enajenación forzosa.

- - -




De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 11, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 27, 34, 36, 44, 46, 47, 48, 49, 52 y 53, en los términos en que fue aprobado en su segundo informe por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, como reglamentariamente corresponde. 

- - -

El Honorable Senador señor Coloma señaló tener dudas y objeciones respecto de algunas disposiciones del proyecto de ley, las que planteará durante la discusión en la Sala del Senado:

Respecto del artículo 8°, la constitucionalidad de la norma y el hecho de que el declarante deba incluir los bienes del cónyuge o conviviente civil. Asimismo, que nada se diga sobre la situación de los “convivientes de hecho”.

Respecto de los artículos 15, 16, 17, 18 y 19, en relación a lo que debe entenderse por “interesado”, cuando se establece que el procedimiento por infracción a la ley se pueda iniciar “por denuncia fundada de cualquier interesado”. 

De igual forma, que en el artículo 20, referido al Banco Central, se disponga una regulación diferente en ciertos aspectos como, por ejemplo, que el procedimiento por infracción no pueda iniciarse “por denuncia fundada de cualquier interesado”.

Finalmente, en el artículo 43, la situación del numeral 3 que regula la situación de los alcaldes, y que podría ser contradictorio con la ley orgánica constitucional de Municipalidades cuando regula las inhabilidades para ser candidato a alcalde.
El epígrafe del proyecto de ley fue aprobado con una enmienda, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos y Zaldívar.

El artículo 11 fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
El artículo 15 fue aprobado con una modificación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
Dicha modificación tuvo su origen en la petición de votación separada del Honorable Senador señor Zaldívar respecto del inciso final del artículo, el que resultó rechazado con los votos en contra de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
Los artículos 16, 17, 18 y 19, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
El artículo 20 fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores García, Montes y Zaldívar, y la abstención del Honorable Senador señor Coloma.
El artículo 27 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
Los artículos 34 y 36, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Los artículos 44 y 46, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Los artículos 47, 48 y 49, fueron aprobados con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar.
El artículo 52 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar.
El artículo 53 fue aprobado con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 3 de mayo de 2011, señala lo siguiente:

“El presente proyecto de ley tiene como objetivo regular los mecanismos de prevención de conflictos de interés aplicable a las autoridades y funcionarios que forman parte de los órganos de la Administración del Estado y también a aquellas personas cuyo desenvolvimiento en la función pública les hace exigible el cumplimiento de las mismas normas.

Los mecanismos que se regulan son: la Declaración de Intereses y Patrimonio, la cual se complementa y perfecciona: la obligación de ciertas autoridades relativa a la constitución de un Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores; y, finalmente, la enajenación de los activos que esta ley señala en aquellas situaciones excepcionales en las que el mandato no pueda resolver un determinado conflicto de interés.

Con la finalidad de verificar la integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio, el proyecto contempla atribuciones fiscalizadoras para la Contraloría General de la República.

Por otro lado la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, serán las entidades encargadas de fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre el Mandato.

Las nuevas tareas que se asignan a la Superintendencia de Valores y Seguros, tendrán un costo de implementación de $137.460 miles anuales, mientras que las correspondientes a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, tendrán un costo anual ascendente a $166.968 miles. En ambos casos, los mayores costos se originan en los requerimientos adicionales de personal derivados de las nuevas tareas permanentes que se asignan a estas instituciones.

Para el año 2011, este mayor gasto se financiará con reasignaciones de los programas y en lo que faltare, con recursos del Tesoro Público. En los años siguientes, los mayores costos serán solventados con los recursos que asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público en cada año.”.

Posteriormente, se presentó informe financiero sustitutivo, de 6 de mayo de 2015, que señala, de modo textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de ley tiene como objetivo regular los mecanismos de prevención de conflictos de interés aplicables a las autoridades y funcionarios que forman parte de los órganos de la Administración del Estado y también a aquellas personas cuyo desenvolvimiento en la función pública les hace exigible el cumplimiento de las mismas normas.

El proyecto asigna nuevas tareas a la Superintendencia de Valores y Seguros, las que tendrán un costo de implementación de $155.450 miles anuales. El proyecto también asigna nuevas tareas a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las que tendrán un costo anual de $188.820 miles. En ambos casos, los mayores costos se originan en los requerimientos adicionales de personal derivados de las nuevas tareas permanentes que se asignan a estas instituciones.

Para el año 2015 este mayor gasto se financiará con cargo al presupuesto de las instituciones respectivas, y en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público. En los años siguientes, los mayores costos serán solventados con los recursos que asigne a Ley de Presupuestos del Sector Público en cada año.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES

En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto aprobado en su segundo informe por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización:

°°°

Epígrafe 

Sustituir la preposición “DE” por “SOBRE” la primera vez que aparece, y eliminar la misma preposición la segunda vez que se consigna. Asimismo, reemplazar la palabra “INTERÉS” por “INTERESES”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
°°°

Artículo 15

Inciso final

Suprimirlo. (Unanimidad 4x0. Petición de votación separada).

Artículo 47

Inciso primero

Reemplazar la segunda oración por la siguiente:

“La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores o gerentes.”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Inciso final
Sustituir la frase “En caso de reincidencia, se aplicará”, por “En caso de reincidencia, y atendida la gravedad de la infracción, se podrá aplicar”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 48
Inciso primero

Reemplazar el artículo “las” que antecede a la palabra “funciones”, por el término “sus”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 49
Inciso segundo

Sustituir la frase “cancelación por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario”, por “, atendida la gravedad de la infracción, se podrá aplicar la suspensión por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 53
- Reemplazar los encabezamientos por el que sigue:

“Artículo 53.- Sustitúyese el inciso final del artículo 14 de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840, por el siguiente:”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- En la segunda oración del inciso final que se sustituye en el artículo 14, reemplazar el nombre “Ley Sobre Probidad en la Función Pública y prevención de los conflictos de interés”, por “Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de los conflictos de intereses”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY
“LEY SOBRE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA Y PREVENCIÓN DE LOS CONFLICTOS DE INTERESES
TÍTULO I

Normas Generales

Artículo 1°.- Esta ley regula el principio de probidad en el ejercicio de la función pública y la prevención de conflictos de intereses.

El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable, un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.

Existe conflicto de intereses en el ejercicio de la función pública cuando concurren a la vez el interés general propio del ejercicio de las funciones con un interés particular, sea o no de carácter económico, de quien ejerce dichas funciones o de los terceros vinculados a él determinados por la ley, o cuando concurren circunstancias que le restan imparcialidad en el ejercicio de sus competencias.

Artículo 2°.- Todo aquel que desempeñe funciones públicas, cualquiera sea la calidad jurídica en que lo haga, deberá ejercerlas en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con estricto apego al principio de probidad.

La inobservancia del principio de probidad acarreará las responsabilidades y sanciones que determine la Constitución o las leyes, según corresponda.

Artículo 3°.- Para el debido cumplimiento del principio de probidad, esta ley determina las autoridades y funcionarios que  deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en los casos y condiciones que señala.

Así también, esta ley determina los casos y condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de ciertos bienes y establece situaciones calificadas en que deberán proceder a la enajenación de determinados bienes que supongan conflicto de intereses en el ejercicio de su función pública.
TÍTULO II

De la declaración de intereses y patrimonio

CAPITULO 1°

De los sujetos obligados y del contenido de la declaración de intereses y patrimonio

Artículo 4°.- Además de los sujetos señalados en el Capítulo 3°, se encontrarán obligados a realizar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos que indica la presente ley, las siguientes personas:

1) El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los gobernadores, los secretarios regionales ministeriales, los jefes superiores de servicio, los embajadores, los ministros consejeros y los cónsules.

2) Los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, los consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, los consejeros del Instituto Nacional de Derechos Humanos y los consejeros del Consejo Nacional de Televisión.

3) Los integrantes de los Paneles de Expertos o Técnicos creados por ley, tales como los creados por la ley N° 19.940, por la ley N° 20.378, y por la ley N° 20.410.

4) Los alcaldes, concejales y consejeros regionales.

5) El Contralor General de la República, el Subcontralor General de la República, los Contralores Regionales y quienes se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico en la Contraloría General de la República.

6) Los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

7) Los defensores locales de la Defensoría Penal Pública.

8) Los directores o las personas a que se refieren los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 37 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas; y los directores y gerentes de las  empresas públicas creadas por ley y de las sociedades en que el Estado tenga participación accionaria, aun cuando la ley señale que es necesario mencionarlas expresamente para quedar sujetas a la regulación de otras leyes, tales como Televisión Nacional de Chile, la Empresa Nacional de Minería, la Empresa de Ferrocarriles del Estado, la Corporación Nacional del Cobre de Chile o Banco Estado.

9) Los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración.

10) Los funcionarios que cumplan funciones de fiscalización y perciban por ello la respectiva asignación, cualquiera sea su grado.

11) Las autoridades y funcionarios directivos, profesionales y técnicos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico o su equivalente.

12) Las personas contratadas a honorarios que presten servicios en la Administración del Estado, cuando perciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio mensual de la recibida anualmente por un funcionario que se desempeñe en tercer nivel jerárquico, incluidas las asignaciones que correspondan.

13) Los rectores y miembros de las juntas directivas de las Universidades del Estado.

14) Los miembros de las directivas nacionales de los partidos políticos.

Artículo 5°.- La declaración de intereses y patrimonio y deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes de la fecha de asunción del cargo. Además, el declarante deberá actualizarla anualmente, durante el mes de marzo, y dentro de los treinta días posteriores a concluir sus funciones.
La declaración será pública, sin perjuicio de la debida protección de los datos personales conforme a la ley N° 19.628, y revestirá, para todos los efectos legales, la calidad de declaración jurada.

Artículo 6°.-  La declaración de intereses y patrimonio, y sus actualizaciones, deberá efectuarse a través de un formulario electrónico y conforme a lo previsto en la ley Nº 19.799.

Sólo en caso de no estar implementado o habilitado el respectivo formulario electrónico la declaración podrá efectuarse en papel, debidamente autentificada al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo al que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario.

Respecto de las autoridades superiores de los órganos del Estado y de los sujetos que se desempeñen como jefes de servicio, esta declaración y sus actualizaciones se publicarán en el sitio electrónico de la institución respectiva, con resguardo de los datos personales, debiendo mantenerse en dicho sitio mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses después del cese de sus funciones.

Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener  la fecha y lugar en que se presenta y la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante, que se señalan a continuación:

a. Actividades profesionales, laborales, económicas,  gremiales o de beneficencia, sean o no remuneradas, que realice o en que participe el declarante.

b. Bienes inmuebles situados en el país o en el extranjero. Respecto de los ubicados en Chile deberán indicarse las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad.  Asimismo, se deberán incluir aquellos inmuebles sobre los cuales ejerza otros derechos reales distintos de la propiedad.

c. Derechos de aprovechamiento de aguas y concesiones de que sea titular el declarante, directamente o a través de las comunidades, sociedades y entidades señaladas en la letra e. de este artículo.

d. Bienes muebles registrables, tales como vehículos motorizados, naves y aeronaves, indicando su inscripción, si correspondiere.

e. Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga el declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile o en el extranjero.

Cuando los derechos o acciones de que sea titular el declarante le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los bienes inmuebles, concesiones y valores, a que se refieren las letras b., c. y f. de este artículo, y los derechos y acciones de que trata esta letra,  que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente.

f. Valores, distintos de aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.

g. Contratos de mandato especial de administración de cartera de valores.

h. La enunciación del pasivo, siempre que en su conjunto ascienda a un monto superior a cien unidades tributarias mensuales.

La declaración deberá incluir asimismo el nombre completo del declarante y de su cónyuge o  conviviente civil.

Tratándose de las autoridades superiores de los Órganos del Estado y quienes se desempeñen como jefes de servicio, además, deberá incluirse el nombre completo de sus parientes por consanguinidad en toda la línea recta y hasta el segundo grado en la línea colateral, y el segundo grado de afinidad.

Adicionalmente, los sujetos obligados a efectuar declaración de intereses y patrimonio podrán declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de intereses, distinta a la que se detalla en este artículo.

Un reglamento expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia determinará la forma y los datos necesarios para la debida singularización y valorización de los bienes, obligaciones e intereses señalados en este artículo, y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este Título. Asimismo, dicho reglamento regulará la forma cómo la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de la información de la totalidad de las declaraciones de patrimonio e intereses que esta ley establece, para su debido registro público en portales accesibles a toda la ciudadanía.

Artículo 8º.- La declaración de intereses y patrimonio deberá comprender los bienes del cónyuge o conviviente civil del declarante, sin importar el régimen matrimonial o de bienes por el que hubieren optado. También comprenderá las actividades profesionales, laborales, económicas, gremiales o de beneficencia, que aquél realice o en que participe actualmente, sean o no remuneradas.

Con todo, el declarante casado bajo el régimen de separación total de bienes o de participación en los gananciales, o que esté sujeto a un acuerdo de unión civil bajo el régimen de separación de bienes, y cuyo cónyuge o conviviente civil se haya negado a proporcionarle información relativa a sus bienes e intereses para estos efectos, deberá dejar expresa constancia de esta circunstancia en la respectiva declaración de intereses y patrimonio, quedando exento de responsabilidad por la obligación que impone este artículo.

La misma constancia señalada en el inciso anterior deberán hacer el declarante sujeto a un acuerdo de unión civil respecto de los bienes de su conviviente civil que no ingresen a la comunidad de bienes y el declarante casado bajo el régimen de sociedad conyugal respecto a los bienes que su cónyuge mujer administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil cuando ésta se haya negado a proporcionarle la información correspondiente a ellos.

La declaración de intereses y patrimonio también comprenderá los bienes de los hijos sujetos a la patria potestad del declarante y los de las personas que éste tenga bajo tutela o curatela.

CAPÍTULO 2°

De las responsabilidades y sanciones por infracciones al deber de efectuar la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado

Artículo 9°.- El jefe superior del servicio, o quien haga sus veces, tendrá el deber de verificar que todos los sujetos obligados bajo su dependencia efectúen oportunamente la declaración de intereses y patrimonio y sus respectivas actualizaciones.

Asimismo, deberá remitir a la Contraloría General de la República, en la forma que disponga el reglamento, las declaraciones de patrimonio e intereses efectuadas por declarantes de su servicio e informarle de las infracciones a la obligación de realizar dichas declaraciones, dentro de los treinta días posteriores a aquel en que tome conocimiento de aquéllas.

Artículo 10.- La Contraloría General de la República fiscalizará la oportunidad, integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio respecto de los sujetos señalados en el Capítulo 1° de este Título.

Para lo anterior, la Contraloría podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Superintendencia de Pensiones, al Servicio de Impuestos Internos, a los Conservadores de Bienes Raíces, al Servicio de Registro Civil e Identificación y a cualquier otro órgano o servicio, de conformidad a los artículos 9 y 151 del decreto N° 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido de la ley de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, ley N° 10.336.

Artículo 11.-  Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no la realiza dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta, la Contraloría General de la República deberá apercibir al infractor para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, notificándolo por carta certificada, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.880. Si tras el apercibimiento se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Contraloría dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia, mediante resolución fundada, propondrá al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la sanción.

Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.

El cese en funciones del sujeto obligado no extingue la responsabilidad a que haya lugar por infracción a las obligaciones de este Título, la que podrá hacerse efectiva dentro de los cuatro años siguientes al incumplimiento.

Lo dispuesto en este artículo no obsta la eventual responsabilidad penal que correspondiere conforme al artículo 210 del Código Penal.

Artículo 12.- La responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones que establece este Título se hará efectiva, según corresponda, por quien, en conformidad a la Constitución o la ley, tenga la potestad disciplinaria o la facultad para remover al infractor.

Tratándose de los jefes de servicio, consejeros regionales, alcaldes y concejales que infrinjan las obligaciones establecidas en este Título, las sanciones que procedan a su respecto serán aplicadas por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley y a sus respectivos estatutos.

La sanción que se aplique se notificará, según corresponda, al consejero, alcalde o concejal y al secretario ejecutivo o secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del consejo regional o concejo municipal, según corresponda, en la sesión más próxima.

Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.

Artículo 13.- Las sanciones contempladas en el artículo 11 serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución.

La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días hábiles siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también, en esa misma resolución, informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo. Respecto de la resolución que falle este asunto, no procederán recursos ulteriores.
La interposición de la reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.

CAPÍTULO 3°

De la declaración de intereses y patrimonio efectuada por otras autoridades

Artículo 14.- Los diputados y senadores; los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional; los abogados secretarios de comisiones y quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria, deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6º, 7° y 8° de esta ley.  De forma supletoria se aplicarán las reglas de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Artículo 15.- De las infracciones a este Título cometidas por diputados y senadores corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.

Si el parlamentario obligado no realiza la declaración dentro del plazo o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria para que la realice o rectifique en el plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de su dieta. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el  parlamentario afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Comisión deberá dictar la resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.

Artículo 16.- Los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales y el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, respectivamente, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el sujeto obligado no realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, según corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo, desde la notificación de la resolución que impone la sanción. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.
Artículo 17.-  El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si los fiscales regionales o los fiscales jefes no efectúan de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúan de manera incompleta o inexacta, serán apercibidos para que la realicen o rectifiquen dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico que corresponda o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente, fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.

Artículo 18.- Los jueces titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública, los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, los ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales, y los ministros de fe de cada uno de estos tribunales, deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el pleno de la Corte Suprema o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone la sanción.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.

Artículo 19.- Los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional, los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones y los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el tribunal respectivo. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el tribunal respectivo o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El tribunal deberá dictar la resolución final  dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone sanción.

En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.
Artículo 20.- Los miembros del Consejo del Banco Central deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.

Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo del Banco Central. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.

Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.

En todo caso, el afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central.
TÍTULO III

Del mandato especial de administración de cartera de valores y la enajenación forzosa

CAPÍTULO 1°

Generalidades

Artículo 21.- Las autoridades señaladas en este Título tendrán la obligación de constituir un mandato especial de administración de cartera de valores, en adelante el “mandato” y de enajenar ciertos bienes, en los casos y en la forma que establece esta ley.

Los candidatos a Presidente de la República, diputados o senadores, consejeros regionales y alcaldes podrán de forma voluntaria someterse a este título al momento de inscribir la correspondiente candidatura en el Servicio Electoral.

CAPÍTULO 2°

Del mandato especial de administración de cartera de valores

Párrafo 1°

Definición y características
Artículo 22.- El mandato a que se refiere este Título es un contrato solemne en virtud del cual una autoridad, en la forma y en los casos señalados en esta ley, encarga a una o más personas autorizadas la liquidación de valores que integren su patrimonio, la inversión del producto de la liquidación en un portafolio de activos y la administración de éstos. La o las personas autorizadas se hacen cargo separadamente de los valores, a nombre propio y a riesgo de la autoridad.

La autoridad que confiere el encargo se denomina mandante, y quien lo acepta, mandatario.

En todo lo no previsto en el presente Título, el mandato especial se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil, contenidas en el Título XXIX del Libro III del Código Civil.

La constitución de este mandato especial no constituye enajenación de los bienes objeto del mismo para efectos tributarios.

Artículo 23.- En virtud del mandato a que se refiere este Título, la autoridad obligada a constituirlo encargará al mandatario la presentación y ejecución de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 24. El mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio como para evitar que las actividades de la autoridad obligada puedan incidir directamente en estos. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 29, el plan de liquidación no podrá contener disposiciones que permitan al mandatario invertir el producto de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar.

Párrafo 2°

Objeto y constitución del mandato

Artículo 24. El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, el Contralor General de la República, los intendentes, los gobernadores, los consejeros regionales y los alcaldes, que sean titulares de acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile, que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, y cuyo valor total supere las veinticinco mil unidades de fomento, deberán optar por una de las siguientes alternativas respecto de tales acciones y valores:

a) Constituir un mandato especial conforme a lo que establece este título, o

b) Vender las acciones y valores a que se refiere este Capítulo, al menos, en lo que exceda a dicho monto.

El producto de la enajenación efectuada conforme a la letra b) del inciso anterior no podrá destinarse a la adquisición de los valores a que se refiere dicho inciso.

Se deberá optar por una de las alternativas establecidas en este artículo dentro de los noventa días corridos posteriores a la asunción del cargo y, en su caso,  dentro del mismo plazo contado desde la actualización de la respectiva declaración de intereses y patrimonio.

Artículo 25.- El mandato especial se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario, en un solo acto, mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este Capítulo.

Dicha escritura deberá contener, al menos, las siguientes menciones:

1) Individualización del mandante y del mandatario. Respecto del mandatario deberá identificarse a su representante legal y a los dueños o accionistas controladores, en su caso.

2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.

3) Las instrucciones generales de administración, referidas al plan de liquidación y al riesgo y diversificación de las inversiones.  Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en algún rubro o  empresa en particular.

Dentro de los cinco días hábiles siguientes al otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, el mandante deberá entregar una copia autorizada de ella a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, deberá entregarse copia de la escritura pública a la Cámara de Diputados, para su registro. En el caso de los diputados y senadores, además de remitir copia de la escritura a la Superintendencia que corresponda, deberá enviarse copia a la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria.

Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato y la declaración jurada a que se refiere el artículo 30 de esta ley, deberán ser publicadas en el sitio electrónico del organismo en el cual desempeñe sus funciones el mandante. También deberá publicarse en el mismo sitio, las modificaciones a los instrumentos referidos.

Durante la vigencia del mandato, el mandante sólo podrá rectificarlo por errores de hecho. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones a la Contraloría General de la República; en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados, y en el caso de los diputados y senadores a la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, dentro de los treinta días siguientes a aquél en que se efectuó la modificación, con las mismas solemnidades señaladas en este Capítulo.

Artículo 26.- Sólo podrán desempeñarse como mandatarios, para los efectos de esta ley, las personas jurídicas que a continuación se señalan y que se encuentren inscritas previamente en los registros a que se refiere el artículo siguiente:

a) Las corredoras de bolsa, los agentes de valores, las administradoras generales de fondos, las administradoras de fondos mutuos y las administradoras de fondos de inversión, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.

b) Las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile.

c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero.  Dichas entidades deberán designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación, en conformidad a los términos que señale la norma de carácter general que para estos efectos dictarán, en conjunto, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros.

Artículo 27.- La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevarán, separadamente, un Registro Especial de Administradores de Mandato en el cual deberán inscribirse las personas jurídicas autorizadas a desempeñarse como mandatarios. Dichos registros estarán a disposición permanente del público y deberán publicarse en el sitio electrónico de las respectivas instituciones.

Las mencionadas Superintendencias establecerán, conjuntamente, mediante una norma de carácter general, los antecedentes e información específica que deberán acompañar en sus solicitudes de inscripción quienes deseen desempeñarse como mandatarios para los efectos de esta ley y el contenido del plan de liquidación a que alude el artículo 23.

Artículo 28.- Las autoridades que otorguen mandato en los términos de esta ley, podrán designar a uno o más mandatarios.

CAPÍTULO 3°

Obligaciones y prohibiciones del mandante

Artículo 29.- La autoridad que haya constituido un mandato deberá abstenerse de ejecutar cualquiera clase de acción, directa o indirecta, dirigida a establecer algún tipo de comunicación con el mandatario con el objeto de instruirlo sobre la forma de administrar el patrimonio o una parte de él, sin perjuicio de las excepciones contempladas en esta ley.

Artículo 30.- La autoridad obligada a constituir un mandato no podrá designar como mandatario a una persona jurídica en la cual dicha autoridad, su cónyuge, conviviente civil o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad tengan o hayan tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose esta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación.

Tampoco podrá designarse como mandatarios a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores, gerentes o ejecutivos principales, tengan relación de parentesco con la autoridad, su cónyuge, conviviente civil, o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

En el acto de constitución del mandato, el mandatario, debidamente representado, así como la autoridad obligada a su constitución, deberán efectuar una declaración jurada señalando no estar afectos a las relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato, señaladas en los incisos anteriores. En caso de pérdida sobreviniente de esta calidad de independiente, el mandante deberá comunicarlo a la Superintendencia respectiva.
CAPÍTULO 4°

Obligaciones y prohibiciones del mandatario
Artículo 31.- El mandatario deberá mantener su calidad de independiente en los términos definidos en el artículo anterior, durante todo el tiempo que dure el mandato. En el evento que por un hecho sobreviniente pierda tal carácter, deberá comunicarlo a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a que tome conocimiento del hecho. Asimismo, deberá comunicarlo al mandante sólo una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado al respecto.

Artículo 32.- El mandatario no podrá delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el mandante expresamente en la escritura de constitución del mandato. Los terceros que se designen para la gestión de negocios específicos estarán sujetos a las mismas prohibiciones, obligaciones y sanciones que se establecen para el mandatario.

Artículo 33.- Se prohíbe al mandatario divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al mandante a conocer el estado de las inversiones de este último.

Artículo 34.- Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al Servicio de Impuestos Internos una declaración jurada con la información necesaria para determinar la procedencia de los impuestos que correspondan por las rentas que administre conforme a los artículos 22 y 23 de este título, especialmente aquella información que permita determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974. El mandatario deberá oportunamente enviar copia de dicha declaración jurada al mandante para que éste efectúe su declaración de impuestos.

Esta información que provea el mandatario deberá entregarse en términos que no vulnere lo establecido en los artículos 31 y 33.

El mandatario será responsable por la información inexacta, inoportuna o incompleta que entregue al Servicio de Impuestos Internos de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero de este artículo. Asimismo, el mandante se encontrará exento de responsabilidad por las actuaciones del mandatario en esta materia.

Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 38, recibirán el tratamiento tributario que corresponda según la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Artículo 35.- El mandatario deberá, con cargo a la parte del patrimonio sobre la que se constituyó el mandato, proveer de fondos al mandante cada vez que éste así lo solicite, no pudiendo este último indicar la forma de obtenerlos ni el primero informar acerca de la fuente específica.

En ningún caso el mandante podrá invertir los fondos referidos en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de constituir un mandato o de enajenar, en atención al cargo que desempeña.

Artículo 36.- El mandatario deberá proporcionar anualmente al mandante y a la Superintendencia de Valores y Seguros  o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, una cuenta escrita fundada, que tendrá el carácter de reservada, acerca de la situación general del patrimonio administrado, acompañada de un estado general de ganancias y pérdidas.

Las mencionadas Superintendencias establecerán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, el contenido mínimo de la cuenta y la forma en que ésta deberá ser presentada.

Artículo 37.- Se prohíbe al mandatario comunicarse, por sí o por interpósita persona, con el mandante, para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Esta prohibición se extiende, además, a las personas relacionadas con el mandante o que tengan interés, directo o indirecto, en el mandato, determinados en el artículo 30.

El mandante no podrá exigir al mandatario otra cuenta que la señalada en el artículo anterior mientras el mandato se mantenga vigente.

Excepcionalmente se permitirán comunicaciones por escrito entre el mandatario y el mandante, las que deberán ser, en todo caso, previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y sólo podrán versar sobre resultados globales del mandato, giros a beneficio del mandante, pérdida de la calidad de independiente del mandatario, declaración y pago de impuestos, en conformidad a esta ley.

Artículo 38.- La constitución del mandato dará derecho al mandatario a recibir una remuneración por sus servicios, la que será determinada por las partes en el acto de constitución.

Artículo 39.- Los gastos incurridos por el mandatario en el desempeño de su cargo le serán abonados con cargo a los recursos que administra a medida que éstos se vayan devengando, y siempre de conformidad a las normas que se fijen en el mandato.

CAPÍTULO 5°

Término del mandato y restitución de los bienes al mandante

Artículo 40.- El mandato especial termina por las siguientes causales:

1) Por la cesación en el ejercicio del cargo del mandante;

2) Por la revocación expresa del mandante;

3) Por la renuncia del mandatario;

4) Por la muerte del mandante o la disolución de la persona jurídica que ejerce la función de mandatario;

5) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandante;

6) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandatario;

7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 31;

8) Por suspensión del Registro del Mandatario, por haber incurrido éste en alguna de las conductas establecidas en los artículos 32, 33 ó 37, y

9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 27.

Artículo 41.- Terminado el mandato especial por las causales señaladas en el artículo anterior el mandatario, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante el patrimonio que le fue encomendado, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, en el plazo de diez días hábiles desde su término.

En el caso de disolución de la persona jurídica que ejerce las funciones de mandatario, la obligación señalada en el inciso primero, deberá ser cumplida íntegramente por sus liquidadores.

En los casos de declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el liquidador en un procedimiento concursal hasta la designación del nuevo mandatario.

En todo caso, para los efectos de lo señalado en este artículo, el mandatario saliente o sus representantes continuarán, hasta la designación del nuevo mandatario, siendo responsables de la gestión encomendada en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que resulten indispensables para una adecuada protección de la parte del patrimonio encomendada, como del cumplimiento de todas las obligaciones asumidas en el ejercicio del mandato.

La rendición de cuentas efectuada por el mandatario saliente será pública. El reglamento determinará el procedimiento de rendición de cuentas al que hace referencia este artículo.

Artículo 42.- Al término del mandato, el mandante cumplirá en todo caso las obligaciones pendientes contraídas por el mandatario.

CAPÍTULO 6°
De las enajenaciones a que obliga esta ley

Artículo 43.- Las autoridades que se señalan en este artículo deberán enajenar, o renunciar de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad sobre los bienes que se indican a continuación:

1. El Presidente de la República, los diputados, los senadores y el Contralor General de la República, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, incluidas las concesiones de radiodifusión televisiva  de libre recepción.

2. Los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios, respecto de  su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas expresa y directamente con el ámbito de su competencia o bien sujetas, de acuerdo a la ley, a su fiscalización.

3. Los alcaldes, respecto de su participación en la propiedad de aquellas entidades que tengan contratos vigentes con la municipalidad o exploten, a cualquier título, concesiones municipales dentro de su comuna.

Sin perjuicio de las prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades establecidas en la Constitución o en leyes especiales, la enajenación o renuncia a que se refiere este artículo deberá ser efectuada por la autoridad dentro del plazo de ciento veinte días corridos contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días corridos siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades. El producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes sujetos  a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.

La enajenación o renuncia de las acciones a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.

La renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición no se considerará intempestiva para efectos de los artículos 2110 y siguientes del Código Civil.

CAPÍTULO 7°
Fiscalización y sanciones por la infracción de las disposiciones de este Título y procedimiento de reclamación

Artículo 44.- Corresponderá velar por el cumplimiento de las disposiciones de este Título:

1) A la Contraloría General de la República respecto de las autoridades de la Administración del Estado obligadas.

2) A la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, respecto de las personas jurídicas que se desempeñen como mandatarios.

3) A las Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria de la cámara que correspondan, respecto de los senadores y diputados.

4) A la Cámara de Diputados respecto del Contralor General de la República.

Artículo 45.- Las sanciones establecidas para las autoridades de la Administración del Estado señaladas en este Título, serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 de esta ley.

En ejercicio de su rol fiscalizador, la Contraloría podrá requerir información a las autoridades obligadas por este Título y a quienes ejerzan como mandatarios conforme a este Título.

En todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

Artículo 46.-  Transcurrido el plazo señalado en el artículo 43 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación, o transcurridos los plazos señalados en el artículo 24 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será apercibida por la Contraloría General de la República para que dé cumplimiento a dicha obligación. A partir de la notificación, la autoridad contará con un plazo de diez días hábiles para subsanar su situación. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. Expirado este plazo, la autoridad infractora será sancionada con multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.

La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior será considerada, además, como una falta al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que procedan.

Tratándose del Presidente de la República y los ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar del  incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.

En el caso del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.

Artículo 47.- Las multas que este Título establece para las personas jurídicas que se desempeñen como mandatario serán aplicadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores o gerentes.
Los procedimientos sancionatorios que la Superintendencia de Valores y Seguros inicie, se regirán por lo dispuesto  en el Título III del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.

Por su parte, los procedimientos que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras inicie, se regirán por lo dispuesto en el párrafo 3 del Título I de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda.

En caso de reincidencia, y atendida la gravedad de la infracción, se podrá aplicar la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario, respecto de los contratos regidos por esta ley.

Artículo 48.- Las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, para el eficaz ejercicio de sus funciones podrán requerir información al mandatario designado.

En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, se aplicará una multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.

Artículo 49.- La vulneración por el mandante de las obligaciones contenidas en los artículos 29 y 30, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de cincuenta a mil unidades tributarias mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción. La infracción referida será considerada como una falta al principio de probidad administrativa.

Por su parte, la vulneración por el mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 31, 33, 36 y 37 será sancionada con multa a beneficio fiscal, de cincuenta a dos mil unidades tributarias mensuales y, atendida la gravedad de la infracción, se podrá aplicar la suspensión por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario.

Artículo 50.- Las sanciones contempladas en este Título, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones del domicilio del reclamante, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.

La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días hábiles siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.

La reclamación deberá ser fundada y acompañar los documentos probatorios en que se base.

En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, el procedimiento de reclamación se regirá por lo dispuesto en los artículos 22 y 23 de dicha ley. En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por el decreto ley N° 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros, el procedimiento se regirá por lo dispuesto en el artículo 30 de dicho cuerpo legal.
Artículo 51.- Las responsabilidades de las autoridades y funcionarios establecidas en este Título se podrán hacer efectivas en el término de cuatro años desde la fecha de la infracción respectiva y no se extinguirán por el cese de funciones.

Artículo 52.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 101 de la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:

“Del mismo modo, le serán aplicables las obligaciones establecidas en el inciso primero al mandatario respecto de las rentas que provengan de los bienes que le han sido entregados en mandato especial de administración de cartera. El referido informe deberá ser presentado en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.”.

Artículo 53.- Sustitúyese el inciso final del artículo 14 de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840, por el siguiente:
“Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar su estado de situación patrimonial; las actividades profesionales y económicas en que participen, y la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. Esta declaración jurada deberá efectuarse de conformidad a lo dispuesto en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de los conflictos de intereses.”.

Artículo 54.- Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 35 del Código Tributario la expresión “y de los fiscales del Ministerio Público, en su caso”, por “, de los fiscales del Ministerio Público y de la Contraloría General de la República, en su caso”.

Artículo 55.- Deróganse las siguientes disposiciones:

1) El párrafo 3° “De la Declaración de Intereses y Patrimonio” y los artículos 65, 66 y 68 del Párrafo 4° “ De la Responsabilidad y de las Sanciones”, ambos del Título III denominado “De la Probidad Administrativa”, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.
2) Los artículos 5° C, 5° D y 5° E del Título Primero sobre “Disposiciones Generales” de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

3) Los artículos 323 bis y 323 bis A del Código Orgánico de Tribunales.

4) El artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.

5) Los artículos 9°, 9° ter y 47 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.

6) El artículo 9° bis del decreto ley N° 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

7) El artículo 6° bis de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.

8) El artículo 7° bis de la ley N° 18.593, sobre Tribunales Electorales Regionales.

Artículo 56.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 de la ley N° 20.405 del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por el siguiente:

“Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.

Artículo 57.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 43 de la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública, por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo anterior, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.

Artículo 58.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 15 de la ley N° 20.600 que crea los Tribunales Ambientales, por el siguiente:

“Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente. Asimismo, estos trabajadores estarán sujetos a las normas de transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley Nº 20.285, a las establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y prevención de conflictos de intereses y al Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal del término del contrato de trabajo.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- El Presidente de la República dictará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma.

Sin perjuicio de lo anterior, los órganos señalados en el Capítulo 3º del Título II de esta ley podrán determinar las otras normas administrativas que sean convenientes en las materias que les conciernen específicamente.

Esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de los sujetos que se individualizan en el Capítulo 1º del Título II y cinco meses después de la referida publicación, respecto de los sujetos individualizados en el Capítulo 3º del Título II de esta ley.

Artículo segundo.- Desde la entrada en vigencia de esta ley, la referencia efectuada en otras normas a la obligación de presentar una declaración de intereses y una declaración de patrimonio, se entenderá hecha a esta ley.”.

- - -

 Sala de la Comisión, a 13 de mayo de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR WALKER, DON PATRICIO, SEÑORAS ALLENDE, GOIC, VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER Y SEÑORES ARAYA, CHAHUÁN, COLOMA, GARCÍA-HUIDOBRO, GIRARDI, GUILLIER, HARBOE, LAGOS, LARRAÍN, LETELIER, MATTA, MONTES, NAVARRO, PÉREZ VARELA, PIZARRO, PROKURICA, QUINTANA, QUINTEROS, TUMA, WALKER, DON IGNACIO, Y ZALDÍVAR, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE INSTRUYA A LAS AUTORIDADES COMPETENTES SOBRE LA URGENTE ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA EL OTORGAMIENTO DE PENSIONES DE GRACIA A MENORES AFECTADOS POR ENFERMEDADES IRRECUPERABLES, SUBSIDIOS AL GASTO DE AQUELLOS QUE SON ELECTRO-DEPENDIENTES, ACCESO DE SUS FAMILIAS A VIVIENDAS ADAPTADAS A NIÑOS CON NECESIDADES ESPECIALES, NORMALIZACIÓN DE PERMISOS LABORALES Y, ADEMÁS, EL ESTABLECIMIENTO DE UNA MESA DE TRABAJO PARA ATENDER LOS REQUERIMIENTOS ESPECÍFICOS DE TODO NIÑO O NIÑA AQUEJADO POR ENFERMEDADES CRÓNICAS O TERMINALES

(S 1.810-12)

Considerando:
a) Que la Constitución Política de Chile establece en su primer artículo que "Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos. Es deber del Estado, asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional."
b) Que la situación de los niños y niñas afectados por enfermedades catastróficas; crónicas y terminales requiere de una respuesta pública adecuada y oportuna para mejorar sus condiciones de vida.

c) Que Chile tiene un compromiso irrestricto con la promoción y la defensa de los derechos de niños, niñas y adolescentes. 

d) Que  la Convención por los Derechos de NNA, a la que nuestro país está suscrito establece que los niños contarán con el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud y al acceso a los servicios sanitarios y médicos.

Por tanto:

El Senado de la República de Chile aprueba el siguiente:
PROYECTO DE ACUERDO

Oficiar a su Excelencia la Presidenta de la República, para que:
1. Solicite al Ministerio del Interior y Seguridad Pública la evaluación del otorgamiento de Pensiones de gracia a aquellos niños que sufran enfermedades sin posibilidad de recuperación.
2. Requiera a las instituciones pertinentes la evaluación de una subvención para aliviar el gasto en energía eléctrica domiciliaria de las familias con niños electro-dependientes. 

3. Solicite identificar la oferta pública que permita a las familias acceder a recursos para mejoramiento de habitabilidad y adaptación de hogares para niños con necesidades especiales.
4. Normalice la situación de permisos laborales para madres con niños que posean enfermedades crónicas y terminales
5. Comprometa la creación de una mesa de trabajo multisectorial integrada para atender los requerimientos específicos de los niños y niñas que sufren enfermedades crónicas y terminales.

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.

� MANDO OPERACIONAL (OPCOM)


Autoridad entregada a un comandante para asignar misiones o tareas a los comandantes subordinados, para desplegar unidades, reasignar fuerzas y para mantener o entregar el control operacional o táctico, conforme estime pertinente el comandante. No incluye responsabilidad administrativa.


� CONTROL OPERACIONAL (OPCON)


Autoridad delegada a un comandante para dirigir fuerzas asignadas, de manera que el comandante pueda cumplir misiones o tareas específicas, las que usualmente están limitadas por función, tiempo o ubicación. No incluye autoridad para asignar el empleo separado de componentes de las unidades respectivas. Tampoco incluye, en si mismo, control administrativo o logístico.


� Ley N°18.575,  Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


�  Mecanismo de Seguimiento de la implementación (MESICIC) de La Convención Interamericana contra la Corrupción. Fuente: http://www.oas.org/juridico/spanish/lucha.html.
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